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    Capítulo I


    Derecho Aeronautico


    Contienda negativa de competencia


    Accidente de aviación. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la comisión de un delito en ocasión de la operación de aeronaves no provoca, por sí sola, la intervención de la justicia federal, sino que, conforme a lo que establece el artículo 198 del Código Aeronáutico, son de competencia de ese fuero los delitos que puedan afectar la navegación o el comercio aéreo.


    D., Jorge Juan s/ Averiguación accidente aéreo fatal


    COMP. 314, XXXIV, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


    La Corte tiene reiteradamente establecido que la comisión de un delito en ocasión de la operación de aeronaves no provoca, por sí sola, la intervención de la justicia federal, sino que, conforme a lo que establece el artículo 198 del Código Aeronáutico, son de competencia de ese fuero los delitos que puedan afectar la navegación o el comercio aéreo.


    Incidente de competencia. Causa N° 379/1 Caratulada: Accidente aéreo


    COMP. 1060, XXXIII, 19 de febrero de 1998


    Ver dictamen

  


  
     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo II


    Derecho Administrativo


    Acción de nulidad


    Decretos provinciales. Radiocomunicaciones. Juicios en que es parte una provincia. COMFER. Cuestión federal. Admisibilidad de la petición. Nulidad de la resolución. 


    Remisión al fallo de la causa C.822, L. XX, “Comité Federal de Radiodifusión c/ Provincia del Neuquén s/ Inconstitucionalidad”; resuelta por la Corte de acuerdo con el dictamen emitido por este Ministerio Público.


    La Corte sigue siendo competente en las presentes actuaciones en función de los fundamentos del dictamen que obra en la causa. Vale recordar que, la Corte expreso que, "debido a que una onda electromagnética puede causar interferencias, la Unión Internacional de Telecomunicaciones (U.I.T.) ha establecido un Reglamento de Radiocomunicaciones y planes de adjudicación de frecuencias que permiten a las administraciones de telecomunicaciones compatibilizar sus asignaciones de frecuencias con otros países del mundo. A tal efecto, dentro de la U.I. T. se han celebrado conferencias administrativas mundiales y regionales de radiocomunicaciones para establecer acuerdos que contienen: a) criterios para fijar un patrón técnico aceptado por todos los firmantes del acuerdo para concretar sus asignaciones o adjudicaciones; b) establecimiento de un plan de adjudicaciones de frecuencias a las estaciones con indicación de las características técnicas de emisión de las mismas, las que no pueden ser modificadas sin la previa conformidad de las signatarias del acuerdo"., Como el administrador del espectro es el Estado, actúa como parte en los convenios internacionales suscriptos por el país en el seno de la U.I.T. En consecuencia, la adjudicación anárquica de una frecuencia sin intervención de la Administración Nacional puede provocar interferencias hacia y desde estaciones de otros países. Al no haber tomado conocimiento la U.I.T. de estas adjudicaciones, no puede reclamarse ante la misma por cualquier interferencia perjudicial que reciban de otras adjudicaciones autorizadas, como así también debe garantizarse a las mismas contra cualquier otra emisión autorizada o no que interfiera la normal recepción...". Vale decir que, sin perjuicio de resultar ajeno al dictamen, que debe circunscribirse al examen de cuestiones federales, evaluar la prueba rendida en torno a que las ondas en cuestión no trascienden los límites de la Provincia del Neuquén, aún en el supuesto de concluir que ello es realmente así; no podría justificar una solución distinta en el sub lite de la ya adoptada por la Corte en el precedente de referencias, pues quedaría aún subsistente la posibilidad de que las estaciones autorizadas por la autoridad local interfieran la recepción de otras emisiones autorizadas por el Comité Federal de Radiodifusión. Por lo que, la Corte debe hacer lugar a la demanda, declarando la nulidad del decreto provincial y su reglamentación.


    Comité Federal de Radiodifusión c/ Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur s/ Ordinario


    C. 632, XXXI, 14 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Locación. Legitimación pasiva. Competencia contencioso administrativa. 


    La determinación del titular del derecho a celebrar contratos de locación sobre los espacios y locales comerciales edificados en la estación, y, por ende, la persona que resulte con legitimación pasiva en el presente juicio de consignación, requerirá examinar los antecedentes del caso a la luz de principios propios del derecho público y el análisis de normas que integran un régimen exorbitante del derecho privado, de donde surge clara la relevancia que asumen aspectos propios del derecho administrativo para la solución del caso, sin perjuicio de que puedan también llegar a aplicarse institutos del derecho común para aquellos aspectos referidos a la relación locativa en sí, cuando ya se encuentre establecido quién posee la legitimación pasiva.


    Blascetta, José Luis c/ FE.ME.SA. s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 598, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Contratos administrativos. Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 


    La Corte ha dicho reiteradamente que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de pretensión. 


    Es preciso establecer, para dirimir la contienda suscitada, si el contrato modificado encuadra dentro del derecho público o, por el contrario, se trata de un contrato privado. El primer punto a desarrollar, para poder establecer la naturaleza pública o privada del acuerdo, es determinar las características de las personas que lo han celebrado. Conforme a la ley de su creación, el Instituto de Vivienda del Ejército, es un organismo autárquico, persona de derecho público, facultada para adquirir derechos, contraer obligaciones y manejar fondos asignados, cuyo Presidente de Directorio debe ser designado por el Poder Ejecutivo Nacional a propuesta del Comandante en Jefe del Ejército. Asimismo el artículo 11° del Decreto 739, reglamentario de la ley 21.906, declara de interés nacional al patrimonio y régimen funcional de este Instituto. Por consiguiente, es posible afirmar que, en principio, los juicios en que intervenga interesan a la Nación, dado que podría hallarse comprometida su responsabilidad. Como conclusión, la Operatoria Integración, encuadra dentro de los objetivos primordiales del Instituto de Vivienda del Ejército y, por lo tanto, su fin debe caracterizarse como público. A mayor abundamiento, es dable afirmar que el convenio cuenta con cláusulas de las llamadas exorbitantes, típicas de los contratos administrativos.


    Pauri, Silvia Cristina c/ Instituto de Vivienda del Ejército s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 475, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Empleo público


    Excusación. Cámara contencioso administrativa. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. N° 122, L.XXXIV, "Guibourg, Ricardo Alberto y otros c/ Estado Nacional (Corte Suprema de Justicia de la Nación)".


    Acuña, Héctor C. c/ Estado Nacional - CSJN s/ Empleo público


    COMP. 268, XXXIV, 02 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Inspección General de Justicia. Facultades disciplinarias. Sociedad de ahorro para fines determinados. Acto administrativo. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Se encuentra en juego la inteligencia de normas de naturaleza federal que regulan las atribuciones de la Inspección General de Justicia con respecto a las sociedades anónimas de capitalización y ahorro, y la decisión es contraria al derecho que la apelante fundó en aquellas. Tiene dicho la Corte que el alcance federal de las normas que regulan esa actividad no suscita dudas, por cuanto el sometimiento de estas operaciones, que implican la captación de dinero del público a una autoridad nacional y a un régimen uniforme, se justifica y reconoce fundamento constitucional porque se vinculan con el régimen del dinero y del crédito, y el comercio interprovincial, actividades relacionadas con las atribuciones del Gobierno Federal para proveer lo conducente a la prosperidad del país y el bienestar general. La Cámara de Apelaciones en lo Comercial decidió que la materia cuestionada concernía a aspectos fáctico-jurídicos de un negocio entre particulares, cuya dilucidación sólo incumbía al Poder Judicial de la Nación. De ese modo, le negó concretamente a la Inspección General de Justicia el ejercicio de sus facultades disciplinarias ante lo que consideró -no sólo una agresión a derechos privados- sino una irregularidad del sistema de ahorro. Deben prosperar los agravios de la IGJ, referidos a que el tribunal a quo calificó el acto administrativo de contralor del organismo, como de naturaleza jurisdiccional, atento lo ya resuelto por la Corte en la causa P. 227, L. XXXIII, "Plan Rombo S.A. s/ Denuncia por Liliana Insaurralde". La interpretación rigurosa que realiza la Sala con sustento en principios, venerables, vinculados a la división de poderes y la supuesta vulneración de la distribución constitucional de incumbencias estatales, prescinde de considerar la específica función económico-social que desempeña el organismo de control administrativo. Uno de los roles que está llamado a cumplir es atender a las denuncias de particulares que promuevan el ejercicio de sus funciones de fiscalización, para lo cual tiene la facultad de declarar irregulares e ineficaces a los efectos administrativos los actos sometidos a su fiscalización, cuando sean contrarios a la ley, al estatuto o los reglamentos. El control judicial posterior salvaguarda las garantías del afectado, incluso si éste entendiera que el acto administrativo se inmiscuyó en materias reservadas a la actividad jurisdiccional. Este sistema tiende a atemperar la gran desigualdad existente entre las entidades administradoras y los sujetos que le han confiado sus ahorros con el fin de adquirir un automotor en pequeñas cuotas pagaderas durante varios años. Difícilmente estos individuos estén en condiciones de contratar un abogado, para obtener la restitución de importes reducidos, al tratarse de una alternativa antieconómica para cualquiera. Si esta situación objetiva y real no fuera atendida por el Estado a la postre, se crearía un beneficio indebido para la parte dominante de la negociación, porque los conflictos patrimoniales se resolverían en un desmedro de los derechos del contratante débil, quien habrá visto frustrada la expectativa de adquirir un bien cuyo uso le produciría un cambio relevante en sus condiciones de vida o, en el caso, de recuperar los importes invertidos en una operación trunca que pueden constituir una parte significativa de su patrimonio, teniendo en cuenta la condición económica, que cabe presumir, en las personas que se han sometido a estos planes de ahorro previo. La eficacia de esta intervención estatal tiende a respaldar la credibilidad de estos emprendimientos del sector privado, que prestan servicios o venden bienes, con sujeción a condiciones masivas de contratación. La hermenéutica estricta del tribunal de alzada priva de operatividad al sistema mixto de control de la actividad que ha organizado el Estado, que coordina la especialización técnica del organismo administrativo sobre la operatoria del ahorro previo, con la formación jurídica integral de los jueces, que en ejercicio de sus potestades van a dirimir en último término los derechos de las partes, por vía recursiva. Si esta modalidad de control no fuera adecuada para tutelar el derecho constitucional de defensa en juicio, de alguna de las partes, entonces, sí se quebraría la validez de este procedimiento. Pero mientras dicha situación no aparezca nítidamente configurada, no ha de postergarse la resolución del conflicto a un juicio posterior. En cuanto a la legitimidad intrínseca de la resolución sancionatoria, no es materia de análisis en esta instancia, sólo abierta por el recurso deducido por la Inspección y deberá ser oportunamente ponderada por la Sala a la que le toque intervenir.


    Tripoli, Humberto María c/ Plan Rombo S.A.


    T. 17, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Empleo público. Diferencia de haberes jubilatorios. Juicios contra el Estado. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 99, L. XXXII, “Gaibisso, César A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Amparo ley 16.986”.


    Billoch de Terán, María Susana c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Empleo público


    B. 482, XXXIII, 10 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Empleo público. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional - P.E.N.- Ministerio de Justicia de la Nación s/ Empleo público".


    Brieba, Rodolfo J. y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    B. 580, XXXIII, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Empleo público. Haber de retiro. Interpretación de leyes federales. Intangibilidad de la remuneración. Confirmación de sentencia. 


    Ante todo, es menester destacar que, al pronunciarse respecto de la admisibilidad de la apelación extraordinaria, el a quo la concedió únicamente en cuanto se encuentra en tela de juicio la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia. De ahí que, dado que la demanda no ha deducido recurso de hecho, la jurisdicción ha quedado expedita sólo en la medida en que el recurso ha sido concedido por el tribunal. Por lo tanto, corresponde admitir formalmente los recursos extraordinarios incoados por cuestión federal, toda vez que se discuten los alcances e inteligencia de una norma federal y la decisión final ha sido contraria al derecho que en ella fundaron los apelantes. En cuanto al fondo de las apelaciones extraordinarias deducidas, es menester emitir opinión sobre los agravios relacionados con la aducida falta de legitimación de los actores y con la improcedencia de la acción declarativa. En cuanto al primero de esos temas, corresponde señalar que, contrariamente a lo que sostiene la parte demandada, aquéllos no poseen sólo un derecho en expectativa que habrá de incorporarse en su patrimonio cuanto estén en condiciones de obtener el beneficio jubilatorio. Esto es así, porque actualmente revisten la calidad de retirados, de tal forma que, al momento de la concesión de sus respectivos retiros y del consiguiente cese de funciones, adquirieron el derecho de acceder al régimen jubilatorio que entonces estaba en vigencia, una vez que transcurrieran los años faltantes para cumplir la edad necesaria a tal efecto. Independientemente de lo anterior, también se encuentran legitimados para incoar la presente acción, en su carácter de titulares de haberes de retiro que son parte integrante de su derecho de propiedad, ya que la ley 24.241, a través de sus decretos reglamentarios n° 56/94 y 78/94, establece que deberán optar entre los dos regímenes creados por aquélla y realizar los aportes previsionales calculados sobre sus haberes, de acuerdo a las previsiones de la nueva normativa. Los recurrentes tienen, entonces, un derecho subjetivo actual a realizar los aportes previsionales conforme a la ley 24.018 en cuyo marco obtuvieron el retiro e, incluso a obtener el beneficio de jubilación dentro del mismo régimen. Por lo tanto, cualquier estado de incertidumbre que causare o pudiere causar un perjuicio sobre aquéllos, es susceptible de control jurisdiccional. En efecto, la falta de certeza con relación al régimen aplicable y, en consecuencia, la incertidumbre sobre el derecho de opción que prevé el decreto n° 56/94, les causa un perjuicio concreto, toda vez que los aportes a realizar conforme a la ley 24.241, tienen un límite máximo, a diferencia del régimen especial de la ley 24.018, configurándose un perjuicio cierto e inminente, ya que los aportes actuales guardan relación directa con el monto del haber de jubilación que percibirán en el futuro. Por otra parte, el cuestionamiento sobre la procedencia de la acción declarativa remite al análisis de normas de derecho común y procesal, ajenas al recurso extraordinario, máxime cuando, como en el caso, no es atendible la tacha de arbitrariedad, según antes quedó expuesto. Tal como ha dicho la Corte “determinar el contenido y extensión de las diferentes acciones previstas en la legislación local, constituye un tema propio de los jueces de la causa y ajeno a la instancia que consagra el artículo 14 de la ley 48”. Respecto del agravio referido a la no aplicación de la ley 24.241 a los actores corresponde, ante todo, analizar cuál es el régimen previsional que se aplica a los funcionarios y magistrados del Ministerio Público de la Nación. La ley 24.018, sobre el régimen especial de prestaciones previsionales, comprende a los magistrados y funcionarios del poder Judicial, del Ministerio Público de la Nación y de la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas que desempeñen los cargos comprendidos en el Anexo I. Establece, en su artículo 26, que las jubilaciones de los beneficiarios y las pensiones de sus causahabientes se regirán por las disposiciones de dicha ley y, en lo no modificado por ésta, por las normas de la ley 18.037. Por su parte, el artículo 14 también se refiere al régimen de esta última, en los siguientes términos: “las jubilaciones de los magistrados y funcionarios incluidos en el artículo 8, que no reunieren los requisitos establecidos en el presente, y las pensiones de sus causahabientes, se regirán exclusivamente por las disposiciones de la ley 18.037”. Con respecto a la movilidad de las prestaciones, el artículo 27 dispone que el haber de las jubilaciones, pensiones, asignación vitalicia y haberes de retiro a otorgar, conforme al presente régimen, será móvil y no se aplicarán los artículos 53 y 55 de la ley 18.037. Por último, es importante resaltar, con relación al tema que nos ocupa, el artículo 33 de la ley, según el cual las personas comprendidas y sus futuros causahabientes que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, gozaren o tuvieren derecho a un beneficio de jubilación, retiro, pensión o asignación vitalicia, en razón de las normas que se derogan y/o modifican por la misma, conservarán sus derechos y mantendrán para tales casos la vigencia de las aludidas normas. Por su parte, la ley 24.241 que creó el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones con carácter general, se refiere a los sujetos comprendidos en los artículos 2, 157, 168 y 191. El artículo 2 dispone que la ley abarca, entre otros, a los funcionarios, empleados y agentes que en forma transitoria o permanente desempeñen cargos en cualquiera de los poderes del Estado Nacional y, en general, a todas las personas que hasta la vigencia de la presente ley estuvieran obligatoriamente comprendidas en el régimen nacional de jubilaciones y pensiones por actividades no incluidas con carácter obligatorio en el régimen para trabajadores autónomos. En igual sentido, el artículo 157 señala que el Poder Ejecutivo podrá proponer, en el término de un año contado a partir de la publicación de la ley, un listado de actividades que, por implicar riesgos para el trabajador o el agotamiento prematuro de su capacidad laboral, o por configurar situaciones especiales, merezcan ser objeto de tratamientos legislativos particulares. Por su parte el artículo 168 derogó las leyes 18.037 y 18.038, sus complementarias y modificatorias. Por último, el artículo 191 dispone que, a los efectos de la interpretación de la presente ley, debe estarse a lo siguiente: las normas que no fueran expresamente derogadas mantienen su plena vigencia. A su vez, el decreto n° 56/94, reglamentario de la ley, fijó el plazo en el que los beneficiarios deben optar entre los dos regímenes creados por aquélla y el decreto n° 78/94, al reglamentar el artículo 168 del régimen general, derogó expresamente, entre otras, la ley 24.018. En tal sentido, es dable recordar, tal como ha sostenido reiteradamente la Corte, que los jueces no deben sustituir al legislador sino aplicar la norma tal como éste la concibió. La primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador; la primera fuente para determinar esa voluntad, es la letra de la ley y, por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, es propio de la interpretación indagar lo que ellas dicen jurídicamente, o sea, en conexión con las demás normas que integran el ordenamiento general del país, de modo de obtener su armonización y concordancia entre si y, especialmente, con los principios y garantías de la Constitución Nacional. Por otro lado, la Corte ha expuesto que la intangibilidad de los sueldos de los magistrados no constituye un privilegio sino una garantía para asegurar la independencia del Poder Judicial y, por aplicación de aquel principio, las compensaciones de los jueces no son susceptibles de ser disminuidas en forma alguna. Toda solución que permita a los jueces demandar la tutela prevista por el artículo 96 de la Constitución Nacional y desconozca igual facultad en cabeza de los jubilados, convierte en letra muerta las previsiones contenidas en los artículos 4, 7, 10, 15 y 27 de la ley 24.018, al desconocer que el quebrantamiento de la norma superior se proyecta sobre aquéllos que, por haberse jubilado con derecho a un porcentaje fijo de las remuneraciones de los magistrados en actividad, encuentran sus haberes sensiblemente disminuidos frente a lo que deberían percibir para evitar discriminaciones ilegitimas. En igual sentido, esta Procuración ha sostenido que la independencia del Poder Judicial obliga a concluir la intangibilidad de los emolumentos de los magistrados extensible al haber de los jueces jubilados desde que la posible disminución de los derechos previsionales generaría intranquilidad en el ejercicio funcional, o presión para motivar el abandono de sus cargos de quienes con ese grado de incertidumbre tuvieran que administrar justicia. También advirtió la Corte, que el sentido y alcance de la protección que el régimen de jubilaciones dispensa a los magistrados en situación de retiro aparece inspirada en propósitos últimos de garantía e independencia funcional análogos a los que sustenta el principio de intangibilidad de la remuneración de los jueces durante el ejercicio de la judicatura. Máxime, si tenemos en cuenta que el Convencional Constituyente, a través de la reforma constitucional de 1994, ratificó el principio de la intangibilidad de las remuneraciones de los magistrados, de conformidad con la doctrina expuesta reiteradamente por la Corte. Es importante resaltar, que según doctrina de la Corte, las leyes previsionales deben interpretarse con máxima prudencia, en especial cuando el ejercicio de la función judicial pueda conducir a la pérdida de algún derecho. En cuanto a la ley 24.018 es un régimen autónomo y no complementario o modificatorio de la ley 18.037. Por lo tanto, pese al principio general del artículo 2 de la ley 24.241, su régimen no es aplicable a los funcionarios y magistrados del Poder Judicial y del Ministerio Público, quienes siguen encuadrados en su régimen especial. Sobre tales bases, es dable afirmar que el régimen de la ley 24.018 no ha sido derogado o modificado por la ley 24.241 y, por ende, resulta abstracto el agravio del recurrente basado en la falta de tacha de inconstitucionalidad, por los actores del régimen general de la ley 24.241. Resta analizar el agravio referido al supuesto desconocimiento, por parte del a quo, de las facultades reglamentarias comprendidas en el inciso 2 del artículo 99 de la Constitución Nacional, ya que el Ejecutivo, según los recurrentes, al dictar el decreto n° 78/94, no alteró la ley mediante excepciones reglamentarias que subviertan su espíritu y finalidad. Tal como ha sostenido la Corte, es sabido que cuando un decreto reglamentario desconoce o restringe irrazonablemente derechos que la ley reglamentada otorga o de cualquier modo subvierte su espíritu y finalidad, ello contraría la jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las atribuciones que la propia Constitución concede al Poder Ejecutivo. Sin embargo, reiteradamente la Corte ha sostenido que la conformidad que debe guardar un decreto respecto de la ley no consiste en la coincidencia textual entre ambas normas, sino del espíritu, y que, en general, no vulneran el principio establecido en el artículo 99, inciso 2, de la Constitución Nacional, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada. Esta Procuración General, en autos C. 521, L. XXXIII; sostuvo en concordancia con la doctrina recordada, que la invalidez de un decreto no se configura necesariamente porque su texto sea distinto al de la ley objeto de reglamentación, sino porque aquél es contrario al espíritu y a los fundamentos de la ley en sentido formal. Tal como tiene dicho la Corte, es misión del intérprete indagar el verdadero sentido y alcance de la ley, mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la realidad del precepto y la voluntad del legislador, pues sea cual fuere la naturaleza de la norma, no hay método de interpretación mejor que el que tiene primordialmente en cuanta la finalidad de aquélla. La misión judicial no se agota con la remisión a la letra de la ley, toda vez que los jueces, en cuanto servidores del Derecho y para la realización de la justicia, no pueden prescindir de la ratio legis y del espíritu de la norma. En efecto la sustancia de la norma es el espíritu y el fin de la ley y resultaría evidente que la contradicción palmaria de la norma reglamentaria con el espíritu y los fundamentos de la ley formal invalidan necesariamente el decreto reglamentario. Debe rechazarse el agravio sobre el supuesto desconocimiento de la delegación legislativa del artículo 130 de la ley 24.241 en el Poder Ejecutivo, toda vez que en dicha disposición se refiere a los procedimientos, plazos y modalidades que hagan factible la incorporación, a este régimen, de las personas que a la fecha de su entrada en vigor quedaren comprendidas en el mismo, pero de ninguna manera transfiere, al Ejecutivo, tal como surge de los considerandos del decreto N° 78/94, manifestó que éste es un decreto reglamentario dictado en ejercicio de las potestades que prevé el inciso 2 del artículo 86 de la Constitución Nacional, no existiendo pues, en la especie, ejercicio de una potestad legislativa delegada.


     Craviotto, G. A. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Justicia de la Nación s/ Empleo público


    C. 465, XXXIII, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional - P.E.N. – Ministerio de Justicia de la Nación s/ Empleo público”.


    Montes de Oca, Leopoldo L. V. y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 653, XXXIII, 19 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Acción de nulidad. Acto administrativo de alcance general. Inconstitucionalidad. Ordenanzas municipales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Denegatoria del fuero federal. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa S.192, L. XXXIII, “S.A. Genaro García Ltda. c/ Municipalidad de Rosario s/ Amparo”.


    Federación Argentina de Cooperativas Agrarias Cooperativa Limitada y otro c/ Municipalidad de Rosario s/ Amparo


    F. 561, XXXIII, 16 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Igualdad ante la ley. Migraciones. Ingreso de extranjeros. Transporte aéreo de pasajeros. Multa. Monto de la pena. Confirmación de sentencia. 


    Con referencia al agravio fundado en la supuesta violación del principio de igualdad, por el art. 62 de la ley 22.439, modificado por el art. 4 de la ley 24.393, ha sostenido reiteradamente la Corte que la garantía de igualdad no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, con tal que la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o de grupos de personas, aunque su fundamento sea opinable. En igual sentido, afirmó que la garantía de igualdad ante la ley radica en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias, y el mayor o menor acierto o error, mérito o conveniencia de la solución adoptada por la autoridad administrativa, constituyen puntos sobre los cuales no cabe al Poder Judicial pronunciarse, en la medida en que el ejercicio de esas facultades discrecionales no se compruebe como irrazonable, inicuo o arbitrario. En el sub lite el supuesto de hecho no consiste en el ingreso de un extranjero al país sin el cumplimiento de los requisitos legales o reglamentarios, tipificado en el Título IV de la Ley General de Migraciones. Por el contrario, se trata de un tipo sancionatorio diferente, esto es, el hecho de conducirlo y transportarlo desde el lugar de embarque hasta nuestro país, sin la documentación correspondiente, conducta tipificada en el art. 55 del Capítulo I del Título VI de la misma ley. El Legislador, al establecer una multa equivalente al triple del valor del pasaje, permite dar un trato razonablemente igualitario para todo aquel que infrinja el tipo legal. Así, para aquellas empresas que conducen pasajeros desde un mismo punto de embarque, cobrando un mismo precio por el pasaje, la sanción será idéntica. Y, para los casos en que el punto de embarque es diferente, la pena guarda una equivalencia razonable en proporción a la distancia del transporte realizado, tomando en cuenta la diferencia de precio de los pasajes, que reflejan los distintos trayectos recorridos. De esta forma, puede apreciarse que también hay siempre una correspondencia adecuada entre los diferentes elementos que integran el tipo, en especial entre la distancia recorrida para realizar el transporte del pasajero sin la visa, el valor del pasaje y, en consecuencia, con el monto de la multa aplicable. Por el contrario, si el monto de la multa para este tipo infraccional se estableciera en forma fija, resultaría que en unos casos el monto de la pena pecuniaria podría resultar tachable de confiscatorio, a la vez que desdeñable en otros, diluyéndose en este último caso, el objetivo disuasivo perseguido por el legislador al establecer la sanción, es decir, la ratio legis de la norma represiva. Si no se ha demostrado la existencia de una inequidad manifiesta, o de un apartamiento írrito del principio de igualdad, el juicio referente a la proporcionalidad de la pena, que se trasunta en la ley con carácter general, es de competencia exclusiva del legislador, sin que corresponda a los tribunales juzgar del mismo. Por lo tanto, en el sub judice, se cumplió con el requisito de que las situaciones legales deben comprender a todos los supuestos en igualdad de circunstancias y, además, la fijación de la sanción pecuniaria en función del valor del pasaje no es irrazonable, ya que guarda relación directa con el hecho punible.


    Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones – Disposición DNM 4.783/96


    L. 92, XXXIV, 15 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Impugnación del acto administrativo. Agotamiento de la instancia administrativa. Daño irreparable. Derecho de propiedad. Arbitrariedad o ilegalidad manifiestas. Código aduanero. Confirmación de sentencia. 


    Sostiene la recurrente que la sentencia en crisis viola el art. 43 de la Constitución Nacional. Sin embargo, dicho artículo de la Constitución Nacional reformada, ha establecido que esa acción es procedente siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, lo que ha sido interpretado como un inequívoco apartamiento de la exigencia legal del previo agotamiento de la vía administrativa. Ha sostenido la Corte que las modificaciones constitucionales importan derogación de las leyes anteriores en el supuesto que éstas sean verdaderamente incompatibles con el sistema establecido por aquéllas. Sobre tal base, el art. 43 de la Constitución Nacional ha modificado parcialmente la ley 16.986, precisamente en el punto analizado, al instituir una acción expedita y rápida, lo que significa que no puede posponerse su conocimiento por los tribunales mediante articulaciones previas como las que condicionan la habilitación de instancia. Para el análisis de la procedencia formal de la acción de amparo, habrá de estarse, en lo referido a las vías alternativas, únicamente a la existencia de otra vía judicial más idónea, más rápida o más apta para la defensa del derecho o garantía constitucional lesionado, con independencia del agotamiento de la vía administrativa. Tampoco asiste razón a la apelante cuando sostiene que no procede la acción de amparo por la circunstancia de no mediar un daño grave e irreparable, habida cuenta de que la suspensión del pago de reembolsos no obsta a la continuidad de la actividad comercial por parte del amparista. El citado art. 43 de la Constitución Nacional no incluye el requisito de irreparabilidad del daño, sino que se trate de acto u omisión de autoridades públicas que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley y, en el sub examine, más allá de los inconvenientes que la aplicación del acto atacado pueda irrogar al giro comercial de la empresa actora, cierto es que, por su intermedio, se la ha privado de percibir estímulos o reembolsos que le corresponden en virtud del régimen legal respectivo, lesionándose así su derecho de propiedad. En cuanto a la existencia o no de ilegalidad manifiesta en el acto impugnado por la acción de amparo, la demandada no logró desvirtuar lo concluido por el juez de grado respecto de los vicios de ilegitimidad del acto administrativo impugnado, toda vez que no ha indicado en momento alguno cuál es la norma concreta del Código Aduanero que la faculta para adoptar una decisión de suspensión de pagos, que califica como medida cautelar. En tales condiciones, el sub lite debería resolverse por aplicación de aquella doctrina de la Corte, según la cual, el recurso extraordinario es improcedente si no se han expuesto fundamentos que sustenten una diversa inteligencia de la norma federal aplicada. Ello, por cuanto también ha dicho la Corte que, para la apelación por la vía del recurso extraordinario, no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso desarrollar una crítica razonada y concreta de todos y cada uno de los argumentos expuestos en ella. Máxime cuando, tampoco surge la competencia en cuestión de la función jurisdiccional y de las facultades legales conferidas por la ley 22.415 invocadas por la Dirección General de Aduanas como fundamento para el dictado de la disposición 40/97. En efecto, el Código Aduanero establece, en su art. 23, las funciones y facultades de la Administración Nacional de Aduanas, en las cuales no se cuentan la adopción de medidas como la que se cuestiona en el sub lite. La Dirección General de Aduanas no es competente para dictar un acto de suspensión del pago de reintegros o reembolsos a las firmas exportadoras previstos en las leyes 23.018 y 23.101 y en el decreto 1.555/86, toda vez que, si no puede derogar ni modificar con carácter general el régimen de estímulos descripto con fundamento en las normas del Código Aduanero y en las leyes del régimen de promoción, tampoco es competente para suspender los pagos correspondientes.


    Pesquera Sur S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    P. 246, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


     


    Beneficio de litigar sin gastos


    Daños y perjuicios. Policía provincial. Certificado de pobreza. Facultades jurisdiccionales. Igualdad ante la ley. Otorgamiento del beneficio. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial. en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada. sino que es necesario que se agreguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar. razonablemente. que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. Habida cuenta de ello. en cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio. En consecuencia. a efectos de garantizar a los actores el acceso a la tutela jurisdiccional y a la igualdad de las partes ante la ley, la Corte puede hacer lugar al beneficio de litigar sin gastos solicitado.


     M., E. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 424, XXXIII, 27 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Falta de servicio público. Resolución denegatoria. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. Es decir, en cada situación concreta el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado, a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca. En autos, al no demostrar el requirente la situación de pobreza que alega para afrontar los gastos del proceso -demostración que incumbe a quien la invoca (artículo 377 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación)- no se dan los extremos que permitan conceder el beneficio solicitado.


    Baumler, René Alfredo c/ Mendoza, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 250, XXXII, 28 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Internación. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa 315:2963, "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    A., J. C. s/ Internaciones


    COMP. 492, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad extracontractual del Estado. Falta de servicio público. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que no basta que una provincia sea parte en un pleito para hacer surtir la competencia originaria del Tribunal, sino que se requiere, además, según los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta Jurisdicción territorial. En la presente causa, los actores reclaman, con fundamento en normas de derecho común, según los términos de la demanda, una indemnización por los daños y perjuicios derivados del accionar, prima facie ilegitimo, de un agente de la policía, atribuyendo responsabilidad extracontractual a la Provincia por la falta de servicio de uno de sus órganos. Habida cuenta de lo expuesto, sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio Público en causas análogas al sub-lite, en las que se sostuvo la naturaleza administrativa del instituto, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Carucci Viuda de Giovo, Filomena c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 913, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Alimentos. Cuota alimentaria. Menores. Juez previniente. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Si bien la Corte Suprema ha declarado que en las acciones por alimentos a favor de menores de edad, es competente el juez del lugar donde reside el menor para quien se reclama el cumplimiento de esa obligación, sin embargo en el sub lite, los antecedentes del caso reseñados en los párrafos que anteceden y los propios términos en que fue planteada la demanda, a los que cabe remitirse para la determinación de la competencia impiden a la actora hacer uso de la opción a que se refiere el art. 228 inc, 2° del Código Civil. En efecto, no se trata de una acción planteada en forma autónoma o principal, sino que se pretende una intimación a cumplir la cuota alimentaria oportunamente establecida mediante el convenio suscripto por ambos esposos, y que forma parte del juicio por tenencia iniciado ante el Juzgado provincial -cuya jurisdicción oportunamente consintió la actora- al que, conforme lo ha establecido la Corte, no se puede privar de competencia por el traslado de la madre y de sus dos hijos menores a otra provincia.


    D., T. M. c/ A., J. C. s/ Alimentos


    COMP. 465, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Daños y perjuicios. Servicios de transporte aéreo internacional. Transporte de carga. Tope indemnizatorio. Concesión parcial del recurso. Revocación de sentencia. 


    En cuanto al transporte de mercaderías o equipajes, y en lo que aquí interesa, el expedidor cuenta con un recurso contra el primer porteador, y contra aquel en cuyo curso se haya producido el retardo, solución que luego se complementa con la determinación de una responsabilidad solidaría de dichos transportadores. Atento a que el expedidor concretó toda la operación con la aerolínea que cubrió el primer tramo, cabe considerar que esta empresa, en su carácter de primer transportador, debe responder ante aquél, por toda la carga, siendo la aerolínea que cubrió el último tramo solidariamente responsable por el retardo de la mercadería amparada por la primera guía, ya que el mismo ocurrió en el trayecto cubierto por esta última empresa. En cambio, tocante al envío consignado en la segunda, no corresponde atribuir responsabilidad alguna al último porteador, toda vez que, si se consideró probado que el retraso ocurrió en el tramo correspondiente al primer porteador, no se puede condenar al transportador sucesivo, al quedar demostrado que la demora no se produjo en el curso del transporte por él efectuado, por lo que, a su respecto, no se configura el requisito a que se refieren los mencionados preceptos. Partiendo de las conclusiones del sentenciador referidas al tramo del transporte en cuyo curso se produjo el retardo, cabe considerar, conforme a la interpretación del artículo 30, inciso 3°, de la Convención de Varsovia, que el primer transportador resulta la única responsable por el retardo de la segunda guía, en los términos del artículo 19 de la referida Convención y solidariamente responsable con aerolínea que cubrió el último tramo, por el retraso de la mercadería cubierta por la primera guía. En cuanto a los agravios referidos al requisito de la protesta, además de que también remiten al análisis de cuestiones de hecho y de prueba, ajenos a esta vía de excepción, los recurrentes no se hacen cargo de los argumentos del a-quo, que, en lo sustancial, asevera que, al no haberse verificado en tiempo oportuno la puesta a disposición de la mercadería, pierde relevancia la exigencia del artículo 26, párrafo 2°, de la Convención de Varsovia y cobra plena vigencia el supuesto del apartado 3, del artículo 13, del citado cuerpo legal, por el que, el destinatario, pasados los 7 días desde que la mercadería debió llegar y no llegó, tiene expedita la vía para reclamar la reparación de los perjuicios que le hubiere irrogado el retardo, reclamo que, a los efectos de la caducidad, queda sujeto al plazo del artículo 29 de la Convención de Varsovia. Esta interpretación, encuentra sustento en la doctrina establecida por la Corte en su sentencia de Fallos:315:612, que remite al precedente de Fallos: 306:1805. Se expresa en este último, que la aparente diferencia del término "recepción", que emplea el art. 26 de la Convención de Varsovia, con el concepto "puesta a disposición" pierde relevancia, a poco que se repare que esta sustitución obedece al hecho de que en las hipótesis de retardo que supere siete días, el destinatario puede rehusar al recibo del cargamento y hacer valer directamente contra el transportista, sin necesidad de protesta alguna, los derechos emergentes del contrato de transporte. La comprensión allí asignada al art. 26 de la Convención de Varsovia de 1929, modificada por el Protocolo de La Haya de 1955, es conforme al sentido corriente que ha de atribuirse a los términos de la Convención en su contexto y teniendo en cuenta su objeto y fin de unificación de ciertas reglas relativas al transporte aéreo internacional. La Corte también ha sostenido que tratándose el instituto de la protesta, de una exigencia formal cuyo incumplimiento puede ocasionar la pérdida de un derecho, la interpretación referente a los supuestos de su aplicación, debe ser realizada con criterio restrictivo. La determinación del daño resarcible conduce a la interpretación del alcance del límite de la responsabilidad en el transporte de mercaderías establecido por el artículo 22 de la Convención de Varsovia, modificada por el Protocolo de la Haya. Al respecto, dicho precepto importa un tope máximo en la extensión pecuniaria del resarcimiento, más allá del cual no corresponde abonar suma alguna en concepto de capital. Es decir, que se trata simplemente de una limitación cuantitativa, lo cual no implica que deba ser abonada como indemnización fija en todos los casos, sino que no puede ser excedida; pero, en cada ocasión, los jueces pueden, a partir de la pruebas obrantes en los juicios, graduar razonablemente en menos la indemnización, si juzgan que los perjuicios no alcanzan a las cantidades máximas fijadas por la ley. Si se considera que el tope establecido por el art. 22 de la Convención de Varsovia, es un límite y no una tarifa, hubiera resultado más razonable, establecer primero la indemnización que corresponde abonar conforme a los perjuicios resarcibles acreditados en autos, para luego comprobar si el importe resultante superaba o no el tope aludido. La Corte tiene dicho que es descalificable lo decidido respecto a la determinación del quantum resarcitorio, si de los términos del pronunciamiento no surge una apreciación convincente del criterio utilizado ni de las pautas que condujeron al resultado obtenido; y ha admitido las impugnaciones atinentes a la fijación de una suma global comprensiva de los distintos ítems del resarcimiento, habida cuenta que la falta de discriminación de los diversos renglones, impide verificar el proceso lógico empleado por el tribunal para aceptar la cuantía del menoscabo sufrido, colocando al damnificado en estado de indefensión.


    Las Heras, Oscar Alfredo y otro c/ Avianca Aerovías Nacionales de Colombia y otra s/ Ordinario


    L. 87, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


    Derecho Comercial


    Contienda negativa de competencia


    Diferencias salariales. Falta de tribunal superior común. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillen, Alejandro c/ Estrella de mar S.A. s/ Laboral”, de conformidad con los fundamentos del dictamen de la Procuración General.


    González, Teófilo c/ Agroeste S.A. Empresas Administradas


    COMP. 161, XXXIV, 16 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Despido. Fuero de atracción. Falta de tribunal superior común. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral", sentencia en la cual la Corte concordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.


    Si bien el tribunal puso de manifiesto que había dado curso al trámite del concurso en orden a las disposiciones de la ley 19.551, no obstante hallarse sancionada y promulgada la nueva ley 24.522, no surge que haya, mediado algún cuestionamiento de las partes acerca de la constitucionalidad o validez del decreto del Poder Ejecutivo al que considera sin vigencia. Tal defecto lo privaba, entonces de la posibilidad de ignorar la aplicación de las previsiones de la ley 24.522, en especial la del articulado referido al instituto del fuero de atracción, el cual fue invocado por el juez local para inhibirse. De tal suerte, y a pesar de la falta de expresa claridad que era menester, el tribunal a quo ha venido a efectuar, una declaración de inconstitucionalidad de oficio, actitud que no resulta admisible en nuestro sistema, desde que implicaría admitir el avance de la función jurisdiccional sobre facultades propias de otro órgano del Estado, cuestión ésta que ya asimismo fue motivo de tratamiento en el dictamen dado en el precedente "Guillén". Por ende, corresponde tener por vigente a la nueva ley 24.522, y a partir de ello, concluir que la decisión de otorgar a la ley 19.551, derogada por la nueva legislación, una ultraactividad no prevista, resulta improcedente. La ley concursal constituye un ordenamiento constituido por numerosas normas de orden público, en particular aquellas referidas a la asignación de competencia de los tribunales, que tiende a preservar, los principios liminares, de la seguridad jurídica, la igualdad de situación y tratamiento de los interesados y a impedir el dictado de decisiones opuestas; consecuentemente, los tribunales no pueden, so pena de afectar la debida administración de justicia, ignorar la existencia de tales normas vigentes, si no media una expresa declaración de invalidez como respuesta a una no menos expresa formulación de parte.


    Moreno, Isidoro Elvio c/ Guzzo y Cía. S.A. s/ Despido


    COMP. 218, XXXIV, 24 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Desplazamiento de la competencia. Jueces naturales. Defensa en juicio. Debido proceso. Seguridad jurídica. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    La decisión del Superior Tribunal de la provincia resulta contradictoria, ya que sin declarar la inconstitucionalidad de la norma legal de orden público que asigna la competencia por fuero de atracción, único modo hábil de evitar su aplicación por los jueces alegando, para ello, la existencia de normas locales sobre la competencia laboral, y el ejercicio de facultades propias de las autonomías provinciales, así como la supuesta violación de la norma nacional de concursos a tales facultades, no objetó, empero, la asignación general de la competencia que hace la misma ley para los tribunales ordinarios de la materia, con lo cual vino a aceptar que la prescripción del artículo 3° de la ley 24.522, encuentra plena vigencia y aplicación, y no violenta los principios del sistema federal, debiendo recordarse que el artículo 21 resulta complementario de dicha norma general y hace al cumplimiento de un principio sustancial de la ley concursal, cual es el fuero de atracción. El dictado de la norma legal aplicable al el caso, es facultad propia de la Nación, atento a la delegación establecida en el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional, y que la facultad reservada por las Provincias de dictar sus Códigos de Procedimientos, debe ser entendida en consonancia con las normas procesales que puede dictar el Gobierno Nacional con el fin de asegurar la efectividad de los derechos que consagra la legislación nacional sustancial, de lo cual existen numerosos ejemplos en el articulado de los Códigos Civil y de Comercio, por ejemplo, en disposiciones relativas a los medios de prueba -materia eminentemente procesal- admisibles respecto de materias por ellos legisladas. En el supuesto de la causa, se trata de hacer efectivo un mecanismo procesal ineludible en el juicio universal, cual es que el tribunal que entiende en la causa donde se halla en juego la totalidad del activo del deudor, y convocada la universalidad de sus acreedores, como modo de asegurar la vigencia de derechos de resguardo constitucional, tales como el propiedad e igualdad, entienda en las causas donde se halle reclamado un crédito contra el concursado; tal mecanismo produce un desplazamiento excepcional de la competencia de los jueces naturales, atendiendo a la protección de los derechos mencionados y con sustento en principios procesales, que encuentra también reconocimiento en la carta fundamental, tales como el de defensa en juicio, debido proceso y seguridad jurídica y ante los que deben ceder aquellos de carácter formal, como es el caso de los mencionados por el tribunal local, de celeridad, economía procesal, oralidad, unidad de vista, u otros que más allá de contribuir a un mejor orden procesal, cabe supeditar ante otros de entidad superior. Por último, en el caso se produce un conflicto entre tribunales de distinta jurisdicción, cual son el que conoce en la causa laboral, y el que entiende en el Concurso Preventivo y tal conflicto no puede resolverse por la aplicación de las normas locales diversas de las distintas jurisdicciones, sino por las normas nacionales, en el caso la de concursos, o el Código de procedimientos en lo Civil y Comercial de la Nación, conforme lo tiene dicho reiteradamente la Corte.


    Gauna, Marcela Alejandra c/ Empresa El Valle SATIC s/ Indemnización por antigüedad, etc.


    COMP. 362, XXXIV, 24 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Quiebra. Concurso preventivo. Economía procesal. Celeridad procesal. Seguridad jurídica. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Surge con toda claridad el estado de quiebra de la sociedad fallida. Tal circunstancia obsta a la prosecución del trámite del concurso preventivo en otra jurisdicción, resultando inconducente el hecho de que tal pronunciamiento se encuentre apelado. Ello es así ya que en tal situación, el tribunal que entiende en el concurso preventivo vería afectado el ejercicio pleno de sus facultades y atribuciones, por las decisiones que adopte el señor juez que entiende en la quiebra, en el marco de las consecuencias propias que se derivan de ese estado. Existen razones suficientes de economía y celeridad procesal y seguridad jurídica, que tornan necesario dilucidar sin más la contienda y concluir que el presente concurso preventivo debe continuar su trámite ante el tribunal nacional donde se halla radicada la quiebra de la sociedad. Ello es así, por cuanto el Juez Nacional decretó la quiebra de la deudora, con lo cual vino a ratificar su competencia actual sobre el procedimiento universal; y más allá de la circunstancia de mantenerse o no el domicilio legal de la sociedad, inscripto en la Capital Federal, cabe indicar que al tiempo de la presentación de su concurso preventivo en sede provincial se encontraba inhibida de así hacerlo, dada la existencia sin finalizar de un juicio universal anterior.


    Noel y Compañía S.A. s/ Concurso preventivo


    COMP. 424, XXXIV, 25 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Derecho laboral. Concursos. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”; resuelto por la Corte en concordancia con los fundamentos dados por esta Procuración General en su dictamen.


    Se suscita un conflicto de competencia negativa que debiera resolver, por principio, la Cámara Federal de Apelaciones, conforme lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, que dispone que las contiendas de competencia entre juzgados nacionales de primera instancia deben ser dirimidas por el órgano de alzada del tribunal que previno.


    A., Ángel c/ Arpemar S.A. s/ Laboral


    COMP. 271, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Derecho laboral. Fuero de atracción. Concursos. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella del Mar y otros s/ Laboral"; resuelto por la Corte adhiriendo a los fundamentos y conclusiones dados por ésta Procuración General.


    Se suscita una contienda negativa de competencia que debe resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un superior tribunal común a ambos órganos judiciales en conflicto.


    Scheideger, Lucinda c/ Agro Inca S.A. s/ Ordinario


    COMP. 310, XXXIV, 04 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Crédito laboral. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Se encuentra configurada una contienda positiva de competencia que debe resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708. La Corte ha dicho reiteradamente que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. La cuestión de competencia a dirimir por la Corte se limita a la demanda interpuesta contra el adquiriente de la empresa, ya que el tribunal originario se declaró incompetente para conocer en el reclamo contra la fallida y los actores desistieron de esa acción. La materia de la controversia concierne a la responsabilidad del adjudicatario por licitación respecto del pasivo laboral de la empresa enajenada por el juez de la quiebra, lo cual constituye un tema específicamente concursal que debe ser resuelto por el juez de comercio. Es indispensable distinguir que la norma del artículo 225 de la ley de contrato de trabajo, está referida a la transferencia del establecimiento por cualquier titulo, en tanto que la ley 19.551, en su artículo 189, regulaba especialmente los alcances de las obligaciones asumidas por el adquiriente de la empresa quebrada, reiterando de manera expresa la solución de la ley laboral para ese caso, al disponer que es considerado sucesor del fallido y del concurso respecto de todos los contratos laborales existentes a la fecha de la transferencia a su favor. Luego, la reforma de la ley de concursos modificó de modo sustancial el vigente artículo 189, estableciendo la solución contraria a la de éste, al decir que no es considerado sucesor del fallido. La responsabilidad del adquiriente de la empresa quebrada concierne a la ley especial, que es la concursal, y ello es lo que determina la competencia del juez de la quiebra para expedirse sobre una cuestión que excede el marco de la relación laboral y el interés particular de las partes, ya que está en juego un problema económico social causado por la insolvencia de la seguridad jurídica que debería presidir las enajenaciones judiciales e incluso, el interés de los restantes acreedores involucrados en la liquidación falencial. También puede agregarse un fundamento de índole procesal y es que, según lo admite la propia Cámara del Trabajo, la sentencia que se dicte debería hacer mérito a las condiciones de venta contenidas en el pliego licitatorio e interpelarlas conforme a derecho. Dicha tarea incumbe al juez que ordenó la venta, porque el conflicto que se ha planteado respecto del adjudicatario constituye una derivación del procedimiento de licitación, pues se está reclamando el cumplimiento de obligaciones supuestamente asumidas en virtud de esa adquisición.


    Arratia Vázquez, Sonia del Carmen y otros


    COMP. 219, XXXIV, 02 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Quiebra. Exhortos. Deberes y facultades del síndico del concurso. Competencia provincial. 


    La ley 22.172, es una disposición legal aplicable por las Provincias y la Nación, tendiente a facilitar el cumplimiento de medidas judiciales ordenadas por los tribunales y, de la misma se desprende que los tribunales exhortados, salvo que medie violación a principios de orden público, deben facilitar la consecución de las medidas decretadas por los jueces competentes, como un modo de colaboración para una mejor administración de justicia. Por tal razón el artículo 4° de la citada ley prescribe que los tribunales exhortados sólo examinarán las formas del requerimiento, sin expedirse sobre la procedencia de las medidas solicitadas, ni plantear a su respecto cuestiones de ninguna naturaleza. Por otra parte, el artículo 11°, del mencionado texto legal, establece que la actuación de los autorizados en la diligencia, que produzcan violación a disposiciones legales civiles o criminales o de carácter disciplinario, más allá de las actuaciones judiciales a que den lugar por la responsabilidad que les cabe, pueden originar la formación de actuaciones sumariales, que tienen por objeto la aplicación de las medidas sancionatorias que correspondan. Empero, de tales disposiciones legales, no se desprende que las circunstancias indicadas puedan dar lugar a la inobservancia de la medida requerida por el juez exhortante. La habilitación por parte del juez exhortado de un trámite que comienza con una audiencia de explicaciones, constituye por principio una inobservancia a la disposición legal que impide cualquier tipo de planteos en torno a la medida ordenada. Asimismo, la violación a principios de orden público, son las referidas a la inasistencia a la audiencia a la que fuera convocado el síndico y al incumplimiento por parte del mismo de la orden de suspender la medida habilitada en el trámite exhortado, que ya había tenido principio de ejecución, en tanto y en cuanto, dio lugar a las denuncias y actuaciones posteriores del juez nacional. Sin embargo, al haber quedado los bienes que se discuten a disposición del juez exhortante ante quién tramita la quiebra, es a éste a quien corresponde determinar, en el marco de su competencia como juez del juicio universal, si tales bienes corresponden a la fallida o a terceros ajenos a la misma, y, consecuentemente mal podría el tribunal exhortado ordenar su restitución sobre la base del incumplimiento de sus órdenes jurisdiccionales, ya que no debe confundirse la medida judicial ordenada por el juez exhortante, por un lado, con la hipotética violación de las disposiciones legales referidas a la tramitación de los exhortos, por el otro, con relación a lo cual el tribunal exhortado ejerce únicamente potestades disciplinarias respecto del síndico actuante, así como ninguna cuestión está facultado a plantear en punto a lo primero.


    Ángelo Paolo Entrerriana S.A. s/ Quiebra s/ Exhorto


    COMP. 134, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Quiebra. Economía procesal. Acumulación de procesos. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 424, L. XXXIV, "Noel y Cía S.A. s / Concurso preventivo".


    Corresponde la radicación de estas actuaciones ante el tribunal donde se halla en trámite la quiebra, por evidentes razones de conexidad, economía procesal y seguridad jurídica, atendiendo a que en procesos de la naturaleza del presente donde se hallan en juego intereses de carácter general que cabe preservar, tanto referidos al activo de los concursados, garantía común de los acreedores, como a su pasivo. Dicho pasivo debe insinuarse en el concurso y el acreedor percibirá sus acreencias en la medida de la actividad de la concursada y, en su caso, del activo que lo garantiza. Resulta conveniente por lo tanto que un mismo tribunal conozca y decida atendiendo a los elementos de juicio que se hallen en ambos procesos para resolver con ajuste a derecho.


    Pradymar S.A. s/ Concurso preventivo


    COMP. 649, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Quiebra. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Sin perjuicio de lo dictaminado oportunamente en "Noel y Cia. S.A. s/concurso preventivo" Comp. 424, L.XXXIV, y en "Pradymar S.A. s/concurso preventivo" Comp.649, L.XXXIV, no habiendo el tribunal provincial que declaró su incompetencia, remitido las actuaciones al Juzgado Nacional en lo Comercial, y en razón de ello no mediar oposición puntual a la radicación de esta causa, no se halla debidamente configurado el conflicto, por lo que no corresponde que la Corte intervenga en el estado actual del trámite.


    Universal Purees Flavours and Concentrates Internat s/ Quiebra


    COMP. 425, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Sociedad anónima. Acciones societarias. Estado Nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Conforme al artículo 40 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y Jurisprudencia del Alto Tribunal, a fin de determinar la competencia, debe atenderse, de modo principal, a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho invocado como fundamento de su pretensión. La presente no es de aquellas causas comprendidas en los términos de los artículos 20 y siguientes de la L.O., puesto que la misma escapa al alegado contrato de trabajo entre una sociedad anónima y el actor, para dirigirse, centralmente, contra el Estado Nacional, poniendo en tela de juicio eventuales beneficios que no parecen comprometer aspectos legales del derecho del trabajo, puesto que, como lo precisa la propia ley 23.696, la condición de adquirente comprendido en uno de estos programas no implica para el trabajador en tanto tal, independientemente de su condición de adquirente, modificación alguna en su situación jurídica laboral; resultando, en cambio, esta cuestión, alcanzada por la aptitud jurisdiccional a que se refiere el artículo 40 del decreto - ley 1285/158. Tales circunstancias, separan nítidamente la presente hipótesis de la examinada en la causa Comp. 275, L. XXXIII, "Tarifa, Carlos c/ Y.P.F. S.A. s./ Proceso de conocimiento"; controversia que, amén de involucrar a trabajador y empleador, lo fue respecto de una prestación accesoria a un despido incausado, y de raigambre indemnizatoria, la que además, merece destacarse, se distinguió muy especialmente del régimen instaurado por el art. 8°, inciso “c" de la Ley 24.145.


    Albornoz, Domingo Acencio c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 387, XXXIV, 28 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Constitucional


    Acción de amparo


    Estado de incertidumbre. Interpretación de ley. Partidos políticos. Cargos electivos. Candidatos. Sentencia arbitraria. Falta de agravio concreto. Falta de legitimación para obrar. Inadmisibilidad del recurso. Inadmisibilidad formal. 


    El recurso extraordinario deducido es inadmisible por la ausencia de un interés concreto, extremo que, a su vez, determina la consiguiente falta de legitimación de quien pretende la intervención judicial en el sub examine. En este sentido, mientras el a quo, por un lado, abordó el examen de dicha falta de legitimación sólo "a mayor abundamiento" en el último considerando de su sentencia y luego de analizar el fondo del asunto, el recurrente, por el otro, controvierte esta última cuestión. Más aún, el recurso fue concedido precisamente por existir esta controversia. Sin embargo, tales extremos no pueden sustentar la apertura de la instancia, ni tampoco dejar subsistente la parte del pronunciamiento que trata, en primer lugar, el fondo del asunto pues, corresponde considerar que, en realidad, dicha parte es un verdadero obiter dictum, mientras que el holding del fallo es la declaración de la falta de legitimación del accionante. No podría pensarse lo contrario sin concluir que los jueces de la habrían excedido los límites de su competencia al expedirse sobre una cuestión de índole constitucional, pese a no existir un "caso" o "causa”. Consistiendo, el obiter dictum, en "pronunciamientos, elaboraciones y razonamientos que están en el fallo, pero no son necesarios para decidir el caso", los agravios del recurrente contra el mismo carecen de entidad para abrir la instancia excepcional. En efecto, si bien la jurisdicción que la Corte ejercita por la vía extraordinaria es uno de los casos posibles de la apelada que se menciona en el art. 101 de la Constitución Nacional, y en tanto es el Alto Tribunal el que comprueba la existencia de los requisitos exigidos para la procedencia del recurso, no puede ser llamado a intervenir, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales, haciendo caso omiso de los errores o pretericiones en que hayan incurrido los jueces y las partes, de manera tal que éstos se tornen aptos para abrir aquella jurisdicción. Estos argumentos, dejan huérfanos de toda eficacia a los autodenominados "fundamentos sustanciales de los considerandos precedentes" de la sentencia y, por lo tanto, así debe declararlo la Corte. En cuanto el punto relacionado con la falta de legitimación del amparista, aún con anterioridad a la reforma constitucional de 1994, la Corte ya había rechazado un agravio relacionado con la exclusividad de presentar candidaturas para los cargos públicos, conferida a los partidos políticos por la legislación vigente por ese entonces, en la causa "Recurso de Hecho deducido por Antonio Jesús Ríos en la causa Ríos, Antonio Jesús s/ Oficialización candidatura Diputado Nacional - Distrito Corrientes". Declaró el Alto Tribunal que resulta constitucionalmente válido el ejercicio del poder reglamentario al establecer controles gubernamentales, con el objeto de garantizar la pluralidad, la acción y el sometimiento de los partidos a las exigencias básicas del ordenamiento jurídico, y atribuirles la exclusividad de la postulación de candidatos a los cargos públicos. Esa interpretación de la Corte fue expresamente consagrada por el art. 38 de la Constitución Nacional, según el texto introducido por la reforma de 1994. A su vez, la Ley Orgánica de los Partidos Políticos N° 23.298, establece en su art. 2° que "Los partidos son instrumentos necesarios para la formulación y realización de la política nacional. Les incumbe, en forma exclusiva, la nominación de candidatos para cargos públicos electivos". También, de acuerdo con el art. 35 de la mencionada ley, ubicado en el Capítulo III, "se garantiza a las autoridades constituidas el uso del nombre partidario, el ejercicio de las funciones de gobierno y administración del partido y, en general, el desempeño de todas las actividades inherentes al mismo, de conformidad con esta ley, demás disposiciones legales sobre la materia y la carta orgánica del partido". Finalmente, el art. 57 prevé que "Tendrán personería para actuar ante la Justicia Federal con competencia electoral, los partidos..., sus afiliados, cuando les hayan sido desconocidos los derechos otorgados por la carta orgánica y se encuentren agotadas las instancias partidarias.". Así, según reiterada jurisprudencia de la Corte, la carencia de legitimación sustancial se configura cuando, alguna de las partes no es titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento. Ello es lo que acontece en el sub lite, toda vez que, de la transcripción de normas antes efectuada, se desprende que el actor no estaba legitimado para deducir este amparo, tal como fue concebido, si se tiene en cuenta que no alegó en momento alguno, ni por ende demostró, que se hayan desconocido los derechos que le otorga la Carta Orgánica del Partido ni, mucho menos, que haya agotado las instancias partidarias previstas para la satisfacción del derecho que esgrime, extremos éstos que son los únicos cuya configuración otorga personería a los afiliados de los partidos políticos para actuar ante la justicia electoral. Por lo demás, las mencionadas normas de la ley 23.298 no fueron tachadas de inconstitucionalidad por el amparista, de tal forma que su aplicación al caso no puede ser obviada. Y, toda vez que el derecho invocado de nominar como candidato a Presidente de la Nación, es una prerrogativa que, tanto la Constitución Nacional como la ley Orgánica de los Partidos Políticos, otorgan con exclusividad, en el caso, a un partido político, corresponde concluir que jamás puede aceptarse que ella repose en cabeza del promotor de este amparo, en su carácter de Presidente de una agrupación interna del Partido. En estas condiciones, también es aplicable aquella doctrina de la Corte, de acuerdo a cuyos términos, el hecho de no invocarse un agravio que afecte personalmente a quien deduce el recurso extraordinario, sino a un tercero, obsta a la procedencia de ese remedio, pues sólo el titular actual del derecho que se pretende vulnerado puede peticionar y obtener el ejercicio del control judicial de constitucionalidad de las leyes. La Corte ya tuvo oportunidad de resolver una cuestión análoga, en el precedente de Fallos: 313: 863. Por lo tanto, se concluyó que otorgar legitimación a los actores en esa causa significaría admitir que, cada vez que su voto en el recinto no fuera suficiente para alcanzar las mayorías requeridas por las respectivas reglamentaciones para convertir un proyecto en ley, pudieran obtener, por vía judicial, un derecho que va más allá que el conferido por su propio cargo de legislador, esto es, paralizar las iniciativas que, en el mismo sentido, pueda tener el Poder Ejecutivo Nacional. De admitirse la acción en el caso, análogamente se estarían ampliando los derechos que constitucional y legalmente le competen al actor, como afiliado y Presidente de una agrupación interna del Partido Justicialista, para intervenir en el proceso, también interno, que habrá de culminar en la postulación, por dicho Movimiento, de determinado candidato a un cargo electivo. Establecido, entonces, que el interés jurídico alegado no recae sobre el peticionario, se impone concluir, que el supuesto agravio fundado, por el accionante, en la violación de su propio derecho constitucional de elegir libremente, determina la improcedencia formal del recurso extraordinario, toda vez que no cuenta con la representación de su partido ni tampoco de quien está afectado por la norma que se cuestiona.


    Ortíz Almonacid, Juan C. s/ Acción de amparo


    O. 20, XXXIV, 19 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Ejecución fiscal. Juicios contra el estado. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cámara de apelaciones. 


    Incorrecta traba de la contienda. Conflicto entre jueces nacionales. Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    No corresponde a la Corte dirimir la contienda, toda vez que los conflictos jurisdiccionales trabados entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de Apelaciones de la que depende el juez que primero hubiere conocido.


     Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional argentino s/ Ejecución fiscal


    COMP. 558, XXXIV, 29 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Inhibitoria. Ley de orden público. Partidos políticos. Competencia federal. Competencia electoral. 


    Corresponde a la Corte dirimir la cuestión en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inciso 7° del decretoley 1285/58; al no tener ambos magistrados un superior jerárquico común que pueda resolverla. Resulta pertinente recordar que la ley nacional 23.298, establece, en su artículo 5, que ésta es de orden público y que se aplica a los partidos que intervengan en la elección de autoridades nacionales y, en su artículo 6, que corresponde a la justicia federal con competencia electoral el contralor de la vigencia efectiva de los derechos, atributos, poderes, garantías y obligaciones que ésta y otras disposiciones legales reglan con respecto a los partidos, sus autoridades, candidatos, afiliados y ciudadanos en general. Asimismo, es de destacar que, entre las agrupaciones políticas que intervienen en la elección de autoridades nacionales, la ley hace una distinción entre los partidos de distrito y los partidos nacionales. En consecuencia, resulta aplicable para solucionar la presente contienda de competencia la jurisprudencia de la Corte que establece que, cuando una entidad partidaria funciona tanto como partido provincial cuanto de distrito, pero con autoridades únicas a ambos fines, lo concerniente a estas últimas se rige por las normas nacionales y pertenece a la competencia de la justicia federal.


    Apoderado Lista Blanca Movimiento Popular Neuquino s/ Recurso de apelación contra resolución junta electoral provincial


    COMP. 1039, XXXIII, 04 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Daños y perjuicios. Cámara federal de apelaciones. 


    Se suscita una contienda jurisdiccional que corresponde resolver a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decretoley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto. En primer lugar se debe hacer hincapié en que el juez federal se desprendió de la causa al dictar el auto de revocatoria y tener por presentado en tiempo y forma el memorial de la parte actora, por lo que, luego de ello, dejó de tener jurisdicción para seguirentendiendo en el proceso y el único acto que pudo válidamente realizar fue el de recibir los memoriales para luego elevarlos a la superioridad. Es de destacar, además, que la circunstancia, de que al momento del fallecimiento no estaba firme la sustanciación del recurso de apelación, en nada obsta a elevar los presentes actuados a la Cámara, ya que esa situación no cambia el hecho de que el mismo juez haya sentenciado sobre el proceso y haya concedido posteriormente el recurso aludido. Por otro lado, la Corte tiene reiteradamente dicho que el fuero de atracción no opera en procesos que se encuentran en instancia de apelación, sino que lo hace luego de que la segunda instancia se expida. En este sentido es dable recordar que la doctrina tiene dicho que cuando el deudor demandado fallece, deben remitirse a su sucesorio los juicios en trámite en otro juzgado, mientras no haya sentencia de primera instancia, pues si la hubiera, no podría sustraerse la causa al tribunal que conoce en ella para que examine el fallo otro de distinto fuero o jurisdicción, no son avocables por el juicio universal de sucesión las causas que se encuentran en instancia de apelación.


    Por todo lo expuesto, debe seguir entendiendo en las actuales circunstanciasla Cámara Federal.


     Molinolo, Julio Antonio c/ Badino, Luis Alberto s/ Daños y perjuicios


    COMP. 808, XXXIII, 11 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Incompetencia. 


    No corresponde la jurisdicción originaria de la Corte en dichas actuaciones, ya que, sin perjuicio de que la provincia pudiera constituirse en parte, para promover la intervención del Tribunal debe tratarse de una causa "civil", entendida ésta última expresión como opuesta a "criminal".


    Asociación de Trabajadores del Estado c/ Provincia de San Luis s/ Cobro de cuota sindical


    A. 145, XXIII, 25 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Lesiones. Daño. Agentes diplomáticos extranjeros. Incompetencia. 


    Es reiterada doctrina del Máximo Tribunal que la competencia de la Corte Suprema establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional, encuentra su justificación, en lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, en la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados dada la importancia y la delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocérseles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de sus funciones. Es por ello que al resultar de las constancias de la causa que el imputado ha cesado en sus funciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 53, párrafo 3° de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, la Corte carece de competencia originaria para continuar la investigación.


    C., Dan y otro s/ Daños y lesiones


    C. 453, XXXIV, 12 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Incompetencia. 


    Tiene dicho la Corte que para la procedencia de la jurisdicción originaria en un juicio en que una provincia sea parte, debe tratarse de una causa "civil", entendida esta última expresión como opuesta a "criminal". En virtud de ello, no se advierte que del contenido de la presente, surja alguna de las circunstancias que con arreglo a la jurisprudencia de la Corte, surten la jurisdicción originaria en materia penal del Tribunal.


    M., Luis M. y A., Roberto s/ Denuncia Artículos 181 y 162 Código Penal


    M. 583, XXXIV, 18 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Cónsules. Contrabando. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a lo sostenido por la Corte en relación a que resulta del conocimiento originario de la Corte una causa instruida por averiguación del delito de contrabando, que se habría cometido por un cónsul de una nación extranjera en el trámite de introducción a plaza de un automotor al amparo de las franquicias concedidas en razón de la función consular que desempeña el Tribunal sería competente para conocer en forma originaria de este hecho.


    R. de S., Reina Y. s/ Averiguación de contrabando


    R. 325, XXXIV, 02 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Acto administrativo. Nulidad de la resolución. Nulidad parcial. Tratamiento de residuos. Contaminación ambiental. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. No se dan los recaudos que habilitan la tramitación de esta acción de amparo en la instancia originaria del Tribunal, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, reglamentados por el artículo 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58. De acuerdo con reiterada doctrina del Tribunal, su competencia originaria procede cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, pero no cuando se incluyen temas de índole local y de competencia de los poderes locales, como son los concernientes a la protección ambiental. En la pretensión de nulidad parcial de un acto administrativo dictado por el Ente Bimunicipal, por ser contrario tanto a normas nacionales como provinciales, la cuestión federal no es la predominante, sino la ambiental, debiendo entonces acudirse primeramente ante los estrados de la justicia provincial y en su caso, llegar a la Corte por el recurso previsto en el art. 14 de la ley 48. Ello es así, en virtud de que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público. No obsta a lo expuesto la invocación del respecto de cláusulas constitucionales de carácter federal, toda vez que la nuda violación de garantías de tal naturaleza no sujeta, por sí sola, las causas que de ellas surja al fuero federal, pues éste solo tendrá competencia cuando aquellas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional. La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales.


    Santa Victoria de los Montes S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros (Municipalidad de Campana y Zárate) s/ Amparo


    S. 608, XXXV, 01 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Según una reiterada doctrina de la Corte, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe no sólo nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- sino sustancialmente, esto es, debe tener en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. También ha dicho que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, ese requisito no se encuentra cumplido en la causa. Al no ser la provincia en cuestión titular de la relación jurídica en la que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. Y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos allí enunciados y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamenten, corresponde declarar que la presente demanda es ajena a esta instancia.


    Diaspar S.A. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    D. 91, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Medidas cautelares. Embargo preventivo. Daños y perjuicios. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Incompetencia. Privación de justicia. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cabe afirmar que la aplicación lisa y llana del artículo 6, inciso 7 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación debe ceder frente a los presupuestos constitucionales que sustentan la competencia originaria de la Corte. En efecto, el fundamento de esta doctrina radica en que imponer la obligatoriedad de tal solución procesal en situaciones como la del sub-lite, podría traducir una indebida ampliación de la instancia prevista en el artículo 117 de la Ley Fundamental; la cual, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos allí enunciados y resulta insusceptible de ser ampliada, restringida o modificada por las leyes que la reglamentan. El nuevo proceso -en el que se hará valer el embargo que aquí se solicita- en el cual estarán enfrentados dos particulares y versará sobre los daños y perjuicios derivados de una medida cautelar solicitada presuntamente a sabiendas de su sin-razón en un juicio que en definitiva fue resuelto por la Corte, resulta ajeno a la competencia originaria del Tribunal. Si bien tiene dicho reiteradamente la Corte que cuando no procede la instancia originaria del Tribunal no corresponde que la Corte se expida sobre el juez que en definitiva deba entender en el pleito, esa función, sin embargo, debe ser ejercida por el Tribunal cuando pudiera existir una efectiva privación de justicia. Ello ocurre en el sub examine, en la medida en que la sociedad actora se encuentra virtualmente privada de jurisdicción, pues ni la Corte, ni el Juez Comercial aceptan tramitar el presente embargo. En virtud de lo expuesto, es facultad de la Corte otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes para entender en ellas aunque no hubieren sido parte en la contienda.


    Exolgan S.A. c/ Distribuidora Química S.A. s/ Medida precautoria


    COMP. 264, XXXIV, 18 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Incompetencia. 


    Toda vez que el sub-lite se encuentra acumulado a la causa que tramita ante la Corte D. 91, XXXIV, "Diaspar S.A. c/ Buenos Aires Provincia de s/ Daños y perjuicios", en los que este Ministerio Público ha emitido opinión, pronunciándose en el sentido de que la causa es ajena a la instancia originaria de la Corte, este proceso tampoco corresponde a su conocimiento originario.


    Yofre, Eduardo N. c/ Diaspar S.A. y otro s/ Acción meramente declarativa


    Y. 8, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción reivindicatoria. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°del decreto- ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. A tal efecto, se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional. En el sub-lite, según el artículo 42 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056, 308:229, 1239 y 2230, entre otros, se desprende que la pretensión de la actora consiste en obtener la reivindicación de un bien del dominio provincial. La Provincia reconoce el carácter dominial del inmueble, presuntamente afectado a un uso público y en tal carácter, pudo haber ejercido sus poderes de autotutela utilizando las vías procesales que a ese fin le otorgue la legislación local para obtener el desahucio del bien en cuestión; pero lo cierto es que ha fundado su demanda, sustancialmente, en normas de derecho común, por lo que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, cabría asignar carácter civil a la materia del pleito. En consecuencia, de tener por acreditada la Corte la distinta vecindad del demandado, la causa corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Córdoba, Provincia de c/ Chiera, Francisco Antonio s/ Reivindicación


    C. 288, XXXIV, 23 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Atentado terrorista. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 559, L. XXXIII, "Czyzewski, Luis y otros c/ Buenos Aires. Provincia de s/ Daños y perjuicios".


    De tener por acreditada el Tribunal, la distinta vecindad de todos los actores con las declaraciones de los testigos efectuadas, el presente juicio corresponderá a la competencia otiginaria de la Corte, en los términos de la doctrina de sus precedentes.


    J., José Gerardo y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    J. 18, XXXIV, 12 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Falta de servicio público. Registro de la propiedad inmueble. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos: 310:1074, cons. 3°: 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810. Pese a que el Ministerio Público en causas análogas al sub lite ha sostenido la naturaleza administrativa de la responsabilidad estatal por falta de servicio, regida por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En tales condiciones, de tener por acreditada el Tribunal, la distinta vecindad de la actora con las declaraciones de los testigos, el presente juicio corresponderá a su competencia originaria.


    Montagna, María Leandra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 750, XXXIII, 12 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Excepciones procesales. Falta de legitimación para obrar. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La falta de legitimación sustancial se configura cuando alguna de las partes no es titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que esta tenga o no fundamento. Asimismo, respecto de la excepción de falta de legitimación opuesta como de previo y especial pronunciamiento, cabe precisar que, a pesar de que por razones de economía procesal y de una más pronta afirmación de la seguridad jurídica, el código adjetivo admite el tratamiento de la carencia de legitimación sustancial en forma previa a la sentencia. De lo contrario, si no es posible resolverla de manera inequívoca con los elementos incorporados inicialmente en la causa, corresponde diferir su consideración para el pronunciamiento definitivo. La excepción de falta de legitimación pasiva sustancial opuesta por el Estado Nacional debería admitirse como de previo y especial pronunciamiento, toda vez que este no aparece como titular de la relación jurídica en la que se sustenta el reclamo, habida cuenta de que el contrato de obra pública, por cuyo cumplimiento se demanda, fue celebrado entre la sociedad y la dirección provincial de energía, sin participación de la Nación y, el hecho de que los fondos comprometidos por el organismo local para dicha contratación sean de carácter nacional, no convierte al Estado Nacional en parte sustancial del contrato, por lo que la falta de legitimación sustancial aparece manifiesta y debe ser atendida. En tales condiciones, de admitir la Corte la excepción opuesta por el Estado Nacional, no procedería entonces la competencia originaria del tribunal. Sin embargo, es menester analizar si ella resulta procedente ratione materiae, cuestión no abordada con anterioridad, atento la naturaleza de las personas demandadas. Es doctrina reiterada del Tribunal que, cuando una provincia es parte en un pleito, la instancia originaria de la Corte procede si la materia corresponde a los casos contenidos en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, si es de manifiesto contenido federal o, si se trata de una causa civil y, a ello se agrega la distinta vecindad de la otra parte, según el artículo 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58. Por el contrario, resultan ajenos a dicha instancia los casos cuya solución exige la aplicación e interpretación de normas de derecho público local o remite al examen de actos administrativos, legislativos o judiciales de ese carácter. Asimismo, la Corte ha sostenido que para dilucidar si existe "causa civil" se ha de atender no sólo a los términos de la demanda sino también a la efectiva naturaleza del litigio, para lo cual es necesario examinar su origen, así como también la relación de derecho existente entre las partes. En el sub-discussio, cabe descartar que la materia del pleito sea federal, en tanto la legislación nacional sobre energía eléctrica, sólo se aplica a las actividades de dicha industria destinadas a la generación, transformación y transmisión o a la distribución de la electricidad, en cuanto las mismas correspondan a la jurisdicción nacional. Por ello, la materia del pleito, para cuya solución deberá examinarse fundamentalmente los términos del contrato, pertenece al derecho público local y, en consecuencia, esta demanda no correspondería al conocimiento originario de la Corte, ya que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre temas vinculados con su derecho público, no obstante que también se reclamen daños y perjuicios. Tampoco modifica, la circunstancia de que el referido contrato haya sido ratificado por el decreto provincial n° 1193/92, emanado de la Interventora Federal de la Provincia, toda vez que la actuación de los interventores federales, en el orden local, no pierde ese carácter por razón de invocar el origen de la investidura. Todo lo expuesto, no excluye que las cuestiones federales que también pueden comprender este tipo de litigios sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48. Por todo lo expuesto, el Tribunal debería admitir la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por el Estado Nacional, y, como consecuencia de ello, declarar su incompetencia para conocer en forma originaria.


    Sociedad Electro Comercial S.R.L. c/ Corrientes, Provincia de y otros s/ Cobro de pesos


    S. 497, XXXII, 17 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. AFIP DGA. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente demanda corresponderá a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, al ser demandada una entidad nacional por una Provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Río Negro, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas s/ Acción de nulidad


    R. 258, XXXIV, 25 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Títulos de crédito. Pagaré no protestado. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Provincia se halla nominal y sustancialmente demandada en autos, toda vez que, de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se ha de atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la sociedad actora le atribuye responsabilidad en el incumplimiento del pagaré que se ejecuta, por lo que dicho Estado local tiene interés en el pleito y la sentencia que se dicte le resultará obligatoria. La competencia originaria de la Corte, en los casos en que una provincia es parte procede, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, cuando a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. Se ha atribuido dicho carácter a los casos en que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendiendo como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido el que se relaciona en la facultad del artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional. La Corte ha reconocido su competencia originaria en los pleitos dirigidos por o contra un Estado local por el pago de cheques, sustentándose para ello en que, en atención al tipo de instrumentos de que se trata, no corresponde indagar la causa de su libramiento, toda vez que los principios y normas que los rigen y sus caracteres de abstracción, autonomía y literalidad impiden entrar a considerar el origen de la obligación. Sobre la base de iguales fundamentos el Tribunal ha extendido, por analogía, dicho criterio a otros títulos circulatorios, como es el caso de los pagarés, que son precisamente, los que sirven de base a esta ejecución; por lo tanto, el sub-lite reviste el carácter de "causa civil". En tales condiciones, y de tener por acreditada la distinta nacionalidad o vecindad de la sociedad demandada, la Corte resulta competente, en principio y dentro del limitado marco cognoscitivo propio del dictamen, para conocer en forma originaria de estas actuaciones.


    Bacara S.A. c/ Salta, Provincia de y otro s/ Ejecutivo


    B. 58, XXXIV, 04 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Pago por consignación. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con reiterada doctrina del Tribunal, uno de los supuestos en que procede su competencia originaria al ser parte una provincia es, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea predominante en la causa. Asimismo, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2°, inciso 1° de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal que la Constitución confiere al Gobierno Nacional. En consecuencia, siendo demandada una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el juicio debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Empresa Distribuidora La Plata S.A. (EDELAP S.A.) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Consignación


    E. 28, XXXIV, 04 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte cuando una provincia es parte, según los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, es necesario que, a la distinta vecindad de la otra parte, se una el carácter civil de la materia en debate. Respecto a este último requisito, tienen ese carácter los casos cuya decisión se ha de basar sustancialmente en la aplicación de normas de derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación atribuido al Congreso de la Nación por el artículo 75, inciso 12 de la Ley Fundamental. Por el contrario, no es causa civil aquélla en la que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias, en los cuales éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional, ya que para resolver la demanda tendrán que examinarse los antecedentes del caso a la luz de la ley local y sus reglamentaciones, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, todo lo cual no es del resorte de la Corte Suprema. Pese a que este Ministerio Público en numerosas causas análogas al sub-lite, ha sostenido la naturaleza administrativa de la responsabilidad estatal por falta de servicio, regida por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de considerar la Corte acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponderá a la competencia originaria del Tribunal.


    Escobar, Yolanda Irma c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    E. 25, XXXIV, 02 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente acción de amparo corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae, por lo cual resulta innecesario tratar la materia sobre la que versa la pretensión. En efecto, toda vez que en el sub discussio la Provincia, demanda al Estado Nacional, al dirigirse contra uno de sus órganos, la Cámara de Senadores, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Guadalupe Hernández, Simón Fermín s/ Acción de amparo


    G. 196, XXXIV, 10 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 522, L. XXXIII, "Piedra, Vladimir Ramón y otros c/ Córdoba, Provincia de y otros".


    Guzmán, Rafael Ramón y otros c/ Córdoba, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    G. 612, XXXIII, 04 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución de alquileres. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 259, L. XXXIV, "Instituto de Servicios Sociales para el Personal Ferroviario c/ Estado de la Provincia de Corrientes y otro s/ Desalojo por falta de pago".


    Según los términos de la demanda, el presente juicio corresponde, prima facie, a la competencia originaria de la Corte, toda vez que una persona jurídica con domicilio en la Capital Federal demanda, con fundamento en normas de derecho común a una provincia. Sin embargo, la cláusula vigésimo segunda de los contratos de locación celebrados entre las partes establece que a sus efectos, las partes se someten a la jurisdicción de los tribunales ordinarios de la Capital Federal. En consecuencia, al no presentarse razones institucionales o federales que lo impidan, la prórroga en favor de los tribunales ordinarios de primer grado capitalinos pactada por las partes sería admisible.


    Instituto de Servicios Sociales para el Personal Ferroviario c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Ejecución de alquileres


    COMP. 257, XXXIV, 02 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria del Tribunal, cuando una provincia es parte, procede si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. El Tribunal, a partir de la sentencia dictada en la causa F. 280, L. XXIII, "Flores, Feliciano Reinaldo y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos", admitió la posibilidad de que los Estados provinciales puedan prorrogar la competencia originaria de la Corte en favor de los tribunales inferiores de la Nación, cuando dicha jurisdicción originaria corresponde ratione personae, constituyendo sólo una prerrogativa de la provincia y, como tal factible por principio de ser renunciada. En consecuencia, al no presentarse en autos razones institucionales o federales que lo impidan, la prórroga en favor de los tribunales ordinarios de primer grado capitalinos pactada por las partes sería admisible. Por ello, la causa es ajena a la instancia originaria del Tribunal.


    Instituto de Servicios Sociales para el Personal Ferroviario c/ Estado de la Provincia de Corrientes y otro


    COMP. 259, XXXIV, 02 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que en el sub-lite han sido demandados el Estado Nacional y la Provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto, la circunstancia de que también se demande a un Municipio, toda vez que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos de competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


     Piedra, Vladimir Ramón y otros c/ Córdoba, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P. 522, XXXIII, 04 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Cuota sindical. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según el artículo 117 de la Constitución Nacional reglamentado por el artículo 24, inciso 1º del decreto ley 1285/58, la competencia originaria la Corte procede en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. Los créditos que son objeto de esta demanda están instrumentados en títulos ejecutivos, que habilitan la persecución de su cobro por vía de apremio o ejecución fiscal, según la ley 24.642, por lo que cabe asignar carácter de causa civil a la materia del pleito. Por último de considerar la Corte suficientes las constancias de autos para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la provincia demandada, la Corte resultará competente para conocer en forma originaria del presente proceso.


    Asociación Trabajadores del Estado (A.T.E.) c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de cuota sindical


    A. 231, XXXIV, 02 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Falta de legitimación para obrar. Oportunidad procesal. Competencia originaria. Falta de legitimación para obrar. Oportunidad procesal. 


    En relación a la competencia, este Ministerio Público sostuvo que procede la instancia originaria de la Corte para conocer del sub lite, por entender que resulta aplicable al caso lo decidido por la Corte en causas sustancialmente análogas a la de autos, en las que la Asociación de Trabajadores del Estado demandó a diversas provincias para obtener el cobro de los créditos originados en sus obligaciones como empleadoras de actuar como agentes de retención de las cuotas que deben abonar los afiliados, las cuales tramitan actualmente ante la Corte. En tales precedentes se sostuvo que, al ser demandado un Estado provincial, por un vecino de extraña jurisdicción territorial, en una causa civil, ya que el certificado de deuda constituye título hábil para proceder por la vía de apremio o ejecución fiscal, el pleito corresponde a la competencia originaria de la Corte. No obsta a ello, la circunstancia de que el artículo 5, 3er párrafo, de la ley 24.642 otorgue a las asociaciones sindicales una opción a diferentes fueros a fin de ejecutar los titulos originados en las deudas referidas a cuotas sindicales, toda vez que tal disposición sólo resulta aplicable cuando la demandada no es una provincia, pues éstas tienen derecho a la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, la cual por ser de de raigambre constitucional no puede ser modificada ni restringida por normas legales, como la aquí invocada. Respecto a la defensa "sine actione agit", la carencia de legitimación sustancial se configura cuando alguna de las partes en, juicio no es titular de la relación jurídica en la que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento. Cuando ella es opuesta como excepción de previo y especial pronunciamiento, cabe precisar que si bien por razones de economía procesal y de una más pronta afirmación de la seguridad jurídica el código adjetivo admite su tratamiento en forma previa a la sentencia, ello es así en la medida en que revista carácter manifiesto. De lo contrario, es decir, si no es posible resolverla de manera inequívoca con los elementos incorporados inicialmente a la causa corresponde diferir su consideración para el pronunciamiento definitivo. Teniendo presente tales principios, el tratamiento de la defensa de falta de legitimación opuesta por la Provincia de Santiago del Estero debe ser postergado al referido momento procesal.


    Asociación de Trabajadores del Estado c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución


    A. 560, XXXIII, 14 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos extranjeros. Inmunidades diplomáticas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En principio, cabe recordar que según el artículo 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, originaria y exclusivamente, el conocimiento y la decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Asimismo, el artículo 24, inciso 1° in fine del decreto ley 1285/58 determina que dichos asuntos son las causas que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen, su responsabilidad, así como las que en la misma forma afecten a las personas de su familia o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático. Dicho privilegio no se extiende a todo el personal de las embajadas o legaciones extranjeras, sino tan sólo a los agentes que se encuentren, acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera status diplomático en los términos del artículo 1° inc. e) de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961. En consecuencia, si la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto de la Nación, a pedido de la Corte, ratifica que los demandados continúan acreditados en nuestro país en cargos con status diplomático, la causa deberá ventilarse en la instancia originaria de la Corte.


    Banco Francés S.A. c/ Kabakwu, Patrick Ifeanyi y otro s/ Ejecutivo


    B. 259, XXXIV, 08 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Cancelación de deudas. Entes autárquicos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Ante todo, corresponde dejar sentado que, según los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:2230, entre otros, la Provincia de Formosa ha sido sustancialmente demandada en el sub-lite, toda vez que, si bien la pretensión se dirige contra un ente autárquico provincial, lo cierto es que el convenio que dio origen a este proceso fue suscripto por la Provincia, quien afectó los recursos de coparticipación federal que le corresponden al pago de lo adeudado por el ente provincial. De ello se sigue que tiene interés sustancial en el pleito, en tanto la solución del litigio puede llegar a afectar sus recursos económicos. En consecuencia, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el sub lite, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación o a una entidad nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


     Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento c/ Servicio Provincial de Agua Potable y Saneamiento de Formosa s/ Contrato administrativo


    COMP. 53, XXXIV, 08 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, la Corte ha reconocido, en principio, la posibilidad de que la acción de amparo de manera general tramite en esta instancia en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria de la Corte, puesto que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. En consecuencia, toda vez que, de los términos de la demanda, se desprende que la sociedad actora dirige su pretensión no sólo contra el Estado Nacional, sino también contra la Provincia del Neuquén, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Neuquén para el Mundo S.A. c/ Neuquén, Provincia del y otro s/ Amparo


    N. 50, XXXIV, 10 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Juicios en que es parte una provincia. Juicio en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que en el sub discussio resultan demandados el Estado Nacional y una provincia la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa Jurisdiccional que le asiste a la Nación, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto la circunstancia que exista otro codemandado, en tanto los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos de competencia originaria de la Corte, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


     Peralta, Domingo Roberto y otro c/ Mendoza, Provincia de y otro s/ Ejecución


    P. 172, XXXIV, 02 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ley federal. Nacionalidad. Extranjeros. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De los términos de la demanda se desprende que la causa sub examine corresponde a la competencia originaria de la Corte, tanto ratione personae como ratione materiae. La actora quien acredita su nacionalidad con la partida de nacimiento de conformidad con la doctrina de la Corte sobre el particular, tiene derecho al fuero federal, de acuerdo con el artículo 116 de la Constitución Nacional y, al dirigir su demanda contra una provincia, el proceso compete a la Corte en instancia originaria según el artículo 117 de la Ley Fundamental. Por otra parte, en autos se cuestionan: el Estatuto del Docente de la Provincia de Buenos Aires y el Reglamento General de Escuelas Privadas de esa jurisdicción, por lo que cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, toda vez que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.


    Wunderlich Menke, Cliva Johanne Elizabeth c/ Buenos, Aires, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    W. 10, XXXIV, 14 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Daños y perjuicios. Legitimación procesal. Excepción de incompetencia. Competencia provincial. Superior Tribunal de Justicia. 


    Cabe recordar que, en principio la carencia de legitimación sustancial se configura cuando alguna de las partes en juicio no es titular de la relación jurídica en la que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tengo o no fundamento. Asimismo, resulta del caso señalar que, cuando ella es opuesta como excepción de previo y especial pronunciamiento, por razones de economía procesal y de una más pronta afirmación de la seguridad jurídica, el código adjetivo admite su tratamiento en forma previa a la sentencia, en la medida en que revista carácter manifiesto. Sabido es que no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia asignada por el artículo 117 de la Constitución Nacional. Para ello, es necesario además que, a la distinta vecindad de la otra parte, se una el carácter civil de la materia en debate. Si bien la Corte ha venido aplicando la doctrina sentada en la causa D. 236, XXIII, "De Gandía, Beatriz Isabel”, para asignar carácter civil a las causas en las que se imputa responsabilidad patrimonial a las provincias por las faltas de servicio de alguno de sus órganos, en el sub-examine no se dan ninguno de los presupuestos que permiten prima facie afirmar la existencia de faltas atribuibles a órganos de la Provincia demandada. En el sub lite, no está agotada la instancia provincial, al restar aun la promoción de la acción procesal administrativa ante el Superior Tribunal de Justicia, en instancia originaria, prevista en la ley 1.035, contra la decisión del Tribunal de Superintendencia Notarial, materia ésta, asimismo, de naturaleza procesal local.


    Agostino Ninone, Salvador c/ Neuquén, Provincia del s/ Daños y perjuicios


    A. 315, XXXII, 25 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Indemnización. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria y exclusiva de la Corte en las causas civiles en que una provincia es parte, artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 12 del decreto ley 1285/58, es necesario que la parte contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, dicho requisito es "esencial", toda vez que encuentra su fundamento en la necesidad de otorgar al litigante la garantía de un tribunal ajeno al orden local, libre de toda sospecha de parcialidad en favor de sus coprovincianos, eliminándose de esa manera posibles causas de antagonismos entre las provincias. No es óbice a lo expuesto que, en el sub-lite, se cite en garantía a la aseguradora del patrullero, en los términos del artículo 118 de la ley 17.458, sociedad anónima que tendría su domicilio en la Capital Federal y a quien, según la actora, correspondería el fuero federal por distinta vecindad con la provincia. Ello así, toda vez que a tal pretensión se opone el artículo 10 de la ley 48, según lo el cual la procedencia de dicho fuero está supeditada, en caso de pluralidad de litigantes a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad que le permita invocarlo. Por último, no procede la competencia originaria de la Corte por el hecho de impugnarse la validez de la ley 24.557 sobre Riegos de Trabajo, toda vez que la presente demanda no aparece fundada en dicha norma y, en consecuencia, su aplicación a este proceso resulta, por el momento, conjetural.


      Barrera, Sonia Marcela c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    B. 235, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La causa sub-examine corresponde prima facie a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, habiendo demandado la Provincia de Buenos Aires al Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto, la circunstancia que existan otros codemandados, en tanto los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos de competencia originaria de la Corte, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


     Buenos Aires, Provincia de c/ Tournie, Santiago Víctor y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 298, XXXIV, 14 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Cobro de sumas de dinero. Contrato de obra pública. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que en el sub lite han sido demandados el Estado Nacional y la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Degremont Sociedad Anónima c/ Tierra del Fuego, Provincia de y otro (Estado Nacional – Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos)


    D. 80, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Resulta de aplicación al caso el artículo 6° inciso 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina, entre las reglas especiales de la competencia, que será juez competente en las medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal. Según reiterada doctrina de la Corte, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda en consecuencia la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito ya sea como actora, demandada o tercero y sustancialmente, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, también ha dicho que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. Por otra parte, se debe acudir para determinar la competencia según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación a la exposición de los hechos de la demanda. En tales condiciones, al no ser la Provincia de Buenos Aires titular de la relación jurídica en que se sustenta el reclamo, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. Y, toda vez que la competencia originaria de la Corte por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos allí enunciados y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan corresponde declarar que la presente demanda es ajena a esta instancia.


    GRC S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar


    G. 263, XXXIV, 11 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Derecho a la vida. Trasplante de órganos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Según una reiterada doctrina de la Corte a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda en consecuencia la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito, ya sea como actora, demandada o tercero, y sustancialmente, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, también ha dicho que esa calidad de parte debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. Prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, ese requisito no se encuentra cumplido en autos. Al no hallarse en tela de juicio la validez de una norma local, la Provincia de Buenos Aires no se encuentra en principio, sustancialmente demandada en la litis, toda vez que no reviste el carácter de titular de la relación Jurídica en que se sustenta el reclamo. No obstante lo expuesto, para el caso de considerar la Corte que la pretensión de los actores contra dicho Estado local tendría sustento en el hecho de que la Provincia al dictar la ley local 10.586 que regula la aplicación de la ley de trasplantes 24.193 en jurisdicción bonaerense, habría originado la situación de incerteza jurídica respecto de la existencia y alcance del derecho a la vida consagrado en el inciso 1° del artículo 12 de la Constitución provincial, tampoco la causa correspondería a la competencia originaria de la Corte. Ello es así, en la medida en que, para resolver el pleito, la Corte debería examinar normas provinciales, interpretarlas en su espíritu y en los efectos que la soberanía provincial ha querido darles, lo cual priva al proceso de la naturaleza federal que se le pretende atribuir y no es del resorte de la Corte. La Corte conoce en instancia originaria en las causas en que una provincia es parte, según el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 12 del decreto ley 1285/58, si la materia en debate tiene un manifiesto contenido federal, o si es civil y a ello se une la distinta vecindad de la contraria. Por el contrario, resultan ajenos a dicha instancia los casos cuya solución exige la aplicación e interpretación de normas de derecho público provincial o remiten al examen y revisión, en sentido estricto, de actos administrativos, legislativos o judiciales de carácter local. En consecuencia, la materia del pleito no corresponde al conocimiento de la Corte, ya que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48. Por ello, toda vez que la competencia originaria por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva, no siendo susceptible de ser ampliada, ni modificada mediante normas legales, la presente demanda es ajena a esta instancia originaria.


    Lo Grasso, José Luis y otros s/ Acción declarativa de certeza


    L. 409, XXXIII, 04 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Contrato de obra pública. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La causa sub examine corresponde prima facie a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, habiendo sido demandados una Provincia y el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación o entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. No obsta a ello, la circunstancia de que la presente demanda sea sustancialmente análoga a la resuelta por la Corte, M. 429. XXIII, en la que la Corte declaró su incompetencia, ya que, en esa oportunidad la Nación no fue demandada como en cambio lo es en estos autos, sino que fue citada a juicio como tercero, en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y además, opuso la excepción de incompetencia, lo que importó la renuncia implícita al fuero federal. Ambas circunstancias que, hasta el momento, no se presentan en el sub discussio y que justifican una solución distinta a la que la Corte adoptó en el precedente citado.


    Mariategui Usandizaga S.A.C.I.M.A.C. c/ Neuquén, Provincia del y otro s/ Ordinario


    M. 35, XXXIV, 06 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Gas natural. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. En tales condiciones, la Corte no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa, si el asunto no concierne a Embajadores, Ministros y Cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, según los artículos 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inciso 1° del decreto ley 1.285/58. Ello en virtud de que el objeto de la jurisdicción originaria de la Corte, no es otro que dar garantías a los particulares proporcionándoles, para sus reclamaciones, jueces al abrigo de toda influencia y parcialidad, pero ello debe encontrar limite en el respeto al principio constitucional que consagra la autonomía de los Estados provinciales y en el fin de no perturbar su administración interna, porque si de todos los actos de sus poderes pudieran ser objeto de una demanda ante la Corte, vendría a ser ella quien gobernase a las provincias, desapareciendo los gobiernos locales. Se ha de atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la exposición de los hechos de la demanda. Toda vez que tiene dicho desde antiguo la Corte que en el artículo 117 de la Constitución Nacional se establecen de modo taxativo los casos en que esta ejercerá una competencia originaria exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de ampliarse, restringirse ni modificarse mediante normas legales, la causa resulta ajena al conocimiento de la Corte.


    Merico, Alejandra M. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Nulidad


    M. 345, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Universidades nacionales. Indemnización. Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que en el sub lite la actora demanda al Estado Nacional, a una entidad nacional -la Universidad Nacional del Nordeste- y a la Provincia de Corrientes, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias con la prerrogativa, jurisdiccional que le asiste a la Nación o entidad nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Meza, Dora c/ Corrientes, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 259, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Indemnización. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente que su competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1º del decreto ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. A tal efecto, se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional. Por el contrario, resultan ajenos a dicha instancia los casos cuya solución exige la aplicación e interpretación de normas de derecho público provincial o remiten al examen y revisión, en sentido estricto, de actos administrativos, legislativos o judiciales de carácter local. Se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056, 308:229, 1239 y 2230, entre otros, a la exposición de los hechos de la demanda. En consecuencia, la materia del pleito no corresponde al conocimiento de la Corte, ya que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48. Por ello y toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no puede ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente demanda es ajena a la instancia originaria de la Corte.


    Serrentino, Hugo Raúl c/ Tucumán, Provincia de s/ Cobro de pesos por diferencias indemnizatorias


    S. 242, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Estados extranjeros. Agentes diplomáticos. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La causa sub examine no corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, es doctrina reiterada del Tribunal que los Estado extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 que los reglamenta. Corresponde añadir que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de status diplomático, según la Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos de 1963 -hipótesis que no se presenta en autos- y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan, a otros casos no previstos.


     Avellaneda, Mercedes c/ Embajada de Kuwait s/ Daños y perjuicios


    A. 317, XXXIV, 04 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La causa sub-examine corresponde a la competencia originaria del Tribunal, puesto que habiendo sido demandada una Provincia y citado como tercero, el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Víctor M. Contreras y Compañía S.A. y Minera S. A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa


    V. 117, XXXIV, 08 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según el artículo 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el artículo 24, inciso 19 del decreto ley 1285/58, la competencia originaria del Tribunal procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. De considerar la Corte suficientes las constancias de autos para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la provincia demandada, el Tribunal resultará competente para conocer en forma originaria del presente proceso.


     Asociación de Trabajadores del Estado c/ Corrientes, Provincia de s/ Cobro de pesos


    A. 406, XXXIV, 29 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acordadas. Suprema Corte Buenos Aires. Profesionales auxiliares de justicia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 298, L. XXXIII, "Panosetti, Domingo y otro s/ Acción de amparo".


    La presente demanda resulta ajena a la competencia originaria de la Corte, toda vez que el sistema federal y las autonomías provinciales exigen que se reserve a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su Derecho Público; sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48.


    Bonis, Pedro Luis c/ Buenos Aires, Provincia de (Suprema Corte de Justicia de la Provincia) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 374, XXXIV, 06 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En el caso, de los términos de la demanda a cuya exposición de los hechos se ha de atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y una reiterada doctrina del Tribunal se desprende que la provincia en cuestión atribuye responsabilidad, en principio, al demandado por los daños que le ha ocasionado la referida colisión con fundamento en normas de derecho común, por lo que cabe asignar carácter civil a la materia del pleito. En tales condiciones y toda vez que la competencia originaria del Tribunal en las causas civiles en que se demanda a una provincia surge, a condición esencial de que la parte contraria tenga distinta vecindad, de resultar suficiente el informe de la Cámara Nacional Electoral respecto del aquí demandado, la causa deberá ventilarse ante la Corte, de conformidad con lo estable en el artículo 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, según la ley 21.708.


     Buenos Aires, Provincia de c/ Rafael, Leandro Oscar s/ Daños y perjuicios


    B. 127, XXXIV, 27 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Peritos. Autonomía provincial. Sistema federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 298, XXXIII, “Panosetti, Domingo y otro s/ Acción de amparo".


    La presente demanda resulta ajena a la competencia originaria de la Corte toda vez que el sistema federal y las autonomías provinciales exigen que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que en lo sustancial versan sobre aspectos propios de su Derecho Público; sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48.


    Bustamante, Daniel s/ Acción de amparo


    B. 433, XXXIV, 28 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Entes autárquicos nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Cordara, Claudio Carlos y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    C. 396, XXXIV, 08 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos de las causas D. 444. XXXIII, "Droguería Aries S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa" y D. 451. XXXIII, "Droguería Aries S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Droguería Aries S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y otros s/ Inconstitucionalidad


    D. 133, XXXIV, 07 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que resulta de aplicación al caso el artículo 6° inciso 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina -entre las reglas especiales, de la competencia- que será juez competente en las medidas preliminares y precautorias el que deba conocer en el proceso principal. En consecuencia, la primera cuestión que debe dilucidarse en el sub-lite consiste en determinar si la demanda corresponderá a la competencia originaria del Tribunal. Tal circunstancia se configura, puesto que, si será demandado un Estado provincial por una entidad nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental es sustanciando la acción en esta instancia.


     Instituto Nacional de Acción Cooperativa y Mutual c/ Santiago del Estero, Provincia de (Registro General de la Propiedad Inmueble) s/ Diligencias preliminares


    I. 73, XXXIV, 29 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente esto es, que tenga en el litigio un interés directo de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. También ha dicho el Tribunal que esa calidad de parte debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. En el sub-lite, ese requisito no se encuentra cumplido. En efecto, de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe acudir para determinar la competencia según el artículo 49 del Código Procesal Civil de la Nación-. Al no ser la provincia en cuestión titular de la relación jurídica en que se sustenta el reclamo, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. Y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos allí enunciados y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan, corresponde declarar que la presente acción de amparo resulta ajena esta instancia.


     Parra Rivadeneira, Mariana s/ Acción de amparo


    COMP. 534, XXXIV, 29 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Cónsules. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La causa sub-examine no corresponde a la instancia originaria del Tribunal.


    En efecto según el artículo 117 de la Constitución Nacional compete a la Corte Suprema de Justicia originaria y exclusivamente el conocimiento y decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Por el contrario, no gozan de ese privilegio los Estados extranjeros, ni sus representaciones diplomáticas, toda vez que no revisten la calidad de aforados según el referido texto constitucional. Toda vez que la competencia originaria de la Corte por ser de raigambre constitucional, se encuentra limitada a los supuestos en que sean parte embajadores, ministros públicos y cónsules extranjeros, sin que pueda ser extendida ni limitada por las leyes que la reglamentan, la presente demanda resulta ajena a esta instancia.


     Pérez, León Salomón y otros c/ Zavarotnyi, Sergey y otro s/ Juicio ejecutivo


    P. 219, XXXIV, 29 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte cuando una provincia es parte, según los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58, es necesario que a la distinta vecindad de la otra parte, se una el carácter civil de la materia en debate. Respecto a este último requisito, cabe precisar que tienen ese carácter los casos cuya decisión se ha de basar sustancialmente en la aplicación de normas de derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación atribuido al Congreso de la Nación por el artículo 75, inciso 12 de la Ley Fundamental. En la causa, según se desprende de los términos de la demanda, a la que se debe atender de modo principal para determinar la competencia de conformidad con el artículo 42 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:229. 1239 y 2230, la Provincia actora atribuye responsabilidad a los demandados, por los daños y perjuicios que le ha provocado el accidente en cuestión, fundando su pretensión en normas de derecho común, por lo que cabe asignar carácter civil a la materia del pleito. En tales condiciones y, toda vez que la competencia originaria del Tribunal en las causas civiles en que se demanda a una provincia, surge a condición esencial de que la parte contraria tenga distinta vecindad, de resultar dicho requisito acreditado respecto de los aquí demandados, la causa corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


     Santiago del Estero, Provincia de c/ Córdoba S.A.T. s/ Daños y perjuicios


    S. 262, XXXIV, 05 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Facultades del gobierno provincial. Sistema federal. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Incompetencia. 


    Para que proceda la intervención del Tribunal en forma originaria cuando una provincia es parte, además del requisito de distinta vecindad entre las partes, se exige el carácter civil de la materia en debate. En su mérito, se ha sostenido que no es causa civil aquélla en la que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, se tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en los que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional, ya que para resolver la cuestión tendrían que examinarse los antecedentes del caso a la luz de la ley local y sus reglamentaciones, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, todo lo cual no es del resorte de la Corte Suprema. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público; sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso del artículo 14 de la ley 48. Por provenir la competencia originaria de la Corte de normas constitucionales, no es susceptible de ampliarse, modificarse, ni restringirse.


    Hacia el Sur S.R.L. c/ Río Negro, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios


    H. 63, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Cuestión de derecho público local. Gobierno provincial. Facultades no delegadas. Autonomía provincial. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, porque de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. La Corte ha reconocido, en principio, que, cuando son demandados una Provincia y el Estado Nacional, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que ésa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional. Sin embargo, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte. Para ello, resulta necesario además, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, siendo esencial, en este último supuesto, acreditar la distinta vecindad de la contradictora. Por otra parte, quedan excluidas de dicha instancia, aquellas materias que se rigen por el Derecho Público local. Tal circunstancia es la que se presenta en estas actuaciones, puesto que para resolver el pleito se requiere analizar actos u omisiones de autoridades provinciales, lo cual escapa a la competencia originaria del Tribunal. Ello es así, en tanto las provincias conservan por el "pactum foederis" competencias diversas que no han sido delegadas en el Gobierno Federal. No empece a la aplicación de la doctrina citada, el hecho de que la amparista invoque el respeto de cláusulas constitucionales, por cuanto la nuda violación de garantías de tal naturaleza, provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, pues éste sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional. En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su Derecho Público.


    Makarevich de Torregrosa Lastra, Lidia I. s/Amparo


    M. 490, XXXIV, 19 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 234, L. XXXIV, "Río Negro, Provincia de c/ CADIPSA y otra s/ Sumario".


    Río Negro, Provincia de c/ Tecpetrol S.A. s/ Sumario


    R. 231, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 234, L. XXXIV, "Río Negro, Provincia de c/ CADIPSA y otra s/ Sumario".


    Río Negro, Provincia de c/ Petroquímica Rivadavia y otros s/ Sumario


    R. 232, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 234, L. XXXIV, "Río Negro, Provincia de c/ CADIPSA y otra s/ Sumario".


    Río Negro, Provincia de c/ Tecpetrol S.A. y otra s/ Sumario


    R. 233, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Estado Nacional. Intervención de terceros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que la causa sub examine ha sido promovida por una Provincia y ésta cita como tercero al Estado Nacional, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Río Negro, Provincia de c/ CADIPSA y otra s/ Sumario


    R. 234, XXXIV, 06 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, porque de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Sentado lo expuesto, la cuestión radica en determinar si en el sub lite se dan los requisitos que habilitan la tramitación de esta acción de amparo en la instancia originaria del Tribunal, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional reglamentados por el artículo 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, o sea, que una provincia sea parte en un pleito de naturaleza federal, con lo cual resulta indiferente la vecindad de la contraria. Dichos recaudos se cumplen en la causa sub-examine, toda vez que la amparista dirige su pretensión contra una provincia y la materia del pleito tiene un manifiesto contenido federal, ya que se ha puesto en tela de juicio, de manera sustancial, un artículo de la Constitución provincial por ser presuntamente contrario a principios consagrados en la Constitución Nacional y en leyes nacionales, lo cual constituye una típica cuestión de esa especie.


    Asociación de Clínicas, Sanatorios y Hospitales Privados de la República Argentina c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo


    A. 457, XXXIV, 17 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Cuestión de derecho público local. Superior Tribunal de Justicia. Competencia provincial. 


    Corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de conformidad con el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, dirimir las cuestiones de competencia que se suscitan entre jueces de distintas provincias, o de éstos con magistrados nacionales. Por el contrario, el Tribunal carece de atribuciones Jurisdiccionales para dirimir conflictos planteados entre tribunales de una misma provincia, como ocurre en estas actuaciones, y que se refieren a la organización y funcionamiento de los poderes públicos provinciales, es decir, a situaciones que no exceden el ámbito normativo local, en los términos de los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional.


     Incidente de competencia causa N° 269 - "Acción de amparo interpuesta por Mónica Silvia Larre c/ Resolución del Instituto Provincial de Lotería y Casino de la Provincia de Buenos Aires"


    COMP. 604, XXXIV, 15 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. En el sub-judice se dan los requisitos que habilitan la tramitación del presente amparo en la instancia originaria del Tribunal, ratione personae, toda vez que el amparista dirige su pretensión contra dos Provincias.


    Romanut, Amilcar Rodolfo Eduardo c/ Chaco, Provincia de y otra s/ Amparo


    R. 314, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente demanda corresponderá a la competencia originaria de la Corte, en este proceso iniciado por la Provincia de Salta, contra el Estado Nacional -Jefatura de Gabinete de Ministros-, toda vez que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Salta, Provincia de c/ Estado Nacional -Jefatura de Gabinete de Ministros- s/ Cobro de pesos


    S. 442, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Contrato de obra pública. Juicios contra el Estado. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que en la causa sub-examine resultan demandados el Estado Nacional y una Provincia, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en ella, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las Provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Aldo Enerio Pereyra Empresa Constructora c/ Estado Nacional - Ministerio de Cultura y Educación de la Nación - Programa de Expansión y Mejoramiento s/ Contrato de obra pública


    COMP. 1053, XXXIII, 30 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Impugnación de decisión asamblearia. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por conexidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Dada la evidente conexidad que existe entre el presente proceso y otro que se encuentra en trámite ante la Corte, resulta aconsejable la radicación de este juicio ante ella, con el propósito de evitar pronunciamientos contradictorios que puedan generar un verdadero escándalo jurídico y de lograr la economía procesal que mejor se adecue a un ajustado servicio de justicia. Más aun cuando la naturaleza del pleito -regido por normas de Derecho Comercial- permite calificarlo como causa civil entre una provincia y otra persona de ajena jurisdicción.


    Chubut, Provincia del c/ Centrales Térmicas Patagónicas s/ sumario


    C. 863, XXXIII, 09 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad extracontractual del Estado. Falta de servicio público. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para hacer surtir la competencia originaria del Tribunal no basta que una provincia sea parte en un pleito, sino que se requiere, además, según los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta Jurisdicción territorial. En el sub-lite, según los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe acudir a fin de determinar la competencia- los actores reclaman, con fundamento en normas de derecho común (artículos 1112 y 1113 del Código Civil), una indemnización por los daños y perjuicios que les ha ocasionado el accionar, prima facie ilegítimo, de la policía provincial y de varios de sus oficiales, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho Estado local por la falta de servicio de uno de sus órganos.Habida cuenta de lo expuesto, sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio Público en causas análogas al presente, en las que se sostuvo la naturaleza administrativa del instituto, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Czyzewski, Luis y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 559, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 8, L. XXXIV, "Estrada Dubor, Eduardo Luis c/ San Luis, Provincia de s/ Acción de amparo".


    El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público; sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48.


    Estrada, Mariana Graciela c/ San Luis, Provincia de s/ Amparo


    E. 17, XXXIV, 10 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Accidente de aviación. Indemnización por muerte. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que la Corte, en demandas que han tenido su origen en el mismo siniestro aéreo en el que se funda la presente, se ha pronunciado reconociendo el carácter federal de la materia del pleito -regulada por normas del Código de Aeronáutico- y, por ende, la competencia originaria del Tribunal para conocer en ellas, en tanto es parte una Provincia.


    Frances Maza, Hugo Eduardo y otros c/ L.A.E.R. y otro s/ Indemnización daños y perjuicios


    COMP. 63, XXXIV, 16 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuando en un proceso intervienen una Provincia y el Estado Nacional -cualquiera sea la materia del pleito o la vecindad de las partes- éste corresponde a la instancia originaria de la Corte, toda vez que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    González, Néstor Edgardo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ daños y perjuicios


    G. 47, XXXIV, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte cuando una provincia es parte, según los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58, es necesario que, a la distinta vecindad de la otra parte, se una el carácter civil de la materia en debate.


    Respecto a este último requisito, cabe precisar que tienen ese carácter los casos cuya decisión se ha de basar sustancialmente en la aplicación de normas de derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación atribuido al Congreso de la Nación por el artículo 75, inciso 12 de la Ley Fundamental.


    Guerrero, Carlos A. y otros c/ Tucumán, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    G. 277, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    En principio, cabe recordar que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, se desprende que la causa sub-examine no corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte ratione materiae, por tratarse de un tema vinculado al derecho público local. La circunstancia de que, para resolver el pleito, se requiera analizar la validez de un reglamento administrativo provincial, interpretándolo en su espíritu y en los efectos que la soberanía provincial ha querido darle, priva al proceso de la competencia originaria de la Corte. Ello es así, en tanto las provincias conservan por el "pactum foederis" competencias diversas de orden institucional, tributario, procesal, de promoción general, etc. que no han sido delegadas (artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional). No obsta, a lo expuesto, el hecho de que los amparistas invoquen el respeto de cláusulas constitucionales federales, por cuanto la nuda violación de garantías de tal naturaleza, provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, pues éste sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional.


    Michaud, Hipólito Rubén y otros c/ Tucumán, Provincia de -Poder Judicial, Suprema Corte de Justicia- s/ Amparo


    M. 774, XXXIII, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, en los casos en que una provincia es parte procede, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, cuando a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. Se ha atribuido dicho carácter a los casos en que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendiendo como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad del artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional. La Corte ha reconocido su competencia originaria en los pleitos dirigidos por o contra un Estado local por el pago de cheques, sustentándose para ello en que, en atención al tipo de instrumentos de que se trata, no corresponde indagar la causa de su libramiento, toda vez que los principios y normas que los rigen y sus caracteres de abstracción, autonomía y literalidad impiden entrar a considerar el origen de la obligación. Sobre la base de iguales fundamentos el Tribunal ha extendido, por analogía, dicho criterio a otros títulos circulatorios, como es el caso de los pagarés, que son, precisamente. los que sirven de base a esta ejecución: por lo tanto, el sub-lite reviste el carácter de "causa civil".


    Río Negro, Provincia de c/ SIREX S.A. s/ ejecución fiscal


    R. 7, XXXIV, 09 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios contra el Estado. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuando en un proceso intervienen una Provincia y el Estado Nacional -cualquiera sea la materia del pleito o la vecindad de las partes- éste corresponde a la instancia originaria de la Corte, toda vez que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Robles, Ramón Cayetano c/ Estado Nacional -Ministerio de Justicia- y otro s/ daños y perjuicios


    COMP. 48, XXXIV, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Indemnización. Derecho de propiedad. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe señalar que este Ministerio Público sostuvo la procedencia de la competencia originaria del Tribunal para conocer del sub-lite, por entender que resultaría aplicable al caso la doctrina sentada por la Corte que asignó carácter civil a una cuestión sustancialmente similar a la que trata esta causa.


    Sin embargo, resulta del caso hacer notar que, en dicho dictamen, se dejó expresamente a salvo la opinión en contrario de este Ministerio Público, expresada en numerosos precedentes, de que la materia del pleito -daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio de órganos que integran el Poder Judicial y la Administración Pública de una Provincia- constituye un tema propio y exclusivo del derecho público local, pues el concepto de causa civil no abarca aquellos supuestos en los que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, tienden al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias, en los que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional. Ello, en virtud de que el respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de sus instituciones. En consecuencia, las excepciones de incompetencia planteadas por las demandadas, con el fundamento antes indicado, debieran ser acogidas, a menos que el Tribunal decida aplicar la doctrina sentada in re "Gandía".


    Agropecuaria del Sur S.A. c/ Neuquén, Provincia del y otro s/ Reclamo de indemnización por violación de derecho de propiedad


    A. 146, XXXII, 21 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Falta de servicio público. Responsabilidad del Estado. Causas civiles. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24. inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. De la demanda, a cuyos términos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, se desprende que el actor reclama una reparación por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio del Registro de la Propiedad de la Provincia de Buenos Aires, atribuyendo responsabilidad a dicho Estado local por ser este uno de sus órganos. Sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio Público en causas análogas al presente, en las que se sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Astrada, José Raúl c/ Buenos Aires, provincia de s/ Daños y perjuicios


    A. 94, XXXIV, 28 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    No basta que una provincia sea demandada por un extranjero para que proceda la competencia originaria de la Corte conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional; es necesario, además, que la materia en debate tenga carácter civil.


    Carl Chung Ching Kao c/ La Pampa, Provincia de s/ Cobro de pesos


    C. 90, XXXII, 06 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas E. 298, L. XXXII, "EDENOR S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa"; y E. 66, L. XXXII, "EDESUR S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Central Dock Sud S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    C. 83, XXXIV, 06 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas E. 298, L. XXXII, "EDENOR S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa"; E. 66, L. XXXII, "EDESUR S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa"; y E. 46, L. XXXIII, "Empresa Distribuidora Sur Soc


    Empresa Distribuidora Norte S.A. (EDENOR S.A.) c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa


    E. 6, XXXIV, 06 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Falta de servicio público. Responsabilidad extracontractual del Estado. Causas civiles. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Ante todo, cabe recordar que no basta que una provincia sea parte en un pleito para hacer surtir la competencia originaria del Tribunal, sino que se requiere, además. según los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial. En la presente causa, los actores reclaman, con fundamento en normas de derecho común, según los términos de la demanda, una indemnización por los daños y perjuicios derivados del accionar, entre otros, de la policía bonaerense, atribuyendo responsabilidad extracontractual a la Provincia por la falta de servicio de uno de sus órganos. Habida cuenta de lo expuesto, sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio Público en causas análogas al sub-lite, en las que se sostuvo la naturaleza administrativa del instituto, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Pastore, María Isabel c/ Gorali, Diego Carlos y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 174, XXXIV, 28 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Resulta aplicable al sub-lite una reiterada doctrina del Tribunal que establece que, cuando en un proceso es parte el Estado Nacional y se cita como tercero a una Provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las Provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria, sin que obste a lo expuesto, la circunstancia de que el actor resulte vecino de la Provincia citada.


    Pedezert, Ricardo c/ Estado Nacional y Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    P. 569, XXXIII, 28 de abril de 1998


    Ver dictamen


    ANSSAL. Reintegro de depósitos en bonos. Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Nuevamente se presentan en autos los presupuestos sustanciales tenidos en cuenta por este Ministerio Público al dictaminar en la causa, en la medida que, en el sub-lite, interviene por un lado, una entidad autárquica nacional y, por otro, una provincia, lo cual hace procedente la competencia originaria de la Corte, de conformidad con la reiterada doctrina de la Corte sentada en Fallos: 305:2001; 308:2054; entre muchos otros.


    Administración Nacional del Seguro de Salud c/ Formosa, Provincia de y otro s/ Restitución de títulos públicos


    A. 71, XXXII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. AFIP DGI. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en esta ejecución fiscal, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia demandada, con la prerrogativa Jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    AFIP - DGI c/ La Rioja, provincia de s/ Ejecución fiscal


    A. 636, XXXIII, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Prescripción adquisitiva. Distinta vecindad. Causas civiles. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que la Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los casos en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. De los términos de la demanda se desprende que la pretensión de la sociedad actora tiende a obtener que se declare la prescripción adquisitiva de un inmueble rural que pertenece a la Provincia, fundando su demanda, sustancialmente. en normas de derecho común, por lo que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, cabría asignar carácter civil a la materia del pleito.


     A.R.S.A. Antonio Romano Inmobiliaria, Comercial, Financiera, Industrial y Agropecuaria S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de


    A. 590, XXXIII, 05 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Expropiación. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el sub discussio, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia actora, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al demandado al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Expropiación


    B. 601, XXXIII, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Impuesto de sellos. Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Causas regidas por normas federales. Constitución Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, asignada por el artículo 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa, y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. La presente demanda corresponde a esta instancia, puesto que se halla entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2, inciso 1 de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal que la Constitución confiere al Gobierno Nacional. En tales condiciones y, al ser demandada una provincia, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la contraria, el caso se revela como de aquéllos reservados a la competencia originaria de la Corte; por ello debe ser rechazada la excepción de incompetencia.


     Contreras Hermanos y otros c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 625, XXXI, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que en el sub lite resulta demandado el Estado nacional y se cita a la Provincia de Buenos Aires, en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Distribuidora Química S.A. c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa


    D. 439, XXXIII, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Interpretación y aplicación de la ley. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 1781, XXXI, “Cámara Argentina de Supermercados y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Al encontrarse la materia del pleito directa e inmediatamente relacionada de manera sustancial, con la aplicación e interpretación de normas que ya integran el derecho provincial, la presente demanda queda excluida de la competencia originaria de la Corte, por ser ésta de carácter restrictivo e insusceptible de extenderse mediante normas legales.


    Droguería Aries S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    D. 444, XXXIII, 05 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa C. 1781, XXXI, “Cámara Argentina de Supermercados y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Al encontrarse la materia del pleito directa e inmediatamente relacionada de manera sustancial, con la aplicación e interpretación de normas que ya integran el derecho provincial, la presente demanda queda excluida de la competencia originaria de la Corte, por ser ésta de carácter restrictivo e insusceptible de extenderse mediante normas legales.


    Droguería Aries S.A. c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa


    D. 451, XXXIII, 05 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Expropiación. Organismos internacionales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Es dable recordar que nuestro país integra la Entidad Binacional Yacyretá, la cual surgió de un tratado suscripto entre la República Argentina y la República del Paraguay, que fue ratificado por el Congreso Nacional mediante la ley 20.646. Dicha entidad tiene un carácter público y estatal, aún cuando se trate de un organismo internacional, ya que el Estado Argentino participa de una manera directa en su creación y el nombramiento de sus autoridades e indirecta en cuanto a su constitución, al aporte de su capital y a su fiscalización. Asimismo, la Corte ha dicho que la naturaleza y la finalidad para las que fue creada, según se desprende de la referida ley, implican la presencia de un interés nacional, por lo que los asuntos atinentes a ella corresponden al fuero federal. En consecuencia, al ser demandada una provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de dicho Estado local, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación o a una entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Entidad Binacional Yacyretá c/ Misiones, provincia de s/ Expropiación



    E. 134, XXXIII, 04 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 134, XXXIII, “Entidad Binacional Yacyretá c/ Misiones, Provincia de s/ Expropiación”.


    Entidad Binacional Yacyretá c/ Misiones, Provincia de s/ Expropiación


    E. 153, XXXIII, 04 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Causas civiles. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 575, XXVI, “Alzaga de Lanusse, Maria Josefina y otros c/Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”; y P. 223, XXVII, “PRONAR S.A.M.I.y C. c/Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    Dado que la demanda ha sido promovida contra una provincia por un vecino de otra jurisdicción territorial, y que la Corte asigna naturaleza civil a la materia del pleito, la presente causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Estancia Vidania S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    E. 150, XXXIII, 04 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Para que una provincia pueda ser tenida por parte y proceda en consecuencia su competencia originaria, debe serlo en sentido nominal y sustancial, esto es, figurar expresamente como tal en el pleito y tener en él un interés directo que surja en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de las expresiones formales usadas por las partes, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. En su mérito, en el sub-examine, si bien el amparista no demanda expresamente a la Provincia, se puede considerar cumplido dicho requisito prescindiendo del nomen iuris utilizado por el actor, ya que dicho Estado local resulta ser parte sustancial en la litis en la medida en que la pretensión de amparo se dirige contra la Suprema Corte Provincial, esto es, contra uno de los órganos que integran el Gobierno local. Sin embargo, de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, se desprende que la causa sub-examine no corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte ratione materiae, por tratarse de un tema vinculado al derecho público local. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público; sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48. Por todo lo expuesto y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente demanda de amparo resulta ajena a esta instancia.


     Estrada Dubor, Eduardo Luis c/ San Luis, provincia de s/ Acción de amparo


    E. 8, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En el sub lite, la provincia ha sido nominal y sustancialmente demandada por la Nación, por lo que el pleito corresponde a la competencia originaria de la Corte “ratione personae”. Ello así, pues, si bien la pretensión se dirige contra el "Superior Gobierno de la Provincia", el Poder Ejecutivo provincial tiene poder de representación respecto del Estado local, lo cual lleva a tener a éste como parte en las actuaciones con los alcances que tradicionalmente ha establecido la jurisprudencia de la Corte en este tema. Por lo que, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en esta ejecución fiscal, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia demandada, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la actora, el Estado Nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


     Fisco Nacional (DGI) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    F. 504, XXXIII, 04 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes y de las citadas como terceros para intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Misiones, provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario (regalías de Salto Grande)


    M. 766, XXXIII, 04 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza dé las partes que han de intervenir en el sub-discussio, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación o a una entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa


    N. 142, XXXIII, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Certificado de deuda. Aportes previsionales. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa civil, por un vecino de extraña jurisdicción territorial, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 238, XXXIV, 26 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa civil, por un vecino de extraña jurisdicción territorial, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 239, XXXIV, 26 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa civil, por un vecino de extraña jurisdicción territorial, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 240, XXXIV, 26 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa civil, por un vecino de extraña jurisdicción territorial, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 241, XXXIV, 26 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa C. 563, L.XXIV, Originario, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 242, XXXIV, 26 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución del contrato. Tasa por servicios aeronáuticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Toda vez que en el sub-lite, el Estado Nacional -Estado Mayor General de la Fuerza Aérea- demanda a un Estado local, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional - Estado Mayor de la Fuerza Aérea- c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur s/ Ordinario


    E. 52, XXXIV, 26 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Toda vez que en el sub-lite, el Estado Nacional demanda a una Provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional -Estado Mayor General de la Fuerza Aérea Argentina- c/ La Rioja, Provincia de s/ Cobro de pesos


    E. 158, XXXIV, 18 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución del contrato. Contrato de obra. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Dado que la actora, se encuentra en proceso de liquidación a cargo del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos, la Nación Argentina resulta ser parte sustancial en estas actuaciones. Por otro lado, el Instituto Provincial de Seguros, fue privatizado y, el organismo residual depende de la Provincia, por lo que dicho Estado local es el demandado en este juicio. Es así, que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Hidronor S.A. Hidroeléctrica Norpatagónica c/ Salta, Provincia de y otros s/ Ordinario


    H. 22, XXXIV, 26 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte cuando una provincia es parte, según los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58. Es necesario que, a la distinta vecindad de la otra parte, se una el carácter civil de la materia en debate. Respecto a este último requisito, tienen ese carácter los casos cuya decisión se ha de basar sustancialmente en la aplicación de normas de derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación atribuido al Congreso de la Nación por el artículo 75, inciso 12 de la Ley Fundamental. Pese a que el Ministerio Público en numerosas causas análogas al sub-lite, ha sostenido la naturaleza administrativa de la responsabilidad estatal por falta de servicio, regida por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Interamerican Sociedad Anónima de Seguros Generales c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Ordinario


    I. 41, XXXIV, 28 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Reajuste jubilatorio. Transferencia del régimen de jubilaciones y pensiones. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Al resultar demandados tanto la Provincia como el Estado Nacional prima facie correspondería conocer -en competencia originaria- al Tribunal. Sin embargo, toda vez que la Provincia, única aforada a esta instancia originaria, ha celebrado el Convenio de Transferencia, en el cual pactó con la Nación la intervención de la justicia federal con competencia en su territorio, se ha operado una prórroga de dicha competencia ratione personae a favor de la justicia federal de grado, tal como la Corte lo ha aceptado a partir del precedente F. 280, L. XXIII, "Flores, Feliciano Reinaldo y otra c/ Provincia de Buenos Aires y otra s/ Cobro de pesos".


    Páez de Correa, Nydia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparo


    COMP. 277, XXXIV, 28 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Competencia la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1° de la ley 48 y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. A tal efecto, se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional.


    Tratándose la materia en debate de un tema relativo al dominio y a las formas de adquirirlo, para cuya solución habrán de aplicarse sustancialmente las normas del Código Civil, cabe asignar carácter civil al sub-examine. En tales condiciones, de tener la Corte por acreditada la distinta vecindad de la sociedad actora, la presente acción declarativa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Puente del Plata S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    P. 584, XXXIII, 15 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 277, L. XXXIV, "Páez de Correa, Nydia c/ A.N.S.E.S. s/ Amparo”.


    Rodríguez, Juan Antonio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparo


    COMP. 278, XXXIV, 28 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según el artículo 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la competencia originaria y exclusiva de la Corte Suprema de Justicia de la Nación el conocimiento y decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Ello responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los Estados, dada la importancia y delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar para sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocerles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones. En el sub-lite, la materia del pleito se halla íntimamente vinculada con el desempeño de la función diplomática del demandado. Sobre el particular, el Tribunal sostuvo que la competencia originaria de la Corte Suprema respecto de los cónsules extranjeros está reservada a las causas que versan sobre los privilegios y exenciones de aquéllos en su carácter público, debiendo entenderse por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en el ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal. Habida cuenta de lo expuesto, si la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación ratifica que el demandado continúa acreditado en nuestro país con el cargo diplomático, la causa debe ventilarse en la instancia originaria del Tribunal.


    Rossi de Varde, Amelia María c/ Curcio Giancarlo, María s/ Daños y perjuicios


    R. 48, XXXIV, 22 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Al ser demandado en autos el Estado Nacional por una Provincia, la causa sub examine corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso determina que la única forma de conciliar lo preceptuado en el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto del Estado local, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional y/o Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Acción declarativa


    S. 91, XXXIV, 04 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. La cuestión radica en determinar si en el caso se dan los requisitos que habilitan la tramitación de esta acción de amparo en la instancia originaria del Tribunal, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional reglamentados por el artículo 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, o sea, que una provincia sea parte en un pleito de naturaleza federal, con lo cual resulta indiferente la vecindad de la contraria. Para que una provincia pueda ser tenida por parte y proceda en consecuencia su competencia originaria, debe serlo en sentido nominal y sustancial, esto es figurar expresamente como tal en el pleito y tener en él un interés directo que surja en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de las expresiones formales usadas por las partes, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. En su mérito, en el sub-examine, si bien el amparista no demanda expresamente a la Provincia, se puede considerar cumplido dicho requisito prescindiendo del nomen iuris utilizado por el actor, ya que dicho Estado local resulta ser parte sustancial en la litis en la medida en que se verá obligada por el fallo a dictarse. Por otra parte, la materia en debate tiene un manifiesto contenido federal, toda vez que se ha puesto en tela de juicio un decreto provincial como presuntamente contrario a principios consagrados en la Constitución Nacional y en tratados internacionales de igual jerarquía normativa que constituye una típica cuestión de esa especie. En tales condiciones, la acción entablada corresponde a la instancia originaria del Tribunal.


    Unión Cívica Radical c/ Misiones, Provincia de s/ Amparo


    U. 39, XXXIV, 06 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Actividades económicas. Establecimientos faenadores de ganado. Matarifes. Frigoríficos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La presente acción declarativa se dirige contra una Secretaría Nacional y un Ministerio provincial, organismos que integran la Administración Central en sus respectivas jurisdicciones, motivo por el cual en el sub-lite se hallan sustancialmente demandados el Estado Nacional y la Provincia. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado en el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Videgard S.A. c/ Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 246, XXXIV, 15 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Según una reiterada doctrina de la Corte, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito, y sustancialmente, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, también ha dicho que esa calidad de parte debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. En consecuencia, el primer punto a tratar, consiste en determinar si la Provincia de Buenos Aires, demandada en la causa es parte sustancial en la litis. Prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, ese requisito no se encuentra cumplido en el caso. En efecto, de los términos de la demanda se desprende que los actores atribuyen responsabilidad en los hechos a la Provincia de Buenos Aires, por la presunta negligencia de la Dirección de Vialidad en el cumplimiento de las funciones a su cargo. Dicha institución, constituye una entidad autárquica de derecho público, con capacidad para actuar privada y públicamente, lo que indica que es insusceptible de identificarse con la provincia demandada. En tales condiciones, al no aparecer la Provincia como titular de la relación jurídica en que se sustenta el reclamo, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional se encuentra taxativamente limitada a los supuestos allí enunciados y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan, la presente demanda es ajena a esta instancia.


    Villafañe, Martín Fernando y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    V. 248, XXXIII, 19 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Reajuste jubilatorio. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La presente acción declarativa se dirige contra el Ministerio del Interior de la Nación, organismo que integra la Administración Central del Estado, motivo por el cual en el sub-lite se halla sustancialmente demandada la Nación, no obstante el nomen iuris utilizado por los actores.


    Habida cuenta que, de la cláusula 10o del Acuerdo, se desprende que la Provincia puede ser citada a juicio como tercero en todos aquellos procesos judiciales que se promuevan con posterioridad a la vigencia de dicho Convenio, circunstancia que efectivamente se ha dado en el sub-lite. Así, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Vizoso, Jorge Rafael y otros c/ Estado Nacional s/ Sumario


    V. 33, XXXIV, 19 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1 de la ley 48 y 24 inciso 1 del decreto ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte, si la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. La materia del pleito constituye prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, “causa civil”, en los términos de la doctrina de la Corte. En tales condiciones, de tener la Corte por probada la distinta vecindad de la actora respecto de la provincia demandada, con las declaraciones de los testigos, la presente demanda debe tramitar ante los estrados de la Corte en instancia originaria. No obsta a la solución propuesta, la circunstancia de que también haya sido demandada una Municipalidad provincial, entidad que no resulta identificable con el Estado local, toda vez que, al respecto, tiene reiteradamente dicho la Corte que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación resultan aplicables a los casos de competencia originaria de la Corte, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


     Ramos, Graciela Petrona c/ Córdoba, provincia de y otra s/ Daños y perjuicios


    R. 421, XXXIII, 04 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. A tal efecto, se le ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional.


     Siper Aviación S.A. c/ Catarmarca, Provincia de y otros s/ Cobro de pesos


    S. 596, XXXIII, 09 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Tentativa. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Es doctrina de la Corte que la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, respecto de las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos acreditados en nuestro país, está limitada a los supuestos en los cuales las personas que revisten aquella calidad, sean formalmente parte como querellantes, excepto el caso en que pudiera resultar afectado el desempeño de las funciones propias de esos miembros del cuerpo diplomático extranjero. El hecho denunciado no ha afectado, en principio, las actividades propias del Consulado y de sus autoridades, pues aquél estuvo dirigido a producir un perjuicio económico al estado extranjero sin interferir en las funciones de la delegación o su conductor. Por otra parte, cabe también recordar que los estados extranjeros y sus empleados administrativos no revisten calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución nacional y 24, inc. 1°, del decreto ley 1285/58.


    M., Fabrizio s/ Denuncia – Causa N° 900


    M. 269, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Amenazas. Estafa. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De conformidad con lo establecido en los artículo 116 y 117 de la Constitución Nacional y lo dispuesto en el artículo 1°, inciso e, de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, la Corte es competente para entender en forma originaria en estas actuaciones. Por ser así, es necesario requerir, por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, la conformidad exigida por el artículo 32 de la Convención de Viena sobre, Relaciones Diplomáticas y por el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto ley 1285/58, para que el funcionario diplomático pueda ser sometido a juicio.


    S. L., Francois s/ Amenazas - Estafas


    S. 627, XXXIII, 19 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Estados extranjeros. Embajadas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal tiene establecido que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 que los reglamenta. Por otra parte, no surge de las constancias colectadas en el expediente hasta este momento, que se hubieran afectado las actividades propias de la sede diplomática o la de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso, por lo que, hasta tanto se acredite alguno de los extremos mencionados, esta causa resulta ajena a la competencia del Tribunal.


    Embajada de Israel s/ Intimidación pública


    E. 147, XXXIV, 02 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Reajuste jubilatorio. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Incompetencia. 


    Sólo procede la intervención originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los supuestos previstos por el art. 117 de la Constitución Nacional. En el sub lite, no se configura ninguno de dichos supuestos, ni tampoco el proceso se encuentra en grado de apelación, no configurando así la situación contemplada por el art. 116 de la Carta Fundamental, ni por el art.14 de la ley 48. Es más, la Corte Suprema ha entendido, en reiteradas oportunidades, que su competencia originaria, proviene de la Constitución Nacional, es de naturaleza excepcional y de interpretación restrictiva. Por lo demás, la jurisprudencia ha sostenido que para determinar la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en una causa, debe existir el pertinente "caso contencioso", requisito común a toda eventual intención de asistir a cualquier instancia jurisdiccional. Por lo tanto, el reclamo pretendido en este proceso, excede la materia litigiosa del caso y determina la incompetencia de la Corte para decidir al respecto, al margen de que la Corte, en el marco de su poder institucional, decidiera otorgarle a la presente el trámite extrajurisdiccional que considere menester.


    Salazar, Belba Inés c/ Estado Nacional s/ Reajuste de haberes


    COMP. 199, XXXIV, 28 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Violación de domicilio. Embajadas extranjeras. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Incompetencia. 


    Cabe señalar que -sin perjuicio de que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Carta Magna y 24, inciso 10, del decreto-ley 1285/58-, para promover la competencia originaria del Tribunal, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte querellante, petición que no ha formulado ningún funcionario de la representación diplomática involucrada. Por otra parte, de las constancias del legajo no se desprende que en el caso se haya afectado el desempeño de las actividades propias de la legación, la causa resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal.


     W., Gurnik s/ Denuncia Causa N° 21.443/71


    W. 15, XXXIV, 23 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Avocación jurisdiccional. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Es aplicable la doctrina establecida por la Corte, en el sentido que por vía de avocación y en ejercicio de sus facultades de superintendencia, no le corresponde a la Corte intervenir en cuestiones judiciales, toda vez que los pronunciamientos de naturaleza jurisdiccional, sólo pueden ser resueltos en causa judicial y mediante los recursos legales correspondientes. La Corte ha sostenido que los llamados de atención constituyen una sanción cuando implican una invocación al orden de carácter enérgico y conminatorio, aplicada a magistrados y funcionarios, no se configura en este caso. También establecido por la Corte, de que la avocación prevista por el artículo 23 bis del Reglamento para la Justicia Nacional, sólo procede en supuestos de manifiesta extralimitación de la potestad disciplinaria, o cuando median motivos que hacen conveniente la intervención de la Corte Suprema por razones de Superintendencia general, circunstancias que, no concurren en el caso. Concordante con este razonamiento, es asimismo conocida la jurisprudencia del Tribunal que señala que el llamado de atención no constituye sanción en los términos del artículo 16 del decreto ley 1285/58, y que implica sólo una observación o recomendación que no se anota en el legajo personal.


     Portillo, Rivis Alcibiades y otros c/ Allas, Fernando y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 506, XXXIV, 28 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción ante la Corte.


    Chaco, Provincia del c/ Estado Nacional (Senado de la Nación) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 659, XXXIV, 17 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Toda vez que el amparista dirige su pretensión contra el Estado Nacional y contra una Provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de los dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción ante la Corte.


    Haquim, Carlos Guillermo c/ Jujuy, Provincia de y Estado Nacional (Senado de la Nación) s/ Acción de amparo


    H. 89, XXXIV, 17 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Estado Nacional. Juicios en que es parte una provincia. Intervención de terceros. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. La Corte asigna competencia originaria a los pleitos en que sean parte la Nación y alguna provincia, por ser ésta la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de los dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional. La Corte ha condicionado, en numerosos precedentes, la citación del Estado Nacional como tercero, en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a los supuestos en que la participación del citado resulte necesaria para la integración de la litis, por la presencia de una comunidad de controversia con las partes originarias, poniendo a cargo de quien la solicita la demostración de tales extremos. Su incumplimiento importaría tanto como dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, en la medida en que pudieren encontrar un mínimo punto de conexión que le permitiese vincular al Estado Nacional con las provincias. El presente amparo ha sido deducido por un particular, contra un acto del Estado Nacional, y no de la provincia cuya citación se solicita, por lo cual no aparece nítida la calidad en que se pretende la intervención de la Provincia, no tratándose de un supuesto de intervención coactiva o necesaria. La intervención de terceros en el proceso de amparo, no prevista expresamente en la ley 16.986, debe efectivizarse restrictivamente, a fin de no entorpecer la marcha de este rápido y comprimido proceso. La alegación de la gravedad institucional que realiza el presentante para fundar un salto de instancia aparece al menos prematura, toda vez que el presente amparo no ha sido radicado ante la Justicia Federal.


    Tomasella Cima, Carlos L. c/ Estado Nacional -Congreso de la Nación (Cámara de Senadores) s/ Acción de amparo


    T. 161, XXXIV, 17 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Obras sociales. Fuerza Aérea. Denegatoria del recurso. 


    Previo a ingresar al análisis estricto del tema en debate, es necesario precisar que, habiendo adquirido firmeza la decisión de la Corte provincial, ha quedado fuera de discusión, en la causa, lo relativo a la competencia de la justicia local para entender en la misma, así como la calidad de persona jurídica privada revestida por O.S.F.A., a juicio de la justicia mendocina. Asimismo, en ausencia de toda impugnación, ha adquirido firmeza el proveído, por el cual, con arreglo a la solicitud de la contraria y a lo resuelto por el tribunal, se dispuso el desglose del pedido de citación como tercero del Estado Nacional y de su escrito de ampliación de demanda. En tales condiciones, subsiste la controversia limitada a la decisión de la Corte local, atacada por la vía del artículo 14 de la ley 48 y que diera lugar a la resolución denegatoria, por la cual se declaró formalmente improcedente la impugnación que cuestionaba, ante esa sede, el desglose dispuesto del escrito por el que el Estado pretendió ingresar al proceso como civilmente responsable, contestar la demanda y ofrecer prueba. Con arreglo al criterio reiterado de la Corte, en orden a que la fundamentación de la presentación directa debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los motivos por los cuales el a quo rechazó el remedio intentado, corresponde al recurrente, habiendo considerado el a quo que el recurso extraordinario sólo propende, en esencia, al reexamen de lo resuelto en el pronunciamiento atacado, evidenciar que la apelación federal controvierte lo resuelto por el Alto Cuerpo provincial. Ello, en rigor, no acontece en el sub lite. Por otro lado, reiterada doctrina de la Corte tiene dicho que, no se propone convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar el decisorio como la sentencia fundada en ley a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional; más aún, tratándose de resoluciones originadas en los tribunales superiores de provincia.


     Farmed S.A. c/ Obra Social de la Fuerza Aérea


    F. 472, XXXIII, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Estado Mayor General del Ejército. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 


    Si bien la Corte tiene dicho de manera reiterada que las decisiones dictadas en materia de competencia son insusceptibles del recurso extraordinario por tratarse de cuestiones de derecho público local e índole procesal, cabe apartarse de dicho principio general cuando la decisión atacada deniega el fuero federal reclamado por el apelante. En autos, habiendo sido citado como “tercero obligado” el Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) por la accionada provincia en cuestión y hecho valer por aquél su privilegio foral, no resulta ajustada a derecho la decisión del Alto Tribunal de la provincia favorable a la jurisdicción de la justicia ordinaria; máxime cuando el juzgador no suministró argumentos valederos para apartarse del principio basal de que corresponde a la justicia federal y no a la local, entender en los casos en que la Nación o uno de sus organismos autárquicos sea parte; aun cuando intervengan, igualmente, en la causa, personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


     P. d. V., M. G. por sí y en representación de sus hijos menores c/ Provincia de Formosa y/u otros


    P. 171, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Cuestiones de competencia. Inhibitoria. Defectos en la fundamentación normativa. Sentencia arbitraria. 


    Frente al tenor de la materia debatida, el a quo omitió explicitar los dispositivos o intereses federales que justificaron un pronunciamiento inhibitorio como el verificado; máxime, de considerarse que no se advierte que de la cuestión bajo examen pueda, eventualmente, derivarse un perjuicio para la planificación y/o instrumentación de las prestaciones médico-asistenciales regladas por las leyes de obras sociales y seguro de salud, y toda vez que, dada la índole prorrogable del fuero federal "ratione personae”, no puede entenderse que el a quo, ausente un planteo de parte, fundara en una interpretación del art. 38 de la ley 23.661, con ese alcance, su resolución inhibitoria. La aplicación de las leyes nacionales no es una atribución absolutamente exclusiva de la justicia federal, sino que pueden los jueces provinciales aplicarlas cuando sus disposiciones se hallen accesoriamente vinculadas a los asuntos de su competencia; quedando a salvo el recurso que contra sus decisiones prevé el art. 14, inc. 2° de la ley 48 a fin de corregir una eventual interpretación errónea del derecho nacional.


    Ardanaz, Luis y Rodríguez, Jorge c/ Asociación de Obras Sociales de San Juan s/ Ordinario


    A. 539, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Corretaje. Inscripción registral. Interpretación de la ley. Gobierno provincial. Facultades del gobierno provincial. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En cuanto al fondo del asunto, se reproduce en lo sustancial, la doctrina de la Corte sentada a partir del precedente de Fallos 283:386, ratificada más tarde en las causas de Fallos: 288:240, y 304:462; doctrina, por otra parte, ya expuesta por la minoría del Tribunal en el precedente de Fallos: 273:147. Sostuvo, la Máxima Instancia Judicial de la provincia, que las provincias, conforme lo establece el art. 104 de la C.N. conservan todo el poder no delegado al Gobierno Central, lo que incluye “la reglamentación de las profesiones, el gobierno de la matrícula, su organización y la verificación de la capacidad o aptitud para ejercerlas, cuestiones todas, atinentes al poder de policía. En ese contexto, no es admisible que la Nación, excediendo las facultades conferidas por los arts. 67, inc. 11, y 108, C.N. (actuales 75, inc. 12, y 126), se introduzca en el ámbito provincial y establezca cargas, tareas y funciones en cabeza del poder judicial como lo hace el art. 1, inc. 3°, del decreto-ley 20.266/73; toda vez que las leyes nacionales; en la parte que reglamentan las profesiones de martilleros y corredores, lo hacen en la esfera de sus atribuciones normales, esto es, para la actuación del poder de policía nacional, y no en el plano de los dispositivos de orden sustantivo. Según los precedentes de Fallos: 283:386 y 304:462, la facultad atribuida al Congreso de la Nación para el dictado de disposiciones relativas a las profesiones cuyo ejercicio es, consecuencia de títulos expedidos por las universidades nacionales en virtud de lo previsto por el art. 67, inc. 16, de la C.N. (actual art. 75, inc. 18), no es exclusiva ni excluyente de las potestades de reglamentación y policía local, en tanto éstas no enerven el valor del título; y finalmente, la ley n° 7.191 no sólo no es arbitraria, sino que además, constituye un "avance" frente a la nacional 23.282, al contemplar una carrera de nivel terciario para la actividad de corretaje. Examinada la cuestión a la luz de la normativa comercial actualmente en vigencia resulta que los corredores públicos son "agentes auxiliares del comercio, y, como tales, sujetos a las leyes comerciales", con respecto a los actos que realicen en esa calidad. En los precedentes de Fallos: 283:386; 288:240 y 304:462, una nueva integración del Alto Tribunal resolvió la constitucionalidad de estos dispositivos locales, con la salvedad, respecto de Fallos: 288:240. Si bien la cuestión que corresponde abordar en el sub lite guarda obvia analogía con los precedentes examinados, cabe destacar que la norma "nacional objeto de análisis, ha incorporado en la actualidad, de manera expresa, los requisitos que la Corte estimara razonables en ocasión de pronunciarse sobre la validez de las normas provinciales; produciéndose un nuevo desplazamiento, en orden a las exigencias legales establecidas para la profesión, en virtud de que en el caso, nuevamente una previsión local, incorporó un requisito no contemplado en la disposición nacional. No obstante, la presumible analogía existente entre la actual situación y la resuelta con anterioridad por la Corte, no cabe referir a la presente la solución favorable a los dispositivos locales. Por otra parte, debe también situarse, la doctrina de la Corte en orden a que no solo "la organización y gobierno de la matrícula cae dentro de las atribuciones de policía que la Constitución reserva a las provincias...", sino, también, la cuestión relativa a la verificación de la capacidad o aptitud de los corredores para desempeñarse en el medio local, toda vez que la misma fue incluida por la Corte, en ese aspecto reglamentario, con tal alcance, atendiendo particularmente a las características que por entonces revestía esta actividad en el Código de Comercio, sólo condicionada, determinados requisitos de edad y domicilio, y, para la obtención de la matrícula, a ciertos recaudos de índole profesional; sin incluir, ninguna exigencia que comprometiera un acto de validez nacional en los términos del art. 7° de la C.N. circunstancia que, se ha visto alterada en la actualidad por el nuevo art. 88, C. de Com.; mas no por considerar a dicha temática, en sí misma, propia y/o exclusiva del poder local. Respalda dicha conclusión el hecho de que con arreglo a esa interpretación alcanza su justo sentido la advertencia explicitada por ese Alto Tribunal acerca de que el contralor local de esa capacidad o aptitud deberá limitarse a proveer “a la mejor ordenación y fiel cumplimiento de las leyes comunes nacionales", procurando no violentar ni desnaturalizar las facultades conferidas a la Nación en el texto constitucional, defecto en el que, incumbe la ley provincial 7.191, en tanto que incursiona en el territorio de los requisitos que le están vedados constitucionalmente al requerir no ya un examen "sobre nociones básicas acerca de la compraventa civil y comercial", sino un título terciario específico o universitario en la rama del derecho y/o de las ciencias económicas y es que si bien, las provincias conservan todo el poder no delegado al Gobierno federal, resulta que en virtud del art. 75, inciso 12 de la Ley Fundamental “es el Congreso de la Nación quien dicta el Cód. de Comercio, no pudiendo aquéllas ejercer poderes delegados "ni dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Minería después que el Congreso los haya sancionado". Si, s e admite que los corredores son sujetos de la actividad mercantil, es lógico, entonces, que las condiciones sustantivas para el ejercicio de esa profesión sean reguladas por el Código de Comercio, sin que obste a ello que las potestades de gobierno y organización de la matrícula correspondan a las legislaturas provinciales, desde que procede constitucionalmente distinguir entre el establecimiento de los extremos substanciales para el ejercicio del corretaje y lo que concierne a verificar su eventual concurrencia, potestad ésta última, de índole local.


    Diehl, José s/ Solicita inscripción (corredor)


    D. 294, XXXIII, 08 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Cuestiones de competencia. Denegatoria del recurso. 


    Con arreglo a reiterada jurisprudencia de la Corte, los interlocutorios que deciden cuestiones de competencia, salvo, que denieguen eI acceso a la jurisdicción de los tribunales de la Nación, al no configurar sentencia definitiva, no son apelables por la vía del artículo 14 de la ley 48, lo que, como se sabe, no suple con la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni con la pretendida arbitrariedad del decisorio. Por lo demás, también ha sostenido que la fundamentación de la presentación directa debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo rechazo el remedio extraordinario.


    Agüero, Carlos Omar y otros c/ Ministerio de Economía Obras y Servicios Públicos de la Nación y Banco de la Ciudad de Buenos Aires


    A. 243, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Corresponde señalar ante todo que, el recurso extraordinario interpuesto por la actora contra la sentencia de la Cámara Federal de Salta, fue bien concedido por dicho tribunal, en tanto ha existido en el caso denegatoria del fuero federal, lo cual equipara el fallo a sentencia definitiva, según una antigua jurisprudencia de la Corte. Por otra parte, a fin de resolver cuestiones de competencia se ha de tener en cuenta de modo principal la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, según el artículo 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y después, sólo en la medida que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Habida cuenta de ello, la materia del pleito corresponde al derecho público local, toda vez que, si bien la actora invoca la prestación de un servicio público nacional, la cuestión sometida a juicio no se relaciona con tal servicio, en tanto no se encuentra en tela de juicio la regulación del transporte o la distribución del gas natural, la interferencia de un servicio interjurisdiccional, ni el patrimonio del Estado, ni su seguridad, ni la de los habitantes. En tales condiciones, la circunstancia de que, para resolver el pleito, se requiera analizar normas y actos administrativos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía provincial ha querido darles, privan al proceso de la naturaleza federal que se le pretende atribuir. Ello es así, en tanto las provincias conservan por el “pactum foederis” competencias diversas de orden institucional, tributario, procesal, de promoción general, etc. que no han sido delegadas en el gobierno federal. No empece, a la aplicación de la doctrina citada, el hecho de que la actora invoque el respeto de cláusulas constitucionales, por cuanto la nuda violación de garantías de tal carácter provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, sino que habilita su adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48. En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público.


    Gasnor S.A. c/ Municipalidad de Salta s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y nulidad


    G. 589, XXXIII, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Facultades concurrentes. Poder de policía. Salud pública. Vitivinicultura. Defensa del consumidor. 


    La restricción impuesta por la Ley N°6059, que ratificó el Tratado Interprovincial de Defensa de la Vitivinicultura y de los Consumidores, comporta el ejercicio de facultades concurrentes de las provincias para intervenir, por vía reglamentaria, en la actividad de ciertas industrias, con fundamento en los poderes de policía para la protección de la salubridad pública. Según tiene reiteradamente declarado la Corte, el ejercicio de estas facultades concurrentes, sólo puede considerarse incompatible con las ejercidas por las autoridades nacionales cuando, entre ambas, medie una repugnancia efectiva, de modo que el conflicto devenga inconciliable.Ello no ocurre con las normas impugnadas, pues el criterio de la Corte, en casos análogos al sub examine, ha sido el de sostener que las normas reglamentarias en materia de policía de vinos tienden a la necesaria protección de la salud de los consumidores y al fomento y consolidación de la industria respectiva, lo cual se concilia mediante un sistema de control cuyo cumplimiento debe ser estricto, porque de ellas depende la salud de los consumidores. Expresó la Corte que la ley 23.149, en cuanto prohíbe el fraccionamiento en determinados tipos de envases fuera de la zona de origen, tiende a evitar posibles adulteraciones o manipulaciones del producto, como así también a mejorar la producción y calidad de los vinos, cuestión ésta que se vincula con la salud de los consumidores. Agregó que, a la luz de tales objetivos, la prohibición de fraccionar el vino en cierta clase de envases fuera de la zona de origen, no aparece como desproporcionada con la finalidad de policía perseguida; por el contrario, el Poder Legislativo ha ejercido sus facultades en forma razonable, y no absurda o arbitraria, pues se apoya en fines de utilidad común. Y concluyó, que, en tales condiciones, y al no haberse demostrado que los medios arbitrados por la ley 23.149 no guardan relación con los propósitos perseguidos, ni que sean desproporcionados con respecto a éstos, no corresponde someter a juicio de los tribunales la oportunidad y conveniencia de las medidas tomadas o el acierto en la elección de los medios empleados, por cuanto la Corte no puede imponer su criterio de conveniencia o eficacia económica o social al del Congreso de la Nación para pronunciarse sobre la validez constitucional de las leyes. Tiene declarado el Máximo Tribunal que el análisis de la razonabilidad de las leyes en punto a su validez constitucional no puede llevarse a cabo sino en el ámbito de las previsiones en ellas contenidas y de modo alguno sobre la base de los resultados posibles de su aplicación, lo que importaría valorarlas en mérito a factores extraños a sus normas. No asiste razón a la actora cuando sostiene que la ley 23.149 fue expresamente derogada por el Decreto 2284/91. Antes bien, se desprende tanto de los considerandos como de los arts. 53 y 54 del decreto, ratificado por la ley N° 24.307, que, al dictarlo, el Poder Ejecutivo Nacional estimó necesaria la desregulación total y libertad de plantación, reimplantación o modificación de viñedos, como así también la venta y despacho de vino, siendo consecuente la redefinición de las funciones del Instituto Nacional de Vitivinicultura y la limitación de las mismas al control de la genuinidad de los productos vitivinícolas.


    Bodegas y Viñedos Rubino Hermanos S.A.C.I.F.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 121, XXXIX, 30 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Sentencia arbitraria. Concesión errónea del recurso. 


    Conforme el criterio de la Corte, la arbitrariedad no suple la ausencia del requisito de la sentencia definitiva a los efectos de habilitar esta instancia extraordinaria. Por lo tanto, el recurso es formalmente inadmisible, toda vez que las resoluciones que decretan, levantan o modifican medidas cautelares no constituyen sentencia definitiva a los efectos del recurso extraordinario, salvo cuando se demuestre que el perjuicio que la decisión ocasiona es de imposible reparación ulterior. Además, la Corte ha sostenido reiteradamente que, la doctrina sobre la tacha de arbitrariedad o tiene por finalidad abrir una nueva instancia ordinaria donde puedan discutirse cuestiones de hecho y de derecho procesal, ni la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Los agravios que sólo trasuntan el mero desacuerdo del apelante con el criterio expuesto por los jueces en materia no federal, no autorizan a descalificar el fallo por arbitrariedad. Descartado el planteo de arbitrariedad, que implicaría inexistencia de acto jurisdiccional válido, cabe advertir que el a quo, al conceder el recurso interpuesto, resolvió hacerlo atento a que la sentencia declaró además la incompetencia de la Justicia Federal para conocer del presente incidente articulado dentro del juicio principal; supuesto que habilita la instancia extraordinaria aún en ausencia del requisito de sentencia definitiva.


    Emisiones Platenses S.A. c/ Ministerio de Trabajo de la Nación s/ Amparo


    E. 106, XXXIII, 26 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es, en definitiva, procedente, porque se halla en discusión, en último término, la validez constitucional de los decretos del Poder Ejecutivo impugnados, relativos a la materia previsional. Sin embargo, la apelante también ha introducido en su recurso varias cuestiones procesales, ajenas, en principio, a esta instancia, cuyo tratamiento, por ende, debe descartarse. En efecto, tiene dicho la Corte que es inadmisible el recurso extraordinario por el que se impugna, una aclaratoria, pues por la naturaleza procesal de esa cuestión, no es encuadrable por la vía del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la materia ha sido resuelta con fundamentos suficientes que, al margen de su acierto o error, descartan la viabilidad de la tacha de arbitrariedad. Es también jurisprudencia de la Corte, que lo atinente a la imposición de costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, y ajena al remedio federal. En cuanto al fondo federal del asunto, se coincide con la solución contenida en el pronunciamiento recurrido y con los fundamentos allí expuestos que, no han sido, refutados con el rigor necesario en la presentación en análisis. Ha sido correcta la declaración de inconstitucionalidad de los decretos cuestionados, por cuanto no es posible atribuirles una interpretación compatible con la observancia del derecho de propiedad y de igualdad ante la ley, a cuyo tenor los trabajadores que se desempeñan en relación de dependencia deben estar sometidos al tratamiento previsional previsto para esa categoría.


    Trueba, Pablo Miguel c/ Dirección General Impositiva s/ Amparo


    T. 51, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Derecho de asociación. Incorporación previsional obligatoria. Facultades del gobierno provincial. Validez de la ley. Sentencia definitiva. Procedencia del recurso. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte en Fallos 286:187; entre otros, ha puesto de manifiesto, reiteradamente, la facultad de las provincias para sancionar normas relativas a la creación y funcionamiento de entidades como la que aquí se cuestiona y la no transgresión del derecho de asociación en el supuesto de la incorporación obligatoria de determinados grupos a dichos organismos. Ello es así por cuanto según ha establecido la Corte la invocación de la mencionada cláusula constitucional no es pertinente cuando se trata de la incorporación solidaria a entidades de seguridad social, y por ende con fines de bien común, que imponen obligaciones económicas para su sustento. Ya que los miembros que efectúan sus aportes también obtienen sus beneficios; aquellos pueden representar un sacrificio, variable porcentualmente, pero tiene la contrapartida de la oportuna prestación necesaria, las exigencias del bien común obligan a prever necesidades futuras de uno mismo y todos los demás. Tal sería el criterio que también ha prevalecido en el precedente de la Corte “Flores de Quevedo, Silvia Inés y otros”; en el que se habría debatido la misma problemática. Por otra parte, si bien el artículo 16 del Pacto de San José de Costa Rica, y el artículo 20 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre consagran la libertad de asociación, dicho derecho no reviste carácter absoluto, sino que se encuentra sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés del orden público o en supuestos como el de autos, de la salud, de la moral pública y de los derechos y libertades de otros ciudadanos, en el marco de los principios de la solidaridad social. No puede acogerse el agravio relativo a que la norma legal mencionada afecta el principio de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y ministerio público consagrado por los artículos 110 y 120 de la Constitución Nacional. El referido precepto constitucional prohíbe disminuir en manera alguna las retribuciones judiciales, lo que importa vedar la alteración nominal por acto del príncipe de las remuneraciones de los jueces. Esta Procuración General debe recordar finalmente, que determinar si una ley local es contraria o quedó comprendida en el régimen provincial de desregulación económica es, en principio, un problema de derecho público local, ajeno, por ende, en esta instancia extraordinaria. Por todo lo expuesto, corresponde hacer lugar formalmente al recurso extraordinario interpuesto y confirmar la sentencia apelada, sin que resulte ocioso señalar que, al no haber, como queda dicho, podido ser materia propia de este amparo lo atinente a las condiciones en que se prestaría el servicio, ello queda abierto a ser discutido por la vía ordinaria pertinente.


     Dumon Eclio, Alberto y otros c/ Instituto de Obra Social de la Provincia de Entre Ríos y Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de amparo y mandamiento prohibitivo.


    D. 107, XXXII, 27 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Representación del Estado en juicio. Ministerio Público Fiscal. Procuración del Tesoro. Mantenimiento del recurso. 


    Corresponde extender a la presente las razones expuestas al dictaminar en la causa P. 475, L. XXXIII, Prodelco c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo" (ítem X), y M. 148, L. XXXII, Recurso de queja, "Instituto Nacional de Obras Sociales y de la Administración Nacional del Seguro de Salud, en los autos caratulados Mutual del Personal de Agua y Energía c/ Administración Nacional del Seguro de Salud y otro"


    La Ley Orgánica del Ministerio Público de la Nación, en tanto dispone, la derogación de las previsiones de la ley 17.516 en cuanto se refieren a la representación por los Procuradores Fiscales y el Procurador General de la Nación en asuntos de jurisdicción voluntaria o contenciosa en que el fisco demande o sea demandado, ha de interpretarse en consonancia con lo dispuesto por su artículo 68, donde se lee que, en todos los juicios en trámite en que el Estado nacional o sus entes descentralizados estén representados por integrantes del Ministerio Público, cualquiera sea la instancia y el fuero de radicación, la Procuración del Tesoro de la Nación deberá adoptar las medidas conducentes para la designación de nuevos representantes de acuerdo a las disposiciones de esta ley, dentro de los 365 días de su entrada en vigencia, aclarando, que los integrantes del Ministerio Público continuarán ejerciendo la representación judicial del Estado, tanto en juicios en trámite como en los que se iniciaren, hasta su reemplazo efectivo.


    Agropecuaria Ayuí S.A. s/ Amparo


    A. 138, XXXIV, 16 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Facultades del gobierno nacional. Transporte de energía eléctrica. Protección del medio ambiente. Interpretación de la constitución. Facultades del gobierno provincial. Autonomía provincial. Cuestiones de hecho y prueba. Causas excluidas de la competencia federal. 


    Según ha expresado esta Procuración General, en el actual desarrollo del sistema eléctrico, se toma aún más diáfana la regulación de la actividad en el marco del art. 75 de la Constitución Nacional, no sólo con relación al referido inciso 13, sino también respecto del inciso 1, del inc. 10, y del 18. Pese a reconocer la Provincia demandada por un lado, que es competencia del Estado Federal todo lo atinente a la energía eléctrica y, por el otro, que en materia ambiental sólo tiene la potestad de dictar normas que complementen a las mínimas fijadas por aquél, so pretexto de ejercer esta última, pretende sostener la validez de dos leyes que, en realidad, contienen disposiciones claramente contradictorias con las resoluciones del ENRE y que llegan, inclusive, a la modificación de la traza de uno de sus tramos, de tal forma que consagran una intromisión indebida en una órbita de competencia que pertenece a la jurisdicción nacional. Otorgar razón a la demandada en el sub lite sería lo mismo que admitir que, el ejercicio por la Provincia de las facultades en materia de medio ambiente previstas en el art. 41 de la Constitución Nacional, puede convertir en letra muerta lo dispuesto, a su vez, por el art. 75 inc. 13 de la misma Carta, extremo que resulta, desde todo punto de vista, inaceptable, pues, como expresó la Corte a través de la cita de la conocida sentencia emitida por la Corte Norteamericana "Marbury v. Madison", no puede presumirse que cláusula alguna de la Constitución esté pensada para no tener efecto y, por lo tanto, la interpretación contraria es inadmisible salvo que el texto de la Constitución así lo indique. La Constitución debe ser analizada como un conjunto armónico dentro del cual cada una de sus disposiciones ha de interpretarse de acuerdo con el contenido de las demás o, dicho de otro modo, que las normas constitucionales no deben ser interpretadas en forma aislada e inconexa, sino como partes de una estructura sistemática considerada en su totalidad. Sobre esa base, corresponde ahora recordar que la Corte también ha dicho que la interpretación de la Constitución Nacional debe hacerse de manera que sus limitaciones no turben el eficaz ejercicio de los poderes del Estado para el cumplimiento de sus fines del modo más beneficioso para la comunidad y que las provincias, dada la posición que ocupan dentro del régimen constitucional, deben observar una conducta que no interfiera ni directa ni indirectamente, la satisfacción de servicios de interés público nacional. Las facultades de las provincias, por importantes y respetables que sean; no justifican la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de los demás Estados autónomos y de la Nación toda. Este mismo criterio se reiteró en Fallos: 304:1187, donde se sostuvo que si bien es muy cierto que todo aquello que involucre el peligro de limitar las autonomías provinciales ha de implementarse con la prudencia necesaria para evitar el cercenamiento de los poderes delegados en las provincias, no lo es menos que el ejercicio por parte de la Nación de las facultades referidas en el párrafo precedente no puede ser enervado por aquéllas, so pena de convertir en ilusorios los propósitos y objetivos de las citadas facultades que fincan en la necesidad de procurar eficazmente el bien común de la Nación toda, en el que necesariamente se encuentran engarzadas y del cual participan las provincias. A lo cual añadió, en el mismo precedente, que en este orden de ideas debe subrayarse que, conforme al principio de quien tiene el deber de procurar determinado fin tiene el derecho de disponer de los medios necesarios para su logro efectivo y habida cuenta de que los objetivos enunciados en el preámbulo y los deberes-facultades establecidos en los supra citados incisos del art. 75 de la Constitución Nacional tienen razón de causa final y móvil principal del Gobierno Federal, no cabe sino concluir que éste no puede ser uso enervado en el ejercicio de estos poderes. Tiene dicho la Corte que respecto del problema atinente a la determinación de las órbitas de competencia entre los poderes del gobierno federal y de los estados provinciales, ambas facultades pueden ejercerse en forma conjunta y simultánea sobre un mismo objeto o una misma materia sin que de ello se derive violación de principio jurídico alguno. Ahora bien, para que la coexistencia de esas potestades sea constitucionalmente posible, es preciso que se cumpla el recordado requisito de que entre ellas no medie incompatibilidad directa e insalvable, el que tiene lugar cuando entre la potestad nacional y la provincial media incompatibilidad o repugnancia efectiva porque cuando ambas no pueden adecuarse ni coexistir en armonía, la primera debe prevalecer sobre la segunda determinando su necesaria exclusión. No es ésta sino la aplicación del principio de supremacía nacional, válido para dirimir situaciones insalvables. Dichos principios llevan a concluir que aun en la aludida hipótesis de aceptar que se trata verdaderamente aquí de un tema de índole ambiental, de todos modos habrían de prevalecer las normas y actos adoptados por el Poder Ejecutivo Nacional a los efectos de resolver el conflicto; máxime cuando, como ocurre en el presente caso, la Provincia no expresó ningún argumento tendiente a demostrar la irrazonabilidad de las medidas de atenuación del impacto ambiental aprobadas por la autoridad nacional, ya sea cuando le fueron sometidas a su consideración durante la etapa administrativa o en la presente instancia judicial, pues, en lugar de ello, se limitó a disponer sus propias medidas, a través de las leyes locales aquí impugnadas. Con respecto a la ley 4.731 es dable advertir que las disposiciones cuestionadas sobre aprobación del plan de obras por la Legislatura provincial, el reconocimiento de la legitimación de los particulares para requerir judicialmente la suspensión de la obra o la potestad estatal para decretar de hecho su suspensión, a la luz del art. 6 de la misma ley, que declara concreta y expresamente de interés ecológico provincial a las redes de transmisión de energía de la Represa Binacional Yacyretá, configuran actos en ciernes que contrarían las potestades exclusivas del Estado Federal sobre transporte de energía eléctrica, ya que reconocen competencias provinciales que se superponen con aquellas. Tal es el caso de la aprobación del plan de obras o de los actos que se dicten en ejercicio de las facultades provinciales que prevé la ley, pues las competencias federales sobre el servicio de transporte interjurisdiccional de la energía eléctrica son excluyentes de otras, incluso de las potestades provinciales concurrentes, en materia ambiental. En cuanto a las disposiciones de la ley 4.912, las referidas específicamente a la obligación de la Policía de la provincia de prestar colaboración a la Subsecretaría de Recursos Naturales y Medio Ambiente en la tarea de control y preservación en todo el trayecto de la zona de obras y la creación de una Comisión Bicameral a efectos de velar por el estricto cumplimiento de las disposiciones de la ley no causan por sí mismas perjuicio alguno a la actora y, en particular, el art. 5 no supone que la actora deba soportar el costo del control ecológico o responder eventualmente por las acciones u omisiones de terceros que causen un daño ambiental en todo el trayecto de la zona de obras. En tal sentido, la controversia es abstracta, toda vez que el actor solo invoca un perjuicio eventual o hipotético que, además, no recae sobre él. Por su parte, los arts. 1 y 2 incs. a y b, y 3, sobre aprobación del plan de obras y modificación de la traza de la línea y gestión ante el Ente Nacional Regulador de la Energía Eléctrica para el dictado de una resolución que apruebe el nuevo trazado son inconstitucionales, ya que desconocen, de manera directa e indirecta, el ejercicio de la potestad exclusiva del Estado Federal de regular el servicio de energía eléctrica, toda vez que el trazado de la línea de transporte de electricidad es parte inescindible del ejercicio de aquella. Además, las normas provinciales contradicen el estudio de impacto ambiental, plan de gestión ambiental e informes complementarios ya que modifican el trazado que les sirvió de fundamento. El art. 4 de la ley 4.912, que fija la obligación de celebrar un convenio entre la actora y el Poder Ejecutivo Nacional para la creación de una unidad de trabajo encargada de la coordinación, monitoreo e implementación de medidas correctivas y seguimiento de las medidas de atenuación de impacto ambiental es también inconstitucional ya que, entre otras razones, la Provincia no puede obligar al Estado Federal a suscribir un convenio con un tercero. Con relación al planteo de inconstitucional por incompetencia de la Legislatura provincial para disponer el emplazamiento de las torres aprovechando la vegetación natural e imponer la obligación de implantar especies nativas arbóreas, solo podría ser admitido si dicho emplazamiento supusiera modificar el trazado de la línea, toda vez que la provincia estaría así ejerciendo su competencia para dictar las normas ambientales complementarias de los presupuestos mínimos nacionales. En el sub lite, sin perjuicio de que la cuestión fue declarada de puro derecho, la parte actora sostuvo la irrazonabilidad de la ley provincial por inexistencia del daño ambiental, imposibilidad material de implantar especies arbóreas a los efectos de reducir el impacto visual y la pérdida del valor paisajístico, y violación de las medidas de seguridad. Estas consideraciones configuran cuestiones de hecho que resultan ajenas a la competencia de este Ministerio Público, al que solo le compete expedirse sobre las cuestiones federales que se susciten.


    Líneas de Transmisión del Litoral S.A. (LITSA) c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa


    L. 400, XXXI, 30 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Derecho a la intimidad. Libertad de prensa. Censura previa. Falta de fundamentación autónoma. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Doctrina de la arbitrariedad. Derecho de peticionar. Debido proceso. Derechos personalísimos. Derecho a la identidad. Interés superior del niño. Filiación. Libertad de expresión. Aplicación de tratados internacionales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que carece de una enunciación clara y precisa de los hechos de la causa, que permita vincularlos con las cuestiones de naturaleza federal que se intenta someter a conocimiento de la Corte, y tampoco se hace cargo de argumentos conducentes en que se apoya el pronunciamiento recurrido, desde que no los rebate mediante una crítica prolija, como es exigible en la teoría recursiva, máxime en virtud de la excepcionalidad del medio que se intenta. Los argumentos esgrimidos por el apelante son repetición de lo alegado en la anterior instancia y resultan ineficaces, por su generalidad, para conmover las conclusiones del fallo. En ese orden, cabe señalar que la Corte tiene dicho que la omisión del requisito de fundamentación autónoma, no puede ser subsanada mediante la remisión a escritos anteriores o a otras actuaciones del proceso. Tampoco resulta pertinente la invocación de arbitrariedad, ya que no se advierte que exista un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso, ni, mucho menos, una decisiva carencia de fundamentación. Cabe recordar, que la Corte ha establecido que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni abrir una nueva instancia ordinaria a fin de corregir fallos equivocados o que se reputen tales, cuando no se demuestre que el pronunciamiento impugnado contenga graves defectos de fundamentación o de razonamiento que lo invaliden como acto jurisdiccional. La libertad de prensa, en su acepción constitucional, es condición necesaria para la existencia de un gobierno libre y el medio idóneo para orientar y aun formar una opinión pública vigorosa, atenta en la vigilancia de la actividad de los poderes públicos. En tal carácter, es un adecuado y fundamental instrumento de ordenación política y moral de la Nación. Este pensamiento responde, en última instancia, al basamento republicano de la libertad de imprenta, ya que no basta que un gobierno dé cuenta al pueblo de sus actos; sólo por medio de la más amplia libertad de prensa puede conocerse la verdadera importancia de ellos y determinarse el mérito o responsabilidad de las autoridades intervinientes. Dentro de ese marco, las empresas periodísticas configuran el ejercicio privado de funciones de interés social, ya que su actividad está dirigida al bien de la sociedad y, por lo tanto, de todos y cada uno de sus miembros. En tal sentido, la Corte ha dicho que entre las libertades que la Constitución Nacional consagra, la de prensa es una de las que poseen mayor entidad, al extremo que sin su debido resguardo existiría tan sólo una democracia desmembrada o puramente nominal. Incluso no sería aventurado afirmar que, aun cuando el artículo 14 enuncie derechos meramente individuales está claro que la Constitución, al legislar sobre la libertad de prensa, protege fundamentalmente su propia esencia democrática contra toda posible desviación tiránica. La Corte ha dicho que los medios de comunicación son el vehículo por el cual se transmiten las ideas o informaciones, pero no necesariamente todo lo que ellos dan a conocer se identifica con los actos protegidos por la tutela constitucional, o por el Pacto de San José de Costa Rica. Dicho de otro modo, no todo lo que se difunde por la prensa escrita o se emite en programas radiales o televisivos o por cualquier otro medio, goza del amparo otorgado por la prohibición de la censura previa, sino aquello que por su contenido encuadra en la noción de información o difusión de ideas. Sostuvo además que, los alcances de la tutela constitucional involucrada, genera la ineludible carga de examinar si concurren los antecedentes de hecho que justifiquen ubicar la pretensión fuera de aquellas hipótesis frente a las cuales el ejercicio del derecho de publicar las ideas no admite restricción. Cuando se invoquen situaciones que pueden transponer esta frontera, el juez debe comprobar, con todos los medios que la legislación le proporciona, si se trata de un caso en que se encuentra involucrada esa libertad, valoración que no puede ser obviada sin abdicar de la jurisdicción, lo que está prohibido conforme lo dispone el artículo 15 del Código Civil, en armonía con las garantías constitucionales de peticionar a las autoridades y el debido proceso consagrado por los artículos 14 y 18 de la Constitución Nacional. Y agregó que las pretensiones que pueden interferir con la actividad de los medios de difusión, son susceptibles de una decisión favorable o adversa, según se compruebe o no que media inaceptable afectación de la libertad de prensa; de otra manera, implicaría adoptar la equivocada premisa de que, en todos los casos, esa actividad constituye un supuesto absolutamente inmune a toda valoración. No cualquier actividad que se lleve a cabo a través de un medio de comunicación debe ser considerada, por esa sola circunstancia, como ejercicio de la libertad de prensa. La publicación de noticias sobre la menor cuya filiación se debate en el sub-lite, encuentra su freno en la razonable prohibición que tiende a evitar que, con tal actividad, se afecte el derecho personalísimo y exclusivo de la menor, que por medio de sus representantes se opuso a exhibir a la curiosidad pública un aspecto tan delicado como su propia identidad. El interés superior del niño, en cambio, su innegable derecho a conocer su identidad, y a reunir todos los elementos conducentes a tal fin, está encaminado en el proceso de filiación. Sacarlo de este ámbito de seguridad y protección, y permitir que sea objeto de reportajes, crónicas, informes, y demás modos de la comunicación social, significaría exhibir públicamente una historia que debe quedar reservada a las partes interesadas en el juicio y al tribunal competente, máxime cuando, en la, especie, la divulgación de noticias sobre la menor no fue prohibida de oficio por los magistrados intervinientes, sino que fue el resultado de un pedido expreso de la niña a través de sus representantes, quienes suplieron su voluntad, atento a que carece de discernimiento. No puede afirmarse que tal prohibición haya implicado la censura previa que veda la Constitución y el Pacto de San José de Costa Rica, teniendo especialmente en cuenta que, la lesión a la intimidad de un menor, en un aspecto tan delicado como el que aquí se debate, vinculado a la incertidumbre sobre su propia identidad, que se halla pendiente de proceso y decisión judiciales, puede resultar irreparable para un incapaz. En efecto, una vez conocido públicamente este secreto tan íntimamente guardado, son imprevisibles los efectos perniciosos que esa circunstancia puede causar en su personalidad, por lo que, dado que la situación de incertidumbre señalada se genera respecto de un incapaz, mal puede sostenerse la posibilidad de que una reparación pecuniaria ulterior, subsane el daño que dicha divulgación provoque. Abordando la normativa aplicable a la especie, se debe armonizar la protección a la libertad de pensamiento y de expresión consagradas por la Constitución Nacional y por tratados internacionales, con los preceptos de igual jerarquía, que tutelan los derechos del niño en lo relativo a su identidad y relaciones familiares, desde que, dado su carácter individual y su carencia de discernimiento, aparece como la parte débil, frente a los medios de prensa. Es doctrina establecida por la Corte que la aplicación de la ley debe efectuarse equitativamente, de acuerdo con la valoración y apreciación de los hechos específicos traídos a conocimiento de los magistrados. Hacer justicia no importa otra cosa que la recta determinación de lo justo en concreto, lo que se logra con la realización del derecho de acuerdo con las situaciones reales que se presentan. Así, se torna exigible conjugar los principios enunciados en la ley con los elementos fácticos del caso, para que la decisión jurisdiccional resulte jurídicamente valiosa, cuidando especialmente que la inteligencia que se les asigne a las normas, no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. La medida preventiva solicitada por los representantes de la menor, se imponía, en el caso, como el único recurso para evitar el perjuicio que seguramente habría de causar a una persona incapaz, una intromisión en su vida de individuo, especialmente cuando tal medida no afecta al bien común, ni existe un interés social que justifique la invasión de la esfera privada. La garantía de la libertad de prensa, sin previa censura, es de las más trascendentes. Y, la propia trascendencia de una garantía como la de la libertad de prensa, exige, para la custodia de su particular condición excepcional, que no se la pueda utilizar para violar otros derechos esenciales; siempre que no se encuentren en juego razones últimas que imponen su resguardo a ultranza contra las amenazas de las tiranías.


    S., V. c/ M., D.A. s/ Medidas precautorias


    S. 622, XXXIII, 30 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Transporte de pasajeros. Servicio público. Facultades del gobierno provincial. Declaración de inconstitucionalidad. Rechazo de la demanda. 


    Sobre los alcances del inc. 13 del art. 75 de la Constitución Nacional, remisión al dictamen de la causa E. 204, XXI, "Empresa Argentina de Servicios Públicos S.A. de Transporte Automotor c/ Buenos Aires, Provincia de s/ daños y perjuicios" y E. 91, XXII,


    La creación de servicios públicos, entre ellos el transporte de personas, encomiendas y cargas, cuyos puntos terminales estén situados dentro de su territorio, cualesquiera que sean los caminos que se utilicen, compete exclusivamente a las provincias y a sus municipios, conf. art. 3° de la ley 12.346, primer párrafo. Esta norma representa una aplicación del innegable derecho que corresponde a las provincias, en virtud de los arts. 121 y 122 de la Carta Magna, dentro de los límites jurisdiccionales, para reglar el comercio y la circulación territorial, pero a condición de no afectar de alguna manera el tránsito interprovincial. Por tanto, la resolución 520/86 de la Secretaria de Transportes de la Nación, en cuanto ha autorizado el ejercicio del transporte de personas entre localidades ubicadas en el territorio de la provincia demandada, ha excedido el marco competencial delimitado por la ley 12.346 y su reglamentación, violando el art. 75, inc. 13, y los artículos 121 y 126 de la Constitución Nacional.


    Transporte Interprovincial Rosarina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Sumario


    T. 558, XXXII, 30 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Pedido de extradición. Aplicación de tratados internacionales. Aplicación supletoria de la ley. Facultades del Poder Ejecutivo. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 246, L. XXXIII, "Pelegrino Vicente s/ Extradición".


    La Corte tiene reiteradamente establecido que la procedencia de la extradición, cuando existe tratado, está condicionada al cumplimiento de las exigencias formales y requisitos prescriptos en él. Sin embargo, no puede dejar de ponderarse que la nueva ley de Cooperación Internacional en Materia Penal ha fijado, en su artículo 2° -segundo párrafo-, una regla de subsidiariedad expresa al prever su aplicación para todo aquello que no dispongan en especial los tratados. Tal es el caso de autos, toda vez que la norma del tratado que rige entre las partes, al señalar que el estado requerido podrá rehusar la concesión de la extradición cuando el reclamado fuese un nacional, abre la posibilidad de aplicar la previsión de los artículos 12 y 36 de la ley 24.767 en cuanto disponen que sea el Poder Ejecutivo quien, una vez que el Poder Judicial haya declarado procedente la extradición, resuelva si hace o no lugar a la opción.


    G. A., Jorge Ignacio s/ Extraordinario


    G. 646, XXXIII, 13 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo V


    Derecho Laboral


    Contienda negativa de competencia


    Accidentes de trabajo. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen del precedente "Alessi" y a la causa Comp. 991, L. XXXIII, "Jordán, Antonio Víctor y otro c/ Gobierno Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Accidente ley 9688".


    Conforme lo señalo la Procuración General en el dictámen de referencias, la fecha de entrada en vigor de la ley 24.557, según lo dispuesto por el Poder Ejecutivo en el decreto 659/96, es el 1° de julio de 1996. La presente demanda se inició con posterioridad a esa fecha, con lo cual la ley aplicable, es la vigente en ese tiempo, o sea, la 24.557, entre otras disposiciones, establece la derogación de la ley 24.028. El artículo 46 de la ley vigente, al referirse a la competencia de los tribunales sobre los accidentes de trabajo, espera que ella corresponda a la justicia nacional en lo civil, en los supuestos del artículo 1072 del Código Civil, que no se dan en este caso.


    Fernández, Iriarte S. c/ Valentín Guitelman S.A s/ Accidente Ley 9688


    COMP. 595, XXXIII, 21 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    El estado de cesación de pagos, que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones, sometiendo dichos reclamos, a un proceso de verificación ante el juez del concurso, además de afectarse, cuando hubiere causas judiciales, la suspensión en su ejecución y consecuente atracción y radicación ante el tribunal que entiende en el proceso universal. Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32 y 21 de la ley 24.522 pero se refiere, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, razón por la que, consecuentemente, quedan fuera de dicho procedimiento las obligaciones asumidas con posterioridad a ello, las cuales, en su caso, serán motivo de reclamo por vía individual o, incluso, de darse nuevamente el supuesto" mediante otro procedimiento concursal, con lo cual es evidente que no resulta aplicable a la situación dada en el sub lite el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado concursal.


    Blanco, Miguel c/ Cocarsa S.A. s/ Despido


    COMP. 109, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución del convenio. Prueba anticipada. Competencia laboral. 


    La Corte ha dicho reiteradamente que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. La contienda negativa debe resolverse por aplicación de la Ley de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, que hace extensiva su competencia por razón de la materia a aquellas acciones que se sustenten en una norma de derecho común, siempre que el conflicto se suscite en desenvolvimiento de la relación laboral a la cual se aplique el precepto invocado, y a las causas en las que tenga influencia decisiva la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos de trabajo. Dicha situación se configura en el sub lite. No obsta a ello, la circunstancia de que los tribunales de ese fuero resulten ajenos a la presente contienda, toda vez que la Corte ha señalado en forma reiterada que es propio de sus facultades, otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes para entender en ellas, aunque no hubieran sido parte de la controversia.


    Asociación Mutual Personal del Banco Quilmes c/ Banco Quilmes s/ Cumplimiento de convenio - Prueba Anticipada


    COMP. 263, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Correo oficial. Personería jurídica. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa N. 40, XXXI, “Nieve, Elpidio Tomás c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. s/ Indemnización”.


    Acuña, Jorge Daniel c/ Encotesa Correo Argentino s/ Laboral


    COMP. 240, XXXIV, 01 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Despido. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII," Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. S/ Laboral".


    A la luz del artículo 3° del Código Civil y el artículo 290 de la ley 24.522, en orden a lo dispuesto por el decreto PEN 267/95 corresponde atribuir efectos inmediatos al nuevo régimen establecido por la citada ley, siendo procedente su aplicación a los juicios abiertos con anterioridad a su entrada en vigencia. Por ello, resultan de aplicación al caso las nuevas disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos - Ley 24.522.


    Acevedo, Jorge Rodolfo c/ Bajamar S.A. Sovhispan S.A.U.T.E. s/ Despido


    COMP. 216, XXXIV, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Acción civil por accidente de trabajo. Fuero de atracción. Empleador fallido. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella del Mar S.A. s/ Laboral".


    La nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aun respecto de las causas laborales en trámite. No obsta a ello que el señor juez en lo comercial haya alegado que sería aplicable en el supuesto dado en autos la excepción a tal desplazamiento de la competencia, que se verifica cuando la acción laboral que se promueve es un reclamo por accidente de trabajo, pues sólo así resultaría si la causa tramitara por el procedimiento de leyes especiales. Dicho extremo, empero, no se presenta en el sub-lite, desde que del texto de la demanda surge con claridad que el accionante ha ejercido la opción del art. 16 de la ley 24.028, fundamentando su reclamo en las normas del derecho civil, con lo cual, el fuero de atracción es plenamente operativo.


    Ortiz, Beatriz Timotea c/ Pulloverfin S.A. s/ Accidente acción civil


    COMP. 182, XXXIV, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Despido. Concurso preventivo. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 11, L. XXXIII, “Khun, Francisco c/ Hogar Obrero Cooperativa de Consumo s/ Cobro de pesos”; resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos dados por esta Procuración General.


    Se suscita una contienda jurisdiccional, que corresponde resolver a la Corte de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso, 70 del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708. Cabe destacar que el estado de cesación de pagos que habilita a la demandada la presentación del concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad de responder a ciertas obligaciones exigibles. El concurso produce efectos sobre la totalidad del patrimonio del deudor, salvo las excepciones que la ley establece respecto a bienes determinados. Tal procedimiento está regulado por la ley 24.522, entre otros por los artículos 32 y 21, normas que hacen referencia a obligaciones de causa o título anterior a la presentación del concurso.


    Garro, Josefa c/ El Hogar Obrero Cooperativa de Consumo Edificación y Crédito Limitada s/ Despido


    COMP. 212, XXXIV, 04 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Salarios adeudados. Concurso preventivo. Competencia laboral. 


    Se suscita una contienda negativa de competencia que debe resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto. No se dan en el presente los presupuestos de la ley concursal, que prescriben el alcance de las consecuencias concursales a los créditos de causa o título anterior al estado de concurso de la deudora, entre los cuales se halla el fuero de atracción. Cabe señalar, a todo evento, que la deudora se halla en estado de concurso preventivo y nada obsta a la ejecución individual de las obligaciones nacidas con posterioridad a la presentación en concurso. Por ello, la presente causa debe continuar su trámite ante el Tribunal del Trabajo.


    Mossi, Stella y otros c/ El Hogar Obrero Cooperativa s/ Haberes adeudados


    COMP. 279, XXXIV, 04 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Créditos postconcursales. Fuero de atracción. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 487, L. XXXIII, "Colque Maldonado, Simeón c/ Agro Industrias Inca S.A. p/ Ordinario".


    Atento al tenor de lo normado por el artículo 32 de la ley 24.522 que hace referencia a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello las cuales, en su caso, serán motivo de reclamo por vía individual y, de darse el supuesto, mediante un nuevo procedimiento concursal, con lo cual es evidente que no resulta de aplicación a la situación dada en la especie, el instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado concursal.


    Cioffi, Miguel Joaquín c/ Maspro S.A. s/ Despido


    COMP. 656, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Accidente in itinere. Indemnización por muerte del trabajador. Riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Como se puso de relieve al dictaminar la causa S.C. Comp. 991, L. XXXIII, "Jordán, Antonio V. y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ acc. L. 9688", resuelto por la Corte, por sus fundamentos, la organización foral implementada por la nueva Ley 24.557, resulta apropiada al renovado marco substantivo previsto por la misma, sin que ella, por lógica, prevea una jurisdicción para peticiones basadas en otra normativa. Dicha circunstancia resulta agravada frente a la organización competencial de características novedosas que ha estructurado la ley de riesgos, asentada en torno a las Comisiones médicas, cuya aptitud para entender se halla limitada a las hipótesis de los artículos 21, 22 y 46, Ley 24.557 y a las eventualmente derivadas de ellos y cuya intervención implica transitar un diseño atípico de acceso a la jurisdicción, con actuación, por regla, de las aseguradoras de riesgos del trabajo. Tal peculiar aptitud, pasible de revisión ante los jueces federales de provincia o, en su caso, ante una Comisión Médica Central y con una instancia final por ante la Cámara Federal de la Seguridad Social, no parece incluir la de dirimir cuestiones como las planteadas en la demanda, a saber, la procedencia de una acción distinta a la recogida por el artículo 18 de la LRT basada, substancialmente, en preceptos de derecho común, así como la eventual legitimación de sus proponentes las que no pueden sino encontrarse, máxime, dada la excepcionalidad que concierne a las posibilidades de intervención de los jueces federales en provincias, en cabeza de los magistrados del fuero ordinario.


    Navarro, Ricardo Jorge y otro c/ Expreso Becher


    COMP. 562, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Atento lo dispuesto por la Corte en el punto 2 de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para conocer en esta causa la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo.


    Núñez, Jorge M. y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro (en liquidación) s/ Diferencia cobro compensador


    COMP. 477, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Habida cuenta de que la Corte tiene resuelto reiteradamente que lo dispuesto en el art. 24, inc. 7° del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, en cuanto prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada "de que dependa el juez que primero hubiese conocido", sin que obste a ello que uno de los magistrados nacionales sea federal, la contienda ha sido válidamente dirimida, por la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo. Por tanto, no existe en estas actuaciones conflicto de competencia que deba dirimir la Corte.


     Cassaro, Bernardino H. y otros c/ Caja Complementaria de Previsión para Pilotos Aviadores s/ Desafiliación- Caja Complementaria


    COMP. 330, XXXIV, 28 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Despido. Concursos. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. S/ Laboral".


    A la luz del artículo 3° del Código Civil y el 290 de la ley 24.522, en orden a lo dispuesto por el decreto del P.E.N. 267/95 corresponde atribuir efectos inmediatos al nuevo régimen establecido por la citada ley, siendo procedente su aplicación a los juicios abiertos con anterioridad a su entrada en vigencia.


    Zidek, Emilio c/ Sucesión de Miguel Maselli s/ Despido


    COMP. 435, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Despido. Competencia laboral. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 11, L.XXXIII, "Khun, Francisco c/ Hogar Obrero Cooperativa de Consumo sobre cobro de pesos".


    Coronel, Edmundo y otros c/ Cristalux S.A. s/ Despido


    COMP. 505, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Justicia Nacional del Trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 263, L. XXXIV "Asociación Mutual Personal del Banco de Quilmes s/ Cumplimiento de convenio".


    Vincifori, Roberto Claudio c/ Fondo Compensador para Jubilados y Pensionados Telefónicos y otro reintegro p/ Sumas de dinero


    COMP. 419, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Indemnización por accidente de trabajo. Riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Competencia provincial. 


    Como tuvo oportunidad de ponerse de relieve al dictaminar la causa S.C. Comp. 991, L. XXXIII, "Jordán, Antonio V. y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Acc. L. 9688", que la organización foral implementada por la nueva Ley 24.557, resulta apropiada al renovado marco sustantivo previsto por la misma, sin que ella, lógicamente, prevea una jurisdicción para peticiones basadas en el derecho común, excepción hecha del art. 1.072 C. Civil que no ha sido objeto de reclamo en la causa; circunstancia que se agrava dada la organización competencial estructurada por la Ley de Riesgos, asentada en torno a las comisiones médicas, cuya aptitud para entender se halla limitada a las hipótesis de los artículos 21, 22 y 46 Ley 24.555 y a las eventualmente derivadas de ellas y cuya intervención implica transitar un diseño atípico de acceso a la jurisdicción, con actuación por regla de las aseguradoras de riesgos del trabajo. Tal peculiar aptitud, atribuida por la ley a las mencionadas comisiones médicas, pasible de revisión ante los jueces federales de provincia o, en su caso, ante una Comisión Médica Central y con una instancia final por ante la Cámara Federal de la Seguridad Social, declarada, por otra parte, inconstitucional en sede ordinaria, no parece incluir, postulada la invalidez en sí misma de la prohibición del art. 39 de la ley 24.557, la de examinar cuestiones basadas sustancialmente, en dispositivos de derecho común; máxime, dada la excepcionalidad que concierne a las posibilidades de intervención de los jueces federales en las provincias. Las circunstancias antedichas, llevan a sostener que la contienda se resuelva a favor de la jurisdicción eventualmente apta para conocer en el reclamo de fondo, prescindiéndose, por cierto, a estos efectos, de la cuestión relativa a la resolución previa de la presunta validez constitucional de la vía por el derecho civil.


    Sosa, Luis Sandro c/ Desarrollos Forestales S.A. y otros s/ Indemnización accidente de trabajo


    COMP. 473, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acción civil por accidente de trabajo. Justicia nacional del trabajo. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 991, L. XXXIII, “Jordán, Antonio V. y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Accidente Ley 9.688”; fallada por la Corte por sus fundamentos.


    Habida cuenta lo dispuesto por el Artículo 1, apartado 1, de la ley 24.4557, resulta obvio, entonces, habiéndose iniciado la demanda vigente el nuevo dispositivo y respecto de un evento dañoso igualmente posterior al 1/07/96 que, de tratarse la pretensión de un mero reclamo relativo a un infortunio laboral, debería estarse a las prestaciones y al trámite establecido por la ley 24.557 y sus dispositivos reglamentarios; particularmente el decreto 717/96. La L. 24.028 -hoy derogada- innovó al determinar la competencia del fuero civil respecto de los reclamos por infortunios laborales basados en el derecho común, toda vez que su artículo 16, estableció una excepción respecto de la regla general del artículo 20 de la L. 18.345, apoyada, esta última, en el principio de que concernían a su ámbito todas las causas fundadas en normas de derecho del trabajo, a más de aquellas entre trabajadores y empleadores relativas a un contrato de trabajo, aun cuando basadas en previsiones de derecho común, lo que, obviamente, incluía reclamos por infortunios laborales asentados en los arts. 1.072, 1.109 y 1.113 del C. Civil. Tal innovación, a la fecha, sólo ha sido preservada, en materia de riesgos, para el caso del artículo 1.072 del C. Civil, habiendo sido derogada en lo que atañe a las restantes hipótesis de responsabilidad civil, por lo que, subsistente aquel principio foral (art. 20, L.O.) e insistiendo el actor respecto de la validez de la vía por el derecho común, que la Justicia Nacional del Trabajo es la llamada a entender en esta presentación, desde que despojada la controversia de su innegable complejidad jurídica, nos encontramos frente a un infortunio suscitado en el marco de una relación de trabajo que tiene por sujeto pasivo a un empleador, en el que se reclama una reparación con amparo en disposiciones de derecho laboral y común, todo en consonancia con el citado artículo 20.


     Munilla, Gladys Nancy c/ Unity Oild S.A. s/ Accidente - Acción Civil


    COMP. 315, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Atento lo dispuesto por la Corte en el punto 2, de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en este caso, la titular del Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Pereyra, Carmen Nélida c/ ANSES s/ Ejecución previsional


    COMP. 283, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Patrimonio. Retiro voluntario. Competencia laboral. 


    En el sub lite no existe una cuestión de competencia a resolver, toda vez que el conflicto planteado en la causa entre los jueces de la Seguridad Social y del Trabajo ya ha sido resuelto por el tribunal instituido para hacerlo, la Cámara Federal de la Seguridad Social, y no se encuentra dentro de las facultades que el artículo 24 inciso 7 del decreto Iey 1285/58 confiere a la Corte, la de revisar decisiones de las Cámaras Nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes de conflictos de competencia. En consecuencia, estas actuaciones deben ser enviadas al Juzgado Nacional del Trabajo para su tramitación, tal como se dispuso en la sentencia.


    Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones de Jubilados y Pensionados y otros c/ PAMI s/ Medida cautelar


    COMP. 126, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Competencia federal. 


    Remisión a Fallos 294:25.


    Corresponde a la Corte dirimir el conflicto suscitado en estas actuaciones, dado lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, última parte, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708. Corresponde continuar interviniendo en la presente causa, al Juez Federal de la Ciudad de Campana. Ello es así, desde que procede atender, especialmente, a la identidad de las reclamaciones iniciadas por la actora en ambas sedes y a que, para evitar una situación de denegación de justicia en su perjuicio, ésta debería ampliar la nueva demanda, incluyendo en ella a un tercero cuya responsabilidad no le consta; o bien haber prescindido el señor Juez Federal, en contravención al artículo 4° del C.P.C.C.N., del relato de los hechos que aquella expusiera a fin de examinar su competencia sólo después del responde; esto último, en tanto el accionado resolviera mantener, ante la nueva demanda, la posición que asumió frente a la de origen, y particularmente, al tiempo transcurrido desde el inicio de la causa.


    Aguirre, Catalina Blanca c/ Telecom Argentina Stet. France Telecom S.A. s/ Enfermedad accidente Ley 9.688


    COMP. 11, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Relación de dependencia. Inhibitoria. Despido. Competencia federal. 


    Al haber sido dirigida la demanda en contra de Encotesa, una empresa del Estado Nacional hoy en proceso de liquidación, corresponde, por imperio de lo previsto en los artículos 116, C.N. y 2°, incs. 6 y 12 de la ley 48, entender en la presente causa a la justicia federal.


    Palazzesi, Susana c/ Encotesa y otro s/ Despido


    COMP. 84, XXXIV, 26 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Cesación de pagos. Despido indirecto. Competencia laboral. 


    El estado de cesación de pagos que habilita la presentación de concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad patrimonial que tiene el deudor de responder a ciertas obligaciones exigibles, razón por la cual recurre al beneficio legal que se le otorga de acordar una respuesta a esas obligaciones con los acreedores, mediante compromiso de pago en determinado plazo y bajo particulares condiciones, sometiendo dichos reclamos a un proceso de verificación ante el juez del concurso y, además, afectando, cuando las hubiera, las causas judiciales que, o bien, se suspenden en su trámite, y/o bien son atraídas y radicadas ante el tribunal que entiende en el proceso universal. Tal procedimiento está regulado, entre otros, por los artículos 32, 21 de la ley 24.522 y se refiere, como es evidente, a obligaciones de causa o título anterior a la presentación en concurso; consecuentemente, quedan fuera de dicho trámite las obligaciones asumidas con posterioridad a ello las cuales, en su caso, pueden ser motivo de un reclamo por vía individual y, a todo evento de darse el supuesto, de un nuevo procedimiento concursal, concurrir al mismo; con lo cual es evidente que no resulta aplicable a la situación dada en la especie al instituto del fuero de atracción u otra consecuencia derivada del actual estado de concurso ya que en el sub lite, el reclamo proviene de un crédito que surge con motivo de despido indirecto cuando ya existía el proceso universal en trámite.


     Hernández, Roberto Omar y otros c/ El Hogar Obrero Cooperativa de Consumo Edificadora de Crédito Limitada s/ Salarios e indemnizaciones


    COMP. 810, XXXIII, 16 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Justicia Nacional del Trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 991, L. XXXIII, "Jordán, Antonio Víctor y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro - Accidente L. 9.688".


    Flores, Silvia Noemí c/ Pionera S.A. s/ Accidente - Acción civil


    COMP. 653, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 991, L. XXXIII, "Jordán, Antonio Víctor y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Accidente Ley 9688".


    Otero, Fernando Eduardo c/ Suart S.R.L. s/ Accidente - Acción civil


    COMP. 654, XXXIV, 18 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción civil. Competencia laboral. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 991, L.XXXIII, "Jordán, Antonio Víctor y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro - Accidente ley 9.688”.


    Paz, Ángel Néstor c/ Raffo y Mazieres S.A. s/ Accidente - Acción civil


    COMP. 442, XXXIV, 19 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Competencia laboral. Competencia nacional. 


    Atento a lo dispuesto por la Corte en el punto 2 de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en este caso, la titular del Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Schlosser, Mariana c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 326, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Justicia Nacional del Trabajo. 


    Atento a lo dispuesto por la Corte en el punto 2 de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en la presente causa, el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Armani, Amílcar y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Reintegro de aportes


    COMP. 481, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 991, L. XXXIII, “Jordán, Antonio Víctor y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro – Accidente ley 9.688”.


    Buera, Samuel c/ Comisión Nacional de Comunicaciones s/ Accidente


    COMP. 524, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Despido sin causa. Concurso preventivo. Crédito laboral. Verificación de créditos. Apertura del concurso. Competencia laboral. 


    Con arreglo a lo expresado por la Corte en los precedentes Comp. 2, L. XXXIII, "Goldentaer, Jorge c/ El Hogar Obrero”; y Comp. 11, L. XXXIII, “Kuhn, Francisco c/ El Hogar Obrero”, la nota definitoria del carácter concursal de las acreencias laborales estriba en lo dispuesto por el artículo 32 de la ley 24.522, de la que resulta que la verificación procede sólo en los supuestos en que aquellas reconozcan causa o título anterior a la aludida presentación del deudor, corresponde precisar dicha situación atendiendo a la fecha de apertura del proceso concursal.


    Burgos Merino, Blanca Ondina c/ Las Dos SS. AA. s/ Despido


    COMP. 443, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión del expediente ad effectum videndi. 


    La Corte tiene dicho que, a los efectos de restringir en lo posible el desplazamiento de actuaciones, se puede suplir la remisión del expediente por fotocopias autenticadas, para evitar la remisión de las piezas originales, la que sólo tendría lugar en el caso de que resultaran indispensables o lo hubiere dispuesto el tribunal oficiante mediante auto fundado y, asimismo, que los jueces provinciales carecen de jurisdicción para interferir en la acción de los jueces nacionales.


    Díaz, Luis Manuel c/ Edese S.A. s/ Indemnización por incapacidad


    COMP. 519, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Nulidad de la resolución. Acto administrativo. Interpretación y aplicación de la ley. Justicia Nacional del Trabajo. 


    Conforme a lo previsto por el art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y a jurisprudencia del Alto Cuerpo, a fin de determinar la competencia, debe estarse de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho invocado como fundamento de la pretensión. La Corte tiene reiteradamente dicho, respecto de las hipótesis en que se cuestionan actos administrativos, que el criterio para determinar la atribución de competencia, debe ser referido al encuadramiento normativo que presumiblemente tenga influencia decisiva para la solución del litigio. La controversia se ciñe a una cuestión de encuadramiento sindical, comprometiendo, por ende la interpretación y aplicación de dispositivos legales y reglamentarios de derecho del trabajo.


    Obra Social para Empleados de Comercio y Actividades Civiles c/ Ministerio de Salud y Acción Social s/ Imo. Acto administrativo - Encuadramiento Obra Social


    COMP. 482, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Derecho laboral. Procedencia del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa S.C. V. 202, L. XXXIII, "Villarreal, Adolfo c/ Roemmers s/ Cobro de salarios".


    La apelación federal es formalmente procedente por cuanto se ha puesto en tela de juicio la validez de una norma emanada del Congreso de la Nación y la decisión ha sido contraria a su validez, defendida por la aquí recurrente; sin que quepa detenerse en el examen riguroso de la oportunidad del planteo de esta cuestión por la accionada, pues el tema introducido por la actora en su demanda, ha sido tratado y resuelto, en forma específica en las instancias ordinarias; ni que obste a su tratamiento que haya sido mayormente expuesta bajo la alegación de arbitrariedad, puesto que, más allá, de la denominación que le haya conferido el quejoso, por ella se pone, centralmente, en debate, la constitucionalidad estricta del artículo 245, L.C.T., texto según el artículo 153 de la ley 24.013.


     Mastroiani, R. A. c/ Establecimiento Modelo Terrabusi S.A. de Industria y Comercio


    M. 341, XXXIII, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Tope indemnizatorio. Ley de contrato de trabajo. Discrepancia del recurrente. Apreciación de la prueba. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Causas excluidas de la competencia federal. Denegatoria del recurso. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    El recurrente se limita, en lo sustancial, a discrepar con la valoración efectuada por el a quo de las declaraciones testimoniales y otros aspectos probatorios, lo que, amén de remitir, según reiterada jurisprudencia de la Corte, al estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas, por regla, a la vía del art. 14 de la Ley 48, posibilita la subsistencia incólume de los restantes argumentos provistos por el Juzgador respecto al tema, en lo esencial, los referidos a la conducta que era dable esperar del empleador tras veinte años de permanencia del actor en la firma, a propósito de los cuales, ninguna crítica introdujo al denunciar la arbitrariedad. Ello es así, particularmente situados en el contexto de una doctrina que, al decir de ese Alto Cuerpo, no se propone convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar el decisorio como la “sentencia fundada en ley” a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Puesto que, más allá de su acierto o error, el tribunal ha expresado fundamentos fácticos que no se ha evidenciado resulten insuficientes para sostener sus conclusiones en el punto y toda vez que las impugnaciones propuestas solo traducen discrepancias con el criterio de selección y valoración probatoria, la tacha de arbitrariedad, en este aspecto, no puede prosperar, máxime cuando el tema en cuestión exige, legalmente, una valoración prudencial por los jueces de la causa invocada, considerando el carácter de las relaciones que resultan de un contrato de trabajo, según lo dispuesto en la ley, y las modalidades y circunstancias personales en cada caso. Si bien, por regla, la aplicación e inteligencia de disposiciones de derecho común constituye materia ajena a la instancia extraordinaria, ello no ocurre cuando la sentencia se aparta de la solución legal prevista para el caso, tornándose, por ende, en arbitraria. De lo previsto en el art. 245, L.C.T., 3er párrafo, texto según Ley 24.013 resulta expresamente contemplada la situación de los trabajadores no amparados por convenios colectivos a los fines del cálculo de la indemnización por antigüedad, previéndose para el caso, que el tope establecido en el párrafo segundo de dicho precepto, será el que corresponda al convenio de actividad aplicable al establecimiento donde preste servicio o al convenio más favorable, en el caso de que hubiera más de uno. En consecuencia y puesto que el a quo, pese a haber advertido que el actor no se hallaba amparado por convenio colectivo alguno, omitió aplicar la disposición normativa que contemplaba esa situación y, en su reemplazo, decidió calcular la indemnización con prescindencia de sus directivas acerca del tope legal correspondiente, debe concluirse que el fallo atacado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias de la causa. Dicha circunstancia, justifica su descalificación con base en la doctrina en materia de arbitrariedad de sentencias, pues hace renacer en el caso la relación directa e inmediata entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se afirman vulneradas.


    Genova, Emilio Hugo c/ Televisión Federal S.A. s/ Recurso de hecho


    G. 582, XXXIII, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Ley de contrato de trabajo. Denegatoria del recurso. 


    Si bien la Corte tiene reiteradamente dicho que, dada la índole procesal de la materia, la decisión que declara inoportuno el planteo de la cuestión federal es, en principio, irrevisable en la instancia extraordinaria, el temperamento de la Alzada en tal sentido, traduce un exceso formal, que importa en definitiva, un presupuesto de arbitrariedad, por cuanto, al haber rechazado la accionada la pretensión introducida por el actor en la demanda y defendido la constitucionalidad de la normativa; y habiendo sido examinada y resuelta la cuestión en ambas instancias, dista de responder a las constancias de la causa lo sostenido al respecto por el a quo. Por ello, la apelación federal es procedente por cuanto se ha puesto en tela de juicio la validez de una norma emanada del Congreso y la decisión ha sido contraria a su validez. Por otro lado, es doctrina de la Corte que, no se propone convertir a esta en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar el decisorio como la sentencia fundada en ley a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En cuanto a la cuestión estrictamente federal, y sin que obste a su tratamiento que haya sido mayormente expuesta bajo la alegación de arbitrariedad, por cuanto, más allá de la denominación que le haya conferido el recurrente, por ella se puso, centralmente, en debate, la constitucionalidad estricta del artículo 245 L.C.T., dable es señalar que recientemente la Corte volvió a referirse a los módulos indemnizatorios establecidos por tal precepto en sus diversas redacciones.


     Bender, Humberto J. c/ Camea S.A. s/ Accidente


    B. 1799, XXXII, 26 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Derecho laboral. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S.C. B. 1.799, L. XXXII, "Bender, Humberto Jorge c/ Camea S. A. s/ Accidente".


    Fabbro, Luis Antonio c/ CAMEA S.A.


    F. 461, XXXIII, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Monto de la indemnización. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Cuestión de derecho común. Causas excluidas de la competencia federal. Sanciones disciplinarias. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    La presentante se limita a discrepar con la apreciación efectuada por el inferior sobre la materia y corroborada, en definitiva, por la Sala, rechazando la necesidad de prueba testimonial a fin de acreditar la justa causa del distracto y a presentar la cuestión como de puro derecho; lo que, amén de remitir, según jurisprudencia reiterada de la Corte, al estudio de cuestiones de hecho, prueba, derecho procesal y común, ajenas, por regla, a la vía del artículo 14 de la L. 48, posibilita la subsistencia incólume de los argumentos provistos por el Juzgador, en tanto que, por esta vía, no se pone en evidencia, en modo alguno, la índole irrazonable o arbitraria de sus apreciaciones. Ellas, antes bien, resultan corroboradas, dado que a las supuestas “injurias postales”, el accionado adicionó, como componente de la conducta justificatoria del distracto, la negativa a notificarse de un traslado a la biblioteca, aspecto respecto del cual, ningún esfuerzo probatorio desplegó la fundación demandada. Ello es así, particularmente situados en el contexto de una doctrina que, al decir de ese Alto Cuerpo, no se propone convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar el decisorio como la sentencia fundada en ley a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional; y máxime, cuando lo relativo a sanciones disciplinarias, en tanto no exceden las usuales o las admitidas en virtud de disposiciones legales que autorizan su imposición, constituye materia privativa de los jueces de la causa, dada su naturaleza procesal y fáctica y, por lo tanto, ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48. En relación a la no aplicación del tope del art. 245, L.C.T., su tratamiento en esta instancia, resulta inadmisible. En efecto, con arreglo al criterio reiterado de la Corte, la tacha del negocio colectivo cuya aplicación al caso, al menos en principio, no fue deducida tempestivamente si la recurrente nada dijo sobre el particular cuando debió hacerlo, esto es, al evacuar los agravios del recurso de apelación de la contraria, quien propuso con claridad en defensa de su derecho la solución cuyo acogimiento aquí se impugna pues, la posibilidad de que tal pretensión fuera aceptada era un evento previsible que imponía introducir la cuestión en aquella oportunidad. En tales condiciones, la cuestión ha sido introducida extemporáneamente, toda vez que, como tiene dicho la Corte no resulta atendible la imputación de arbitrariedad alegada por quien juzgó innecesario llamar la atención de los jueces sobre cuestiones que ahora reputa resueltas irrazonablemente, más allá del eventual grado de razón que podría asistirle.


    Ranzuglia, Alicia Graciela c/ Fundación Universidad de Belgrano


    R. 18, XXXIV, 29 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Despido. Indemnización. Ley de contrato de trabajo. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa V. 202, L. XXXIII, "Villarreal, Adolfo c/ Roemmers s/ Cobro de salarios".


    Lombardo, Francisco José c/ Furbia S.A.


    L. 385, XXXIII, 19 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Indemnización por despido. Tope indemnizatorio. Procedencia del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa V. 202, L. XXXIII, “Villarreal, Adolfo c/ Roemmers s/ Cobro de salarios”. 


    Corresponde confirmar o revocar la decisión con arreglo al criterio expuesto en el dictamen de la causa B. 1.799, L. XXXII, “Bender, Humberto Jorge c/


    Campos González, José c/ Carrier Lix Klett S.A. s/ Despido


    C. 819, XXXIII, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Penal


    Agentes diplomáticos


    Contrabando. Remisión del expediente. 


    Resulta pertinente la remisión al Ministerio de Relaciones Exteriores de la totalidad de los antecedentes que obran respecto de quienes han invocado, sucesiva o concomitantemente, representación del estado extranjero.


    E. R., Pedro y otro s/ Contrabando


    E. 120, XXVII, 09 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Corrupción calificada de menores. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina del tribunal, según la cual, los delitos se reputan cometidos en todas las jurisdicciones en las que se han desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, por lo que es preciso que la elección de alguna de esas jurisdicciones se determine atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia y, en su caso, la defensa de los imputados.


    B., H. C. p/ Corrupción agravada (Artículo 125 último párrafo)


    COMP. 162, XXXIV, 09 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Pedido de extradición


    Homicidio simple. 


    En opinión de la Procuración General y tal como ha sido pacíficamente resuelto por la Corte en distintos precedentes, habida cuenta que el requerido presenta una causa en trámite ante la justicia argentina, corresponde postergar la ejecución de la extradición concedida hasta tanto concluya dicho juicio. Ello, merced a la facultad acordada por el artículo 25 del Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo de 1889, aplicable al caso, que prescribe: "la entrega del reo podrá ser diferida mientras se halla sujeto a la acción penal del Estado requerido, sin que esto impida la sustanciación del juicio de extradición".


     M. A., Miguel A. s/ Solicitud de extradición


    M. 421, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Inhibitoria. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Cuestión análoga a la considerada en el dictamen de la causa A. 61, L. XXXIV, "Recurso extraordinario promovido por la defensa de Claudia Beatriz Acosta y otros".


    S. de G., Graciela y otros s/ Planteo inhibitoria, causa N° 13.693


    S. 149, XXXIV, 01 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Propagación de enfermedad peligrosa y contagiosa. Sentencia arbitraria. Interpretación y aplicación de la ley. Debido proceso. Establecimientos asistenciales. Hemodiálisis. SIDA. Facultades del gobierno provincial. Poder de policía. Bioseguridad. Responsabilidad del Estado. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Corresponde atender en parte a los planteos de arbitrariedad del decisorio, fundados en una aplicación no razonable de las normas de derecho local y/o común con relación a las circunstancias fácticas de la causa. La Corte tiene resuelto que "aunque la materia del caso sea de derecho común y los criterios interpretativos del tribunal de la causa no puedan, como principio, ser revisados por la Corte, la arbitrariedad alegada sobre la base de la irrazonabilidad de tal interpretación puede conducir a la descalificación de un pronunciamiento que tiene fundamento sólo aparente”. Por otra parte, también tiene dicho "que ningún problema es ajeno a la función soberana de impartir justicia, ni puede ser excluido de la Potestad de la Corte Suprema y cualquier enunciado legal de carácter limitativo debe ser interpretado restrictivamente". Así como que "La enunciación contenida en el artículo 14 de la ley 48, sólo cabe ser aceptada con el carácter de meramente enunciativa, para que no surja incongruencia con la norma limitativa de los poderes locales, estatuida por el artículo 31 de la Constitución Nacional". De igual manera ha señalado "que el recurso por arbitrariedad de sentencia ha de considerarse comprendido en el artículo 14 de la ley 48, porque la arbitrariedad comporta violación de la esencia del orden constitucional. Declararlo procedente importa tanto, como declarar que hay en el caso "cuestión federal" bastante para justificar la intervención de la Corte Suprema, siendo decisivo tener presente si la cuestión federal ha surgido con la arbitrariedad de la sentencia". Tal situación es la que se da en el caso, toda vez que el juzgador hizo lugar al recurso casatorio, revocando la sentencia que declaró procedente la indemnización reclamada al Estado Provincial, dentro de ese marco de condiciones descalificantes a las que se refiere la citada doctrina. En efecto, el fallo apelado, señaló, en lo esencial, que la Provincia cuenta con legislación propia en materia de establecimientos asistenciales para la práctica de hemodiálisis; que dicha legislación organiza requisitos mínimos para la habilitación y funcionamiento de esos establecimientos, y que la legislación genérica aplicable a cualquier establecimiento asistencial establece la exigencia de registros de enfermedades transmisibles como recaudo de funcionamiento y no de habilitación. Tal legislación se deriva la existencia de deberes de fiscalización de los requisitos de funcionamiento y la potestad sancionatoria para los supuestos de infracción, pero "que el solo incumplimiento de tal deber de actuar no genera de por sí responsabilidad civil, porque para ello se requiere, por lo menos, de la demostración palpable de que con el deber omitido hubiera podido evitarse el resultado". Asimismo, frente a las pautas que emergen de la preceptiva aplicable y a la luz de las constancias de la causa, en particular, la fecha en que se produjo el traslado de un instituto asistencial a otro y al darse por probado que los contagios ya se habían propagado también en el Instituto de Enfermedades Renales y Metabólicas, así como que la causa de la propagación de la enfermedad no devino necesariamente del incumplimiento de las reglas de bioseguridad, sino esencialmente de la causalidad presunta del riesgo de la actividad de hemodiálisis, cabía concluir que "no parece posible que el Estado pudiese evitar el resultado (propagación del virus HIV), sancionando a un centro asistencial que durante un mes funcionó sin llevar los registros de psicofármacos y de enfermedades transmisibles" a lo cual agregó, que ello es así "porque ni siquiera puede conocerse quiénes se contagiaron en el Instituto de Enfermedades Renales y Metabólicas y quiénes ya se habían contagiado en el otro establecimiento, desde que los pacientes provenían de aquel centro asistencial donde se iniciaron los contagios y respecto del cual no se le atribuye al Estado ninguna omisión". Al entrar al análisis de tales expresiones, no puede sino concluirse que el fallo no se hace cargo debidamente de todas las implicancias que rodean al caso, en el marco excepcional de un contagio masivo en establecimientos médico-asistenciales privados, de grave repercusión social, en el que ha quedado cuestionado el cumplimiento de los deberes de contralor del Estado. Porque, por lo pronto, la expresión "no parece posible que la conducta omisiva del Estado, pudiera evitar el resultado", aparece como un aserto autónomo, sólo dirigido a la falta de exigencia de los libros aludidos, más ello, importa soslayar la plenitud de las obligaciones de fiscalización de naturaleza prevencional que se vinculan con las pautas de bioseguridad en materia de salud, que están a cargo del Estado en el ejercicio del poder de policía sanitaria, en particular, las que se debían dar en la situación analizada en autos tendientes a "controlar la existencia de enfermedades transmisibles" para evitar el contagio altamente posible de la patología en una actividad por demás riesgosa a tales efectos como es la hemodiálisis. No es ocioso recordar que dicho Poder de Policía ha sido instituido para preservar el bien común, y constituye un atributo irrenunciable del Estado. En este sentido coincide la doctrina, de modo unánime, que dicho poder, es una función esencial que la autoridad pública tiene el deber de ejercer para que se cumplan los objetivos de interés general, máxime en materia sanitaria, en resguardo de la salud de los habitantes, que es una derivación del derecho a la vida, el cual aparece garantizado implícitamente por la Constitución Nacional, ya que su existencia y reconocimiento es requisito "sine qua non" para que el hombre goce de todos los demás derechos expresamente consagrados en la Ley Suprema. Surge también de los documentos internacionales elevados a rango constitucional; arts. 12, inciso "c" del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; inciso 1°, arts.4° y 5° de la Convención sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica- e inciso 1° del art.6° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que resulta extensivo no sólo a la salud individual, sino a la salud de la comunidad. Por ende, debe partirse, para el correcto enfoque del problema, de que el principio rector es que el Estado Provincial estuvo obligado a ejercer sus obligaciones de contralor que impidieran, en lo posible, la subsistencia del funcionamiento de un instituto de salud que no cumpliese, con el rigor con que es menester, con los recaudos sanitarios que coadyuven a evitar el contagio de enfermedades infecciosas y altamente propagables. Es muy cierto, que el reconocimiento de la eventual responsabilidad estatal exige, de modo inexorable, por principio, la fehaciente demostración del vínculo causal entre la conducta que se pretende responsable y el daño efectivo. Ceñidos a estos principios, lejos se estaría de poder cuestionar como arbitraria la postura del juzgador al no encontrar nexo causal entre la falta de servicio del Estado Provincial respecto del control de los libros y la efectiva propagación de la enfermedad, en el marco de su facultad excluyente de ponderar las cuestiones de hecho y prueba de la causa. Empero, desde el ámbito más amplio de toda la conducta omisiva de ese ejercicio de fiscalización, la orfandad de la sentencia, al no referirse a aquélla, la convierte en un acto jurisdiccional inválido. En este orden de ideas hay un hecho que resulta por demás relevante y que no ha sido considerado por el a-quo, cual es que, al margen del eventual incontrol sobre los libros, surge que el Estado constató, a partir de cierta fecha, que un instituto funcionaba ilegalmente sin contar con la habilitación indefectible; situación que tornaba indispensable, antes que la vigilancia respecto de la existencia de registros formales, por cierto no exigibles a un establecimiento qué operaba clandestinamente, su clausura inmediata. Dicha medida está prevista, de modo expreso, en los casos de grave peligro para la salud que se considere principalmente atribuible a las condiciones en que se encontrare un establecimiento sanitario. Aunque de su lado, si se discutiesen los alcances de estas normas reglamentarias, la doctrina ha sostenido que "el regular ejercicio de las obligaciones legales resulta de muchos caracteres implícitos a la función pública, no de la casuística de algún reglamento; la omisión origina responsabilidad, no por haber sido el hecho expresamente ordenado, sino por constituir un irregular ejercicio de las obligaciones legales. Tal extremo, por lo demás, pone en evidencia lo inoficioso de la discusión propiciada por el Sentenciador en torno a si dichos libros constituían requisitos de habilitación o de funcionamiento, desde que estamos ante un instituto que, al carecer de habilitación, no debía funcionar, ni por tanto, como se dijo, poseer reglamentariamente todavía libro alguno. La inexplicable omisión de las autoridades provinciales de no proceder a dicha clausura de acuerdo al referido precepto, o bien, a las aludidas obligaciones, resulta indubitable que se ha convertido en un factor coadyuvante de los sucesos dañosos que, acontecieron a raíz de ese funcionamiento ilegítimo, toda vez que, "la Administración debe ejercer su poder de policía en cada uno de los ámbitos que lo requieren, y cuando aparece omitido, o ejercido en forma insuficiente, excesiva o abusiva, esa falta o mal ejercicio hace encuadrar la conducta de sus agentes dentro del campo de la ilicitud". Esta grave omisión, también ha venido a motivar ese cuadro de indefinición en punto a la imposibilidad de individualizar las oportunidades en que se contagiaron los distintos pacientes, teniendo en cuenta las características de la patología de que trata, que sólo han permitido a los peritos referirse a un segmento temporal de la posibilidad de los contagios, algunos de cuyos vectores se encuadran en la actividad de la segunda clínica incriminada. Esta suma de coadyuvancias, resultantes de la referida conducta omisiva tienen, necesariamente, que llevar a la convicción de que el Estado Provincial, en este supuesto puntual, posee una ineludible corresponsabilidad en la propagación de la enfermedad de referencia, en un grado tal que su excusación, por la mera dificultad en la producción de la prueba fehaciente de las respectivas fechas de contagio de cada uno de los afectados, aparecería como altamente inequitativa, en la medida en que dicha falta de certeza, asimismo se debe a su propia culpa, puesto que si hubiera constatado la existencia de las historias clínicas, o bien exigido, en su defecto, las pruebas serológicas, o incluso, hubiese clausurado el sanatorio, impidiendo el ingreso o permanencia de los enfermos, distinta sería hoy la incertidumbre referida; a lo que se agrega que anoticiado del funcionamiento sin habilitación del instituto, ninguna medida adoptó respecto de los pacientes eventualmente tratados con anterioridad a su toma de conocimiento, lo cual, de su lado, lo involucra respecto de los daños que pudieron producirse en ese período previo a su actuación. Máxime, porque la eventual falta de responsabilidad que pudiera derivarse de hipotéticos contagios acaecidos en la primera de las clínicas, vendría, sin duda, a quedar compensado por el número de los contagios de los que claramente sería responsable en la última de ellas. Y de todos modos, no puede dejar de valorarse, que la falta de incriminación procesal del Estado Provincial en punto a su ejercicio de contralor en la primera de la clínicas, debe llevar a la conclusión de que en el proceder médico de la misma no advirtió, ni contagios de esa índole, ni faltas graves de higiene o prevención en los procedimientos de diálisis, extremos que tienden, entonces, a inclinar el peso del número de los contagiados hacia el plano del último de los institutos asistenciales. La inferencia relativa a la corresponsabilidad del Estado, sirva destacarlo, es la que parece haberse impuesto en la reciente jurisprudencia internacional. En cuanto a las exigencias en la modalidad probatoria, allende su inexcusación con arreglo a la doctrina preliminarmente citada, no es cierto que el demandante deba probar todos los hechos positivos y negativos que sirven de base a sus pretensiones, pues esto equivaldría a exigirle, también la prueba de la ausencia de hechos extintivos, o impeditivos, puesto que la decisión favorable del juez debe tener en cuenta no solamente la existencia de los que originan o constituyen el derecho sino la ausencia de los que pueden impedir su nacimiento o que posteriormente lo hayan podido extinguir o modificar. Estos criterios de valoración de las pruebas, y en la búsqueda imperiosa de la solución equitativa que persiga, en rigor, la salvaguarda del valor de la justicia en este presupuesto en que resultó afectada la salud de los ciudadanos, en el marco de la doctrina elaborada alrededor del concepto del proceso justo. Todo lo cual adquiere particular relevancia a poco que se medite en que la enfermedad de que se trata -síndrome de inmunodeficiencia adquirida- ha dado lugar, por sus peligrosas derivaciones sociales, al dictado específico de una ley -la 23.798- que declaró de interés nacional la lucha contra el referido flagelo –que al respecto de su rigurosa observancia no puede permanecer ajeno este Ministerio Público, conforme a las previsiones constitucionales- y cuyos artículos 1 y 4 hacen recaer sobre las autoridades sanitarias el deber de asegurar, en la atención sanitaria, máxima calidad y seguridad. En este orden de ideas, es válido que no deben abrirse brechas amplias por las cuales pudiera generarse una suerte de responsabilidad irrestricta a la hora de imponer cargas indemnizatorias al Estado, pero, como no es menos valedero, en modo alguno puede dejarse sin protección determinados supuestos fácticos de índole dañosa en cuya generación aquél vino a coparticipar por su obrar negligente; más aún cuando ello se da en el marco del poder de policía en relación puntual al tema de los contagios, es del caso poner de resalto que las demandas también persiguen la compensación de los supuestos daños que se derivarían de la continuación de los tratamientos bajo esas condiciones; y esa continuidad, es indudable, se produjo a raíz de la falta de medidas preventivas, cuya más eficaz hubiese sido la clausura del establecimiento asistencial que carecía de la habilitación correspondiente, defecto del que el Estado local se encontraba debidamente anoticiado. En este cuadro de situaciones, la responsabilidad del Estado por las acciones u omisiones de sus agentes, se reconoce generada en la idea objetiva de la falta de servicio y se halla comprendida, consecuentemente, en las previsiones de los artículos 1112 y 1113 párrafo primero del Código Civil. En tal situación, los argumentos del a quo en orden a la falta de condición del Estado Provincial de dueño o guardián de los establecimientos asistenciales privados que se demandan, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 1113, 2do y 3er. párrafo del Código Civil resulta inconducente e insustancial y no alcanza a desvirtuar las conclusiones a que se arribó en los párrafos precedentes. La referida falta de servicio, si bien como se ha expuesto se deriva de mandatos de diversas normas de orden local y nacional común, no es menos cierto que los actores pretendieron vincularla a preceptos de los que afirman su naturaleza federal. A este respecto, entonces, procede consignar que los jueces de la causa que deberán rever la cuestión suscitada a fin de precisar el grado de corresponsabilidad del Estado Provincial, habrán también de ponderar la eventual atinencia de dichas normas nacionales invocadas, toda vez que resultaría un ritualismo excesivo pretender que no hubo mantenimiento de dicha cuestión, desde que el particular procedimiento de substanciación del recurso casatorio local no prevé un traslado a la contraparte. Por último, y subsidiariamente, para el supuesto de que la Corte no atendiera a la descalificación del fallo propugnada, en cuyo caso el tema devendría abstracto, debe admitir la procedencia del recurso por arbitrariedad interpuesto por el Estado Provincial, por haberse invocado la violación a derechos garantizados en la Constitución Nacional en la interpretación y aplicación arbitraria de las normas de derecho común aplicadas por el a quo, en cuanto a la imposición de costas a aquél, no obstante resultar vencedor en la contienda. Sería procedente dicho recurso, ya que, el Superior Tribunal mantuvo la imposición de costas, apartándose del principio general objetivo de la derrota, consagrado en la norma procesal local, con el solo fundamento en su facultad de eximir al vencido cuando mediaren motivaciones plausibles para ello. En orden a tal cuestión, dicha facultad de atender a motivos que permitan al tribunal eximir a quien tiene regularmente que soportar las costas por haber resultado vencido en la contienda, se traduce en el hecho de imponerlas por su orden, mas no al vencedor y mucho menos, si es posible hablar en tales términos, cuando ello no formaba parte de la imposición efectuada por el tribunal de instancia y tal requerimiento no fue deducido por la contraparte en recurso alguno. Consecuentemente, al haberse resuelto la cuestión por el tribunal a quo dejando de lado la disposición legal, que consagra el principio general de la imposición de costas al vencido, o en su caso y bajo supuestos excepcionales, la distribución por su orden, pero no la imposición al vencedor, la decisión se constituye en un acto jurisdiccional inválido, por apartamiento de las normas legales de rito aplicables al caso. Por todo lo expuesto, la Corte debe hacer lugar a los recursos extraordinarios planteados, dejar sin efecto la sentencia y mandar se dicte una nueva ajustada a derecho en la que los jueces de la causa decidan en qué grado y proporción debe corresponsabilizarse al Estado Provincial.


    C., Jose Ángel y otros s/ Propagación culposa de enfermedades peligrosas


    C. 96, XXXIII, 12 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Revocación de sentencia. 


    Resulta vidente la arbitrariedad de la sentencia apelada tanto por no haber considerado extremos conducentes para la solución del pleito, cuanto porque, consecuentemente, la aplicación del artículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal obedece a la mera voluntad de los juzgadores. La tacha de arbitrariedad resulta de aplicación restringida en aquellos casos en que la absolución se sustenta en la duda existente respecto de la responsabilidad del procesado, pues como ha establecido la Corteen la sentencia de la causa F. 307, L. XX, “Freud, Enrique y otros s/ Homicidio culposo", ello es así, toda vez que se trata de un estado de incertidumbre que se desarrolla en el fuero interno de los magistrados. Pero no es menos cierto, que ese estado, si bien subjetivo, debe ser consecuencia de la apreciación de los elementos del proceso en su conjunto. La absolución por aplicación del artículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal no exime, por lo tanto, de la adecuada consideración de los argumentos introducidos por las partes, ni de la valoración de los elementos de juicio incorporados al proceso conforme a las pautas legales, sino que por el contrario supone necesariamente dicha actividad. La duda como fundamento del fallo no constituye obstáculo para concluir en su arbitrariedad, en tanto aquélla no haya surgido a raíz de la debida consideración de los elementos de juicio esenciales y conducentes para la solución del litigio pues, en tal caso y según pienso ocurre en el presente, la sentencia no reconocerá otra razón más que la voluntad de quienes la pronunciaron. Finalmente, el sub judice también encuadra en el precedente de la Corte publicado en Fallos: 311:948, donde se sostuvo que "es arbitraria la sentencia en la cual la interpretación de la prueba se limita a un análisis parcial y aislado de los elementos de juicio obrantes en la causa, pero que no los integra y armoniza debidamente en su conjunto, defecto que lleva a desvirtuar la eficacia que, según las reglas de la sana crítica, corresponde a los distintos medios probatorios".


    D. C., Enrique y otro s/ Defraudación


    P. 477, XXXIII, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Contrabando. Interpretación de la ley. Insuficiencia del agravio. Discrepancia del recurrente. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario deducido resulta formal mente procedente, en la medida que se pretende discutir el alcance o inteligencia de normas esencialmente federales, y la decisión apelada resuelve el caso en forma contraria al derecho que la recurrente funda en ellas. En cuanto a su mérito o procedencia, no se aprecia la existencia del defecto de fundamentación que pretende atribuírsele al fallo, toda vez que en el precedente que cita el tribunal de alzada en apoyo de su tesis, la Corte expresamente reconoció las atribuciones judiciales y administrativas para entender sobre el hecho punible y la situación jurídica de las mercaderías objeto del delito de contrabando, respectivamente. Precisamente, es a partir de la distinción entre esas atribuciones y las previsiones legales sobre el destinatario de los recursos provenientes de la subasta de esos bienes, que la Corte interpretó las leyes 23.853 y 23.993, así como las acordadas dictadas sobre la materia. Por otra parte, recientemente la Corte confirmó el criterio al dirimir sendos conflictos de competencia sobre la existencia de la doble jurisdicción en la sustanciación del delito de contrabando. En cuanto al restante agravio, la crítica de la recurrente contra el criterio establecido en Fallos 316:1862, adolece del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que se limita a aseverar una determinada solución jurídica en defensa de su pretensión, sin que ésta aparezca razonada con referencia a los antecedentes del caso y a los términos del fallo que lo resuelve. Ello es así, pues omite la consideración de lo dispuesto en el artículo 15 bis de la ley 22.091, introducido por el artículo 3 de la ley 23.993, al no tener en cuenta que, los vehículos objeto de estas actuaciones fueron incautados en circunstancias distintas a las que prevé dicha norma. Por lo demás, respecto de la alegada supremacía de la ley sobre las acordadas, también se expidió esta Procuración General, al dictaminar en la causa invocada por la Cámara, criterio que fue compartido por la Corte. En virtud de todo lo expuesto, si bien asiste razón a la recurrente al reclamar la intervención de la Administración Nacional de Aduanas para la eventual aplicación de las penas accesorias establecidas en el artículo 876, apartado 1, incisos a), b), c), g) y f), en función del artículo 1026, ambos de la ley 22.415, en el sub lite ese planteo sólo puede prosperar con relación a las penas de multa e inhabilitación impuestas en primera instancia a los encausados, pues en cuanto al comiso y posterior subasta de los automotores, esa medida ya fue materializada con anterioridad por la propia autoridad aduanera, en ejercicio de la facultad otorgada por el artículo 439 del mismo texto legal y de acuerdo a lo dispuesto oportunamente por el magistrado interviniente.


    S., Rafael s/ Contrabando


    S. 574, XXXIII, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Concurso real. Falsificación de documentos. Sentencia arbitraria. Principio de progresividad. Preclusión. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    El agravio invocado por el recurrente suscita cuestión federal suficiente para habilitar la instancia extraordinaria, pues el fallo impugnado no satisface las condiciones de validez de las sentencias judiciales en cuanto se funda en el criterio sentado por la Corte, en casos que no guardan similitud con el presente. Tiene dicho reiteradamente que, el proceso penal se integra con una serie de etapas a través de las cuales y en forma progresiva se tiende a poner al juez en condiciones de pronunciar un veredicto de absolución o condena; y por ello, cada una de esas etapas constituye un presupuesto necesario de las que le sigue, en forma tal que no es posible eliminar una de ellas sin afectar la validez de las que le suceden. También ha establecido que el respeto a la garantía de la defensa en juicio consiste en la observancia de las formas sustanciales relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia. Así, el principio de progresividad impide que el juicio criminal se retrotraiga a etapas superadas, pues los actos procesales se precluyen cuando han sido cumplidos observando las formas legales. Ambos principios reconocen su fundamento en motivos de seguridad jurídica y en la necesidad de lograr una administración de justicia rápida dentro de lo razonable, evitando así que los procesos se prolonguen indefinidamente. El criterio de la Corte señalado en el párrafo que antecede se vinculaba con el temperamento absolutorio adoptado, en la medida que se cuestionaba la validez de la declaración indagatoria y no aquellos actos sustanciales del proceso, tal como acontece en el sub judice con la declarada nulidad de la acusación fiscal. Por otra parte, sin dejar de resaltar que los argumentos de la mayoría en Fallos: 312:597 tampoco se muestran atinentes con la cuestión debatida en el presente. De lo expuesto se infiere que los casos citados por la Cámara no se compadecen ni guardan correspondencia con el presente siendo, por el contrario, de estricta aplicación al sub lite, las consideraciones efectuadas por el recurrente con sustento en lo resuelto por la Corte en Fallos: 305:1701 y 312:2434, considerandos 48 y 5°. En consecuencia, al carecer el fallo de sustento alguno en las constancias del proceso, no se muestra como una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa, motivo por el cual resulta viable su impugnación con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad.


    T., Eduardo Á. s/ Estafa reiterada en concurso real con falsificación de documento


    T. 31, XXXIV, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Sumario administrativo. Interrupción de la prescripción. Mantenimiento del recurso. 


    La crítica del recurrente conlleva la necesidad de establecer si la decisión del presidente del Banco Central de instruir sumario contra los imputados es de aquellos actos que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de la ley 19.359, requiere o no su conocimiento por los inspeccionados para interrumpir la acción penal. En consecuencia, en la medida que se ha puesto en tela de juicio la inteligencia otorgada a esta última norma y la resolución ha sido contraria a la pretensión fundada en ella, el recurso extraordinario resulta formalmente procedente. En cuanto al fondo del asunto, resultan procedentes los argumentos esgrimidos por el recurrente en el remedio federal con base en el criterio establecido por la Corte en los casos de Fallos 315: 1155 y 2668 y sustentado, incluso, por la propia Corte, al decidir en alguno de los precedentes invocados en el pronunciamiento impugnado.


    V. P. de Z. S.A. y otros s/ Ley 19.359


    V. 284, XXXIII, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Desistimiento del recurso. 


    Derecho de opción.


    La ley 24.767, sancionada con posterioridad a los fallos “Canda”, y “Arena”, ha modificado las condiciones existentes a la época de los fallos, por lo que se encuentra habilitado el replanteo acerca de la órbita en la cual debe decidirse sobre el derecho de opción del nacional, circunstancia que resulta relevante para interpretar la previsión que al respecto contiene el convenio entre la República Argentina y el Reino de España, aprobado por la ley 23.708, más aún cuando se trata de una materia que involucra cuestiones que interesan al orden público y es susceptible de afectar las relaciones internacionales entre ambas naciones. Ese acuerdo, en su artículo séptimo, establece que "cuando el reclamado fuere nacional de la parte requerida, ésta podrá rehusar la concesión de la extradición de acuerdo a su propia ley" y, a continuación, que "si la parte requerida no accediere a la extradición de un nacional por causa de su nacionalidad, deberá, a instancia de la parte requirente, someter el asunto a las autoridades competentes a fin de que pueda procederse judicialmente contra aquél". El análisis de tal precepto, lleva a la conclusión que cuando el tratado hace mención al término "parte requerida", está haciendo referencia a cualquiera de los dos estados firmantes como sujetos pasivos con capacidad para decidir. Los arts.12 y 36 de la ley 24.767 se distribuyen las competencias entre el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial, correspondiendo a éste, en primer lugar, velar por la protección de los derechos de las personas tuteladas. El Tribunal sostiene que la intervención asignada al Poder Judicial en procedimientos de esta naturaleza, se traduce fundamentalmente en el examen que se efectúa de la demanda de extradición a fin de constatar que se ajuste estrictamente a los requisitos que requieren la ley y los tratados aplicables al caso. Si bien asiste interés a la persona requerida como para invocar la aplicación de la opción en su carácter de nacional, en estos casos, debe ser el Poder Ejecutivo quien decida al respecto. Tal ha sido, además, el criterio de los propios redactores del proyecto que fue aprobado como ley 24.767. El envío por parte de la justicia española de las actuaciones implica la formal solicitud para procederse ante la justicia argentina respecto del nombrado, en los términos del artículo séptimo del tratado aplicable (ley 23.708) y, a la vez, traduce el desinterés del Estado requirente en cuanto a su extrañamiento. Corresponde desistir del recurso ordinario de apelación a fin de que se dé impulso al proceso penal seguido contra el imputado.


    F., David José s/ Extradición


    F. 204, XXXIV, 05 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Detención. Derechos y garantías constitucionales. Tratados internacionales. Confirmación de sentencia. 


    La detención del requerido cesó dentro del plazo de veinticuatro horas prescripto por el artículo 13 del decreto-ley local 9551/80, al establecerse fehacientemente que registraba pedido de arresto preventivo de las autoridades judiciales uruguayas, momento a partir del cual -sin solución de continuidad- quedó detenido a disposición de la justicia federal en estos autos. Estos extremos, autorizan a descartar el agravio que reclama la ilegalidad de la detención.La aducida nulidad por violación a las garantías individuales, al no haberse dado lectura a las normas pertinentes del Código Procesal Penal de Nación al momento de constituirse la detención en estas actuaciones, no ha sido suficientemente fundadas pues el recurrente no ha expuesto qué perjuicios directos pueden haberse derivado como consecuencia de ello. Tal circunstancia, conduce a desechar el agravio ante la clara improcedencia de un cuestionamiento con exclusivo sustento en esa omisión máxime cuando ni el tratado multilateral aplicable ni la ley 24.767, que de modo subsidiario rige el caso, hacen alusión a tal exigencia. La alegada inobservancia del trámite de ratificación prescripto en el Protocolo Adicional al Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo de 1889 y en el artículo 47 de la ley 24.767, ha sido correctamente respondido por el a quo y los apelantes no han refutado sus argumentos. La ratificación que prevé aquél precepto de la ley de cooperación internacional en materia penal, se refiere exclusivamente a los supuestos que regula en su artículo 44, inciso b), esto es, cuando la persona reclamada pretenda ingresar al país mientras es perseguida por la autoridad de un país limítrofe. La argumentación defensista desatiende el carácter subsidiario de esa norma en un caso regido por un tratado específico, el cual no debe ser alterado por disposiciones de derecho interno de una de las partes, situación que se generaría de seguirse el planteo. En cuanto a la alegada extemporaneidad de la presentación de los recaudos del pedido de extradición, corresponde indicar que un correcto cómputo del plazo de diez días que fija el artículo 45 del Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo de 1889, debe ajustarse a lo prescripto por el artículo 24 del Código Civil en cuanto reza que "los plazos de días no se contarán de momento a momento, ni por horas, sino desde la medianoche en que termina el día de su fecha". En el caso, esa norma indica que el cómputo debe efectuarse desde la medianoche del 24 de marzo y que su vencimiento operó a la medianoche del 3 de abril. Pero aún de seguirse el criterio de los recurrentes en cuanto a que el término venció el día 2 de abril, el agravio no puede prosperar pues esa interpretación desconoce toda virtualidad a la entrega de tales documentos por parte de la Embajada del Uruguay en Buenos Aires ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, ocurrida el día 2 de abril de 1998, como así también a la notificación vía fax recibida en esa misma fecha por el tribunal. Lo relevante a fin de evaluar si los recaudos del formal pedido de extradición fueron presentados en término, no resulta la fecha de recepción en el juzgado, sino la de entrada en la Cancillería, órgano del Poder Ejecutivo a través del cual se canalizan las relaciones con las naciones extranjeras. Ello es así, por cuanto del artículo 30 y concordantes del Tratado de Montevideo de 1889, surge que las solicitudes de extradición se dirigen al gobierno del Estado requerido y mal podría el Estado requirente haber ingresado el pedido directamente en sede judicial, como parece pretender la defensa, pues al Poder Judicial no le ha sido confiada la facultad de establecer ni mantener relaciones diplomáticas. Tampoco debe prosperar el agravio referido a la deficiente identificación de la persona requerida, pues, al margen de haberse satisfecho los requisitos del artículo 30, inciso 1º, del convenio internacional que rige el caso, el cotejo de los datos consignados con los de quien se encuentra detenido en autos, no deja margen a duda alguna. La exigencia de los recurrentes de la mayor información que al respecto prevé el artículo 13, inciso f) de la ley 24.767, desatiende el carácter subsidiario de esa norma en un caso regido por un tratado específico, el cual no debe ser alterado por disposiciones de derecho interno de una de las partes. El agravio por la supuesta falta de notificación de la posibilidad de ejercer la opción para ser juzgado por los tribunales argentinos, dada la condición de nacional del requerido, fundado en el artículo 12 de la mencionada ley de cooperación internacional en materia penal, resulta improcedente en virtud de la expresa previsión que en sentido contrario contiene el artículo 20 del tratado que rige el pedido: “La extradición ejerce todos sus efectos, sin que en ningún caso pueda impedirla la nacionalidad del reo". Esa ha sido, además, la interpretación constante de la Corte. Tratándose de una materia específicamente contemplada en el Tratado de Montevideo de 1889, resulta improcedente incorporar al caso un instituto que, como el de la opción de los nacionales, es regulado en una norma de derecho interno. Este temperamento, por último, deviene imperativo habida cuenta que la propia ley 24.767 (art. 2) excluye su aplicación cuando se trata de supuestos como el aquí analizado.


    L., Martín Leandro s/ Extradición internacional


    L. 139, XXXIV, 05 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Oposición fiscal. Rebeldía. Tratados internacionales. Doble nacionalidad. Revocación de sentencia. 


    Se encuentran verificados los requisitos para la procedencia de la restitución de los plazos y la posterior apertura del juicio de apelación contra la sentencia de primera instancia, con la amplitud de defensa y prueba que admite la normativa procesal italiana. Por ello, la extradición resulta procedente al estar reunidas las seguridades que exige el artículo 11, inciso "d", de la ley 24.767. Lo comunicado por el Ministerio de Gracia y Justicia de Italia, en cuanto a que si el requerido demostrase que los supuestos en que se basa la declaración de rebeldía son erróneos, la legislación italiana prevé la restitución en los plazos consintiendo la impugnación de la sentencia de condena, con la celebración del proceso de segundo grado y la eventual renovación del juicio de primer grado, constituye suficiente garantía de que el imputado será oído y podrá defenderse en un amplio proceso de segundo grado, y que, inclusive, de la suerte de ese recurso puede surgir la renovación del juicio de primer grado. El artículo 720 del Código de Procedimiento Penal Italiano, establece que el ministro de Gracia y Justicia es competente para decidir con relación a la aceptación de eventuales condiciones puestas por el Estado requerido para conceder la extradición, en cuanto no contravenga los principios fundamentales del ordenamiento jurídico italiano". El compromiso, así asumido dentro de expresas facultades legales, despeja el impedimento del artículo 11, inciso "d", de la ley 24.767, toda vez que de conformidad con el artículo 720, inciso 4°, de aquel ordenamiento procesal, la autoridad judicial del Estado requirente está vinculada por las condiciones aceptadas por el Ministerio de Gracia y Justicia. Es decir que, con el mero requisito que se acredite que la declaración en rebeldía se ha sustentado en un supuesto erróneo, la justicia italiana deberá restituir los plazos en su favor y habilitar el proceso de impugnación que regulan los artículos 593 a 605 del Código de Procedimiento Penal Italiano. Resulta palmario el desconocimiento que tenía el requerido de las actuaciones que se le seguían en rebeldía ante la justicia italiana. Aún cuando en el acuerdo bilateral de extradición, nada se ha previsto acerca de la situación de los condenados en rebeldía, de ello no puede seguirse que implique la voluntad de excluir la ayuda en esos supuestos, pues de así haber sido, se los habría tratado junto con aquellos casos en los que expresamente se ha pactado la improcedencia del pedido o la facultad de denegarlo. En el artículo 2° se ha hecho alusión a determinadas condiciones que deben reunir los pedidos respecto de condenados, y allí tampoco se introdujo prescripción alguna atinente a lo que aquí interesa. Una interpretación contraria de tal instrumento, podría desatender la regla general que contiene el artículo 31, inciso 1°, de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, en cuanto prevé que "deberá interpretarse de buena fe". La Corte ha admitido la entrega cuando, no obstante la condena en rebeldía, el régimen procesal reconoce el derecho en cuestión, o bien cuando el requerido estuvo a derecho en alguna etapa del juicio, durante la cual ejerció de modo efectivo su defensa, aunque ausente al tiempo de la sentencia. En la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal tampoco se ha descartado la entrega cuando la condena se hubiese dictado en rebeldía, vedándola sólo cuando el Estado requirente "no diese seguridades de que el caso se reabriría para oír al condenado, permitirle el ejercicio del derecho de defensa y dictar en consecuencia una nueva sentencia". Cabe destacar que al momento de ponderar la normativa italiana aludida no debe soslayarse que la extradición es un procedimiento de asistencia judicial internacional, cuyo fundamento radica en el interés común a todos los estados de que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos, y que en las actuaciones sobre extradición el criterio judicial debe ser favorable al propósito de beneficio universal que la inspira. El artículo 722 del Código de Procedimiento Penal Italiano, correspondiente al capítulo donde se regula la extradición activa, despeja toda duda que al respecto pudiera suscitarse, al prever que la "custodia cautelar en el exterior", aplicada en razón de la solicitud de extradición presentada por ese país, será computada como parte de la duración de la custodia. Ninguna constancia del legajo indica que las autoridades italianas no estuvieran dispuestas a brindar aquellas seguridades, razón por la cual, la denegatoria resuelta con sustento en tal circunstancia también debe ser revocada. Se encuentra habilitado el replanteo acerca de la órbita en la cual debe decidirse sobre el derecho de opción del nacional, circunstancia que resulta relevante para interpretar la previsión que al respecto contiene el convenio entre Italia y Argentina. Ese acuerdo, en su artículo cuarto, establece que "cada parte podrá rehusar la extradición del propio nacional", y en caso de negarla, que "la parte requerida tendrá la obligación, a pedido de la parte requirente, de someter el caso a las propias autoridades competentes para la eventual promoción de un proceso penal". Cuando el tratado hace mención al término "cada parte", está haciendo referencia a cualquiera de los dos estados firmantes como sujetos pasivos con facultad para decidir. Los términos de esa norma, remite implícitamente al derecho interno de cada uno de los Estados, motivo por el cual corresponde aplicar de modo subsidiario la ley 24.767, cuyos artículos 12 y 36 definen extremos atinentes al planteo de la defensa de ejercer la opción establecida en el artículo 12 de la ley 24.767. Según se desprende de los artículos 12 y 36, se distribuyen las competencias entre el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial, correspondiendo a éste, velar por la protección de los derechos de las personas tuteladas. La doctrina del Tribunal sostiene que la intervención asignada al Poder Judicial en procedimientos de esta naturaleza, se traduce fundamentalmente en el examen que se efectúa de la demanda de extradición a fin de constatar que se ajuste estrictamente a los requisitos que requieren la ley y los tratados aplicables al caso. Si bien asiste interés a la persona requerida como para invocar la aplicación de la opción en su carácter de nacional, en estos casos, debe ser el Poder Ejecutivo quien decida al respecto.


    M., José Osvaldo s/ Infracción Ley 1.612


    M. 194, XXXIV, 23 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Procesal Administrativo


    Contienda negativa de competencia


    Contratos administrativos. Diligencias preliminares. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La parte actora promovió la medida preliminar, a los efectos de encuadrar correctamente, la acción tendiente a obtener el reintegro de la indemnización abonada al propietario del vehículo siniestrado. Esto es, tiene por objeto preparar la demanda por la supuesta responsabilidad que le pudo caber tanto al Estado como a la empresa concesionaria, cuya eventual obligación de responder y el marco normativo consiguiente, todavía no puede nítidamente determinarse con base en las constancias de la causa. Dicha circunstancia, obsta a la aplicación del principio general en la materia sentado por el art. 6, inciso 4° del CPCCN, que prevé, respecto de las diligencias preliminares, la competencia del juez que debe conocer en el principal, toda vez que, el tenor de la presentación impide, determinar la jurisdicción sobre ese proceso.


    Geneali Argentina Cía. de Seguros Patrimoniales S.A. c/ Dirección Nacional de Vialidad y otro s/ Contrato administrativo


    COMP. 1014, XXXIII, 08 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Corresponde a la Corte dirimir la contienda negativa de competencia en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, al no tener ambos tribunales un superior jerárquico común que pueda resolverla. La presente demanda corresponde al fuero en lo contencioso administrativo federal. En efecto, tal como surge de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se ha de atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de fallos: 306:1056. 308:1239 y 2230, entre otros, la cuestión en debate exige interpretar una norma de derecho público, como es el decreto del Poder Ejecutivo Nacional N° 92/97 que dispuso el aumento tarifario.


    Risso Domínguez, Carlos Julio c/ Telecom Argentina Sist France Telecom S.A. s/ Varios


    COMP. 177, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 990, XXXIII, "Empresa Ferrocarril General Belgrano S.A. c/ SAGIPAK S.R.L. s/ Incumplimiento de contrato", a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    FEMESA en liquidación c/ Martínez, Julio César s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 462, XXXIV, 11 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Según el artículo 5 inciso 7 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, será juez competente para entender en las acciones fiscales el del lugar del bien o actividad gravados o sometidos a inspección, inscripción o fiscalización, el del lugar en que deban pagarse, o el del domicilio del deudor, a elección del actor. Asimismo, la pretensión que sustenta el actor en el sub-lite se dirige a obtener el cobro ejecutivo de una sanción administrativa, cuestión que, según el artículo 45 inciso a) de la ley 13.998, compete al fuero en lo contencioso administrativo.


    Poder Judicial de la Nación c/ Durán, Mónica Patricia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 241, XXXIV, 29 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Empleo público. Reajuste jubilatorio. Modificación de la ley. Competencia previsional. 


    Posteriormente a la interposición de la presente demanda, fue sancionada la ley 24.655 que creó la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social. Dicha norma, en su artículo 2°, establece la competencia de los tribunales del fuero respecto de las causas concernientes a la "seguridad social", entre las que se hallan las demandas que versen sobre la aplicación del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones establecido por la ley 24.241 y sus modificatorias (inciso b). En consecuencia, el sub-examine corresponde a la competencia de dicho fuero, en tanto la materia del pleito se refiere al pago de diferencias en los haberes de retiro de varios legisladores, cuestión que, para su solución, requiere una específica versación en derecho previsional.


    Cantoni, Aldo Hermes Nereo y otros c/ Estado Nacional (Honorable Senado de la Nación) s/ Empleo público


    COMP. 1006, XXXIII, 19 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Derecho administrativo. Competencia contencioso administrativa. 


    La competencia del fuero contencioso-administrativo no se define por el órgano emisor del acto impugnado, por el carácter de las partes que intervienen en el proceso judicial o por el hecho de que se plantee la nulidad de un acto administrativo, sino por la aplicación de normas de Derecho Administrativo para regir la cuestión litigiosa.


    Empresa Ferrocarril Gral. Belgrano S.A. c/ SAGIPAK S.R.L. s/ incumplimiento de contrato


    COMP. 990, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Medicina prepaga. Programas de salud. Ley administrativa. Competencia contencioso administrativa. 


    Cabe señalar, en primer término, que la actora no es una obra social constituida según las leyes 23.660 y 23.661, sino que es una entidad privada de medicina prepaga, por lo cual no le resulta aplicable el artículo 38 de la ley 23.661 ni, en consecuencia, la doctrina sentada por V.E. in re "Talarico" (Fallos: 315:2296). En consecuencia, para determinar la competencia se debe atender, de modo principal, tal como lo dispone el artículo 4°, 2° párrafo de la ley de amparo 16.986, a la materia del pleito.


    Centro Médico Segurola c/ Estado Nacional Argentino s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1042, XXXIII, 01 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    La dilucidación de la controversia conduce, prima facie, al examen de normas y principios de derecho público, vinculados al alcance de las atribuciones del Poder Ejecutivo Nacional y de la autoridad a cargo de la conducción del Instituto demandado, cuestiones que parecen desbordar el ámbito propio del derecho privado. Por ello, el presente caso debe considerarse razonablemente comprendido en las causas contenciosoadministrativas contempladas en el art. 45, inc. a) de la ley 13.998.


    Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones de Jubilados c/ Estado Nacional -Poder Ejecutivo -Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 503, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Acto administrativo. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho, respecto de aquellas hipótesis en que se cuestionen actos de orden administrativo, que el criterio para determinar la atribución de competencia, debe ser referido al encuadramiento normativo que presumiblemente tenga influencia decisiva para la solución del litigio, toda vez que, si bien resulta obvio que por tratarse de tales actos las resoluciones deben juzgarse, en cuanto a sus formas, con relación a las respectivas normas de procedimiento, ese aspecto adjetivo no puede desplazar la influencia de las reglas de fondo que rigen el caso, ya que sólo a la luz de éstas podrán aplicarse rectamente las primeras. La regla del artículo 6, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece, para las medidas precautorias, la competencia del tribunal que deba conocer en el proceso principal. Ello es así, toda vez que la petición, situada en el ámbito de una relación jurídica suscitada en el marco de disposiciones federales, está orientada a obtener central y directamente la suspensión de un acto administrativo dictado por un órgano de la Administración Central sin jurisdicción y sin cumplir las vías previstas en la ley 19.549. Se trata, además, de actividades cuya fiscalización y control compete a órganos estatales de diferentes esferas, sobre cuya titularidad y alcances, precisamente, se controvierte y cuya índole pública, resulta, por cierto, predominante.


    Terminales Marítimas Patagónicas c/ Subsecretaria de Puertos y Vías Navegables s/ Medidas cautelares


    COMP. 512, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Impuestos municipales. Cobro de sumas de dinero. Ley nacional. Competencia federal. 


    Toda vez que la pretensión sustentada por la actora en una norma local exige además precisar el sentido y los alcances de normas legales y reglamentarias de carácter nacional, la competencia debe ser asignada a la justicia federal, tal como lo determina una reiterada doctrina del Tribunal. Asimismo, cabe recordar al respecto que, en principio, la nuda violación de garantías constitucionales proveniente de autoridades de provincia no determina por si sólo que las causas que así surjan deban tramitar ante la justicia federal, salvo que medien razones vinculadas a la tutela y resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Nacional, como sucede en este caso.


    Municipalidad de General Rodríguez c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Apremio


    COMP. 807, XXXIII, 19 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Despido. Obras sociales. Derecho administrativo. Competencia federal. 


    En autos, la pretensión se sitúa inequívocamente en el campo del derecho público administrativo (en este caso, federal), toda vez que sólo en ese contexto se resguarda a los trabajadores con un sistema de estabilidad como el que sustenta la petición actora, frente a la "protección contra el despido arbitrario" (art. 14 bis, CN) típica de la contratación laboral privada que se resuelve en el pago de una indemnización; extremo este último que, como lo afirma la peticionante, no resulta referible a su relación. No obstante que las obras sociales universitarias se encuentran excluidas del régimen de la ley 23.660 (L. 23.890), la ley 24.741 incluye a las mismas entre los agentes del seguro de salud; lo que torna referible a éstas la previsión del art. 38 de la ley 23.661, en orden a que "los agentes del seguro estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la correspondiente justicia ordinaria cuando fueren actoras”.


    Báez, Mirta Beatriz c/ Obra Social U.N.R. s/ Acción de amparo


    COMP. 82, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Competencia previsional. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 433, L. XXXIII, “Maltagliatti, Luis Adolfo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.


    Campanini, Romualdo c/ Administración de Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 665, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, “González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución Previsional”.


    Fabrello c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1046, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Prerrogativa de la administración. Derecho administrativo. Competencia contencioso administrativa. 


    Del examen del contrato de concesión celebrado por las partes, resulta que las estipulaciones contractuales conceden a la empresa de ferrocarriles, facultades más bien propias del derecho público que del derecho privado. Por ello, la demanda entablada por ejecución de cánones impagos debe tramitar ante el fuero contencioso administrativo, habida cuenta de que resulta necesario interpretar cláusulas y condiciones contractuales que importan una atribución a la actora de prerrogativas atinentes a las convenciones de derecho público.


    Ferrocarriles Metropolitanos S.A. c/ Julián, Mirta Susana s/ Proceso de ejecución


    COMP. 103, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Exhortos. Facultades de la alzada. Cámara federal de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, el cual prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Furundarena, Eduardo Néstor c/ Entel Empresa Nacional de Telecomunicaciones s/ Exhorto


    COMP. 1062, XXXIII, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, el cual prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Furundarena, Eduardo Néstor c/ Entel Empresa Nacional de Telecomunicaciones


    COMP. 1063, XXXIII, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Competencia previsional. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, “González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional.


    García, Emilio c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 46, XXXIV, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, “González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución Previsional”.


    Garzón, Ignacio Juan c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 1061, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Acordada de la Corte Suprema. Competencia previsional. 


    Resulta improcedente la remisión, atento que la Acordada que se cita se dictó con más de nueve meses de antelación a la fecha del decisorio en cuestión, situación que obviamente permite inferir que la Corte se expidió sobre el criterio que corresponde aplicar, más allá de los fundamentos de aquella, extremo que torna improcedente volver sobre los argumentos de la resolución cuestionada. Por otra parte, el Máximo Tribunal tiene dicho, de manera reiterada, que resulta indiscutible el carácter obligatorio de las decisiones adoptadas por la Corte Suprema en el ejercicio de su jurisdicción, que importa lo conducente a hacerlas cumplir.


    Maltagliatti Luis Adolfo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 433, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Competencia previsional. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 433, L. XXXIII, “Maltagliatti, Luis Adolfo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.


    Nardone, Nicolás c/ Administración Nacional de Seguridad s/ Ejecución previsional


    COMP. 349, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Delitos tributarios. Facultades de la alzada. 


    Incorrecta traba de la contienda. Cámara Nacional de Casación Penal.


    No se encuentra trabada en autos una contienda de competencia que toque a la Corte resolver. Ello, en primer lugar, sobre la base del criterio reiterado del Tribunal en el sentido que para tener por regularmente planteada una cuestión de competencia que quepa dirimir, es necesario que los magistrados que rechazaron un pedido de incompetencia pongan en conocimiento del declinante las razones que sustentan aquella decisión a fin de que éste manifieste si insiste o no en su postura, aunque resulten de una decisión anterior, circunstancia que no se da en autos. Tampoco corresponde que sea la Corte quien tenga que resolver. Ello así pues, de acuerdo con la doctrina establecida por el Tribunal a partir de Fallos: 316:1524, es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    Centro de Investigaciones Argentinas S.R.L. s/ Infracción Ley 23.771


    COMP. 124, XXXIV, 19 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Abduch, José Gabriel c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- Estado Mayor del Ejército s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 151, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Arpaia, Eduardo c/ Caja de Retiro Jubilaciones y Pensiones Policía Federal s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 153, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Bertelli, Hernán Renee Ramón y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 144, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Calderón, Miguel Adolfo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 154, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Casbarien, Abraham c/ Estado Nacional s/ Dependientes, otras prestaciones


    COMP. 155, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Dagotto, Ernesto Hugo c/ Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 149, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Dal Maso, Mariano José c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 156, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Lagos, Carlos Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 148, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Monferini Zapiola, Juan Emilio y otros c/ Estado Nacional - Ministerios de Defesa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 147, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Pérez Millan, Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerios de Defesa s/ personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 145, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Rial, Ricardo Jorge c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 150, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Rivero, Roberto Edgardo c/ Estado Nacional - Policía Federal Argentina s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 146, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Traverso, Orlando Pedro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 142, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Yanse de Cruz, Mónica Viviana c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior y otro s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 143, XXXIV, 27 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Personal militar. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Barrera Hamilton c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 234, XXXIV, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Barrionuevo, Miguel Francisco c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 230, XXXIV, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Cancino, Ramón Pedro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 228, XXXIV, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Amparo. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1042, L. XXXIII, "Centro Médico Segurola S.A. c/ Estado Nacional Argentino s/ Amparo Ley 16.986".


    CIMARA y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 178, XXXIV, 07 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Personal militar. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Correa, Juan Claudio y otros c/ Estado Nacional - I.A.F. s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 229, XXXIV, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad."


    Cruz, Tulio Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 176, XXXIV, 03 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Personal militar. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Groba, Beatríz Isabel c/ Estado Nacional - Estado Mayor del Ejército s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 237, XXXIV, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Hadad, Restituto Hugo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 233, XXXIV, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad."


    Lezaun, Román Avelino c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 168, XXXIV, 02 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad"


    Martínez, Eladio Rubén y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 180, XXXIV, 03 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Acevedo, Agustin y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 19, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad."


    Masferrer, Joaquín Emilio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - E.M.C.E. s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 169, XXXIV, 02 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad"


    Ortíz, José Remigio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 179, XXXIV, 03 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Acosta, Damacio c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 9, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Personal militar. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Ríos, Carlos Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 235, XXXIV, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Vergara, Oscar Uladislao y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 227, XXXIV, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg."


    Vitri, Mauricio Andrés c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 224, XXXIV, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Aguilar, Carlos Roberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 17, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Alsina, María Selva y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 16, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Álvarez, Oscar y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 42, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Ascurra, Roberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 68, XXXIV, 20 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Assunpcion de Colzera, Maria Leonida y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 12, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Ávalos, Ramón y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 20, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remite la Corte.


    Barbaran Segovia, Rogelio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 25, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Blanco, Oscar Anibal c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 32, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Bringas, Ana María c/ Caja de Retiros Jubilados y Pensionados de la Policía Federal s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 31, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Casavega de Schneider, Olga Ofelia y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 67, XXXIV, 20 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Cejas, Daniel Blas Ramón y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 43, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Ciani, Arturo José y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 7, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Cirelli de Ramato, Nelly Norma y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 14, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Claisse, Graciela y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 4, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    De Galvagni, Carlos Adolfo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 21, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Del Pino de Bauler, Blanca Rosa c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 64, XXXIV, 20 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Di Virgilio, Adolfo Buenaventura y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 35, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Hraste, Antonio Adriano y otros c/ Ministerio de Defensa - Dirección Nacional de Gendarmería s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 8, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos ser remitió la Corte.


    Figueroa, Manuel Armando c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 24, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Hernández, Valentín Felix y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 27, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Hoffmann, Roberto Juan y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 26, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti,v lda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    López Pereyra, Miguel Angel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 36, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Luján, Juana Inocencia c/ Instituto de Ayuda Financiera s/ Personal militar y civil de las FFAA. y de Seguridad


    COMP. 41, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Marzano de Vergani, Angélica Teresa c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 66, XXXIV, 20 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Miranda, Héctor César c/ I.A.F. - Estado Nacional s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 18, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Molina, Eduardo Manuel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 10, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Muñoz, Domingo Darío y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 37, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.".


    Husulak, Elena c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 284, XXXIV, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Competencia contencioso administrativa. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Aida Blanca y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- c/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seg.", a cuyos fundamentos se remitió la Corte en su sente


    Martínez, Pedro y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Educación y Justicia de la Nación- s/ Reajustes varios


    COMP. 286, XXXIV, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Otero, Antonio Santiago c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 28, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Pieri, Manuel Bautista y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 39, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Pilepich, Jorge Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 33, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Portela, Irineo Jorge c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 34, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Pugliese, Carlos Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Interior - Caja de Retiro, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 22, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Romero, Federico Jorge c/ Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto s/ Reajustes varios


    COMP. 15, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Salazar, Raúl Marcelo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 29, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Scifo Módica, Raúl y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 23, XXXIV, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Soria, Isabel Etelvina c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones Policía Federal s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 13, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Villalobos, José c/ Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 65, XXXIV, 20 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”; a cuyos fundamentos se remitió la Corte.


    Williams, Owen Llwyd y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP. 6, XXXIV, 13 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos de las causas Comp. 96, L. XXV, "Wendler, Héctor Eladio c/ Administración Nacional de Aduanass/ Artículo 40, L. 22.140"; Comp. 455, L. XXXII, "De Sarro, Juan Carlos c/ Adm. Nac. de la Seguridad Social"y


    Reynard de Astudillo, Gloria Margarita y otro c/ A.N.A.


    COMP. 426, XXXIV, 19 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Ley provincial. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Remisión al fallo de la causa H. 148, L. XXIX, "Hidroeléctrica El Chocón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción meramente declarativa".


    Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina (AGUEERA) c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa


    A. 95, XXX, 02 de abril de 1998


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Civil


    Beneficio de litigar sin gastos


    Falta de prueba. Denegatoria del beneficio. 


    Las pruebas no alcanzan para modificar la opinión contraria a la concesión de la facilidad impetrada sostenida en el dictamen, por lo que, de conformidad con lo sostenido por el Representante del Fisco, continúa sin acreditarse la situación de pobreza que se alega, por lo que el beneficio debería ser rechazado.


    Baumler, René Alfredo C/ Mendoza, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    B. 250, XXXII, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Otorgamiento del beneficio. 


    El Tribunal en reiteradas oportunidades ha sostenido el criterio que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es necesario que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar, razonablemente que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. Habida cuenta de ello, en cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio. En su mérito, dichos requisitos se pueden dar por alcanzados respecto de este peticionario a tenor de la prueba testimonial y documental presentada. En consecuencia, los medios de prueba colectados revelan indicios que permiten concluir que los recursos económicos de que dispone el peticionario sólo alcanzan para satisfacer las necesidades propias de su subsistencia diaria, sin que con ellos pueda hacer frente por el momento, a las erogaciones que le demanda este proceso. Por todo ello, de conformidad con el dictamen emitido por el señor Representante del Fisco, haciendo reserva de lo dispuesto en el artículo 84 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación a efectos de garantizar el derecho a la defensa en juicio, fundamento del beneficio de litigar sin gastos, el Tribunal puede hacer lugar a lo peticionado y conceder al actor dicha facilidad.


    Coco, Fabián Alejandro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 742, XXXIII, 16 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del beneficio. 


    La Corte ha sostenido que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. Asimismo, importa destacar que el hecho de que la actora sea una sociedad anónima no la priva del derecho a pedir tal facilidad, toda vez que el artículo 78 del Código ritual no hace distingos en cuanto a quienes pueden tener acceso a dicho beneficio, sean personas físicas como de existencia ideal. No obstante lo expuesto, cuando la que demanda es una sociedad comercial que persigue fines de lucro, el instituto en examen debe ser apreciado con prudencia, a fin de no desnaturalizarlo, puesto que su fundamento reside en evitar que se vean afectados el derecho a la igualdad de las partes en el proceso y la garantía de la defensa en juicio. Ello es así, habida cuenta de que por medio de esta facilidad se asegura la prestación de los servicios de justicia, no ya en términos formales, sino con un criterio que se adecua a la situación económica de los contendientes. Por lo tanto, en cada situación concreta, el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca. La sociedad actora no logró acreditar su carencia de recursos ni su imposibilidad de obtenerlos, toda vez que de las pruebas que se han aportado en el incidente no surge, con el rigor que es menester para el otorgamiento de una franquicia de carácter restrictivo y de excepción como la que aquí se solicita, que la empresa se encuentre imposibilitada de afrontar los gastos que le demande el proceso, máxime cuando ni siquiera se encuentra en convocatoria, ni se le ha pedido la quiebra. Tampoco debe olvidarse que, frente a los intereses de la peticionaria se hallan los de sus contrarios, tan respetables como los de aquélla, los que podrían verse afectados si a un limitado beneficio se lo transforma en indebido privilegio.


    Bareco Argentina S.A.C.e I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Sumario


    B. 63, XXXII, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Daños y perjuicios. Denegatoria del beneficio. 


    La iniciación y sustanciación de un proceso como el de autos, de tipo civil, importa impulsar una actividad jurisdiccional que, por su naturaleza, trae aparejada una serie de gastos que, en principio, deben ser soportados por las partes que persiguen la satisfacción de determinada pretensión. Si bien el ordenamiento procesal vigente hace excepción a este principio general autorizando su dispensa total o parcial, ello es así en la medida en que el litigante acredite, de manera fehaciente e indudable, que se verifican, a su respecto, las condiciones de pobreza que invoca y que le impedirían hacer frente a esa erogación. En este orden de ideas, la Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. Al no demostrar el requirente la situación de pobreza que alega para afrontar los gastos del proceso, demostración que incumbe a quien la invoca, no se dan en el sub-examine los extremos que permitan conceder el beneficio solicitado.


    Lapadu, Alejandro M. c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    L. 656, XXXI, 11 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Otorgamiento del beneficio. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. En cada situación concreta, por lo tanto, el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de pobreza, sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza el otorgamiento del beneficio. En consecuencia, toda vez que para la concesión del beneficio no es requisito indispensable demostrar un estado total de indigencia, la Corte puede hacer lugar a la facilidad impetrada.


    Porreca, Héctor c/ Mendoza, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 209, XXXII, 02 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Otorgamiento del beneficio. 


    El Tribunal, en reiteradas oportunidades, ha sostenido el criterio que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es necesario que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar, razonablemente, que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento.


    Chaves, Fabián Mario c/ Tucumán, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 261, XXXIII, 15 de abril de 1998


    Ver dictamen


     


    Apreciación del juez. Caso concreto. Otorgamiento del beneficio. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. El Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de pobreza, sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza el otorgamiento del beneficio.


     Bouilly, Mario Guillermo c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    B. 1264, XXXII, 09 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Caso concreto. Otorgamiento del beneficio. 


    La Corte, en reiteradas oportunidades, ha sostenido el criterio que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es necesario que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar, razonablemente, que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. Habida cuenta de ello, en cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio.


     M. A., R. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    M. 1381, XXXI, 05 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    La Corte en reiteradas oportunidades ha sostenido el criterio que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es necesario que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar, razonablemente, que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. Habida cuenta de ello, en cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio.


     Ortiz, Rita c/ Buenos Aires, Provincia de (Hospital Interzonal de Agudos Vicente López y Planes)


    O. 48, XXXII, 06 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Sociedad anónima. Apreciación del juez. Caso concreto. Denegatoria del beneficio. 


    La Corte ha sostenido que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. Asimismo, importa destacar que el hecho de que la actora sea una sociedad anónima no la priva del derecho a pedir tal facilidad, toda vez que el artículo 78 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no hace distingos en cuanto a quienes pueden tener acceso a dicho beneficio, sean personas físicas como de existencia ideal. No obstante lo expuesto, cuando la que demanda es una sociedad comercial que se inspira en fines de lucro, el instituto en examen debe ser apreciado con prudencia, a fin de no desnaturalizarlo, puesto que su fundamento reside en evitar que se vean afectados el derecho a la igualdad de las partes en el proceso y la garantía de la defensa en juicio. Por lo tanto, en cada situación concreta, la Corte deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca.


      Patagonian Rainbow S.A. c/ Neuquén, provincia del y otros s/ Cumplimiento de contratos


    P. 505, XXIX, 18 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Conflicto negativo de competencia


    Internación. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" y, Comp. N° 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    N., M. E. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 587, XXXIV, 25 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Sucesiones. Acciones personales. División de la herencia. Acreedores de la sucesión. Fuero de atracción. Disolución de sociedades. Competencia nacional. Competencia civil. 


    El art. 3284 inc. 4° del Código Civil dispone, que el juicio sucesorio atrae las acciones personales de los acreedores del difunto, antes de la división de la herencia. Ha sido también reiteradamente dicho por la Corte que el fuero de atracción de los procesos universales es un instituto de orden público. Por ello, su aplicación puede darse incluso de oficio sin importar la etapa en que se encuentren los procesos y aunque se trate de una ejecución de sentencia. Asimismo, se ha considerado que la disolución de una sociedad de hecho, en la medida que persiga la entrega de parte de los bienes del causante de una sucesión corresponde al juez que entiende en ésta.


    García, Gustavo c/ Herederos de García, Héctor s/ Incidente cobro de pesos


    COMP. 552, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Tutela. Representación de incapaces. Competencia federal. 


    La Corte tiene decidido que si los dos magistrados entre los que se planteó el conflicto se encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar del menor, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se halla en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de sus derechos.


     P., D. M. s/ Incidente de competencia


    COMP. 353, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Procesos especiales. Competencia civil. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “C., J. A. s/ Internación”; y Comp. 35, L. XXX, “C., M. A. s/ Internación.


    B., A. s/ Insania


    COMP. 121, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Competencia provincial. 


    La Corte ha dicho que es competente la justicia local para conocer en la demanda contra una empresa telefónica fundada en una enfermedad-accidente de trabajo. Tal hipótesis guarda sustancial analogía con el caso de autos, en el cual se reclama una indemnización por accidente de trabajo con fundamento en normas de derecho común, de modo que no resulta afectada la prestación del serviciode telecomunicaciones, ni destino el de utilidad nacional que la empresa está destinada a servir.


    José, Sandra Adriana c/ Pont S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 60, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Privación de la responsabilidad parental. Competencia provincial. 


    Domicilio de los padres.


    Resulta de aplicación el criterio sostenido por la Corte, en el sentido de que, en principio, el domicilio de los padres determina la competencia para entender en cuestiones vinculadas a la práctica de dicha potestad, pauta de la que sólo cabría apartarse en circunstancias excepcionales en las que puedan verse comprometidos el cuidado, la seguridad o el interés de los menores, situación que, hasta ahora, no se vislumbra pueda configurarse si interviene en la litis la justicia local que corresponde a la residencia de la progenitora.


    P., V. s/ Privación de la patria potestad


    COMP. 1064, Sin Tomo, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Facultades de la alzada. Competencia civil y comercial federal. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, el cual prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la aIzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Scannapiecco, Alejandro R. c/ Espinosa, Paola s/ Sumario


    COMP. 71, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Juicios universales. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”.


    Soto, Ramón y otra c/ Empresa Godoy S.R.L. y/o Catalino Ferreyra y/o g.r.p. y/o r. s/ Ordinario


    COMP. 1011, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Interdicto de recobrar. Cuestión no federal. Derecho privado. Competencia civil y comercial. 


    No se configura ninguno de los supuestos que tornarían procedente el fuero federal. Ello es así por cuanto la relación jurídica que originó el litigio se da entre dos personas de derecho privado, sin participación alguna, en principio, del Estado Nacional, más allá de que éste sea el titular del inmueble del que se pretende recuperar el uso pleno de un espacio. Por otro lado, en cuanto a la competencia federal ratione materiae, no resulta aplicable al sub lite la jurisprudencia de la Corte, que dispone la procedencia del fuero de excepción cuando se trata de precisar el sentido y los alcances de normas federales, toda vez que el fundamento jurídico de la accionante está dado principalmente por normas de derecho privado -extremo al que debe atenderse a fin de fijar la jurisdicción- circunstancia que no se ve alterada por la eventual aplicación, en algunos aspectos, del Contrato de Concesión aprobado. Finalmente, tampoco se han afectado intereses nacionales ni se demuestra de modo fehaciente que se encontraría en juego la prestación del servicio, supuesto que en caso de darse, sería susceptible de habilitar la jurisdicción federal.


    Transportes Metropolitanos General Roca c/ Domínguez, Oscar Alfredo s/ Interdicto de recobrar


    COMP. 826, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Indemnización por accidente de trabajo. Muerte del trabajador. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Habiéndose iniciado la demanda con anterioridad a la vigencia de la Ley 24.557, de conformidad con lo establecido por el propio art. 49, disposición final 3a de dicha norma, y por los arts. 3°, del C. Civil y 4°, C.P.C.C.N., corresponde que la presente continúe su trámite por ante la justicia ordinaria de la provincia. No obsta a ello que a la fecha, haya sido derogada la ley 24.028, y con ella su artículo 15, toda vez que iniciada la causa con anterioridad a la vigencia de la Ley 24.557, y habiéndose limitado el juez actuante a disponer la suspensión del proceso "...en el estado en que se encuentra...", correspondía a la Alzada provincial pronunciarse sobre los agravios arrimados a su conocimiento, de cuya suerte dependía la continuidad del presente, la confirmación de la suspensión, o, aun, en su caso, el rechazo de la demanda.


    Morales de Mallea, Beatríz A. c/ IVACO Const. S.R.L s/ Laboral


    COMP. 132, XXXIV, 21 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Falta de tribunal superior común. Competencia provincial. 


    El artículo 21 de la ley 24.522, que establece las consecuencias que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, menciona a los juicios ejecutivos de garantías reales, dentro de los excluidos de radicación, sometiéndolos solamente al requisito, para continuar su trámite, de presentar el pedido de verificación, con lo cual la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin reparos, respecto a que no ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y deben continuar ante el juzgado de origen.


    Pisano, Marta B. y otros c/ Confeggi, Roberto O. y otros s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 62, XXXIV, 21 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Incidente de nulidad. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    En cuanto a la problemática vinculada a si el fuero de atracción que establece el artículo 21 de la ley 24.522, es inmediatamente operativo cuando, se encuentra pendiente de tratamiento un recurso de apelación interpuesto contra la sentencia, si bien la nueva ley dispone la radicación ante el juez del concurso, de todos los expedientes que tramitan tanto en la misma como en extraña jurisdicción, resulta aplicable al caso, la doctrina de la Corte que ha establecido que la vigencia del fuero de atracción debe ajustarse a los principios del derecho procesal según los cuales, el tribunal de alzada no puede pronunciarse sino sobre cuestiones decididas en la instancia inferior, correspondiente al mismo fuero, lo que obliga a diferir la remisión del expediente hasta tanto aquel resuelva sobre los recursos de apelación. No altera el criterio expuesto el hecho de que el juez requerido no se haya pronunciado acerca de la concesión del recurso, máxime cuando la apelación fue planteada con anterioridad a la recepción del oficio remitido por el juez concursal. Así, es suficiente que ella haya sido interpuesta en término para que resulte aplicable la jurisprudencia citada, sobre si se tienen presentes las razones de orden práctico y jurídico que la sustentan. En efecto, la jurisdicción del tribunal de apelaciones al que corresponde intervenir en el juicio de quiebra no puede extenderse a revisar una sentencia válidamente dictada por un juez de otro fuero, ya que ello podría conducir a situaciones incompatibles con la buena marcha de los procesos. Asimismo, la distinción entre radicación y suspensión de las causas con motivo del concurso, y los demás argumentos referidos a los cambios operados con la nueva ley, resultan inconducentes para el análisis del conflicto, desde que en la especie no se cuestiona la atracción que ejerce el proceso concursal, sino que dicho desplazamiento debe quedar diferido hasta tanto se encuentre firme la sentencia. En ese orden, la doctrina de Fallos: 224:531, dejó establecido que, en casos como éste, el fuero de atracción sólo podría operar después de que quede firme la sentencia ya dictada, momento en el que, necesariamente, debe remitirse el juicio al tribunal de la quiebra.


    Vitale Lamon Moro y Cía. S.C s/ Incidente de nulidad


    COMP. 197, XXXIV, 21 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Declaración de insania. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “G., H. s/ Protección de personas”.


    La Corte ha puesto reiteradamente de manifiesto, la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, a fin de resguardar los principios de seguridad jurídica y economía procesal, extremo que no se ha configurado en el sub judice.


    C., J. R. s/ Insania


    COMP. 287, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Adopción. Interpretación de la ley. Competencia provincial. 


    Domicilio del adoptante.


    El artículo 321 inciso a) del código civil, aplicable al sub lite, dispone que la acción de adopción debe interponerse ante el juez o tribunal del domicilio del adoptante o del lugar donde se otorgó la guarda. En la especie se da la particular circunstancia de que la adopción fue otorgada extrajudicialmente, posibilidad prohibida por el régimen legal actual, pero admitida en la anterior Ley de Adopción vigente al tiempo de su otorgamiento. En cuanto se refiere al domicilio del adoptante, existe contradicción entre lo denunciado en la demanda y el declarado en la solicitud de trámite. En atención a ello ha de estarse a la prueba documental ofrecida y agregada a la causa, de lo que surge que el último domicilio que figura en el documento nacional de identidad de la actora se sitúa en la provincia de Buenos Aires.


    Por lo expuesto, y conforme a lo preceptuado en el artículo 321, inciso a) del Código Civil, corresponde al tribunal provincial conocer en el juicio de adopción.


    C., S. A. s/ Adopción


    COMP. 273, XXXIV, 24 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso, el criterio jurisprudencial sentado por la Corte, en el sentido de que, en virtud de lo dispuesto por los artículos 32, 33 y 34 del decreto-ley 15.348/46, las acciones por cobro de un crédito garantizado con prenda con registro contra una sucesión, no están comprendidas en el artículo 3284, inciso 4° del Código Civil, por lo que no rige el fuero de atracción del juicio sucesorio.


    Círculo de Inversores S.A. p/ Fines Determinados c/ Leiva, Rosa y otro s/ Especiales


    COMP. 291, XXXIV, 24 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Compraventa. Vicios redhibitorios. Entes autárquicos. Lugar de cumplimiento de la obligación. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    El Tribunal tiene reiteradamente dicho, que los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción, deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimientos; y también ha establecido que para determinar la competencia, cabe atender de modo principal a la exposición de los hechos que la parte actora hace en la demanda. Partiendo de dichas premisas, el artículo 5, inciso 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que cuando se ejercitan acciones personales, es competente el juez del lugar en que deba cumplirse la obligación, y, en su defecto, a elección del actor, el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato. Por otra parte, conforme a lo prescripto por el artículo 1°, segundo párrafo y por el artículo 2°, primera parte, de ese cuerpo legal, cuando se trata de asuntos exclusivamente patrimoniales, la jurisdicción territorial es prorrogable mediante convenio escrito y conformidad explícita de los interesados. No concurren en la especie los supuestos de excepción contemplados por el artículo 1°, segundo párrafo y, por el artículo 2°, primera parte del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Por lo tanto, resulta de aplicación, en consecuencia, la competencia territorial establecida por su artículo 5°, inciso 3°, es decir, el lugar del cumplimiento de la obligación. Dado el carácter de entidad autárquica del organismo demandado, corresponde además, pronunciarse acerca de la competencia en razón de las personas. Conforme a la ley de su creación, el Instituto de Vivienda del Ejército, es un organismo autárquico, persona de derecho público, facultada para adquirir derechos, contraer obligaciones y manejar fondos asignados, cuyo Presidente de Directorio, debe ser designado por el Poder Ejecutivo Nacional a propuesta del Comandante en Jefe del Ejército. Asimismo el artículo 11° del Decreto 739, reglamentario de la ley citada, declara de interés nacional al patrimonio y régimen funcional de este Instituto y dispone que los actos y contratos que realice para el logro de su cometido guardan relación y están vinculados con la Defensa Nacional. Por consiguiente, es posible afirmar que, en principio, los juicios en que intervenga interesan a la Nación, dado a que podría hallarse comprometida su responsabilidad. Esta circunstancia, determinaría la jurisdicción federal ratione personae, con arreglo a lo dispuesto por los articulos 116° de la Constitución Nacional; 2° inciso 6° y 12° de la Ley 48; y 111°, inciso 5° de la Ley 1893, y jurisprudencia de la Corte, que ha establecido que corresponde a la justicia federal y no a la provincial, conocer de las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte.


    Gallardo, Darío Benito y otros s/ Compraventa en general


    COMP. 250, XXXIV, 16 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Falta de tribunal superior común. Competencia provincial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”, y Comp. 401, L. XXXII, “Mastroianni, Antonio M. c/ Reduto, Gustavo s/ Sumario”. Ambos con sentencia de conformidad.


    La sanción de la ley 24.522, obliga a variar el criterio anterior adoptado por la Procuración General, y por ende, corresponde que la demanda de daños y perjuicios continúe su trámite ante el juzgado de origen, con intervención de la sindicatura, en razón de lo dispuesto en el artículo 133 de aquella norma.


    García, Roxana y otro c/ Faijoo, Sergio F. y otros s/ Sumario


    COMP. 91, XXXIV, 16 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa “G., H. s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    J., R. s/ Internación


    COMP. 312, XXXIV, 24 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Sucesiones. Petición de herencia. Nulidad del acto jurídico. Nulidad de testamento. Fuero de atracción. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es uniforme el criterio doctrinario y jurisprudencial, en el sentido de que el fuero de atracción establecido por el artículo 3284, inciso 1° del Código Civil, comprende las acciones por nulidad de testamento y las de petición de herencia. Si bien, en principio, los juicios universales atraen al juzgado donde tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, cabe apartarse en la especie de este postulado, por cuanto, tratándose de una acción que cuestiona el título invocado por el presunto heredero y pretende la adquisición de los bienes hereditarios, por imperio de la disposición legal antes citada, por razones de economía procesal y seguridad jurídica, debe permanecer atraída por el sucesorio hacia el que fue dirigida, y con cuyo patrimonio se vincula. También la doctrina y la jurisprudencia han establecido que la petición de herencia importa un reclamo de entrega de todo o parte de los bienes relictos, y por consiguiente, atento a los dispuesto en el inciso 1° del artículo 3284 del Código Civil, es indudable que este tipo de juicios debe someterse a conocimiento del juez del sucesorio a cuyo acervo se refiere.


    Ministerio de Cultura y Educación de la Nación c/ Makinley, Patricio R. y otros s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP. 255, XXXIV, 16 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Falta de tribunal superior común. Fuero de atracción. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 514, L. XXXI, "Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario", con sentencia en la que la Corte hizo suyos los fundamentos y conclusiones del dictamen de la Procuración General.


    Norte, Graciela Luján c/ Empresa Guidi S.R.L. y/o quien resulte responsable s/ Daños y perjuicios


    COMP. 192, XXXIV, 16 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, “C., J. A. s/ Internación”, y Comp. 35, L. XXX, “C., M. A. s/ Internación”.


    S., F. M. s/ Artículo 482 Código Civil – Proceso especial


    COMP. 293, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa “G., H. s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    F., A. R. s/ Internación


    COMP. 359, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Declaración de insania. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa “G., H. s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    La Corte ha puesto reiteradamente de manifiesto, la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, supuestos no configurados en el sub lite, y que tienen fundamento en principios de seguridad jurídica y economía procesal.


     L., R. s/ Insania


    COMP. 366, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Competencia nacional. 


    Corresponde a la Corte dirimir el conflicto de competencia, en los términos del artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58. 


    Dicha cuestión, encuadra en la jurisprudencia sostenida por la Corte, en el sentido de que las acciones por cobro de un crédito garantizado con hipoteca contra una sucesión, no están comprendidas en el artículo 3284, inc. 4°, del Código Civil, por lo que no rige respecto de ellas el principio con arreglo al cual, el juicio sucesorio atrae las acciones personales que se sigan contra el deudor fallecido. De acuerdo a los precedentes referidos, el proceso sucesorio de uno de los demandados no ejerce fuero de atracción sobre el juicio hipotecario, debiendo éste continuar su trámite ante el juez a cuya jurisdicción se sometieron las partes en la cláusula de la escritura hipotecaria.


     Pieroni, Pedro F. c/ Balmaceda de Tocarello L. s/ Ejecución


    COMP. 349, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Protección de personas. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación"; y Comp. n° 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    V., G. F. Q. s/ Protección persona


    COMP. 361, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 514, L.XXXI, "Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario".


    Cisneros, Graciela Teresa c/ Coria, Hugo y otra s/ Daños y perjuicios


    COMP. 388, XXXIV, 24 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución previsional. Competencia federal. Competencia previsional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".


    Gassino, Aldo c/ ANSES s/ Ejecución previsional


    COMP. 376, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Principio de inmediación. Economía procesal. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, C., J. A. s/ Internación".


    N. L., P. s/ Internación


    COMP. 89, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 514, L.XXXI, "Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario".


    Pereyra, Leonardo C. c/ Duran C. Alberto s/ Daños y perjuicios


    COMP. 386, XXXIV, 24 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia nacional. Competencia laboral. 


    No corresponde que la Corte se pronuncie sobre la cuestión planteada por el señor juez en lo laboral, ya que la contienda fue dilucidada por el órgano con facultades para ello, el que ha determinado, de manera definitiva, que el titular del Juzgado Nacional del Trabajo es quien posee aptitud jurisdiccional para entender en la presente causa.


    Ponce, Alicia c/ Compañía Elaboradora de Productos Alimenticios S.A. s/ Accidente – Acción civil


    COMP. 411, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Quiebra. Fallido codemandado. Interpretación de la ley. Fuero de atracción. Seguridad jurídica. Economía procesal. Ejecución de sentencia. Competencia provincial. 


    Si bien la norma legal aplicable en el caso, artículo 133 de la ley 24.522, no resulta suficientemente específica, de una interpretación sistemática de la ley surge que el instituto del fuero de atracción tiene por objeto, someter al conocimiento de un solo tribunal, todas las causas de naturaleza patrimonial iniciadas contra el fallido, logrando de tal modo, un conocimiento acabado de la situación patrimonial, tanto en lo que hace a la composición del pasivo, como a la del activo, evitando de tal suerte las ejecuciones particulares, y favoreciendo la pars condictio creditorum, a la vez que torna operativos principios sustánciales como el de seguridad jurídica, eludiendo la posible contradicción y el llamado escándalo jurídico que se derivaría de distintas sentencias judiciales, a raíz de la solución de conflictos de similar naturaleza, ello sin perjuicio de los que hacen a la economía procesal. La prescripción legal está dirigida y resulta aplicable sólo a los supuestos en que no haya recaído sentencia, y tal facultad, para cumplir con los principios que reglan el trámite concursal abierto, será ejercida por el juez del concurso.


    Skoppek, Reinaldo Roberto c/ Transportes Lingas S.A. y Francisco Higinio Guastillo s/ Cobro ejecutivo de alquileres


    COMP. 329, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Quiebra. Fuero de atracción. Seguridad jurídica. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    Debe hacerse estricta aplicación de lo dispuesto por el art.132 de la ley 24.522, que establece el principio del fuero de atracción en los procesos falenciales. Ello es así, por cuanto la ley concursal constituye un ordenamiento con contenido de orden público, en particular aquellas normas referidas a la asignación de competencia de tribunales, que tiende a preservar, como en el caso, los principios liminares de seguridad jurídica, la igualdad de situación y tratamiento de los interesados y a impedir el dictado de decisiones opuestas; consecuentemente, los tribunales no pueden, so pena de afectar la debida administración de justicia, ignorar la existencia de tales normas vigentes, si no media una expresa declaración de invalidez como respuesta a una no menos expresa formulación de parte.


     Tartaglia, Guillermo Enrique c/ Blanco, Miguel Sandro s/ Despido


    COMP. 402, XXXIV, 24 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Inhibitoria. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 213, L. XXXIV, “Fisco Nacional c/ N.N. y/o Varela, Juan Pedro c/ Expropiación incidente 31/2 - incidente de inhibitoria".


    Antelo, Marcelo Gustavo s/ Denuncia conflicto de competencia en autos "Sucesión Rosa Consenza de Varela y otro c/ Estado Nacional y otro"


    A. 106, XXXIV, 08 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Responsabilidad civil. Médicos. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 191. XXXIII, "Udry, Gustavo Adolfo c/ Caldeiro, Juan Carlós s/ Daños y perjuicios -resp. profesional-".


    Gutiérrez, Stella Maris c/ Fuerza Aérea Argentina y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 447, XXXIV, 27 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Impugnación del acto administrativo. Aplicación de la ley laboral. Competencia laboral. 


    A fin de resolver la presente contienda, resulta sustancial determinar si la pretensión que se persigue en autos pertenece o no a la competencia del fuero contencioso-administrativo federal, la cual no se define por el órgano emisor del acto impugnado, por el carácter de las partes que intervienen en el proceso judicial o por el hecho de que se plantee la nulidad de un acto administrativo, sino por la aplicación de normas de Derecho Administrativo para regir la cuestión litigiosa. Si bien en la causa sub-examine se solicita la nulidad de un acto administrativo por supuesto error en la voluntad del órgano emisor, la materia sobre la que versa el asunto pertenece al Derecho del Trabajo, toda vez que, al momento de pronunciarse sobre si existió o no el error alegado, el magistrado competente deberá determinar si la incapacidad laboral del agente es, o no es, una consecuencia directa del trabajo que éste realizaba, lo cual remite a la aplicación e interpretación de normas propias de esa rama del derecho y requieren, del juzgador, una específica versación jurídica sobre ella.


    Administración de Parques Nacionales c/ Puelman, Ramón Edgardo s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 751, XXXIII, 03 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Competencia civil y comercial. 


    La Corte ha declarado en reiteradas oportunidades, que el proceso universal de sucesión atrae al juzgado donde tramita, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción. Asimismo, tiene establecido, que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión, son imperativas o de orden público, puesto que tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario, tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión, y que no pueden ser dejadas de lado, ni aún por convenio de partes. En la especie, los herederos no pudieron ser demandados por derecho propio. En efecto, del texto de la demanda, a cuya exposición de los hechos cabe atender de modo principal para determinar la competencia, surge que la misma se sustenta en que el causante, era el "titular-poseedor" del vehículo en que se conducía la actora, y en que se lo considera civilmente responsable del hecho. Consiguientemente, la acción compromete al patrimonio del "de cujus", por lo que ha de considerarse comprendida dentro de los supuestos contemplados por el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil. No altera el criterio expuesto, el hecho de que exista pluralidad de demandados, desde que la Corte tiene dicho, que es competente el juez donde tramita el sucesorio del codemandado principal, toda vez que no se observa que los demás, puedan ver disminuidos sus derechos por la mera circunstancia de que el juicio universal atraiga el suyo, derechos que, con toda amplitud y sin menoscabo de la garantía constitucional de la defensa, pueden hacer valer ante el juez de la sucesión.


    Canda, Marcela Mariel c/ Paradela de Battioni, Laura s/ Daños y perjuicios


    COMP. 167, XXXIV, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    División de condominio. Sucesiones. Indivisión hereditaria. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En primer término, el artículo 3284, inciso 1° del Código Civil, dispone que el juicio sucesorio atrae las demandas concernientes a los bienes hereditarios, hasta la partición inclusive, cuando son interpuestas por algunos de los sucesores universales contra sus coherederos; entre las que corresponde incluir, a las de división del condominio proveniente del estado de indivisión de la herencia. Por otra parte, dicho criterio, posee sustento doctrinario y jurisprudencial, desde que, en principio, la inscripción de la correspondiente declaratoria de herederos en el Registro de la Propiedad Inmueble, no produce el cese de la indivisión hereditaria, el que sólo ocurre mediante la partición de los bienes debidamente inscripta. Del texto de la demanda, a cuya exposición de los hechos cabe atender de modo principal para determinar la competencia, surge que son los herederos de las últimas sucesiones, juntamente con la copropietaria, quienes promueven la presente acción contra los condóminos. Por tanto, la demanda no debe ser atraída, por haber cesado en ellos el estado de indivisión hereditaria, por lo que ya no subsiste el fuero de atracción respecto de cuestiones concernientes al bien en cuestión. Por otro lado, esta acción tampoco puede ser atraída por los procesos sucesorios dada su naturaleza real, y desde que no ha sido interpuesta por alguno de los sucesores universales de los causantes contra sus coherederos, sino que todos éstos revisten en la especie el carácter de actores.


    Codevilla, Víctor y otros c/ Ayelli, Enrique A. y otros s/ División de condominio


    COMP. 125, XXXIV, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Protección de personas. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    K., Alicia s/ Inhabilitación artículo 152 bis


    COMP. 232, XXXIV, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    L., N. Y. y L. C. s/ Protección de persona


    COMP. 249, XXXIV, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Nulidad del acto jurídico. Compraventa inmobiliaria. Sucesiones. Competencia provincial. 


    En el caso, se trata, de una acción personal que, aunque dirigida contra los sucesores, compromete al haber relicto del causante, por lo que ha de considerarse comprendida, a su respecto, en el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil. En el sub-lite, se está frente a una demanda concerniente a los bienes hereditarios, que pudiera encuadrarse en los supuestos contemplados por el inciso 1° del mismo artículo, por cuanto no es una acción suscitada exclusivamente entre coherederos, en el sentido allí previsto. A mayor abundamiento, la eventual nulidad de la venta, no afectaría la partición en las sucesiones, y sí, en cambio, modificaría no sólo el patrimonio del incapaz, sino también la masa de bienes hereditarios en la sucesión del causante desde que incorporaría los derechos y acciones indivisos que correspondían al causante sobre el inmueble objeto de dicha venta.


    Z., C. M. c/ M. de Z., E. A. y otros s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP. 130, XXXIV, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Declaración de insania. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido en numerosos fallos, que respecto a la competencia en juicios de insania, se impone considerar subsistente la jurisdicción territorial del tribunal que previno, máxime cuando, como en el caso, el juez ha discernido la curatela, y ha intervenido en diligencias posteriores, aunque el domicilio del incapaz se asiente en otra jurisdicción. También tiene dicho la Corte que, aún en el caso en que el domicilio de la incapaz ya no estuviera dentro de su jurisdicción, subsiste la competencia del Juez que declaró la interdicción.


    B., V. d V. s/ Insania


    COMP. 379, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Filiación. Interés superior del niño. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    Se encuentra planteado un conflicto de competencia que debe dirimir la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58. Teniendo presente los beneficios de orden práctico para la adecuada tramitación del juicio, y la atención del interés de la menor, toman aconsejable que sea el juez de su residencia el que conozca en la causa, ya que no hay motivos como para disponer que deba tramitar en otra jurisdicción en orden al domicilio del demandado. La Convención de los Derechos del Niño, de jerarquía constitucional, establece que en todas las medidas que a ellos conciernen, debe atenderse primordialmente a su interés superior, y obliga a los Estados Partes a que adopten todas las disposiciones administrativas, legislativas y de otra índole, para dar efectividad a los derechos reconocidos por tal Convención. Esta tutela fundamental de la que es sujeto el menor, no sería eficaz, si, por aplicación de las pautas genéricas contenidas en el artículo 5, inciso 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se lo obligara a trasladarse de su domicilio, e incurrir en diligencias costosas para reclamar su filiación. Por otra parte, a falta de un precepto legal que contemple concretamente la situación planteada, debe entenderse, atendiendo a la naturaleza y origen de la obligación, que es juez competente el del lugar donde se encuentra el menor y se domicilia la madre de aquél, quien peticiona a su favor. Similar tesitura ha sustentado la Corte respecto de la tenencia y régimen de visitas, al declarar que razones vinculadas a la posibilidad de una mayor inmediación, en orden a lo dispuesto por el artículo 264 del Código Civil toman aconsejable que sea competente el juez del domicilio en que el menor reside con su madre, analógicamente aplicable al caso. Conforme a lo expuesto y dentro del limitado marco cognoscitivo en que se dirimen los conflictos de competencia, y sin abrir juicio sobre la cuestión de fondo, aún de interpretarse dudoso el criterio que debe prevalecer en la especie, se impone adoptar, la solución que favorezca el ejercicio de los derechos de la menor que reclama la filiación.


    C. M., A. B. c/ C., J. C s/ Filiación


    COMP. 401, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Sucesiones. Acciones personales. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    La presente contienda negativa de competencia ya fue resuelta desde hace tiempo por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el sentido que las acciones por cobro de un crédito garantizado con hipoteca contra una sucesión, no están comprendidas en el art. 3284, inc. 4 del Código Civil por lo que no rige respecto de ellas el principio con arreglo al cual el juicio sucesorio atrae las acciones personales que se sigan contra el deudor fallecido. El proceso sucesorio del codemandado no ejerce fuero de atracción sobre el juicio hipotecario, debiendo éste continuar su trámite ante el Juez a cuya jurisdicción se sometieron las partes.


    Banco de la Nación Argentina c/ Domingo Ernesto Fassetta, María M. Vietto de Fassetta y Romeo M. Vietto s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 644, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Fuero de atracción. Concurso preventivo. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La cuestión planteada, ha sido resuelta por la Corte en numerosos precedentes, en los que señaló que en los procesos de ejecución de garantía real de hipoteca corresponde entender a la justicia nacional en lo civil, en virtud de lo dispuesto por el artículo 43 de la ley 23.637. De igual modo ha resuelto las cuestiones relativas a la aplicación del instituto del fuero de atracción respecto de éstas ejecuciones, en los supuestos de que se halle en trámite de concurso preventivo el demandado en dichos procesos, destacando que en tales supuestos por imperio de lo dispuesto por el artículo 21, inciso 2° de la ley 24.522, la causa continua su trámite ante el juzgado de origen.


    Citibank N.A. c/ Reynoso, Héctor H. y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 400, XXXIV, 28 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Registro de la propiedad automotor. Estado Nacional. Competencia federal. 


    Si bien asiste razón al señor juez federal, en cuanto sostiene que la norma legal aplicable no ha previsto la asignación de competencia para la situación puntual que se presenta en la causa, no admite duda que se está en presencia de una norma de naturaleza federal, así como de la actuación de organismos de pertenencia de la estructura administrativa del Estado Nacional, y que se trata, en el caso, de habilitar un acto administrativo en ésta órbita. Asimismo, en forma expresa, el artículo 2, segundo apartado, de la ley 22.997, dispone que, ante decisiones del órgano de aplicación en materia de registro, resulta competente para intervenir, por vía recursiva, la justicia federal en lo civil y comercial, con lo cual el legislador ha venido de modo consecuente, a establecer, de manera indubitable, cuál es la jurisdicción que interviene en los supuestos de interpretación de la legislación aplicable. Es de toda lógica prever que, ante la autorización que se pretende, pudiere surgir, en virtud de la decisión jurisdiccional del tribunal que interviene con el fin de inscribir el automotor en cuestión, con la característica peculiar de su cambio de motor, una eventual oposición del órgano de aplicación, con lo cual se daría un conflicto entre lo dispuesto por un órgano judicial local, y la autoridad administrativa nacional y la posible confirmación de dicho acto por el tribunal federal, lo que resultaría a todas luces impropio y violatorio del sistema jurisdiccional autónomo de las provincias. La Corte tiene dicho que las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias cuando de recursos se trata, son indicativas de una especialización que el ordenamiento legal les reconoce y que constituyen una relevante circunstancia a tener en cuenta cuando esos mismos temas son objeto de una demanda, a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta.


    Porrini de Pastor Ortega, Emma María s/ Ordinario


    COMP. 347, XXXIV, 28 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Tribunal de familia. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”; y Comp. 35, L. XXX, “Camino, Miguel Angel s/ Internación”.


    S., E. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 1024, XXXIII, 16 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Retención de aportes sindicales. Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio a la Nación.


    Los aportes sindicales no integran el sistema de seguridad social nacional al que alude el artículo 9° de la ley penal tributaria -según reforma ley 24.769-. Así, la supuesta retención de las cuotas sindicales no configuraría una defraudación para el sistema de la seguridad nacional, sino una defraudación en los términos del artículo 173, inciso 2°, del Código Penal.


    Asociación de Trabajadores de la Sanidad Argentina de Mar del Plata s/ Denuncia


    COMP. 507, XXXIII, 03 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Economía procesal. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil. 


    En reiteradas oportunidades la Corte ha sostenido que los conflictos que se susciten entre los jueces y funcionarios administrativos con facultades jurisdiccionales, con motivo del ejercicio de éstas, son equiparables a las contiendas cuya solución confía a la Corte el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58. En tal inteligencia y toda vez que no existe un tribunal superior a los intervinientes en este conflicto la Corte es el llamado a decidir la cuestión. A los efectos de determinar la cuestión de competencia la Corte sostuvo que, para dirimir este tipo de controversias, no cabe atenerse a la ley que pueda resultar en definitiva aplicable, sino a la que se invoca como fundamento de la acción entablada. Atento a la naturaleza de la acción incoada por la accionante: impugnación de actos administrativos emanados de la Dirección General de Fiscalización de Obras y Catastros, correspondería entender en la causa, la justicia contencioso administrativo local conforme la ley 7 art. 48. Sin embargo y toda vez que al día de la fecha no se ha aún constituido ni se encuentra en funcionamiento dicho fuero local, en obsequio a imperativos de economía procesal y para evitar dilaciones que puedan traducirse en una privación de justicia, debe continuar entendiendo en este tipo de cuestiones, en forma transitoria y como Tribunal de Alzada, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de Capital Federal hasta tanto no se encuentre en plena operatividad jurisdiccional el Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires.


    Iaies, Gustavo Fabián c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Recurso


    COMP. 511, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Apertura del concurso. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Cabe poner de relieve, que el artículo 21 de la ley 24.522, que establece las consecuencias que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, menciona a los juicios ejecutivos de garantías reales, dentro de los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, presentar pedido de verificación (inciso 2°), con lo cual la nueva ley aplicable en el caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte, respecto de que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y debe continuar su trámite ante el juzgado de origen.


    Balderrame, Constantino c/ Confeggi, Roberto Osvaldo s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 410, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Concursos. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 593, L. XXXI, "Casasa S.A. c/ Saiegh, Salvador y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Lipovich, Manuel Osvaldo c/ Bortolin, Gabriela Margarita s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 444, XXXIV, 28 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Tribunales de familia. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    T., C. R. s/ Internación


    COMP. 531, XXXIV, 28 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" y, Comp. N° 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    C., C. A. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 577, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    No corresponde que la Corte se pronuncie sobre la cuestión planteada por el señor juez en lo Civil, ya que la contienda fue dilucidada por el órgano con facultades para ello, el que ha determinado, de modo definitivo, que el titular del Juzgado Nacional en lo Civil es quien posee aptitud jurisdiccional para entender en la presente causa.


    Dipetto, Marcelo Rubén c/ Fundicar S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 523, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Concurso preventivo. Facultades del gobierno nacional. Facultades delegadas. Defensa en juicio. Debido proceso. Seguridad jurídica. Competencia provincial. 


    El dictado del artículo 21 de la ley 24.522 aplicable en el caso, es facultad propia de la Nación, atento a la delegación establecida en el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional, y la facultad reservada por las Provincias de dictar sus Códigos de Procedimientos, debe ser entendida en consonancia con las normas procesales que puede dictar el Gobierno Nacional con el fin de asegurar la efectividad de los derechos que consagra la legislación nacional sustancial. En el supuesto de la causa, se trata de hacer efectivo un mecanismo procesal ineludible en el juicio universal, cual es que el tribunal que entiende en la causa donde se halla en juego la totalidad del activo del deudor, y convocada la universalidad de sus acreedores, como modo de asegurar la vigencia de derechos de resguardo constitucional entienda en las causas donde se halle reclamado un crédito contra el concursado; tal mecanismo produce un alteración excepcional en la competencia de los jueces naturales, atendiendo a la protección de los derechos mencionados y con sustento en principios procesales, que encuentra también reconocimiento en la carta fundamental, tales como el de defensa en juicio, debido proceso y seguridad jurídica y ante los que deben ceder aquellos de carácter formal, de celeridad, economía procesal, oralidad, unidad de vista, u otros que más allá de contribuir a un mejor orden procesal, deben supeditarse a otros de entidad superior. En el caso se produce un conflicto entre tribunales de distinta jurisdicción, el nacional que conoció originariamente en la causa laboral, y el que entiende en el concurso preventivo y tal conflicto debe resolverse por la aplicación de normas nacionales, en el caso la de concursos, o el Código de procedimientos en lo Civil y Comercial de la Nación, conforme lo tiene dicho reiteradamente la Corte.


    Polinelli, Zulema Luz y otro c/ El Valle S.A.T.I.C. y otros s/ Indemnización por fallecimiento


    COMP. 369, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Regulación de honorarios. Primera instancia. Tribunal de alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Habida cuenta que la Corte tiene resuelto reiteradamente sobre la base de lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, que, las contiendas de competencia habidas entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltas por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello que uno de los magistrados nacionales sea federal. Por tanto, no existe en estas actuaciones conflicto de competencia que deba dirimir la Corte.


    Escudero, Juan Carlos c/ Ansen, Reinaldo Omar s/ Ejecución de honorarios


    COMP. 483, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Indemnización por despido. Cesación de pagos. Concurso preventivo. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa Comp. 11, L. XXXIII, "Khun, Francisco c/ Hogar Obrero Cooperativa de Consumo sobre cobro de pesos".


    El estado de cesación de pagos que habilita a la demandada a presentarse en concurso preventivo, se refiere a la imposibilidad de responder a ciertas obligaciones exigibles a ese tiempo y si bien el concurso produce sus efectos sobre la situación del pasivo del deudor, ello se halla regulado por la ley 24.522, entre otros, por los artículos 32 y 21, normas que hacen referencia a que créditos y causas se hayan involucradas, y concretamente se refiere a las obligaciones de causa o título anterior a la presentación del concurso, por lo cual el crédito de autos, no se hallaría afectado por el juicio universal.


    Giménez, Norberto C. c/ Maspro S.A. s/ Indemnización por despido


    COMP. 568, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 494, L. XXII, “Hazrlin de Martin, Liliana c/ Obra social para el Personal de Entel s/ Ordinario; Comp. Nº 747, L. XXIV, “Aguirre, Francisco c/ Unión Obrera Metalúrgica y otros s/ Responsabilidad médica; y Comp. Nº 34, L. XXXIII, “Herrera, Hugo Dardo c/ Pampin, José Carlos y otro s/ Responsabilidad médica”.


    K. d. T., S. A. c/ C. B. S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 600, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación", y Comp. N° 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    Q., A. A. s/ Internación


    COMP. 576, XXXIV, 18 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" y, Comp. N° 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    R., C. F. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 579, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    V., A. D. s/ Internación


    COMP. 575, XXXIV, 18 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personal" Fallos: 315:2963.


    V., J. A. s/ Internación


    COMP. 610, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Ejecución hipotecaria. Concurso preventivo. Modificación de la ley. Competencia civil y comercial. 


    Si bien el legislador no manifestó, de un modo expreso y terminante, en la nueva ley de concursos 24.522, al redactar el artículo 21 -que establece las consecuencias que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado- si estaban excluidos o no del fuero de atracción las acciones de garantía real, sí explicitó, en cambio, el principio general en el inciso 1° y luego enumeró las excepciones en los restantes incisos, adhiriendo con ello a la más recomendable técnica legislativa. Dentro de los términos de tal metodología, es de tener en consideración que el legislador mencionó en el inciso que se refiere a los casos excluidos de radicación, a los juicios de ejecución de garantías reales, a los cuales les agrega la condición, para continuar su trámite, de presentar el pedido de verificación (inciso 2°), con lo cual la nueva normativa aplicable en el caso vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin discusión, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada, respecto a que no se ejercía sobre este tipo de causas el fuero de atracción y continuaban su trámite ante el juzgado de origen.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Musacchio S.R.L. y otros s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 823, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Interpretación de la ley. Competencia nacional. 


    Si bien la ley 24.522, no precisó expresamente sí estaban o no excluidas del fuero de atracción las acciones sobre garantías reales, sí explicitó el principio general en el inciso 1°, y luego enumeró las excepciones en los restantes incisos, adhiriendo con ello a la más recomendable técnica legislativa. Dentro de los términos de tal metodología, el legislador mencionó a los juicios de ejecución de garantías reales, en el inciso que se refiere a los casos excluidos de radicación, a los cuales les agrega la condición, para continuar su trámite, de presentar el pedido de verificación. De modo que, la nueva normativa aplicable en el caso vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin discusión, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada respecto a que no se ejercía sobre este tipo de causas el fuero de atracción y continuaban su trámite ante el juzgado de origen.


    Biafore, Luisa c/ Devia, Brígida E. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 220, XXXIV, 21 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juez previniente. Cámara federal de apelaciones. 


    En atención a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, el cual prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido. Habiéndose iniciado la acción declarativa con anterioridad, a la petición de amparo, es el Juzgado Federal de la Ciudad de Salta el previniente en la cuestión. Por tal motivo, corresponde dirimir este conflicto a la Cámara Federal de Apelaciones de Salta, a quien deberán remitirse los actuados, a sus efectos.


     Fundación Geenpeace Argentina c/ Enargas s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 341, XXXIV, 02 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Concurso preventivo. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto, desde antiguo, cuando se hallaba vigente la ley 19.551 y más recientemente al interpretar las normas de la ley 24.522, que las causas de ejecución de garantías reales, no son atraídas por el proceso concursal preventivo y que sólo requieren, para continuar la secuela regular de su trámite, requerir la verificación del crédito en el proceso universal. Por otra parte, no se advierte, en rigor, que se configure una cuestión que deba ser dirimida por la Corte en lo que respecta al no cumplimiento de la medida de suspensión del trámite de la ejecución hipotecaría -como obstáculo impropio a la función jurisdiccional del juez del juicio universal- la que siguió su secuela regular por decisión del señor juez natural y de origen, en tanto, por una parte, la orden del señor Juez del concurso no fue la regulada y autorizada en el artículo 24 de la ley, que exige el cumplimiento de los requisitos allí establecidos expresamente, así como la comunicación, con tales alcances, al tribunal que entiende en la causa afectada, y por otra, el citado tribunal de la ciudad aludió, en su comunicación al juez concursal, el cumplimiento del único requisito que, en caso de inobservancia, hubiera habilitado la suspensión, cual es la presentación del pedido de verificación ante la sindicatura, de lo cual tenía constancia documental certificada por el juzgado del concurso. Por último, no se advierte dificultad alguna en la tramitación separada por un lado de la causa en el juzgado de origen, a los fines de la ejecución de la sentencia que allí recayera y, por otro, del trámite de verificación admitido en la ley, en virtud de que en el supuesto de que se efectuara el pago de un dividendo concursal, a los efectos de evitar situaciones como la prevista en el artículo 221 de la ley, además del propio concursado, el tribunal o la sindicatura pueden requerir controles suficientes que aseguren la percepción de la acreencia en la medida que no hubiere sido cancelada por el restante co-obligado.


    Rosas, Carlos A. s/ Concurso preventivo


    COMP. 313, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 219, L. XXXIV, "Arratia Vázquez, Sonia del Carmen y otros c/ Hasindal S.A. s/ Reclamo".


    Barrionuevo, Elsa y otros c/ Expofrut S.A. s/ Reclamo


    COMP. 566, XXXIV, 25 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios contra el estado. Competencia civil y comercial federal. 


    Si bien es una regla especial de la competencia, según el artículo 8 inc. 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que los incidentes sobre regulación y ejecución de honorarios deben ventilarse ante el juez que intervino en el proceso principal, tal situación no se presenta en el sub-lite, toda vez que el proceso que tramita ante el fuero civil y comercial federal, respecto del cual el Juez Federal bonaerense solicita la inhibitoria, tiene un objeto diferente al simple cobro de honorarios, pues se trata de una demanda por daños y perjuicios, contra el Estado Nacional, entre otros.


    Fisco Nacional c/ N.N. y/o Varela, Juan Pedro s/ Exportación -incidente 31/2- incidente de honorarios


    COMP. 213, XXXIV, 08 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Presentación extemporánea. Competencia provincial. 


    Tiene dicho el Máximo Tribunal que las cuestiones de competencia no pueden prosperar en los juicios concluidos, esto es, después de dictada la sentencia en la causa principal.


    U.N.R. s/ Demanda inhibitoria


    COMP. 557, XXXIV, 11 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa, Comp. 219, L. XXXIV, “Arratia Vázquez, Sonia del Carmen y otros c/ Hasindal S.A. s/ Reclamo”.


    En las presentes actuaciones quedó configurada una contienda positiva, que debe resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 texto según ley 21.708. Sin perjuicio de la solución que cabe dar al conflicto, atento al modo que se planteó la controversia, el señor juez laboral, por mandato de las previsiones del artículo 10 y 12 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aplicable en la especie, debió oportunamente remitir las actuaciones al juez concursal, en virtud de haberse declarado incompetente y, en todo caso, al haber reasumido su competencia, debió comunicarlo al juez concursal a los fines de verificar si insistía en su competencia, conducta ésta que, en definitiva, se cumplió con la reiteración del oficio que obra en la causa y suspender todo trámite que no fuere de los autorizados por la ley procesal.


     Acuña, Beatriz T. y otros c/ Expofrut S.A. s/ Reclamo


    COMP. 188, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Juzgado de primera instancia en lo civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 219, L. XXXIII, "Arratia Vázquez, Sonia del Carmen y otros".


    Aguirre, Rosa Manuela y otros c/ Expofrut S.A. s/ Reclamo


    COMP. 530, XXXIV, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Compraventa de mercaderías. Lugar de cumplimiento de la obligación. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    Las contiendas de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. Entre las vías procesales de que disponen los magistrados a los efectos de declarar su incompetencia, además de la declinatoria, el art. 7 del Código de rito también prevé el cuestionamiento de la aptitud funcional que posee el juez a través de la inhibitoria, siempre que la cuestión se suscite entre jueces de distintas circunscripciones judiciales, teniendo el juez interviniente la posibilidad de aceptar o no la inhibición. Con relación a las pretensiones fundadas en derechos creditorios de origen contractual el art. 5°, inc. 3° del Código Procesal Civil y Comercial establece, en materia de competencia territorial, que el fuero principal está determinado por el lugar en que deba cumplirse la obligación en tanto surja en forma expresa del convenio o resulta implícitamente establecido. Asimismo, en el precedente de Fallos: 298:447 declaró el Tribunal que, por su parte, el art. 618 del Código Civil prescribe que si no estuviese designado el lugar en que ha de cumplirse la obligación debe serlo en el lugar en que se ha contraído, agregando que en cualquier otro caso, la entrega de la suma debida debe hacerse en el lugar del domicilio del deudor. Tampoco cabe hacer lugar a la prórroga de jurisdicción que pretende invocar el actor con base en la cláusula impresa en las facturas, que establece que el cliente se allana a la jurisdicción de la justicia ordinaria de la Capital Federal, renunciando a cualquier otro fuero o jurisdicción, aun cuando la jurisdicción territorial sea esencialmente prorrogable por conformidad de los interesados, cuando se trata de asuntos exclusivamente patrimoniales, según el art. 2°, 1° parte del Código ritual citado.


    Unisolin S.A. c/ Morales, Vicente Roberto s/ Ordinario


    COMP. 651, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Fuero de atracción. Concurso preventivo. Verificación de créditos. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La Corte tiene resuelto, desde antiguo, que cuando se hallaba vigente la ley 19.551 y más recientemente al interpretar las normas de la ley 24.522, que las causas de ejecución de garantías reales, no son atraídas por el proceso concursal preventivo y que sólo necesitan, para continuar la secuela regular de su trámite, requerir la verificación del crédito en el proceso universal. No se advierte dificultad alguna en la tramitación separada, por un lado, de la causa en el juzgado de origen, a los fines de la ejecución de sentencia que allí recayera y, por otro, del trámite de verificación admitido en la ley, en virtud de que en el supuesto de que se efectuara el pago de un dividendo concursal, a los efectos de evitar situaciones como la prevista en art. 221 de la ley, además del propio concursado, el tribunal o la sindicatura pueden requerir controles suficientes que aseguren la percepción de la acreencia en la medida que no hubiere sido cancelada por el restante co-obligado.


    IRSA Inversiones y Representaciones S.A. c/ Mantas, Elías s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 543, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Aportes sindicales. Convenios colectivos de trabajo. Interpretación de la ley. Competencia laboral. 


    De la interpretación literal del plexo normativo en cuestión, emergería que la remisión verificada en el precitado convenio -a las “normas y procedimientos que rigen para el cobro de los aportes y contribuciones de la ley 23.660"- remitiría, a la fecha, a la vía de apremio prevista en el Código Procesal en lo Civil y Comercial de la Nación, a substanciarse por ante la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social. Cabe destacar, empero, que dicha disposición, así interpretada, deviene, parcialmente, inoperante a fin de la tramitación de la presente, toda vez que se trata ésta de una pretensión ordinaria, y no, como en la hipótesis del art. 24 de la ley 23.660, de un título ejecutivo (bastando, a esos efectos, "el certificado de deuda expedido por las obras sociales o los funcionarios en que aquéllas hubieran delegado esa facultad"). A ello se agrega que la remisión a esa normativa, debe interpretarse en el marco histórico en que se concretó, oportunidad en que el dispositivo al que reenviaba la cláusula convencional, remitía, en Capital Federal, a la jurisdicción de los Juzgados del Trabajo (art. 24, ley 23.660); lo que, por su parte, resultaba coincidente con las previsiones de la legislación foral (arts. 20 y 21, inc. e, ley 18.345), que preveía esa sede para controversias con base en negocios colectivos de ese orden, siendo éste el sentido que debe conferírsele a la citada cláusula, en tanto subsiste, a la fecha, el marco normativo de referencia.


    Federación de Asociaciones de Trabajadores de la Sanidad Argentina c/ Gerialeph S.A. s/ Cobro de aportes o contribuciones


    COMP. 948, XXXIII, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Curatela. Devolución del expediente. 


    No se ha configurado una atribución recíproca de competencia, y, consecuentemente, un conflicto que corresponda dirimir a la Corte, debiendo volver las actuaciones al juzgado de origen, para que las remita al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial, a fin de que su titular se pronuncie al respecto.


    C., R. A. s/ Curatela Artículo 12 Código Penal – Proceso especial


    COMP. 979, XXXIII, 11 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Banco Central de la República Argentina. Derecho privado. Competencia federal. 


    La Corte ha establecido que corresponde a la justicia federal y no a la provincial entender en las causas en que la Nación o uno de sus organismos autárquicos sea parte. Dicha doctrina cabe referirla a aquellos litigios de los que pudiera derivar un perjuicio al patrimonio del Banco Central "entidad autárquica del Estado Nacional", sometida exclusivamente a la jurisdicción federal, conforme lo disponen los artículos 1° y 55 de su carta orgánica: ley 24.144 y sus modificatorias. Estos obrados deben remitirse a la jurisdicción federal para su conocimiento; mas no, a los juzgados nacionales cuyos titulares se inhibieran, sino a la Justicia Federal en lo Civil y Comercial, con arreglo a la doctrina que reconoce entre las potestades de la Corte, otorgar conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes para entender en ellas aunque no hayan sido parte en la contienda. La doctrina expuesta por la Corte en el precedente de Fallos: 311:2303, ya citado, ocasión en que tras asentir a la competencia del fuero federal “ratione personae” (en virtud de resultar demandado el Banco Central), estimó que correspondía su conocimiento a los tribunales en lo Civil y Comercial, toda vez que la causa remitía, a priori, al examen de aspectos vinculados, preferentemente, con el derecho privado; conclusión extensible a la presente.


      Expreso Cañuelas S.A. c/ Banco Central de la República Argentina s/ Ordinario


    COMP. 989, XXXIII, 11 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Declaración testimonial. Citación de testigos. Competencia provincial. 


    El juez requerido no se apartó en su decisión de las disposiciones de la ley 22.172, por cuanto no se pronunció sobre la procedencia de la medida solicitada, sino que se limitó a ejercer la facultad que la propia ley le acuerda, de examinar las formas del oficio, advirtiendo que el mismo fue librado en contravención con lo expresamente dispuesto por el artículo 10, que obliga a los testigos domiciliados dentro del radio de 70 km de la sede del tribunal de la causa, a comparecer ante éste; máxime cuando no existen en autos elementos que hagan suponer que su traslado resulte dificultoso o imposible. Se aseguran de esta manera los principios de concentración e inmediación. A mayor abundamiento, cabe señalar que la prohibición de discutir la procedencia de las medidas y de plantear cuestiones de ninguna naturaleza, establecida en el tercer párrafo del artículo 4°, se encuentra dirigida a la actividad de las partes en el pleito, y no a la labor de los jueces, no habiendo emitido el magistrado al que se dirigió el oficio, pronunciamiento alguno sobre el particular. Por todo lo expuesto, corresponde que los testigos declaren ante el juez de la causa, por lo que deberán volver los autos al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial, del Departamento Judicial de Morón, Provincia de Buenos Aires.


      Fretez, Miguel Ángel y otra c/ Kan Wan Jae s/ Daños y perjuicios - Proceso especial


    COMP. 984, XXXIII, 11 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Homologación de acuerdo. Justicia nacional en lo civil. 


    La Corte tiene dicho que si los antecedentes de uno y otro juicio demuestran la conexidad de ambos en orden a su título y objeto, resulta conveniente que se disponga su trámite ante un mismo juez, en atención a una elemental razón de economía procesal, procurando así salvaguardar el mejor desarrollo de la función jurisdiccional, para una más adecuada prestación del servicio de justicia y protección de la garantías constitucionales que dichos propósitos involucran. Dada la evidente conexidad entre ambos procesos, el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil, resulta competente para seguir interviniendo en estos autos, desde que es facultad de la Corte, determinar el juez con jurisdicción en el asunto aunque no haya intervenido en la contienda.


      García, Maria Cecilia c/ OSPLAD s/ Homologación de convenio


    COMP. 106, XXXIII, 11 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Sucesiones. Competencia por el territorio. Competencia Civil. 


    Cabe indicar que desde la perspectiva de la necesaria acumulación de procesos sucesorios iniciados en relación a un mismo fallecido, debe prevalecer, en principio, el juicio testamentario sobre el ab-intestato, teniendo en cuenta el grado de adelanto de los trámites realizados en aquél.


    Gonfiantini, Matilde Adela s/ Sucesión


    COMP. 330, XXXIII, 11 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Protección de personas. Competencia provincial. 


    La contienda guarda sustancial analogía con lo considerada en el fallo de la causa “G., H. s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    A., E. M. s/ Artículo 482 Código Civil – Proceso especial


    COMP. 51, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Protección de personas. Competencia provincial. 


    La contienda guarda sustancial analogía con lo considerada en el fallo de la causa “G., H. s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    A., M. V. y otro s/ Protección de persona - Proceso especial


    COMP. 77, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Aizcorde, Luis c/ La Unión del Sud S.R.L. s/ Despido


    COMP. 113, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Álvarez, Adolfo c/ La Unión del Sud S.R.L. s/ Despido


    COMP. 115, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Amreim, Omar c/ Los Claveles S.R.L. s/ Indemnización por despido, haberes, etc


    COMP. 1021, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Guarda de menores e incapaces. Economía procesal. Competencia civil. Competencia nacional. 


    La contienda guarda sustancial analogía con lo considerada en el fallo de la causa “G., H. s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    B., P. S. s/ Guarda


    COMP. 86, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 445, L. XXIII, “Sarquís, Pablo Víctor c/ Alcántara S.A.C.I. e I. s/ Ejecución hipotecaria”; Comp. 747, L. XXIII, “Banco Tornquist S.A. c/ Brennan, Juan s/ Ejecución hipotecaria”; Comp. 395, L. XXIV, “Banco Exterior S.A. Uruguay c/ Carlos Damm S.A.C.I. y F. s/ Ejecución hipotecaria”; y Comp. 90, L. XXVII, “Banco Velox S.A. c/ Wembley S.A. s/ Ejecución hipotecaria”.


    Banco de la Ciudad de Buenos Aires c/ Plateco S.A.C.I.F. E I s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 76, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Carrizo, Humberto Antonio c/ S.A. Azucarera Argentina C. y E s/ Cobro de indemnización especial Ley 23.551


    COMP. 996, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia civil. Juzgado de origen. 


    Son aplicables los fundamentos y conclusiones del dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario.


    La presente cuestión, no obstante pretender una indemnización derivada de un accidente de trabajo, no se entabla en los términos requeridos en el inciso 5° del artículo 21 de la ley 24.522, es decir, no por aplicación de la ley especial, sino como una demanda civil de daños y perjuicios que tuvo como causa generadora un accidente de trabajo y consecuentemente se halla dentro de los presupuestos del artículo 133, y del apartado tercero, que habilita la permanencia del proceso en el juzgado de origen, con intervención del liquidador de la entidad aseguradora.


    Encina, Carlos Alberto c/ Coviesa Laberge S.A. s/ Daños y perjuicios – Accidente de trabajo


    COMP. 992, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 593, L. XXXI, "Casasa S.A. c/ Saiegh, Salvador y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Exprinter Banco S.A. c/ Primo, Edgardo Afredo Ramón s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 30, XXXIV, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 30, L. XXXIV, "Exprinter Banco S.A. c/ Primo, Edgardo Alfredo Ramón y otros s/ Ejecución hipotecaria - Ejecutivo".


    Exprinter Banco S.A. c/ Primo, Edgardo Afredo Ramón s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 45, XXXIV, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa “G., H. s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    F., C s/ Internación


    COMP. 40, XXXIV, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Flores, Andres y otros c/ Guzzo y Cía. S.A. s/ Despido


    COMP. 114, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Concurso preventivo. Competencia por el territorio. Domicilio del deudor. Competencia comercial. 


    Cabe estar a los principios rectores de la ley concursal, que apuntan a preservar la seguridad jurídica y la defensa en juicio, razón que llevó al legislador a otorgar a la competencia territorial en este tipo de procesos, el carácter de orden público, y con ello su improrrogabilidad. Para asegurar tales principios, corresponde, entonces, aplicar un criterio restrictivo y estar a las constancias documentales indubitables emanadas de los organismos públicos, que sirven para determinar el domicilio real de la deudora concursada.


    Guerra, Olga Josefina s/ Concurso preventivo


    COMP. 1034, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Procedimiento de impugnación de deuda previsional. Competencia federal. Competencia previsional. 


    Toda vez que la ley 24.655 establece que la competencia que determina será de aplicación inmediata, cualquiera que sea el estado de la causa -principio que en materia ritual la Corte ha convalidado en reiterada jurisprudencia-, la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social es la competente para conocer en las presentes actuaciones (v., inciso f), del artículo 2°, de la citada ley).


    Internationale Nederlander Bank N.V. c/ I.S.S.B. Instituto Gon de Servicios Sociales Bancarios s/ Impugnación de deuda


    COMP. 61, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Daños y perjuicios. Modificación de la ley. Competencia laboral. 


    Cabe destacar, sin embargo, que con arreglo a la nueva organización jurisdiccional de la ley 24.557, la Justicia Nacional en lo Civil sólo resulta competente para entender en las causas por infortunios laborales iniciadas con base en el art. 1.072 C.C., relativo a los ilícitos civiles, esto es, a los actos ejecutados a sabiendas y con intención de dañar la persona o los derechos de otro, alterando así la estructurada por el anterior art. 16 de la ley 24.028, atinente a las prestaciones que pudieren corresponder "según el derecho civil". Recuérdese, a ese respecto, que dicha norma alteró, en su oportunidad, la tradicional distribución de competencia del fuero laboral, basada, hasta su dictado, en el principio de que concernían a su ámbito todas las causas fundadas en normas de derecho del trabajo, a más de aquellas entre trabajadores y empleadores relativas a un contrato de trabajo, aun cuando fundadas en previsiones de derecho común, lo que, obviamente, incluía reclamos por infortunios laborales basados en los arts. 1.072, 109 y 1.113, C.C. (art. 20, L.O.). La competencia general, por su parte, organizada por el nuevo plexo normativo, no considera las hipótesis de los arts. 1.109 y 1.113, C.C. en el contexto de los riesgos del trabajo, coherente con lo dispuesto por el art. 39, ap. 1°, L.R.T. que establece que "las prestaciones de esta ley eximen a los empleadores de toda responsabilidad civil, frente a sus trabajadores y a los derecho habientes de éstos, con la sola excepción de la derivada del artículo 1.072 del Código Civil" (v. art. 46, L.R.T.). Con arreglo a lo expuesto, un reclamo como el de autos, máxime frente a una organización competencial de características novedosas como la estructurada en torno a las comisiones médicas (arts. 21, 22 y 46, LRT y dec. n° 717/96), no corresponde, tampoco, que se substancie por ante la nueva instancia instrumentada en la materia, cuya aptitud para entender se halla limitada a las hipótesis de los artículos precitados y a las eventualmente derivadas de ellos y cuya intervención implica transitar un diseño atípico de acceso a la jurisdicción, con participación, por regla, de las aseguradoras de riesgos laborales.


    Jordan, Antonio Víctor y otro c/ Gobierno de Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Accidente Ley 9.688



    COMP. 991, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


     Cortesi, Juan Carlos y otro c/ Gomytel S.A. s/ Indemnización por antigüedad, preaviso, diferencia de haberes


    COMP. 1000, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Magaña, José Miguel c/ La Unión del Sud S.R.L. s/ Cobro de haberes


    COMP. 112, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “C., J. A. s/ Internación”; y Comp. 35, L. XXX, “C., M. A. s/ Internación.


    M., J. s/ Internación


    COMP. 73, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Timoini, Daniel Ricardo c/ Empresa Central El Rápido S.A.T.A. y/u otra s/ Indemnización Artículo 212 Ley de Contrato de Trabajo


    COMP. 3, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


     


     Nozenzo, Ettore s/ S.A. viñedos y Bodegas Arizu s/ Ordinario


    COMP. 58, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Osvaldo, Domingo c/ Papel del Tucumán S.A. s/ Indemnización por despido


    COMP. 1013, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Demanda laboral. Concurso preventivo. Sentencia definitiva. Ejecución de sentencia. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Pereyra, Pedro Ramón c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinario


    COMP. 639, XXXIII, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Politi, Carlos O. c/ Empresa San Bosco S.R.L. s/ Despido


    COMP. 1027, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Interdicto de retener. Competencia por el territorio. Competencia federal. 


    Los elementos de la causa resultan suficientes para establecer que el inmueble está ubicado en la Provincia de Catamarca, a cuyo Juez Federal corresponde entender, por aplicación del primer supuesto contemplado por el artículo 5, inc. 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, esto es, el juez del lugar donde está situada la cosa litigiosa.


    Refinería del Norte Sociedad Anónima (REFINOR S.A.) s/ Interdicto de retener


    COMP. 83, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia previsional. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, “González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional.


     


    Saavedra, Héctor José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social



    COMP. 59, XXXIV, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 991, L. XXXIII, “Jordán, Antonio Víctor y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Accidente Ley 9.688”.


    Saci Sacaca Zenon c/ Paez, Juan Carlos s/ Accidente Ley 9.688


    COMP. 1045, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 991, L. XXXIII, “Jordán, Antonio Víctor y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Accidente Ley 9.688”.


    Santiso, Néstor Hugo c/ Compañía Elaboradora de Productos s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1052, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Diligencias preliminares. Responsabilidad civil. Responsabilidad médica. Competencia civil. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 494, L. XXII, "Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el personal de Entel s/ Ordinario”; y Comp. 747, L. XXIV, “Aguirre, Francisco c/ Unión Obrera Metalúrgica y otros s/ Responsabilidad médica".


    Por razón de materia y por aplicación de los arts. 43 y 43 bis del decreto-ley 1285/58, modificado por la ley 23.637, la Corte ha sostenido la competencia de la Justicia Nacional en lo Civil, para conocer en casos en los que se demande por la responsabilidad civil de los profesionales médicos, aun cuando un organismo de obra social también integre la litis como codemandado.


    Sarto, Patricia Claudia c/ Asociación Prestaciones Odontológicas (APO) y otro s/ Diligencias preliminares


    COMP. 50, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Juicio ordinario. Accidentes de trabajo. Extinción del fuero de atracción. Competencia laboral. 


    Si bien es cierto que la nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aun respecto de las causas laborales en trámite, no lo es menos que la nueva ley concursal, también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica, precisamente, en el sub-lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es un reclamo por accidente de trabajo, que se funda en la legislación especial de la materia.


    Sosa, Remigio c/ Bodegas y Viñedos Gargantini S.A. s/ Ordinaria


    COMP. 638, XXXIII, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. 


    Tribunal de origen. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”.


    Torres Hnos. c/ Los Pumas S.R.L. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 899, XXXIII, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Protección de personas. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “G., H. s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    V., A. y V., F. s/ Protección de persona


    COMP. 1065, XXXIII, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Tenencia compartida de hijos menores. Domicilio conyugal. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    El Máximo Tribunal tiene establecido que el último domicilio conyugal de las partes o el domicilio del demandado, determinan la competencia por razón de territorio respecto de las acciones emergentes del matrimonio promovidas por un cónyuge contra el otro, entre las que cabe considerar comprendido lo referente al otorgamiento de la tenencia de las hijas y fijación de régimen de visitas. Por otra parte, aun en el supuesto que se considere no probado en autos el lugar de radicación del último domicilio conyugal, en virtud del artículo 6, inciso 3°, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde aplicar las reglas comunes sobre competencia, razón por la cual, al tratarse de una pretensión de carácter personal, resulta competente el juez del lugar del domicilio del demandado. En ese sentido, la Corte también ha aseverado, que la aplicabilidad del principio contenido en la norma en cita, no está únicamente condicionada por la existencia de un juicio de divorcio en trámite: la ley sólo remite a las “reglas comunes de competencia”, para las cuestiones sobre tenencia, cuando “no esté probado dónde estuvo radicado el último domicilio conyugal”. La Corte también ha establecido que, cuando se reclama la tenencia de hijos y el régimen de visitas, en el marco del artículo 227 del Código Civil, es competente el magistrado con jurisdicción en el último domicilio conyugal o en el domicilio del demandado, de acuerdo con la solución que mejor convenga al menor, así como que razones vinculadas a la posibilidad de una mayor inmediación, en orden a lo dispuesto por el artículo 264 del Código Civil tornan aconsejable que sea el juez del domicilio en que el menor reside, el competente para conocer en lo relativo a su tenencia y régimen de visitas.


    V., M. C. y otros c/ R., C. J. s/ Tenencia de hijos


    COMP. 74, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Vélez, Alfredo A. c/ Asuni Señor S.A. s/ Despido


    COMP. 997, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Juicio ordinario. Competencia provincial. Economía procesal. Juez del concurso. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En razón de haber requerido el señor juez nacional auxilio a órganos superiores judiciales, a fin de obtener la colaboración indispensable y obligada de los tribunales de justicia para la consecución de los objetivos de la función que le es propia, más allá de no configurarse, en rigor, en debida forma, un conflicto de competencia, desde que aún no se expidió el requerido juez sobre el punto, la Corte se halla, no obstante, habilitada para intervenir en el caso, a los efectos de proveer las medidas conducentes a realizar el objetivo de la actividad judicial. En tales condiciones, el Máximo Tribunal puede resolver la cuestión o bien requiriendo a las autoridades locales correspondientes que dispongan el impulso de la actuación judicial del tribunal de su jurisdicción, a fin de que se dicten las medidas aludidas tendientes a obtener la contestación a los pedidos efectuados por el señor juez nacional, o bien, en su caso, si lo estima pertinente, y como un modo de evitar un mayor dispendio jurisdiccional o resguardar el cumplimiento del principio de economía procesal, declarar la competencia del tribunal del concurso para entender en la acción de usucapión, en consonancia con los claros principios que se derivan del artículo 132 de la ley 24.522.


    Villalba, Juan Carlos c/ Sánchez, A. s/ Ordinario


    COMP. 1038, XXXIII, 25 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 221, L. XXXIII, “Zaccagnino Azzaretti, Fabio c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Amparo”.


    Zaccagnino Azzaretti, Fabio c/ Telefónica de Argentina S.A.


    COMP. 988, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Procesos especiales. Inhibitoria. Presentación extemporánea. Seguridad jurídica. Competencia civil. 


    El pronunciamiento de la Jueza de Capital Federal resulta extemporáneo, toda vez que el Tribunal ha puesto reiteradamente de manifiesto, la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto (arts. 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), lo que reconoce fundamentos vinculados con la seguridad jurídica y la economía procesal.


    Z. C., M. E. s/ Artículo 482 Código Civil Proceso Especial


    COMP. 70, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    indemnización por despido. Apertura del concurso. Investigación inconclusa. Remisión al tribunal a quo. 


    La nota definitoria del carácter concursal de las acreencias laborales -por remisión del artículo 21, incisos 1 y 5, Ley24.522- estriba en lo dispuesto por el artículo 32 de la norma antecitada, de la que resulta que la verificación procede sólo en los supuestos en que aquellas reconozcan causa o título anterior a la aludida presentación del deudor. Por ello,corresponde, en el sub lite, precisar dicha situación atendiendo a la fecha de apertura del proceso concursal.


    González, Antonio c/ Italviña s/ Ordinario


    COMP. 160, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 991, L. XXXIII, "Jordán, Antonio Víctor y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro - Accidente Ley 9.688”.


    Leal, Pablo c/ Pego S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 183, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Empleador fallido. Falta de tribunal superior común. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral", en el cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de la Procuración General.


    Zanier, Jorge O. c/ Dos Marías S.A. s/ Despido


    COMP. 96, XXXIV, 16 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Obras sociales. Cobro de sumas de dinero. Competencia federal. 


    Como tuvo oportunidad de precisarlo la Corte en el precedente de Fallos: 315:2292, el artículo 38 de la ley 23.661 expresamente dispone que la ANSSAL y los agentes del seguro de salud estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria, sólo cuando fueran actores; previsión que se armoniza con el artículo 15 de mismo texto legal, que establece que las obras sociales comprendidas en la ley respectiva serán agentes naturales del seguro, y que trae por primera vez claridad a un tema que hasta ahora resultó de suma dificultad en las causas a resolver. Tal criterio, aún en relación a cuestiones que no se advierte que puedan comportar conflictos que afecten la instrumentación y/o planificación de las prestaciones médico asistenciales regladas por la ley de obras sociales y de salud, fue reiterado por la Corte fundado esencialmente en disposiciones de derecho común y suscitados entre jueces federales y de provincias.


      Medina, Paula c/ Instituto Servicios Sociales Bancarios s/ Cobro de pesos


    COMP. 270, XXXIV, 02 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Cámara de Apelaciones. Competencia comercial. 


    Al no encontrarse firme la decisión del juez comercial, no se ha configurado de modo definitivo un conflicto de competencia que corresponda dirimir a la Corte, debiendo volver las actuaciones a la Cámara de Apelaciones en lo Comercial, para que resuelva la apelación interpuesta.


    Banco Quilmes S.A. c/ Rouges A. R. y otros s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 373, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 593, L. XXXI, "Casasa S.A. c/ Saiegh, Salvador y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Nirux S.A. c/ Szerzon, Pablo s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 345, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución previsional. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Atento lo dispuesto por la Corte en el punto 2 de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en este caso, la titular del Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Alessio, Mario c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 417, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Remisión del expediente. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Toda vez que el conflicto quedó trabado entre jueces nacionales de primera instancia, deberá ser dilucidada por la Cámara de que depende el juez que primero hubiese conocido. No corresponde a la Corte dirimir la contienda, debiendo ser remitidas las presentes actuaciones a la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7 del Decreto Ley 1285/58.


    Figueroa, Neli Enriqueta c/ Dersam S.A. s/ Certificación de servicios y aportes previsionales


    COMP. 289, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    F., I. R. s/ Internación


    COMP. 817, XXXIII, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución previsional. Competencia federal. Competencia previsional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXIV, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".


    Flores, José Arnulfo s/ Ejecución previsional


    COMP. 418, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Declaración de insania. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    I., N. s/ Insania


    COMP. 408, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Atento lo dispuesto por la Corte en el punto 2 de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en este caso, la Justicia Nacional del Trabajo.


    Iribarne, León Miguel c/ ANSES s/ Impugnación de liquidación


    COMP. 370, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Actos y diligencias procesales. Designación de perito. Ley convenio. Finalidad de la ley. Competencia nacional. 


    Es preciso advertir que la Ley 22.172 tiene por objeto la colaboración entre los tribunales de la República para una mejor administración de justicia y resulta aplicable tanto por las Provincias como por la Nación a efectos de facilitar el cumplimiento de medidas judiciales ordenadas por los distintos órganos judiciales. Asimismo, cabe advertir que el artículo 4° de la citada ley prescribe que los tribunales exhortados sólo examinarán las formas del requerimiento, sin expedirse sobre la procedencia de las medidas solicitadas, ni plantear, a su respecto, cuestiones de ninguna naturaleza, salvo que medie violación a principios de orden público. A la luz de tal consideración puede advertirse, de las propias manifestaciones del juez exhortado, que esta es la situación dada en el sub-lite, pues el mismo se ha opuesto a la medida al hacer mérito de las circunstancias procesales que pudiesen derivarse de la realización de la medio probatorio, extremo que, sin duda, corresponde que sólo sea motivo de análisis por parte del juez de la causa. De ahí que la actitud del juez exhortado, implica el ejercicio de una facultad que no posee y una clara violación de los términos y espíritu de la ley convenio en cita.


    Ludueña, Néstor Rabian c/ Siemens S.A.



    COMP. 346, XXXIV, 24 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 494, L. XXII, "Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el personal de Entel s/ Ordinario"; Comp. 747, L. XXIV, "Aguirre Francisco c/ Unión Obrera Metalúrgica y otros s/ Responsabilidad médica” y Comp. 104, L.XXXI, “Facal, María Laura c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados y otros s/ Responsabilidad médica”.


    M. d. P., N. M. c/ F., R. s/ Responsabilidad médica


    COMP. 429, XXXIV, 24 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Primera instancia. Tribunal de alzada. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el art. 24, inc. 7° del dec.-ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


     Mastrangello, Valentín Daniel y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 378, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Declaración de insania. Juez previniente. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    M. T, B. s/ Insania


    COMP. 274, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. 


    Estese a lo dictaminado en la causa Competencia 345, L. XXXIV, "Nirux S.A. c/ Szerzon, Pablo s/ Ejecución hipotecaria".


    Nirux S.A. c/ Szerzon s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 321, XXXIV, 24 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    No se desprende ningún elemento de juicio que permita determinar la existencia de algún conflicto de competencia, en el que corresponda intervenir a la Corte.


    Pradymar S.A. s/ Concurso preventivo


    COMP. 423, XXXIV, 18 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia comercial. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el art. 24, inc. 7° del dec - ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


     Service Bureau Intetel S.A. c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Incumplimiento de prestación de obra social


    COMP. 431, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución previsional. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    En atención a lo dispuesto por la Corte en el punto 2, de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en este caso, la titular del Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Siebold de Weinreich, Elfriede c/ ANSES s/ Ejecución previsional


    COMP. 325, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Recurso contencioso administrativo. Acción de amparo. Competencia federal. 


    Entre los tribunales intervinientes en el sub lite, no se ha trabado una cuestión negativa de competencia que corresponda a la Corte dirimir, según el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58. Se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a los términos de la demanda interpuesta. La acción de amparo y el recurso contencioso administrativo, resultan esencialmente distintos. El primero, tiene un régimen legal expreso que incluye lo relativo a la competencia; régimen éste que no puede extenderse al recurso directo contencioso administrativo que prevé el artículo 36 de la ley 20.321; ni tampoco a la inversa. En consecuencia, toda vez que el artículo 4° de la ley de amparo, n° 16.986 determina que son competentes, para conocer de dichas acciones, los jueces del lugar en que el acto impugnado se exteriorice o tuviese o pudiere tener efectos, autos deben volver al tribunal de origen a sus efectos.


    Condell, Silvano de la Fuente c/ Instituto Nacional de Acción Cooperativa y Mutual s/ Recurso contencioso administrativo


    COMP. 281, XXXIV, 11 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Ejecución del contrato. Sociedad anónima. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el sub lite no existe una cuestión de competencia que corresponda a la Corte resolver, toda vez que el conflicto planteado en la causa, entre los magistrados de los fueros Contencioso Administrativo Federal y Civil y Comercial Federal ya ha sido resuelto por el tribunal instituido para hacerlo -la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal- y no se encuentra dentro de las facultades que el articulo 24 inciso 7 del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte, la de revisar decisiones de las Cámaras Nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes de conflictos de competencia.


    Fallardi de Pestalloza, Ida Ernestina c/ YPF S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 454, XXXIV, 28 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Concesión de servicio público. Lanzamiento. Cuestión de derecho público local. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Hasta tanto se instalen los tribunales en lo Contencioso Administrativo de la Ciudad de Buenos Aires, corresponde pronunciarse por el mantenimiento transitorio de la vigencia del art. 97 de la ley 19.987, en cuanto dispone que todas las causas originadas por la actividad de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, de la cual el Gobierno de ésta es continuador a todos sus efectos (conf. art. 5°, ley 24.588), se sustanciarán por vía de acción con arreglo a las formas de juicio previstas por el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ante dichos juzgados nacionales. La circunstancia de ser actora en autos Metrovías S.A., en su carácter de concesionaria con derecho a explotar comercialmente los locales ubicados en las estaciones de la red de subterráneos de la Ciudad de Buenos Aires, cuya propiedad, por lo demás, conservó la concedente, no puede suscitar de ningún modo la competencia federal en razón de la persona, que no correspondería aún en la hipótesis de ser demandada esta última. Tampoco se configura en el caso un supuesto de competencia federal ratione materiae por ser aplicable la ley 17.091, en cuyas disposiciones se encuentra comprendida la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y sus entes descentralizados o autárquicos, por expreso mandato de la ley 21.993. Ello es así, toda vez que la citada ley 17.091 tiene, en el sub examine, carácter público local, a la luz de la doctrina de la Corte según la cual una misma ley del Congreso de la Nación puede contener disposiciones de carácter nacional y otras de carácter local, principio sobre cuya base declaró, por ejemplo, que las prescripciones de la ley 11.683, cuando son aplicables en el ámbito de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, a los efectos de la percepción de impuestos de orden local, no revisten carácter de normas federales.


    Metrovías S.A. c/ Tiferes, Santiago Mario s/ lanzamiento Ley 17.091


    COMP. 554, XXXIII, 10 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Concursos. Competencia federal. 


    Se suscita una contienda de competencia que debe resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un superior tribunal común a ambos órganos judiciales en conflicto. Respecto de dicha cuestión, cabe poner de relieve que el artículo 21 de la ley 24.522, que establece las consecuencias que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, menciona a los ejecutivos de garantías reales, dentro de los excluidos de radicación, exigiendo sólo como requisito, para que continúen su trámite, presentar pedido de verificación, con lo cual la nueva ley aplicable en el caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte, respecto de que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción.


    Banco de la Nación Argentina c/ De Falco Impresores S.A.I.C. y F s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 301, XXXIV, 04 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Concurso preventivo. Competencia nacional. 


    Se suscita una contienda de competencia que debe resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto. En cuanto a dicha cuestión, cabe poner de relieve , que el artículo 21 de la ley 24.522, que establece las consecuencias que derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios trámite contra el concursado, menciona a los juicios ejecutivos de garantías reales dentro de los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, presentar pedido de verificación, con lo cual la nueva ley aplicable en el caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte, respecto de que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y debe continuar su trámite ante el juzgado de origen.


    The First National Bank of Boston c/ Francardi, Fabio Augusto s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 323, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Acción de restitución. Tribunal de alzada. 


    Más allá de la adecuación o no de las actuaciones dadas a los requisitos procesales exigibles, en rigor se suscita una disputa jurisdiccional entre tribunales nacionales de primera instancia y en atención a ello, conforme a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285, texto según ley 21.708, esta debe dirimirse por el tribunal de alzada del juzgado que previno.


    Piatigosrsky c/ Banco Mercantil s/ Restitución de bienes


    COMP. 275, XXXIV, 04 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Indemnización por accidente de trabajo. Economía procesal. Inconstitucionalidad. Asegurador por riesgos del trabajo. Competencia federal. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para el correcto planteamiento de una contienda de competencia, resulta necesario que el juez que la promovió conozca de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición. Si bien ello no acaece en el sub lite, razones de economía procesal y, particularmente, la índole alimentaria del reclamo, aconsejan prescindir de los reparos procedimentales relativos a la forma en que se trabó el conflicto y resolver el mismo, conforme a lo establecido por el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708. Es reiterada doctrina del tribunal la de que los jueces no pueden declarar de oficio la inconstitucionalidad de las leyes nacionales. Ello es así, pues es requisito para una declaración de ese alcance, el planteo de una de las partes acerca de la existencia de una violación constitucional. Dicho aserto la Corte lo entendió aplicable aún al caso de que se trate de decidir cuestiones referentes a la competencia. En esas condiciones, las objeciones relativas a la constitucionalidad del artículo 46, de la L.R.T. resultan incompatibles con los principios referidos establecidos por el Alto Cuerpo y no brindan por lo mismo sustento a lo resuelto.


    Basceta, Emilio Ángel c/ Comisión Médica


    COMP. 626, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" Fallos: 315:2963.


    La Corte ha puesto reiteradamente de manifiesto, la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto a fin de resguardar los principios de seguridad jurídica y economía procesal, extremo que no se ha configurado en el sub judice.


    C., E. A. s/ Artículo 482 del Código Civil.


    COMP. 616, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ YPF S.A. y otro - proceso de conocimiento".


    Martínez, Juan Antonio c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 371, XXXIV, 28 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Declaración de insania. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    No se ha configurado, de modo definitivo, un conflicto de competencia que corresponda dirimir a la Corte, debiendo volver la causa al Juzgado comercial, para que resuelva sobre la concesión del recurso.


    P., N. N. s/ Internación


    COMP. 439, XXXIV, 28 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Cuestión no federal. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 


    En el caso de autos no se presenta una contienda de competencia en la cual los magistrados intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. En rigor, el juez provincial no se pronunció expresamente acerca de su incompetencia, limitándose a devolver los autos al juzgado de origen para su archivo. Sin embargo, toda vez que el magistrado local se niega a continuar entendiendo en el proceso sobre la base de la interpretación que efectúa de normas procesales, cabe considerar trabado un conflicto jurisdiccional que debe dirimir la Corte. Siguiendo este orden de ideas, cabe recordar que las contiendas de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben dirimirse por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. La Corte ha dicho reiteradamente que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida en que se adecué a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. La acción promovida en autos se trata de un reclamo resarcitorio fundado en normas de derecho común, entre sujetos de derecho privado, que no habilita la intervención del fuero federal. La ley 22.285, artículo 2, establece que los servicios de radiodifusión son de interés público y sujetos a jurisdicción nacional, más en el sub-lite no está en juego la interpretación de esa ley, ni cuestiones relativas a la administración de las frecuencias o control de los servicios, que son de incumbencia estatal. En tales condiciones, el juez provincial debe asumir el conocimiento de la causa, por cuanto no rige en el caso la norma ritual invocada del art. 354 inc. 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que regula los efectos de la decisión que admite una excepción de incompetencia propuesta por la parte, la cual pone fin al juicio si el juez competente no es de jurisdicción nacional. En cambio, en el sub-lite se trata de un conflicto entre jueces, en los términos del artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, por lo que aquella norma no es aplicable, según lo sostenido en los autos "Comisión de Fomento de Dina Huabi y otros s/ acción de amparo" (Comp. 362, L. XXXI), en los que recayó sentencia de Corte, en la cual acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.


    Cordera, Miguel Ángel c/ Corral de Bustos Televisión S.R.L. TV Canal 6 - Demanda ordinaria-


    COMP. 459, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    En atención a lo dispuesto por el art. 24, inciso 7, del dec.-ley 1285/58, texto según ley 21.708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Dubowy, Tatiana y otros c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Diferencia y reajuste de haber jubilatorio


    COMP. 590, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Determinación de la obligación alimentaria. Aplicación analógica de la ley. Competencia provincial. 


    Al no existir una norma expresa que determine la competencia para una cuestión como la reseñada, cabe dilucidar la controversia aplicación analógica y extensiva del artículo 228, inciso 2°, del Código Civil. La Corte, ya ha admitido esta pauta interpretativa, extendiendo la vigencia de dicho precepto a casos como el de autos, que exceden, el marco de la obligación alimentaria entre esposos en las relaciones matrimoniales. A mayor abundamiento, cabe señalar que, con anterioridad a la vigencia del nuevo texto del artículo 228 del Código Civil, la Corte tiene establecido que cuando se ejercitan acciones personales, el artículo 5°, inciso 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, instituye como fuero principal, el lugar en que deba cumplirse la obligación, y que, en materia de alimentos, a falta de un precepto legal que contemple concretamente la situación planteada, debe entenderse, atendiendo a la naturaleza y origen de la obligación, que el lugar de su cumplimiento, es donde se domicilia el alimentario. Finalmente, dentro del limitado marco cognoscitivo en que se dirimen los conflictos de competencia, y sin abrir juicio sobre la cuestión de fondo, aún de interpretarse dudoso el criterio que debe prevalecer en el sub-Iite, se impone adoptar, la solución que favorezca el ejercicio de los derechos de quien pide alimentos.


      G., C. J. c/ G., S. s/ Alimentos y beneficios


    COMP. 1037, XXXIII, 16 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Responsabilidad médica. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 494, L. XXII, “Harzlin de Martín Liliana c/ Obra Social para el personal de ENTEL s/ Ordinario”.


    Fernández, Mariano Hugo c/ Calderón, Carlos A. y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP. 569, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Juicios universales. Acciones personales. Fuero de atracción. Sentencia firme. Competencia provincial. 


    Corresponde aplicar al sub-lite la reiterada jurisprudencia del Tribunal que ha establecido que los juicios universales atraen al juzgado donde tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción; y que el fuero de atracción resulta operativo aun en el supuesto de juicios terminados por sentencia firme, siempre que el ejecutante no haya percibido el importe de su crédito. Las normas que rigen el fuero de atracción son imperativas o de orden público, puesto que tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario, tanto en beneficio de los acreedores, como de la sucesión, principios éstos, básicos en materia de trámites universales, que restan relevancia y no pueden verse modificados por los argumentos del juez local, en orden a la oportunidad del planteo de competencia.


    González, Francisco c/ Gómez, Humberto s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 627, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Competencia laboral. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa S.C. Comp. N° 275, L. XXXIII, “Tarifa, C. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proc. de conocimiento”.


    Quiroga, Dante Jesus c/ YPF S.A. s/ Despido


    COMP. 1023, XXXIII, 16 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Duhalde, Carlos Omar y otros c/ Banco Alas Cooperativa Limitado y/o responsabilidad s/ Diferencias indemnizatorias


    COMP. 163, XXXIV, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


     


    Curatela. Competencia civil y comercial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    J., A. O. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 159, XXXIV, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia provincial. Competencia de familia. 


    En el caso de autos no concurrirían los requisitos que la jurisprudencia de la Corte ha señalado para la existencia de una contienda de competencia, pues para ello es indispensable que los magistrados intervinientes, que han declarado su incompetencia, se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. Sin embargo, toda vez que el magistrado local se niega a continuar entendiendo en el proceso sobre la base de la interpretación que efectúa acerca de normas procesales locales y nacionales, cabe considerar trabado un conflicto jurisdiccional que debe dirimir la Corte. Siguiendo este orden de ideas, cabe recordar que las contiendas de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben dirimirse por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. Asiste razón al magistrado nacional, en cuanto al curso que decidió darle a la presentación puesto que tal solución resulta ser la que mejor se adecua a una interpretación armónica del art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, referido a la declaración oficiosa de incompetencia por parte del magistrado interviniente, y del art. 354, inc. 1° del mismo cuerpo legal, norma que efectúa una distinción circunscribiendo la remisión de la causa al juez tenido por competente al caso de que dicho órgano judicial perteneciere a la jurisdicción nacional.


    M., F. M. s/ Curatela


    COMP. 582, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Internación. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    N.N. o A., J. s/ Internación


    COMP. 662, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo A. c/ YPF S.A. y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Pérez, Alberto Serafín c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 658, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Curatela. Interpretación y aplicación de la ley. Competencia provincial. Competencia de familia. 


    En el caso no concurrirían los requisitos que la jurisprudencia de la Corte ha señalado para la existencia de una contienda de competencia, pues para ello es indispensable que los magistrados intervinientes, que han declarado su incompetencia, se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. Sin embargo, toda vez que el magistrado local se niega a continuar entendiendo en el proceso sobre la base de la interpretación que efectúa acerca de normas procesales locales y nacionales, cabe considerar trabado un conflicto jurisdiccional que debe dirimir la Corte. Siguiendo este orden de ideas, cabe recordar que las contiendas de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben dirimirse por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. Debe destacarse que, si bien se trata de un conflicto suscitado en los términos del decreto-ley 1285/58, y no de una resolución judicial que hubiera decidido sobre una excepción previa deducida por las partes, asiste razón al magistrado nacional, en cuanto al curso que decidió darle a la presentación puesto que tal solución resulta ser la que mejor se adecua a una interpretación armónica del art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, referido a la declaración oficiosa de incompetencia por parte del magistrado interviniente, y del art. 354, inc. 1° del mismo cuerpo legal, norma que efectúa una distinción circunscribiendo la remisión de la causa al juez tenido por competente al caso de que dicho órgano judicial perteneciere a la jurisdicción nacional.


    V. G., J. s/ Curatela


    COMP. 583, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    En orden a la cuestión de competencia, se hace aplicable en el caso el instituto del fuero de atracción consagrado en el art. 21 de la ley 24.522 al no constituir el supuesto de autos ninguna de las excepciones allí previstas.


    Ferraris, Francisco Juan c/ Lorenzatti, Carlos Horacio s/ Medidas cautelares


    COMP. 441, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    División de condominio. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 441, L. XXXIV, "Ferraris Francisco Juan c/ Lorenzatti Carlos Horacio s/ Medidas Cautelares".


    Ferraris, Francisco Juan c/ Lorenzatti, Carlos Horacio s/ División de condominio


    COMP. 445, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    El presente conflicto, entre jueces nacionales de primera instancia debe resolverse conforme a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, que establece que en tal supuesto, corresponde dirimir la contienda al tribunal de alzada del juzgado que previno en su conocimiento.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Corte Suprema de Justicia de la Nación s/ Ejecución fiscal


    COMP. 517, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Medidas para mejor proveer. Remisión del expediente. Medidas cautelares. Sucesión. Fuero de atracción. 


    Se solicitan medidas para mejor proveer.


    Martínez, Antonio Nocómedes c/ Sucesión del señor Vicente Ovidio Gargiulo y otros s/ Medida cautelar


    COMP. 318, XXXIV, 28 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juez previniente. Remisión del expediente. Competencia civil y comercial federal. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


     


    El conflicto entre jueces nacionales de primera instancia debe resolverse conforme a lodispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, que establece que en tal supuesto, corresponde dirimir la contienda al tribunal de alzada del juzgado que previno en su conocimiento.


    Megías, Jorge Abel c/ Estado Nacional, Ministerio del Interior, Policía Federal Argentina y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 430, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Homologación del acuerdo. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil. Remisión del expediente. 


    Incorrecta traba de la contienda. Conflicto entre jueces nacionales. Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


     


    En atención a lo dispuesto por el arto 24, inc. 7°, del decreto - ley 1285/58, texto según ley 21.708, el cual prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzadade que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.


    Moreno, Mariano c/ Rolón, Héctor s/ Preparación de la vía ejecutiva


    COMP. 514, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En las presentes actuaciones no se ha planteado una cuestión de competencia que deba ser dirimido por la Corte, en el marco establecido por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1.285/58, ya que en definitiva la Sala II de la Cámara Federal de la Seguridad Social dispone con fundamento en lo dispuesto por las leyes 24.463 y 24.655 que la cuestión suscitada en autos debe sustanciarse antes los juzgados de primera instancia de ese fuero.


    Osorio, Raúl Eduardo Guillermo y otros c/ Caja de Retiros y Pensiones de la Policía Federal Argentina s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 236, XXXIV, 28 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Las actuaciones llegaron a conocimiento de la alzada del trabajo por vía de apelación, recurso a cuyo respecto aún no se ha expedido. De ello, se sigue que a ella le compete entender previamente, por razones de grado, en ese recurso. En tal orden de ideas, resulta que no se ha trabado todavía un conflicto definitivo de competencia en los términos del art. 24 inc. 7mo., del decreto 1285/58. Por ello, hasta el presente no existe en esta causa contienda que corresponda a la Corte dirimir.


    Agüero, Oscar Ramón c/ Quickfood S.A. s/ Accidente


    COMP. 591, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Álvarez, Carlos Miguel c/ YPF y otro s/ Partido accionario obrero


    COMP. 592, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Redargución de falsedad. Juicio ejecutivo. Juicio ordinario posterior. Competencia por conexidad. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    La Corte ha dicho reiteradamente que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamentos de su pretensión. Tiene dicho la Corte que dado que el artículo 553 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que regula las cuestiones vinculadas al juicio ordinario posterior al ejecutivo, prevé en el último párrafo el supuesto del conocimiento promovido mientras se sustancia el ejecutivo, a los efectos de la competencia, deben ser asimilados ambos supuestos, y aplicar la regla del art. 6 inc. 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, por razones conexidad y por ser conveniente que sea un mismo juez el que conozca en ambos casos.


    Asociación Mutual del Personal de Yacimientos Petrolíferos c/ Matzkin, Ruth s/ Redargución de falsedad


    COMP. 540, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Sucesiones. Acciones personales. Fuero de atracción. Competencia federal. Juez previniente. 


    En orden a la cuestión de competencia se hace aplicable en el caso la jurisprudencia sostenida por la Corte, en el sentido que las acciones por cobro de un crédito garantizado con hipoteca contra una sucesión no están comprendidas en el art. 3284 inc. 4°, del Código Civil, por lo que no rige respecto de ellas el principio con arreglo al cual el juicio sucesorio atrae las acciones personales que se sigan contra el deudor fallecido. En virtud de lo expuesto, el proceso sucesorio del demandado no ejerce fuero de atracción sobre el juicio hipotecario debiendo este continuar su trámite ante el Juzgado Federal que previno en las presentes actuaciones y a cuya jurisdicción se sometieron las partes.


    Banco de la Nación Argentina c/ Giustozzi Rando, Vicente s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 538, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 538, L. XXXIV, "Banco de la Nación Argentina c/ Giustozzi Rando, Vicente s/ Ejecución Hipotecaria".


    Banco de la Nación Argentina c/ Giustozzi Rando, Vicente s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 539, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Levantamiento de medidas cautelares. Regulación de honorarios. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Resulta aplicable al sub-Iite, el criterio sustentado por el Tribunal, en el sentido de que no procede el planteamiento de cuestiones de competencia respecto de juicios terminados, en los que debe seguir entendiendo el magistrado que previno, a fin de decidir las cuestiones accesorias que aún subsisten. Coincidente con este principio, también se ha dicho que la regulación de honorarios, dada su naturaleza accesoria, debe tramitar ante el juez de la causa principal, que, por los demás, es el competente y mejor habilitado para realizar la estimación correspondiente, en orden a que tramitó bajo su dirección. Tales consideraciones, son igualmente válidas para el levantamiento de las medidas precautorias. Ello no obsta, a que, en el supuesto de que los letrados intervinientes no pudieran hacer efectivos los honorarios que se regulen, la ejecución de los que hubiera correspondido abonar a los causantes, se radique ante el juez del sucesorio.


    Consorcio de Propietarios Avenida Belgrano 1/1 c/ Salas, Antonia s/ Ejecución expensas


    COMP. 594, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Plan de parentalidad. Diligenciamiento de exhortos. Competencia provincial. 


    La jueza requerida se apartó en su decisión de las disposiciones del articulo 4º de la ley 22.172, por cuando se pronuncio sobre la procedencia de la medida solicitada, cuando debía limitarse a dar cumplimiento a la misma, y, porque además, no existe en el caso, fundamento valido, vinculado al orden público local, para la negativa. Maxime si se advierte que la prohibición de discutir la procedencia de las medidas y de plantear cuestiones de cualquier naturaleza, establecida en el tercer párrafo de la norma citada, se encuentra dirigida, precisamente, a la actividad de las partes en el pleito. 


      K., M. y otro c/ G., P. s/ Régimen de visitas - Incidente Artículo 250


    COMP. 596, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Competencia civil y comercial. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 941, L. XXXII, “Obra Social del Personal de la Industria Textil (OSPIT) y otro c/ Estado Nacional (Ministerio de Salud y Acción Social) y otros s/ Proceso de conocimiento”,resuelta por la Corte por remisión a la doctrina de Fallos: 315: 2292.


    Obra Social del Personal de Edificios de Renta y Horizontal c/ Estado Nacional s/ Inconstitucionalidad Decreto 9/93, 578/93 y 325/94


    COMP. 327, XXXIV, 16 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Economía procesal. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Como ha dicho la Corte en situaciones análogas a la planteada en este conflicto, corresponde desestimar la acumulación de juicios cuando su sustanciación conjunta ocasiona una demora perjudicial e injustificada en el trámite de la causa que se encuentra más avanzada, retardo que es inaceptable frente a las elementales razones de economía procesal que otorgan sustento al art. 188 inc. 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que en tales supuestos descarta la admisibilidad de decretar la sustanciación conjunta de dos o más juicios.


    Urquiza, Mirta Glady c/ Empresa de Transportes Automotores San Lorenzo s/ Daños y perjuicios


    COMP. 476, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Sucesiones. Acumulación de procesos. Improcedencia del recurso. Competencia provincial. 


    No se advierte que medien en sendos juicios totalmente la misma masa hereditaria, ni existe identidad de herederos. Asimismo, la comunidad sucesoria en el proceso universal habría quedado extinguida por la partición privada que realizaron los herederos y que fue homologada judicialmente. En tal contexto, la acumulación de ambos sucesorios, no favorece, en el caso de autos, al principio de economía procesal, desde que el juicio de esta Capital Federal, se encuentra virtualmente concluido, y los restantes tramitan desde hace años ante el Juez de Concordia, con escasa vinculación con aquél.


    Romero Susana Ema y Romero Julieta María s/ Incidente Civil


    COMP. 827, XXXIII, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


     


    Economía procesal. Interpretación restrictiva. Competencia nacional. 


    La discrepancia entre los órganos jurisdiccionales intervinientes, se suscita cuando se trata de apreciar si concurren en el caso las situaciones especiales de conexidad que la Corte ha tenido en cuenta en algunos precedentes, para apartarse de aquel principio, y admitir la acumulación de distintas sucesiones, cuando se trata de la misma masa hereditaria, existe identidad de herederos y no se realizó la partición, condiciones que, sumadas a razones de economía procesal, convalidan que continúe entendiendo en un proceso sucesorio, un juez que no es el correspondiente al último domicilio del causante. Esta excepción debe interpretarse, por sus mismas características singulares, con criterio restrictivo y haciendo mérito, en cada caso, de las circunstancias particulares que la toman aplicable. Los mencionados requisitos no se encuentran reunidos en el sub-lite, pues, aun cuando existen algunos bienes y algunos herederos en común, no se advierte que medien en sendos juicios, totalmente, la misma masa hereditaria, ni existe integra identidad de herederos. No se advierte peligro en que, de adoptarse la solución propiciada, se afecte la ordenada tramitación de los procesos con la posibilidad de resoluciones contradictorias en uno y otro, respecto de los bienes comunes, desde que los interesados podrán requerir las medidas cautelares que fuere menester a fin de soslayar ese eventual problema.


    Monje, María s/ Sucesión ab-intestato


    COMP. 334, XXXIV, 09 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Embargo preventivo. Segunda instancia. Seguridad jurídica. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La Corte ha resuelto que la competencia de los tribunales de segunda instancia está limitada por el alcance de los recursos concedidos, si se prescinde de esa limitación y se resuelven cuestiones que han quedado firmes, se causa agravio a las garantías consagradas por los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Resulta aplicable la reiterada jurisprudencia de la Corte que ha establecido que los órganos jurisdiccionales no pueden pronunciarse sobre su incompetencia fuera de las oportunidades previstas al efecto por los artículos 4º, 10º y 352 del Código Procesal Civil. Ello se funda en motivos de seguridad jurídica y en la necesidad de lograr una administración de justicia rápida dentro de lo razonable evitando así que los procesos se prolonguen indefinidamente y desde que el juicio ya ha sido recibido a prueba, cabe concluir la extemporaneidad de la decisión adoptada por la Cámara Comercial.


    Palillo, Jorge H. y otro c/ ABLO S.A. s/ Artículo 250


    COMP. 460, XXXIV, 16 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 514, L. XXXI, "Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario".


    Ocampo, Hilda Elida c/ Viera, Roberto Hugo s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 461, XXXIV, 16 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Alimentos. Acumulación de procesos. Juicios universales. Fuero de atracción. Sucesiones. Acciones personales. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Resulta aplicable la doctrina del Máximo Tribunal que ha declarado en reiteradas oportunidades la procedencia de la acumulación al juicio universal de las causas alcanzadas por el fuero de atracción, aun respecto de los procesos terminados por sentencia firme, siempre que el ejecutante no haya percibido el importe de su crédito. Ello es así, pues según lo dispuesto por los artículos 3284 y 3285 del Código Civil, los jueces universales de la sucesión, atraen al juzgado en que tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción. Las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público, puesto que tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión.


    A. d. F., A. c/ F., J. A. s/ Alimentos


    COMP. 574, XXXIV, 16 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Honorarios del perito


    Traductores públicos. 


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91 y conforme el cuadro de aranceles orientativos de los honorarios profesionales para peritos traductores de la justicia, la suma invocada por la peticionante, resulta ajustada a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por María Victoria Arauz (traductora de inglés)


    S. 143, XXIV, 25 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con las pautas que constan en la causa, la estimación efectuada por la peticionante sobre la tarea cumplida resulta excesiva. En consecuencia, sin soslayar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado, corresponde regular honorarios.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Clelia Chamatropulos


    S. 143, XXIV, 11 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles que consta en la causa, resulta adecuado regular honorarios.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Susana Mabel Fij


    S. 143, XXIV, 19 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Medidas para mejor proveer


    Declaración de insania. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    M. T., B. s/ Insania


    COMP. 274, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Martínez, Antonio N. c/ Sucesión de Vicente O. Gargiulo y otros s/ Medida cautelar


    COMP. 318, XXXIV, 24 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Nirux S.A. c/ Szerson, Pablo s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 321, XXXIV, 24 de junio de 1998


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Monje, María s/ Sucesión Ab-Intestato


    COMP. 334, XXXIV, 02 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Exolgan S.A. c/ Distribuidora Química S.A. s/ Medida precautoria


    COMP. 264, XXXIV, 26 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Remisión del expediente. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    González, Silveira s/ Sucesión ab intestato


    COMP. 360, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Dr. León Carlos Arslanian - Ministro de Justicia y Seguridad de la Provincia de Buenos Aires s/ Plantea conflicto de poderes


    COMP. 292, XXXIV, 10 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Retamar, Silvio R. c/ Provincia de Buenos Aires


    R. 148, XXXIV, 19 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. In dubio pro reo. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Conviene destacar que si bien las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen, en principio, una materia propia de los jueces de la causa y, por ende, no susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en casos como el presente, cuyas particularidades autoricen la excepción posible a esa regla, con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa. La tacha de arbitrariedad resulta de aplicación particularmente restringida en aquellos supuestos en que la decisión se apoya en el beneficio de la duda pues, como ha establecido la Corte, se trata de un estado de incertidumbre que se desarrolla en el fuero íntimo de los magistrados. Sin embargo, también debe tenerse en cuenta, tal como se señala en esos mismos precedentes, que la duda no puede reposar en una pura subjetividad; la aplicación del artículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Criminal debe ser por ello el resultado de un razonar correcto, derivado de la racional y objetiva valoración de las constancias de la causa.


     


    N., Ruben Marcelo y otros s/ Tenencia ilegal de armas y municiones de guerra causa n° 45.477


    N. 121, XXXIII, 17 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Ejecución hipotecaria. Fuero de atracción. Procedencia del recurso. 


    Según la Corte, las cuestiones de competencia, salvo que medie denegatoria del fuero federal, no habilitan la apertura del recurso extraordinario. Precisamente, en autos, la solución acordada importa negarle al recurrente la competencia nacional. Por otra parte, el Máximo Tribunal ha juzgado reiteradamente sobre la interpretación de la norma en cuestión, estableciendo que la competencia de los tribunales de origen para seguir entendiendo en causas como la presente, surge de la aplicación de las normas generales sobre jurisdicción y competencia y de la inteligencia de la preceptiva del Código Civil -establecida por el Tribunal en el ámbito de su potestad en materia de competencia- que reconoce supuestos de excepción a tales principios atendiendo, en limitados casos, a otros principios de mayor entidad cuales son el de seguridad jurídica y economía procesal. Resulta del fallo, por otra parte, un apartamiento injustificado de la norma, en tanto el artículo 3284 del Código Civil, no dispone la atracción de todas las acciones que tramitan contra el causante del sucesorio, como se desprende de la inteligencia asignada, sino sólo de aquellas calificadas como personales, calidad de la que no participa la ejecución hipotecaria, como pacíficamente lo tiene entendido la doctrina y la jurisprudencia y porque el propio decisorio distingue la acción principal que se deriva del mutuo, de la accesoria referida a la garantía hipotecaria cuya ejecución es la que se persigue en el presente proceso.


    Banco Credit Lyonnais Argentina S.A. c/ Catoggio, Enrique Domingo y otros


    B. 635, XXXIII, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


     


    Procedimiento laboral. Fuero de atracción. Falta de agravio concreto. Pronunciamiento inoficioso. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha sostenido, que constituye un requisito indispensable para la procedencia del recurso extraordinario que la decisión apelada revista el carácter de sentencia definitiva, entendiéndose por tales aquéllas que ponen fin al pleito o hacen imposible su continuación, como así también las que causan un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, siempre que priven al interesado de otros medios legales para obtener la tutela de sus derechos o impidan el replanteo de la cuestión en otro juicio. Asimismo, la invocación de arbitrariedad, de cuestiones federales o de agravios constitucionales no excusa la ausencia del requisito de la sentencia definitiva a los fines de la procedencia del recurso extraordinario. Dicha doctrina resulta aplicable al caso, habida cuenta de que, no cabe atribuirle al fallo recurrido carácter definitivo en relación a los agravios que invoca el recurrente como fundamento de su recurso en tanto en este estadio de la causa se presentan como meramente hipotéticos. En efecto, la afectación de principios de orden constitucional relativos a la protección del trabajador no puede ser juzgada en abstracto, sin que medie una decisión de los tribunales de grado que configuren la lesión invocada. Tampoco se advierte la consumación de un gravamen irreparable, que pueda autorizar el examen de los agravios que se traen a esta instancia como proposición de cuestiones federales atendibles por la vía del art. 14 de la ley 48. Sin embargo, no ha mediado una efectiva denegación de principios tutelares, que sólo se configuraría con la privación de la facultad o el derecho que los recurrentes invocan como propios. Por otra parte, no se halla mérito para conjeturar que el juez comercial no reconocerá las prerrogativas propias del trabajador con basamento en su legislación sustancial específica, en tanto integran el ordenamiento jurídico que debe aplicar. Ni está determinado que no aplicará las que deriven de la ley adjetiva y, en todo caso, que éstas impliquen una privación de entidad para configurar un agravio constitucional. En consecuencia, la argumentación de los recurrentes sobre la particular resulta dogmática y el agravio invocado a sus derechos, meramente hipotético. Por ende, es inoficiosa la intervención de la Corte, en tanto falta el gravamen actual derivado de la aplicación de las normas cuya constitucionalidad se cuestiona.


    Amoedo, Víctor y otros c/ Terminal Portuaria Intefema de Buenos Aires S.A. y otras


    A. 530, XXXIII, 08 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Crédito laboral. Concurso preventivo. Falta de reserva de la cuestión federal. Improcedencia del recurso. 


    El recurso planteado resultaría procedente, al ser de aplicación reiterada jurisprudencia de la Corte en el sentido de que, si bien las decisiones dictadas en materia de competencia no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, por no constituir sentencias definitivas, requisito esencial para su habilitación, corresponde hacer una excepción cuando media denegatoria del fuero nacional, extremo que se verifica en la especie. Sin embargo, cabe destacar que, al contestar agravios de la demandada, el actor no efectuó ninguna formulación acerca del planteo constitucional que ahora introduce. Esta circunstancia lleva a concluir que la cuestión federal no ha sido introducida en la primera ocasión que le brindo el procedimiento, a fin de que la Cámara a quo pudiera tratarla y resolverla, convirtiéndose así en el resultado de una reflexión tardía. No es ocioso advertir que lo expresado por el recurrente en dicha oportunidad no sólo torna improcedente el remedio federal intentado por extemporáneo, sino que asimismo, la invocación de la causal, demuestra la indebida alegación temporal del gravamen, toda vez que el sometimiento voluntario del interesado a un régimen jurídico, a una decisión judicial o a una determinada jurisdicción, comportan un inequívoco acatamiento que impide una impugnación posterior con basamento constitucional.


    Vega, Luis Ignacio c/ Transporte Automotor Litoral Argentino S.A


    V. 273, XXXIII, 02 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


    Sentencia no firme. Cuestión no federal. Cuestiones procesales. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho, de modo reiterado, que las decisiones sobre competencia no constituyen sentencia definitiva, ni pueden ser equiparadas a ellas, en los términos del artículo 14 de la ley 48, en tanto no medie denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia, y que la ausencia de dicho requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Como en el caso sólo se discute la distribución de causas en el marco de la competencia de la justicia nacional común, el recurso no resulta procedente. De igual manera, más allá del carácter definitivo de la resolución respecto de las costas, el pronunciamiento, en lo que hace a su imposición, no suscita cuestión federal y sólo conduce al examen de una cuestión procesal y accesoria, ajena; por principio, al recurso extraordinario y reservada a los magistrados de la causa, desde que no se advierte motivo suficiente para invalidar el fallo y las escuetas quejas sólo reflejan una mera discrepancia con el criterio del juzgador, ya que no se demuestra, por no ser motivo de argumentación autónoma alguna, la posible arbitrariedad del fallo a su respecto. Por último, no obsta a la opinión vertida, la alegada existencia de una contienda de competencia, suscitada a partir de la remisión de la causa principal al juzgado nacional de comercio, quien se habría resistido a la radicación, donde no se dio por configurada la citada contienda, al estar apelada ante el tribunal de grado la decisión del juzgado de primera instancia en lo comercial.


    Banco Quilmes S.A. c/ Rouges, Alberto Ramón y otros


    B. 62, XXXIV, 24 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que declaró mal concedidos los recursos de inaplicabilidad de la ley e inconstitucionalidad local, interpuestos contra la sentencia de la Sala Laboral de la Cámara de Apelaciones de Concepción del Uruguay, que declaró la competencia de la Sala Civil y Comercial de dicha Alzada para entender en la apelación, habida cuenta de que las decisiones que resuelven cuestiones de competencia no son, por principio -salvo que denieguen el fuero federal- susceptibles del remedio intentado, pues no constituyen sentencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48 déficit que, como se sabe, no se suple con la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni con la pretendida arbitrariedad del decisorio. A ello se agrega que, en el sub lite, el presentante no logra evidenciar la irreparabilidad de los agravios, toda vez que, no obstante sus afirmaciones en tal sentido, no consigue demostrar efectivamente que de la decisión atacada se sigan, de modo indefectible, las consecuencias que describe.


    Sanduende, Emilio Dolores c/ Frigorífico Entre Ríos S.A. y/u otro


    S. 222, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Colegio de Escribanos. Caja notarial. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto por el recurrente no puede prosperar, en razón de que en el caso se han debatido y resuelto temas de derecho público local, tópico que, según doctrina de la Corte, resulta ajeno a la instancia. En efecto, recientemente esta Procuración General, al expedirse en una causa donde se debatía un tema sustancialmente análogo, puso de resalto, con cita de varios precedentes, que el determinar si una ley local es contraria o quedó comprendida en el régimen de desregulación económica es, en principio, un problema de derecho público local y ajeno, por ende, a esta vía excepcional. Por otro lado, el pronunciamiento cuenta con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para sustentarlo como acto jurisdiccional válido, debiendo advertirse, aquí también y sobre el particular, que de ningún modo puede considerarse sorpresiva y, por ende, arbitraria, la introducción de consideraciones relativas a principios que, según los jueces, emanan del artículo 1627 del Código Civil. Ello es así, en tanto dicho argumento sólo fue utilizado por aquéllos como corroborante y subsidiario de la estructura lógica básica del pronunciamiento, y, en cuanto, no resulta admisible considerar sorpresivos argumentos vinculados a normas de los códigos de fondo vigentes que se presumen por todos conocidas. Debe señalarse, que la situación de gravedad institucional alegada, que no configura de por sí una cuestión de las aludidas en el artículo 14 de la ley 48 desde que tal doctrina tiene un marco excepcional respecto a su admisibilidad y sólo se refiere a la eventual superación de algunos de los requisitos del recurso federal, tampoco puede ser receptada en el caso. Ello es así, pues el argumento en que se sustenta carece de todo desarrollo y, entonces, al no quedar fehacientemente demostrado, la mentada afectación del patrimonio de la entidad recurrente y la consecuente posibilidad de que estuviese en peligro la continuidad de sus prestaciones, la argumentación queda reducida, en el caso, a una mera conjetura y aparece como una afirmación dogmática insuficiente, para habilitar, la instancia. En tales condiciones, dado que las garantías constitucionales invocadas carecen de relación directa e inmediata con los temas sujetos a decisión, corresponde desestimar la presente queja.


    Colegio de Escribanos de Entre Ríos y otra c/ Schimpf de Folmer, Beatriz


    C. 560, XXXIII, 04 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 20, L. XXXIV, "Ortiz Almonacid, Juan C. s/ Acción de amparo".


    Marco, Manuel Ángel s/ Amparo


    M. 325, XXXIV, 19 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


    Monto de la demanda. Causas excluidas de la competencia federal. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Cuestiones de competencia. Denegatoria del recurso. 


    No puede adjudicársele arbitrariedad al fallo por excesivo rigor formal, ya que la decisión de considerar mal concedido el recurso encuentra sustento en la aplicación lisa y llana de la norma que dispone que la intervención de la alzada sólo tendrá lugar cuando el valor cuestionado en la litis alcance determinado monto, hecho que remite al examen de una cuestión ajena, como regla y por su naturaleza de derecho común y procesal, a la instancia del artículo 14 de la ley 48. Por otra parte, es reiterada doctrina de la Corte, que las decisiones en materia de competencia no constituyen resoluciones recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48, salvo cuando media denegación del fuero federal o en otras hipótesis excepcionales que permitan equipararlas a pronunciamientos definitivos.


    Sociedad del Estado Casa de Moneda c/ Alurralde, Justo Germán y otro


    S. 170, XXXIV, 28 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Improcedencia del recurso. Denegatoria del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 20, L. XXXIV, "Ortiz Almonacid, Juan C. s/ Acción de amparo”.


    Si bien la jurisdicción que la Corte ejercita por la vía extraordinaria es uno de los casos posibles de la apelada que se menciona en el artículo 117 de la Constitución Nacional y, en tanto es la Corte el que comprueba la existencia de los requisitos exigidos para la procedencia del recurso, no puede ser llamado a intervenir, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales, haciendo caso omiso de los errores o pretericiones en que hayan incurrido los jueces y las partes, de manera tal que éstos se tornen aptos para abrir aquella jurisdicción.


    Belén, Jorge Manuel s/ Amparo


    B. 174, XXXIV, 14 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


    Regulación de honorarios. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien conforme con reiterada jurisprudencia de la Corte, lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituye materia ajena al recurso extraordinario, este principio admite excepción cuando lo decidido no responde a un fundamento acorde con la seriedad y extensión de las articulaciones de las partes. Las consideraciones vertidas por el tribunal a quo para justificar la confirmatoria del fallo apelado, y sus citas legales, constituyen un fundamento aparente de la sentencia porque son enunciados de orden genérico, vacíos de contenido real, de acuerdo con los antecedentes concretos del proceso. Además, se ha omitido todo análisis de las alegaciones vertidas por los recurrentes que permita explicar razón alguna determinante de aquella desproporción, de modo que la argumentación del tribunal no sustenta, en definitiva, el fallo ahora impugnado, como acto judicial válido.


    Video Cable Comunicación S.A. c/ Instituto Nacional de Cinematografía


    V. 56, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Actos y diligencias procesales. Falta de fundamentación. Defensa en juicio. Verdad jurídica objetiva. 


    La decisión de la Cámara Nacional de Apelaciones, que tuvo por no presentada la expresión de agravios del quejoso por insuficiencia del número de copias acompañadas respecto de las partes intervinientes en el juicio incurre en exceso ritual manifiesto. El art. 120 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en tanto establece que deberán adjuntarse tantas copias como partes intervengan, ha de interpretarse razonablemente a partir de su razón de ser, que es asegurar a las partes interesadas el debido conocimiento de las cuestiones planteadas por la contraria. En ese contexto, la exigencia de agregar copias destinadas a litigantes no comprometidos en la incidencia carece de todo fundamento e importa un menoscabo directo del derecho de defensa en juicio del apelante y, consecuentemente, de la verdad jurídica objetiva, cuya necesaria primacía es acorde con el adecuado servicio de justicia. Cabe hacer excepción a la doctrina de la Corte que ha sostenido que cuestiones como la presente, de naturaleza procesal relativas a la inadmisibilidad de recursos interpuestos ante los tribunales de la causa, resultan ajenas al recurso extraordinario, desde que se encuentran en tela de juicio principios superiores vinculados a la vigencia real y efectiva de un derecho constitucional como es el de defensa en juicio, cuya relevancia torna subsidiario e inoperante todo argumento también meramente formal, respecto del eventual consentimiento del proveído.


    Garrido de Regueiro, Inés c/ Osde Binario y otros


    G. 155, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Recurso de queja (procesal)


    Cuestiones de competencia. Filiación. Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. 


    Es criterio reiteradamente establecido por la Corte que las resoluciones en materia de competencia, cuando no media denegación del fuero federal, no son susceptibles de la apelación extraordinaria, por no revestir el carácter de sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, y que la ausencia de definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Máxime cuando la Corte ha sostenido, asimismo, que la distribución de competencia entre los tribunales permanentes del país, es cuestión extraña a la garantía de los jueces naturales, que no se ve afectada por el hecho de que la causa tramite ante uno u otro de aquéllos. El citado criterio expuesto por la Corte, resulta aplicable en autos, desde que el pronunciamiento cuestionado emana de un tribunal de esta Capital y atribuye el conocimiento de la causa a otro juez de la misma jurisdicción, cuyo carácter nacional, ha sido reiteradamente reconocido por la Corte.


    P., A. E. E. c/ Y., Z. F. y otro s/ Filiación.


    P. 488, XXXIII, 14 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Empleo público. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa S.C. C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional -P.E.N.- Ministerio de Justicia de la Nación) s/ Empleo público".


    Muñoz, Guillermo Andres y otros s/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 425, XXXIII, 14 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


    Despido. Interpretación de la ley. Cuestiones de competencia. Jueces naturales. Improcedencia del recurso. 


    Más allá de que las disposiciones de la ley concursal en materia de competencia son de orden público, las mismas, al igual que las restantes que establece la normativa de referencia, son normas de naturaleza común y/o procesal, cuya interpretación y aplicación es propia de los jueces de la causa y por tanto no habilitan el remedio excepcional. De igual modo, la jurisprudencia del Alto Tribunal sobre el punto contraría el criterio que adoptaron los jueces de grado, no resulta viable el recurso extraordinario, desde que la decisión en materia de competencia, no constituye sentencia definitiva cuando no media denegatoria del fuero federal, extremo que no acontece en el sub-judice. Finalmente, no existe en el caso la indispensable relación directa entre la decisión impugnada y la supuesta violación a la norma constitucional que se invoca, que asegura el principio del juez natural, en tanto, por el contrario, las disposiciones que consagran el instituto del fuero de atracción, constituyen una expresa excepción a tal principio, porque desplazan la intervención del juez a quien le corresponde entender por mandato legal por motivos excepcionales y principios de orden superior, además tiene reiterado la Corte que no afecta la referida garantía los desplazamientos legales que resulten del reordenamiento de las normas sobre competencia, ya que aquella sólo pretende resguardar de la formación de tribunales especiales para el juzgamiento de un caso puntual.


    Espínola, Alicia M. c/ Acuario Compañía Argentina de Seguros S.A. s/ Despido


    E. 117, XXXIII, 21 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Nulidad del acto administrativo. Insuficiencia del agravio. Cuestión abstracta. Discrepancia del recurrente. Pronunciamiento inoficioso. 


    Conforme a reiterada jurisprudencia de la Corte, las sentencias del Alto Cuerpo deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de la decisión, aunque ellas fueren sobrevinientes a la interposición del remedio extraordinario. Del mismo modo, tiene dicho que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de ofició, puesto que su desaparición importa la del poder de juzgar. En ese orden de ideas, carece de objetó que la Corte Suprema se pronuncie respecto de puntos que se han convertido en abstractos. Ello es así, toda vez que, en ocasión de pronunciarse sobre la apelación deducida, el ente decisor, no obstante denegarla, con apoyo, precisamente, en que asistía razón a la empresa fiscalizada en lo relativo a la falta de consideración de su presentación probatoria, declaro la nulidad de la providencia atacada. En tales condiciones, careciendo la quejosa de interés actual para impugnar el auto denegatorio de la apelación extraordinaria con sustento en los restantes agravios introducidos en la ocasión del recurso del art. 14 de la ley 48, ya que su eventual índole y extensión aparece supeditada a lo que decida la Obra Social al proveer de substanciación a los elementos ofrecidos por la firma en su escrito impugnativo originario, resulta inoficioso pronunciarse en el recurso de hecho interpuesto contra el mismo. Máxime, cuando las objeciones del recurrente referidas al presunto exceso de atribuciones del decisor, al margen de que no traducen sino la mera discrepancia, no están efectuadas en el contexto procesal idóneo, puesto que no es la queja deducida el ámbito para eventualmente controvertir una decisión administrativa autónoma como lo es la de nulidad del acto anterior, que, por lo demás, no ha sido obviamente parcial sino plena.


    Ferroexpreso Pampeano S.A. concesionaria s/ Impugnación actas de deuda


    F. 538, XXXIII, 21 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 341, L. XXXIV, “Fundación Green Peace Argentina c/ Enargas (Resol. 597/98)- Amparo Ley 16.986 – Incidente de inhibitoria”.


    Gasoducto Nor Andino S.A. c/ Geenpeace Argentina s/ Inhibitoria


    COMP. 342, XXXIV, 02 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Regulación de honorarios. Presentación extemporánea. Ejecución de sentencia. Deudas consolidadas. Régimen de consolidación de deudas. Embargo. Insuficiencia del agravio. 


    Con relación a la pretendida extemporaneidad de la pretensión de la demandada, en una causa análoga, este Ministerio Público tuvo oportunidad de expresar que, inclusive la circunstancia de haberse consentido ciertas medidas del proceso ejecutorio, en especial las relativas al embargo, sin haberse invocado el decreto de consolidación, no puede obstar a la efectiva aplicación de sus normas hasta el momento del efectivo pago, desde que éstas no traen un plazo de caducidad en tal sentido y que, a lo sumo, la Corte podría evaluar la referida negligencia a los fines de medir si procede algún tipo de apercibimiento por el desgaste jurisdiccional provocado, al dejarse avanzar la etapa ejecutoria, cuando ya mediaba el decreto consolidatorio. En un precedente análogo, la Corte convalidó la aplicación de una ley local que suspendía las ejecuciones de sentencias contra el Estado provincial, sancionada incluso después de dictada la sentencia definitiva y de trabado embargo sobre las sumas adeudadas. Corresponde hacer lugar al pedido de levantamiento de los embargos trabados en la causa sobre la base de los arts. 22 y 23 de la ley 4385, en cuanto disponen el efecto declarativo de las sentencias judiciales que condenan al Estado provincial a dar sumas de dinero, así como la inembargabilidad de los fondos que le pertenezcan. Consiguientemente, debe ser rechazada la oposición efectuada por los beneficiarios de las regulaciones de honorarios practicadas en la causa. No es atendible el agravio según el cual los honorarios no serían susceptibles de consolidación debido a que fueron regulados en 1996, esto es, con posterioridad a las sucesivas fechas de corte previstas en las leyes 3730, 3957 y 4385. Según declaró la Corte, la circunstancia de que la sentencia que regula los honorarios sea posterior a la ley provincial 11.912 no impide su aplicación ya que, si bien con el pronunciamiento judicial nace la obligación de efectuar el pago, su causa son los trabajos que la justifican y los mismos habían sido realizados íntegramente con anterioridad al 1 de abril de 1991. Si bien la ley 3730 excluyó expresamente a los honorarios profesionales del régimen por ella instituido, la ley 3957, que dispuso una nueva consolidación, esta vez de las deudas vencidas al 1° de abril de 1993 o de causa o título anterior a esta fecha, no hizo lo propio en su art. 2°, que enumera las deudas no susceptibles de consolidación, circunstancia que torna aplicable aquella jurisprudencia del tribunal que indica que, tratándose de leyes sucesivas que legislan sobre la misma materia, la omisión en la última de disposiciones de la primera, cuando la nueva crea en la cuestión de que se trata un sistema completo, importa seguramente dejarlas sin efecto, máxime cuando, de lo contrario, adquirirán éstas un alcance distinto de aquel para el que fueron sancionadas. Lo afirmado en orden a que la ley 4385 se refiere a la deuda pública interna con proveedores, contratistas y municipios y, por lo tanto, que no abarca al supuesto de la causa, se apoya en la invocación aislada del art. 1° de aquélla pues, contrariamente, su art. 8° dispuso ampliar los alcances de la ley 3957 y sus modificatorias en el sentido de que las obligaciones susceptibles de consolidación dispuesta por el párrafo primero del art. 1° de esta última y sus modificatorias serán las que se hallan vencidas o tienen causa o título anterior al 31 de diciembre de 1995. Resultan consolidables los trabajos profesionales cumplidos con anterioridad a la fecha de corte citada en último término. El agravio según el cual el dictado por la Provincia del Chaco de leyes sucesivas similares a la ley nacional 23.982, la colocaría en una situación abusiva, prevista en la segunda parte del art. 1071 del Código Civil, no resulta atendible, toda vez que aparece fundado tan sólo en la referida afirmación, de tal forma que los interesados omitieron demostrar, como hubiere sido menester, que el dictado de las leyes en cuestión no estuvo realmente inspirado en la necesidad de atenuar o superar una situación de crisis económica.


    Chaco, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos (ENCOTEL) s/ Ejecución fiscal


    C. 900, XXIII, 28 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Sentencia definitiva. Cuestiones procesales. Superior Tribunal de Justicia. Denegatoria del recurso. 


    La sentencia atacada, no satisface el requisito de definitividad establecido por el art. 14 de la ley 48. En efecto el fallo recurrido no agotó la instancia, desde que se limitó a disponer el dictado de una nueva sentencia de los tribunales de grado correspondientes. La Corte Suprema de Justicia ha entendido que es sentencia definitiva la que resuelve un juicio ordinario, después de agotada su tramitación dirimiendo definitivamente la controversia. En tales condiciones el mencionado pronunciamiento no provoca agravios actuales al recurrente desde que tal como tiene dicho la Corte no es sentencia definitiva de la causa, aquella que no dirime el pleito, de tal manera que la controversia que la ha motivado no pueda suscitarse nuevamente. Además el Alto Tribunal sostiene, como regla general, que los pronunciamientos anteriores a la sentencia definitiva no son equiparables a ella, por existir la posibilidad de que una decisión posterior haga innecesaria la intervención de la Corte Suprema. Lo mismo ocurre con las sentencias incompletas, porque el procedimiento seguido por el tribunal de la causa no puede obligar a la Corte Suprema a fallarla por partes o a revisar sentencias que no resuelven el juicio de un modo completo y final. Así se lo ha decidido también respecto de decisorios que revocan o dejan sin efecto el fallo del inferior y ordenan se dé a la causa el curso que corresponde dictando nuevos pronunciamientos o se resuelven las cuestiones omitidas en aquel. Sobre la cuestión vinculada a los excesos en que habría incurrido la decisión de la corte local, que deja sin efecto la condena del a-quo al pago de una indemnización por daño moral, cabe concluir que la misma trató una materia concreta de apelación, sin exceder la alzada entonces los límites de su jurisdicción. Por ello y aún de considerarse que los agravios sobre el particular no podrían ser subsanados por un pronunciamiento posterior, también desde este punto de vista deberán ser desestimados. En cuanto al derecho de adhesión invocado por el apelante, dicha facultad y el consecuente decisorio sobre el particular, se fundan en normativa procesal local, cuya interpretación según tiene reiteradamente dicho el tribunal es irrevisable en esta instancia extraordinaria. Por otro en cuanto al problema del reenvío al tribunal de grado para el dictado de una nueva sentencia dispuesta por la Corte Provincial, de interpretarse que en este punto el recurso extraordinario también fue denegado resulta de aplicación idéntico criterio al expuesto en el párrafo que antecede desde que es facultad del Tribunal Superior de la Provincia decidir que la solución de un pleito sea adoptada por el Tribunal de grado correspondiente, fijando las pautas a las que debe atender el a quo. Esta cuestión conduce a la interpretación del instituto de la apelación siendo una prerrogativa de la jurisdicción de alzada resolver sobre el punto aspecto también de carácter eminente y exclusivamente procesal local irrevisable por la vía de este recurso de excepción.


    Donato, Alfredo c/ Policlínico Privado Marcos Juárez S.A. s/ Daños


    D. 174, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Servicio público telefónico. Interpretación y aplicación de la ley. Derecho público. Competencia. Competencia federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario deducido por la actora es admisible, toda vez que el a quo denegó el fuero federal oportunamente reclamado por aquélla. La Corte destacó, de manera reiterada, que cuestiones como las que se plantean en autos conducen, en último término, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones referidas a la prestación de un servicio público que, más allá del carácter del sujeto prestador, se plasman en relaciones regidas o alcanzadas por normas de derecho público federal, motivo por el cual las causas deben tramitar ante dicha jurisdicción en virtud de la materia. Ello es así, de conformidad con la doctrina expuesta en tal sentido por la Corte en la causa Comp. N° 308, L. XXIII, “Chaar, David”; entre otras.


     Telefónica de Argentina S.A. c/ Rodríguez, Omar M. s/ Cobro de pesos


    T. 173, XXXIII, 16 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Impugnación de la paternidad. Validez de la ley. Interpretación de los tratados internacionales. Igualdad de género. Control de constitucionalidad. Declaración de inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso intentado es procedente, atento a que se ha puesto en tela de juicio la validez de una norma del Código Civil por ser contraria a normas de la Constitución Nacional y de tratados internacionales y la decisión ha sido adversa al derecho fundado en estas últimas. Lo trascendente del caso resulta manifiesto por hallarse en debate la interpretación de la Carta Fundamental y Pactos como el de San José de Costa Rica, la Convención de eliminación de todas formas de discriminación contra la mujer, la Declaración Universal de Derechos del Hombre y la Convención sobre los Derechos del Niño, en materia de igualdad de prerrogativas de la mujer, por lo que la solución que aquí se adopte, repercutirá no sólo en la comunidad nacional sino en la internacional, puesto que se encuentra en juego el cumplimiento de buena fe de obligaciones internacionales asumidas por la República Argentina. Por demás, tal como lo ha indicado la Corte y dado que dichos tratados apuntan a la salvaguarda de derechos humanos, cabe admitir a su respecto pautas de operatividad inmediata. La madre del niño no está legitimada para impugnar la paternidad de su esposo desde que ello importaría reconocer su propio adulterio, en otras palabras, alegar su propia torpeza, dicha tesitura, con la que concuerda el a-quo, trasunta un argumento meramente aparente vinculado a la doctrina de los propios actos, pero que en realidad vislumbra un criterio prejuicioso y consecuentemente, discriminatorio, respecto a la conveniencia y finalidad con la que la esposa y madre actuaría al pretender incoar este tipo de acciones. Y, en lo fáctico, omite la consideración de circunstancias concretas invocadas por la actora y que las constancias del expediente ratificarían. No se desconoce la presunción de paternidad legítima que consagra el artículo 243 del Código Civil, vinculada a la legitimidad como estado de familia y a la presunción de paternidad del marido respecto del hijo dado a luz por su mujer, pero en la medida que doctrinaria y jurisprudencialmente se ha coincidido que dicha presunción no es iuris et de iure y consecuentemente es desvirtuable mediante prueba en contrario, no deja de resultar, sugestivo que se niegue a la mujer la posibilidad que se reconoce al marido de así hacerlo. Asiste razón a la recurrente, desde que si alguna punición le corresponde, ella ha de vincularse con los efectos derivados del matrimonio y no con las relativas a las relaciones filiales de los hijos, con los subsiguientes efectos perniciosos que ello puede generar en personas menores de edad, no habilitadas dado su incapacidad a accionar personal y directamente. A los fines de una correcta solución del problema y de una adecuada interpretación de nuestra Ley Suprema, no debemos olvidar que la reforma constitucional de 1994 incorporado con jerarquía constitucional como complementarios de los derechos y garantías reconocidos por la primera parte de nuestra Constitución, los derechos consagrados en ciertos tratados internacionales. Y en lo que aquí interesa merece destacarse la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, que proclama en su artículo 1°, que la discriminación contra la mujer en cuanto niega o limita su igualdad de derechos con el hombre, es injusta y constituye una ofensa a la dignidad humana. Asimismo la Convención Americana sobre Derechos Humanos, conocida como Pacto de San José de Costa Rica garantiza a las personas el pleno ejercicio de sus derechos sin discriminación alguna por motivos de sexo asegurando la igualdad de prerrogativas y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el mismo y luego de su disolución. Finalmente consagra el principio que todas las personas son iguales ante la ley, y tienen derecho sin discriminación a igual protección. La Declaración Universal de los Derechos Humanos incluye el derecho de toda persona de presentarse en condiciones de plena igualdad ante tribunales independientes y la facultad de hombre y mujeres de disfrutar de iguales prerrogativas en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. También la Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre dispone que todas las personas son iguales ante la ley y gozan de sus derechos sin distinción alguna por razón de su sexo. En este marco de amplio reconocimiento a la mujer del ejercicio pleno de los mismos derechos que le competen al hombre, no puede desconocerse que la salvaguarda de dicho principio y el rechazo de toda distinción por razones de sexo, cuenta con similar respaldo en nuestra legislación interna en el texto de nuestra Constitución Nacional, que en su artículo 16 establece que todos los habitantes son iguales ante la ley. Interpretando el referido cuerpo de nuestra Carta Fundamental ha sostenido Joaquín V. González, que en su sentido más positivo, la igualdad de todas las personas ante la ley no es otra cosa que el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias. En este último aspecto es cierto, que según reiterada jurisprudencia de la Corte la garantía constitucional de la igualdad no puede considerarse vulnerada si la norma legal en cuestión no fija distinciones irrazonables o inspiradas en fines de ilegítima persecución o indebido privilegio de personas, y que ese principio no impide que se contemplen en forma distinta situaciones que se consideran diferentes, en tanto la discriminación no responda a los enunciados que se mencionan "supra". Sin embargo en la especie, resulta irrazonable coartar a la esposa, en las condiciones reseñadas ut-supra, el ejercicio de la acción de impugnación de paternidad ya que, importa excluirla arbitrariamente de la práctica de sus deberes y derechos de madre; resulta insostenible que carezca de interés directo y personal en cuestiones como son las relativas a esclarecer la identidad real de sus hijos, aspecto que en definitiva tiene por objetivo asegurar el bienestar de la familia sobre la base de la certeza y realidad de los vínculos del grupo familiar. No admitirlo así conduce, a discriminar y excluir a la mujer, madre y esposa de su participación efectiva en un aspecto esencial de la vida familiar. Véase que no se trata ni siquiera de reconocer la admisibilidad final de su pretensión, sino de permitirle por lo menos el ejercicio pleno en un proceso de sus derechos, ello sin perjuicio de lo que pueda en definitiva resolverse en cuanto al fondo del problema. Es claro, entonces que la norma del artículo 259 del Código Civil que excluye a la cónyuge de la práctica de la acción de impugnación de paternidad, o bien la interpretación que sobre el particular de ella se formula, resulta contraria y violatoria de los principios de igualdad en todo ámbito entre hombres y mujeres; y limitativa de la equivalencia de condiciones para accionar en el marco matrimonial y postmatrimonial, que consagran los Tratados y en definitiva del derecho a la igualdad que garantiza el artículo 16 de la Constitución Nacional. Ya tuvo oportunidad de señalar la Corte en Fallos 172:29 que compete a los jueces adaptar el texto, literal y humanamente, de las leyes a las realidades y exigencias de la vida moderna, sin rezagarse a sostener obstinadamente el pensamiento histórico de los autores del código al consagrar tal o cual solución. Es más, tuvo allí oportunidad la Corte de observar que el sentido de las normas no puede permanecer fuera de lo que son las corrientes y cambios profundos de la vida social. No podemos dejar de preocuparnos de interpretar las normas en armonía con las necesidades actuales y con las ideas ambientes o circundantes. Frente a tales antecedentes las pautas que emanan del artículo 259 en cuestión, texto según ley 23264 si bien constituyen un avance en la medida que permite, ahora, al hijo iniciar acciones a fin de determinar su vínculo biológico, mantiene en cuanto se refiere a la cónyuge criterios ya superados, consecuencia de principios como el de la indisolubilidad del vínculo matrimonial, invalidados por la ley, o bien caídos en desuso. La Corte ha salvaguardado la igualdad de situaciones propiciando la descalificación de aquellas soluciones que conduzcan a un trato discriminatorio de la mujer. Esta línea jurisprudencial, es coherente con las previsiones de la ley interna antidiscriminatoria 23.592 que considera actos u omisiones discriminatorios a todos aquellos que restrinjan el ejercicio de los derechos y garantías fundamentales por motivos tales como la raza, religión, o sexo. Por lo que, corresponde hacer lugar al recurso extraordinario interpuesto y declarar la inconstitucionalidad del artículo 259 del Código Civil en tanto la Corte interprete que veda el ejercicio a la esposa de la acción de impugnación de paternidad y, revocar consecuentemente, la sentencia de la anterior instancia que desconoce a la aclara legitimación para promover este tipo de procesos.


    D. D. P. V., Annette c/ O. Carlos s/ Impugnación de paternidad


    D. 40197, XXXIII, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


    Empleo público. Constitucionalidad. Validez de la ley. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    El remedio federal es procedente en su aspecto formal, toda vez que se encuentra en tela de juicio la validez constitucional de normas federales y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa es contraria a las pretensiones que en ellas fundaron los recurrentes.


    Garces, Mario Antonio y otros c/ Estado Nacional (Poder Judicial de la Nación) s/ Empleo público


    G. 384, XXXIII, 14 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional -P.E.N.- M° de Justicia de la Nación) s/ Empleo público".


    Ponce, Carlos Raúl y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    P. 11, XXXIV, 14 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


    Regulación de honorarios


    Traductores públicos. 


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, la estimación efectuada por la peticionante, resulta ajustada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado, conforme las pautas establecidas en el cuadro de aranceles.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Susana Runstuck (idioma alemán)


    S. 143, XXIV, 05 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Honorarios del perito. Traductores públicos. 


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, por la tarea cumplida, atento su naturaleza, extensión y complejidad y conforme el cuadro de aranceles, resulta adecuado fijar los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por María Elena Acuña Anzorena (traductora inglés)


    S. 143, XXIV, 04 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, por la tarea cumplida, atento su naturaleza, extensión y complejidad y conforme el cuadro de aranceles, resulta adecuado fijar los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por María Merlino (idioma portugués)


    S. 143, XXIV, 04 de mayo de 1998


    Ver dictamen


     


    Peritos. Traductores públicos. 


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión de la tarea cumplida y conforme el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular la suma solicitada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora María E. Acuña Anzorena (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 10 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Previo cumplimiento por la peticionante del recaudo previsto en el artículo 347, párrafo primero, del Código de Procedimientos en Materia Penal, sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida y conforme las pautas del cuadro de aranceles obrante, corresponde regular los honorarios de la profesional.


    Incidente de regulación de honorarios de Andrea María Almeida -traductora idioma inglés-


    S. 143, XXIV, 29 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Este Ministerio Público no se opone a la estimación propuesta por la peticionante sobre la base de la pauta mínima del cuadro de aranceles.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Andrea Jimena Álvarez (inglés) –Legajo N° 4-


    S. 143, XXIV, 29 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida y conforme el cuadro de aranceles obrante, es adecuado fijar una determinada suma de dinero.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito María E. Acuña Anzorena (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 18 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Traductores públicos. 


    Sin perjuicio de no advertir constancia ni manifestación expresa alguna que autorice a tener por cumplido por la peticionante el recaudo previsto en el artículo 347, párrafo primero, del Código de Procedimientos en Materia Penal, no corresponde estimar sus honorarios por la tarea cumplida hasta tanto la citada profesional no regularice su situación vinculada con la exigencia establecida en el artículo 2, inciso b, de la ley 17.250.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Perla Raquel Klein (idioma hebreo)


    S. 143, XXIV, 18 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91 y conforme las pautas del cuadro de aranceles, la estimación propuesta por el peticionante, resulta ajustada a la naturaleza, extensión y, en especial, a la alegada complejidad del trabajo encomendado, esto último, en razón de la escasa legibilidad del texto a traducir (art. 29, ley 20.305).


    Incidente de regulación de honorarios promovido por el perito Salim Salomon (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 10 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Traductores públicos. 


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, por la tarea cumplida en la causa, atento su naturaleza, extensión y complejidad y conforme el cuadro de aranceles obrantes en el expediente, es adecuado fijar la suma solicitada.


    Incidente de regulación de honorarios de perito Ana Victoria Chites (Traductora portugués)


    S. 143, XXIV, 24 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, por la tarea cumplida, atento su naturaleza, extensión y complejidad y conforme el cuadro de aranceles obrantes en la causa, resulta adecuado fijar la suma solicitada. 


     Incidente de regulación de honorarios promovido por Estela Diana Bohbouth (Traductora inglés)


    S. 143, XXIV, 16 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, por la tarea cumplida en la causa, atento su naturaleza, extensión y complejidad y conforme el cuadro de aranceles obrante en el expediente, es adecuado fijar la suma solicitada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido s/ Maria Elena Acuña Anzorena traductora de inglés


    S. 143, XXIV, 19 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    La estimación propuesta por la peticionante por la tarea cumplida, resulta excesiva. En consecuencia, sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado resulta adecuado regular la suma indicada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por María Inés Casanova (Traductora inglés)


    S. 143, XXIV, 16 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    La estimación propuesta por la peticionaria resulta ajustada a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo encomendado y materializado en la causa.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por María Victoria, Arauz (Traductora inglés)


    S. 143, XXIV, 16 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    La estimación propuesta por el peticionante resulta considerablemente excesiva, sobre todo, si se tiene en cuenta que en su presentación reconoce no haber podido cumplir con la mayor parte de la tarea encomendada. Por lo tanto, sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo efectivamente realizado, resulta adecuada la suma indicada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Salim Salom (Traductor Árabe)


    S. 143, XXIV, 16 de febrero de 1998


    Ver dictamen


     


    Honorarios del perito. Traductores públicos. 


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91 y del previo cumplimiento de los recaudos por el que fue intimada la peticionante, atento la naturaleza, extensión y complejidad (art. 29, ley 20.305) de la tarea cumplida y conforme el cuadro de aranceles obrante, resulta adecuado fijar la suma indicada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Cristina Forconi (Idioma italiano).


    S. 143, XXIV, 09 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Las estimaciones efectuadas por la peticionante sobre la tarea cumplida resultan considerablemente excesivas. En consecuencia, sin soslayar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado -art. 29, ley 20.305- corresponde regular la suma indicada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Laura Tellarini (Idioma francés).


    S. 143, XXIV, 11 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91 y conforme el cuadro de aranceles adjuntado, la estimación propuesta por el peticionario en la suma de dos mil ciento sesenta pesos ($2.160) resulta ajustada a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida (art. 29, ley 20.305).


    Incidente de regulación de honorarios promovido por el perito Salim Salomón.


    S. 143, XXIV, 09 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91 y previo cumplimiento de la intimación ordenada, atento a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida -art. 29, ley 20.305- y el cuadro de aranceles correspondiente, resulta adecuado regular la suma indicada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Susana Mabel Fij (Idioma francés).


    S. 143, XXIV, 30 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    La estimación propuesta por la interesada, resulta excesiva de acuerdo a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo materializado, conforme con las pautas indicadas en el artículo 29 de la ley 20.305 y atento la desregulación que al respecto rige en esta capital.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Susana Runstuck.


    S. 143, XXIV, 03 de marzo de 1998


    Ver dictamen


     


    Traductores públicos. 


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91 y de acuerdo con las pautas del cuadro de aranceles, la estimación propuesta por el peticionante, resulta ajustada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Graciela Perrone de Toretti (idioma portugués)


    S. 143, XXIV, 23 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, la estimación efectuada por la peticionante, resulta ajustada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado y al cuadro de aranceles.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora María Alejandra Villa (idioma ingles)


    S. 143, XXIV, 23 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Honorarios del perito. Traductores públicos. 


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91 y conforme las pautas del cuadro de aranceles, la estimación propuesta por el peticionante, resulta ajustada a la naturaleza, extensión y, en especial, a la alegada complejidad del trabajo encomendado, esto último, en razón de la escasa legibilidad del texto a traducir (art. 29, ley 20.305).


    Salim, Salomón s/ Incidente de regulación de honorarios


    S. 143, XXIV, 15 de abril de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida -art. 29, ley 20.305- y al cuadro de aranceles, resulta adecuado regular la suma indicada.


    Susana Mabel Fij s/ Incidente de regulación de honorarios


    S. 143, XXIV, 15 de abril de 1998


    Ver dictamen


     


    Traductores públicos. 


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, de acuerdo a lo que surge de la certificación y conforme el cuadro de aranceles orientativos de los honorarios profesionales para peritos traductores de la justicia, la suma de pesos estimada por la peticionante resulta ajustada a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado (art. 29, ley 20.305).


    Inc. de regulación de honorarios promovido por la perito Fernanda L. Salem (Inglés)


    S. 143, XXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Ante la situación denunciada por la profesional, es necesario otorgar la intervención al representante del Fisco.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Perl Klein (Idioma hebreo)


    S. 143, XXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, conforme el cuadro de aranceles orientativos de los honorarios profesionales para peritos traductores de la justicia, la estimación efectuada por la peticionante, resulta ajustada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por María Victoria Araúz (perito inglés)


    S. 143, XXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91 y conforme las pautas del cuadro de aranceles, atento a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado, resulta adecuado regular sus honorarios.


    Jin Wei Xin c/ Recurso de queja en causa N° 1.288


    J. 2, XXXIV, 05 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida conforme la certificación y de acuerdo el cuadro de aranceles resulta adecuado regular los honorarios.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito María E. Acuña Anzorena (Idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 23 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado y al cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito Beatriz Barroso (inglés)


    S. 143, XXIV, 02 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Constitucional


    Acción autónoma de nulidad


    Cosa juzgada. Seguridad jurídica. Inadmisibilidad del recurso. 


    Tiene dicho desde antiguo el Tribunal que las sentencias de la Corte no son susceptibles, como regla, de acción, incidente o recurso de nulidad. Ello es así, en virtud del carácter final que tienen sus pronunciamientos, acertados o no, cuya integridad interesa fundamentalmente, tanto a la vida de la Nación, su orden público y la paz social, cuanto a la estabilidad de sus instituciones y, muy especialmente, a la supremacía de la Constitución en que aquéllos se sustentan. La pretensión articulada por la actora persigue la declaración de invalidez de una sentencia dictada por la Corte en un juicio anterior entre las mismas partes, la cual tiene el carácter de cosa juzgada. La cosa juzgada constituye uno de los pilares sobre los que se asienta la seguridad jurídica, representa una exigencia vital del orden público, tiene jerarquía constitucional y es uno de los presupuestos del ordenamiento social cuya ausencia o debilitamiento puede poner en crisis la juridicidad del sistema.


    San Luis, Provincia de c/ Dimensión Integral de Radiodifusión (DIRA) s/ Acción autónoma de nulidad


    S. 188, XXXIV, 28 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Impuestos. Servicios eléctricos. Interpretación de la ley. Facultades del gobierno provincial. Facultades del Poder Legislativo. Procedencia del recurso. Denegatoria del recurso. 


    La vía intentada es procedente, de acuerdo con el artículo 322 del Código de forma, toda vez que se configuran los requisitos exigidos por reiterada doctrina de la Corte. La Corte expresó que en la medida en que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian. En autos no se trata de una cuestión meramente consultiva, sino que se busca precaver los efectos de un acto en ciernes, el cual está configurado por los requerimientos administrativos de la Dirección Provincial de Rentas y al que la actora atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal. En ellos se intima a la demandada a regularizar su situación tributaria bajo los apercibimientos contendidos en el Código Fiscal local. Por lo tanto, la acción preventiva intentada tiene suficiente fundamento para ser utilizada como vía procesal. Cabe señalar, de acuerdo con lo recordado en el dictamen de la suscripta “Empresa Gutiérrez S.R.L. y Provincia de Catamarca”, acogido en el decisorio de la Corte, que siendo la norma del artículo 75, inciso 13 de la Constitución Nacional, similar al artículo I, Secc. VIII, cláusula 3 de la de Estados Unidos, la Corte ha aprovechado el vasto cuerpo de doctrina y jurisprudencia que ha elaborado la Suprema Corte Federal de aquella Nación. Y toda vez que la cláusula comercial otorga al Congreso Nacional la competencia para reglar el comercio entre las provincias y con los Estados extranjeros, cabe acudir a dicha fuente para interpretar los alcances del precepto. La Corte desde Fallos: 154:104 ha sostenido invariablemente que el vocablo comercio usado por la Constitución Americana igual al de nuestro inciso 12 del artículo 67, ha sido interpretado en el sentido de comprender, además del tráfico mercantil y la circulación de efectos visibles y tangibles para todo el territorio de la Nación, la conducción de personas y la trasmisión por telégrafo, teléfono u otro medio, de ideas, órdenes y convenios. El poder para regular el comercio así comprendido es la facultad para prescribir las reglas a las cuales aquél se encuentra sometido y su ejercicio corresponde al Congreso de la Nación de una manera tan completa como podría serlo en un país de régimen unitario. El derecho de la Nación o del Congreso para reglamentar las comunicaciones entre las provincias es tan extenso y absoluto que se convierte para el Congreso en el deber de vigilar que el intercambio entre los estados y la transmisión de ideas por cualquier clase de sistema desde el correo a caballo hasta la telefonía, no sea obstruida o estorbada de un modo innecesario por la legislación de los estados. A su turno, esta Procuración General de la Nación expresó que merecen ser destacadas las especiales características que posee la actividad de generación, transporte y consume de energía eléctrica en la actualidad, cuando el servicio se presta a través del Sistema Argentino de Interconexión – SADI-. A ello debe añadirse, lo referido a la especificidad del trato a brindar al territorio correspondiente a la Capital Federal y determinados partidos del Gran Buenos Aires, por la concentración de población y asimismo de industrias, usuarios y consumidores de energía eléctrica. En el mensaje del Poder Ejecutivo al Congreso, acompañando el proyecto de la ley 14.722, se hacía mérito de las necesidades sociales y económicas crecientes de la zona afectada, las que fundamentaban la necesaria jurisdicción federal, dado que la magnitud del problema sobrepasaba las posibilidades de las autoridades locales, y donde sólo el Estado Nacional, por su carácter, condiciones y especialidad, se encuentra en situación de resolver, sin demoras, el problema con la capacidad y el conocimiento que el mismo exige. El establecimiento de la jurisdicción federal en la materia, no encontraba fundamento expreso en el texto de la Constitución, pero sí surgía de referencias claras que permitían aplicarlas a esta cuestión trascendental, como el artículo 31, que establece la primacía de la legislación nacional sobre la local, en cuanto a la regulación del comercio de las provincias entre sí, y al dictado de leyes de beneficio general, que proveyeran lo conducente a la prosperidad del país, y sobre las facultades del Congreso respecto de la Capital Federal. En materia de competencias para regular esas actividades no cabe aceptar el criterio puramente territorial, pues esta única condición no sólo no faculta a ejercer esa potestad, sino que es sabido que no pueden los Estados provinciales invocar la titularidad territorial para no poner trabas de índole alguna a las actividades que, en su esencia, se vinculan al tráfico interprovincial e internacional. Las peculiaridades de la actividad, en cambio, aconsejan que sea la Nación la encargada de administrar el servicio de energía eléctrica, en el ámbito territorial de que se trata. Es dable señalar, que la naturaleza de la electricidad hace que sea imposible impedir que trascienda los límites de una provincia a otra, o de una de éstas a la Capital Federal, con la consecuente fricción que se daría entre las jurisdicciones limítrofes que pretendiesen regular el servicio, y el peligro de un renacimiento de antiguas rencillas internas ya superadas. Asimismo, no parece ocioso poner de resalto que, en el actual desarrollo del sistema eléctrico nacional, se torna aún más diáfana la regulación de la actividad en el marco competencial del artículo 75 de la Constitución Nacional, no sólo con relación al referido inciso 13, que faculta al Congreso a reglar el comercio con las naciones extranjeras, y de las provincias entre si, sino también respecto del inciso 1, del 10, y del 18. La inteligencia de la cuestión suscitada, a la luz de los preceptos constitucionales, asignan la potestad de reglamentar el servicio eléctrico a la autoridad nacional, parte de consagrados principios de hermenéutica aplicados por la Corte, a partir de uno basal, cual es el que sostiene que la Constitución debe ser estudiada como un conjunto armónico dentro del cual cada una de sus disposiciones ha de interpretarse de acuerdo con el contenido de las demás. La Corte ha dicho que la interpretación de la Constitución Nacional debe hacerse de manera que sus limitaciones no turben el eficaz ejercicio de los poderes del Estado para el cumplimiento de sus fines del modo más beneficioso para la comunidad y que las provincias, dada la posición que ocupan dentro del régimen constitucional, deben observar una conducta que no interfiera ni directa ni indirectamente, la satisfacción de servicios de interés público nacional. Las facultades de las provincias, por importantes y respetables que sean, no justifican la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de los demás Estados autónomos y de la Nación toda. La ley 14.772, en su artículo 1, declaró de jurisdicción nacional, y sujetos a las reglamentaciones que dictara el Poder Ejecutivo, los servicios públicos de electricidad interconectados que se prestan en la Capital Federal y en varios partidos de la provincia de Buenos Aires, establecido en el artículo 5 que la prestación de estos servicios por parte de la sociedad concesionaria, como también por parte del Estado Nacional, se desarrollará respetando los poderes locales en todo aquello que sea compatible con la jurisdicción técnica y económica que corresponde al Estado Nacional. Por otro lado, la Corte ha expresado, en pronunciamientos aplicables al caso, que en materia de interpretación de las leyes impositivas se debe atender al fin con el que han sido dictadas, criterio de hermenéutica que, con el alance más amplio, ha sido reiterado por esta Corte al señalar que es misión del intérprete indagar el verdadero sentido y alcance de la ley, mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la realidad del precepto y la voluntad del legislador como así también que cualquiera sea la índole de la norma, no hay método de interpretación mejor que el que tiene primordialmente en cuenta la finalidad de aquélla. Asimismo, ha dejado sentado que respecto de las normas que establecen exenciones, no deben interpretarse con el alcance más restringido que el texto admite, sino, antes bien, en forma tal que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo con los principios de una razonable y discreta interpretación, lo que vale tanto como admitir que las exenciones tributarias pueden resultar del indudable propósito de la norma y de su necesaria implicancia.


     Empresa Distribuidora Sur S.A. (Edesur S.A.) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 53, XXXII, 16 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Es doctrina de la Corte que no existe cuestión pendiente de solución si la planteada fue resuelta por el tribunal instituido para hacerlo y que no se encuentra dentro de las facultades que el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 acuerda a la Corte, la de revisar las decisiones de las Cámaras Nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia. Por ello, no existe en este caso un conflicto de competencia que corresponda a la Corte resolver.


    Asociación de Servicios Fúnebres Unidos de la República Argentina c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo (ANSES) s/ Cobro de pesos


    COMP. 157, XXXIV, 16 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Atento el carácter de tribunal administrativo de la justicia militar, la Cámara Nacional de Casación Penal no resulta el tribunal superior común que ha de resolver la presente contienda, y que, en virtud de lo establecido en el artículo 24, inc. 7°, último párrafo del decreto ley 1285/58, es la Corte la encargada de resolverla. Sobre esa base, toda vez que no se ha verificado en autos la individualización precisa y concreta de un imputado militar o investido de categoría asimilable, en los términos del artículo 10 de la ley 23.049, para que surja el fuero castrense, corresponde a la justicia federal, que previno, continuar con la tramitación de la causa.


    N. N. s/ Habeas corpus -C., Susana-


    COMP. 81, XXXIV, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de llegar a un criterio cierto para individualizar los hechos sobre los cuales versa y encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada. Sentado ello, no ha mediado el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda a la Corte dirimir.


     


    P., Mónica V. s/ Denuncia


    COMP. 657, XXXIV, 17 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Acto administrativo. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    En cuanto a la cuestión de competencia planteada entre ambos órganos jurisdiccionales, cabe señalar que, de los términos de la demanda interpuesta por el actor, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la pretensión sustentada por el amparista consiste en cuestionar un acto administrativo emanado de una autoridad de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En consecuencia, correspondería entender en la causa a la justicia en lo contencioso-administrativo local, de conformidad con el artículo 48 de la ley N° 7, Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires. Sin embargo, toda vez que al día de la fecha no se ha constituido aún, ni se encuentra en funcionamiento dicho fuero local, por razones de economía procesal y a fin de evitar dilaciones que puedan traducirse en una efectiva privación de justicia, debe continuar entendiendo en la causa sub-examine, en forma transitoria, la Justicia Nacional en lo Civil, por aplicación del artículo 43 del decreto-ley 1285/58.


    Santamaría Liste, Ángel Manuel c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 407, XXXIV, 28 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Competencia previsional. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa "Cantoni, Aldo Hermes Nereo y otros c/ Estado Nacional (Honorable Senado de la Nación) s/ Empleo público".


    Bericoa, Jorge c/ Estado Nacional - Cámara de Diputados de la Nación s/ Inconstitucionalidad del decreto 78/94


    COMP. 181, XXXIV, 06 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Impugnación del acto administrativo. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de tribunal superior común. Competencia provincial. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, para la determinación de la competencia, corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. En la causa, la actora si bien cuestiona un acto administrativo emanado de una autoridad local, por haber sido dictado con arbitrariedad e ilegalidad manifiestas al ser contrario a una Ordenanza Municipal, la materia específica sobre la que versa dicho acto local tiene un manifiesto contenido federal. En efecto, se trata de la construcción en jurisdicción de la Administración de Parques Nacionales, esto es, en un establecimiento de utilidad nacional, vinculado con el interés público que tutela dicho establecimiento: el control de los incendios forestales. En consecuencia, ello resulta suficiente para pronunciarse a favor de la competencia federal. No obsta a tal solución, lo establecido por el artículo 18, segunda parte, de la ley 16.986, según la cual dicha norma será aplicada por los jueces federales de las provincias en los casos en que el acto impugnado mediante la acción de amparo provenga de un acto de autoridad nacional", en la medida en que esa disposición no resultará aplicable a los casos en que la materia en debate sea manifiestamente federal, pues de lo contrario, ello importaría que una ley nacional puede alterar la competencia expresamente estatuida en el artículo 116 de la Constitución Nacional. Sin embargo, toda vez que la Corte no compartió la tesis del dictamen en la sentencia dictada en el precedente S. 192, L. XXXIII, de mantener el Tribunal la solución allí adoptada, resultaría competente para entender en la presente acción de amparo el juez a cargo del Juzgado provincial.


    Florenza, Agustín C/ Municipalidad de San Carlos de Bariloche s/ Acción de amparo


    COMP. 242, XXXIV, 12 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Personal militar. Competencia federal. Cámara contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 425, L. XXXIII, “Carli de Romanutti, Alda Blanca y otro c/ Estado Nacional - M° de Defensa s/Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.”.


    Cerrizuela, Rodolfo c/ Ministerio del Interior Policía Federal Argentina s/ Personal Civil y Militar de las Fuerzas de Seguridad y Fuerzas Armadas


    COMP. 484, XXXIV, 02 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Servicio público. Empresas del Estado. Juicios contra el Estado. Competencia federal. 


    La sociedad demandada continúa siendo una empresa del Estado Nacional, ya que, según la norma que la crea y le da su estatuto todo su capital le pertenece y tiene como fin específico entregar en concesión a empresas privadas el servicio público de transporte por ferrocarril. Cabe entonces, aplicar la reiterada doctrina de la Corte en juicios de la misma naturaleza, según la cual, con arreglo a lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, art. 2, inc. 6° y art. 12 de la ley 48, corresponde a la justicia federal y no a la provincial, conocer en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte, máxime cuando pudiera resultar comprometido el patrimonio de una sociedad cuyo paquete accionario, estatuariamente, se encuentra en su totalidad en poder del Estado Nacional.


    Llampa, Máximo y otra c/ FE.ME.SA. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 597, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Ejecución hipotecaria. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte sólo estaría habilitada para entender en el eventual conflicto que, en los términos del artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, podrá darse en cuanto el juez nacional requerido no aceptara la remisión de la causa, mas en modo alguno es el tribunal competente para revisar la supuesta improcedencia del traslado aludido.


    Bonetto, Rafaela s/ Cuestión de competencia en autos Banco de Crédito Argentino S.A. c/ Transportes Automotores La Estrella S.R.L. s/ Secuestro prendario


    B. 657, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 264, XXXIV, "Exolgan S.A. c/ Distribuidora Química S.A. s/ Medida precautoria".


    Distribuidora Química S.A. c/ Subsecretaria de Puertos y Vías Navegables –Poder Ejecutivo Nacional- y Provincia de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986


    D. 161, XXXII, 18 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Debe estarse a lo dictaminado en la causa Comp. 557, L. XXXIV, “U.N.R s/ Demanda inhibitoria”.


    U.N.R. s/ Demanda inhibitoria


    COMP. 458, XXXIV, 11 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen realizado en fs. 128/129.


    Droguería Aries S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    D. 444, XXXIII, 05 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen realizado en fs. 117/118.


    Droguería Aries S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    D. 451, XXXIII, 05 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Reclamo salarial. Diferencias salariales. Juicios contra el Estado. Funcionarios judiciales. Jueces. Excusación. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    El instituto de la excusación es de carácter excepcional y, por tanto, de interpretación restrictiva, toda vez que su aplicación provoca el desplazamiento de la competencia de los jueces y, en consecuencia, la alteración del principio constitucional del juez natural. Por otra parte, el decreto ley 1285/58, en su art. 31, dispone que, para la integración de las cámaras nacionales de apelaciones en lo Civil y Comercial Federal y en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital Federal, se aplicará el sistema de sorteo entre los miembros de la otra cámara y, por último, entre los jueces de primera instancia que dependan de la cámara que debe integrarse. Las garantías del juez natural, del debido proceso y de la defensa en juicio exigen que el tribunal se halle establecido por ley anterior al hecho de la causa y que la situación planteada no dispensa a la Corte de solucionarla, toda vez que la falta de integración de los magistrados de segunda instancia, privaría a los justiciables de sus jueces naturales. Si bien esta Procuración General, en la causa Comp. 142, L. XXXI, "Wechsler, Ricardo Gustavo c/ Estado Nacional (C.SJ.N.) s/ Empleo público"; y en Comp. 90, L. XXXI, "Di Filippo, María Isabel y otro c/ Estado Nacional (C.SJ.N.) s/ Empleo público", con remisión a Fallos: 307:966, sostuvo que deberá recurrirse al procedimiento que prevé el art. 31 del dec-ley 1285/58, sobre subrogación de los jueces de las Cámaras Federales que tienen jurisdicción y competencia fuera de la Capital Federal, la Corte ha resuelto recientemente, en la primera de esas causas, que las normas que prevén la sustitución de los señores jueces nacionales están concebidas para supuestos de "autoexclusión que no abarcan la totalidad de los miembros de los fueros a que se refieren. Y agregó que la imposibilidad de resolver la integración de un tribunal por la insuficiencia de las normas que prevén el reemplazo de aquellos alcanzados por las causales de excusación de que se trate, no debe prevalecer sobre la necesidad de superar la situación de privación de justicia que, de otro modo, se produciría. Un marco procesal impreciso no puede suprimir la garantía constitucional de la defensa en juicio de la persona y de los derechos, que consiste en obtener una decisión judicial acerca de las cuestiones controvertidas. Máxime cuando, como sostuvo la Corte, el tema planteado es común a todos los magistrados en actividad. En virtud de dicho criterio, corresponde concluir que la necesidad de evitar la privación de justicia pone límites al deber de apartamiento que establecen las leyes para tutela de la imparcialidad de los magistrados.


    Guibourg, Ricardo Alberto y otros c/ Estado Nacional CSJN s/ Juicio contra la Nación


    COMP. 122, XXXIV, 19 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 123, L. XXXIV, "Guibourg, Ricardo Alberto y otros c/ Estado Nacional (Corte Suprema de Justicia de la Nación)".


    Wechsler, Ricardo Gustavo c/ Estado Nacional CSJN s/ Juicio contra la Nación


    COMP. 123, XXXIV, 19 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Persona jurídica pública estatal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única, forma de conciliar lo preceptuado en el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Empresa actora -que es una persona jurídica pública estatal de jurisdicción nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Obras Sanitarias de la Nación (e.l.) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1025, XXXIII, 06 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Hábeas corpus preventivo. Interpretación de la ley. Interpretación restrictiva. Cuestión abstracta. 


    No existe en autos una contienda tradicional de competencia, sino un conflicto entre tribunales. En efecto uno de ellos reclama la exclusividad de sus potestades para determinar si el peticionante se encuentra legítimamente confinado o amenazado de confinamiento y el otro cuestiona su avocación aduciendo que de existir un acto lesivo, el recurso debió ser presentado ante la justicia local, más específicamente ante la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de su jurisdicción, atento lo normado en el artículo 404 del Código de Procedimientos de la provincia. Al respecto la Corte ha declarado que la interpretación constitucional ha de tender ante todo al desenvolvimiento armonioso de la actuación de las autoridades federales y locales, y no al choque y oposición de ellas, pues su función más importante consiste en hacer la exegesis evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa. Del logro de ese equilibrio debe resultar la amalgama perfecta entre las tendencias unitaria y federal, debiendo encontrarse sólo para ayudarse pero nunca para destruirse. Además, todos los jueces de cualquier jerarquía y fuero pueden interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponde, y que desde todo punto de vista sería inconstitucional impedir a los magistrados locales considerar y aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la Constitución Nacional, las leyes que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, a las que las autoridades de cada estado están obligadas a conformarse, no obstante cualquier disposición en contrario que contengan sus constituciones o leyes, pues deben tratar todas la cuestiones federales propuestas. Es doctrina que el Tribunal mantiene en forma pacífica desde Fallos: 9:533, donde señaló que no corresponde la presentación ante el juez de sección, pues la autoridad que le ha aprehendido, tiene jurisdicción para juzgarlo por el delito que ha motivado su prisión, y, desde el dictamen de Eduardo Costa en la causa "Soto". No resulta óbice, la nueva presentación que se efectuó ante el Tribunal, el letrado que interpusiera el habeas corpus, manifestando su voluntad de desistir del pedido, toda vez que en la especie, si bien la ley es todo lo amplia que la efectiva vigencia del instituto lo requiere, en cuanto a quien puede efectuar la demanda, debe sin embargo su interpretación tornarse restrictiva, cuando se trata de desistir de la medida, exigiendo mandato expreso de quien resulte beneficiario del pedido. A tal fin resultaría insuficiente el poder general. Ello, sin perjuicio de que la Corte considere que se ha tornado abstracta la cuestión de fondo, en cuanto a que los acontecimientos posteriores de público conocimiento, habrían hecho variar el marco jurídico existente al momento de promover el presente habeas corpus.


    Argibay Molina, Pablo s/ Hábeas corpus preventivo


    COMP. 269, XXXIV, 19 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Estese a lo dictaminado en autos Comp. 473, L. XXXIV, “Sosa, Luis S. c/ Desarrollos Forestales S.A. y otros - Indemnización accidente de trabajo”.


    Desarrollos Forestales S.A. s/ Inhibitoria


    COMP. 499, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 343, L. XXXIV, "Saadi, Ramón Eduardo s/av. de enriquecimiento ilícito de funcionario".


    Ramón E. Saadi plantea inhibitoria en causa N° 13/93


    COMP. 570, XXXIV, 15 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Justicia Nacional del Trabajo. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 991, L. XXXIII, “Jordán, Antonio Víctor y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro - Accidente Ley 9.688”.


    Bouzas, Néstor Oscar c/ Coasin Comunicaciones S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito c/ Lesión o muerte)


    COMP. 584, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión del expediente ad effectum videndi. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 519, L. XXXIV, "Cuestión de competencia por vía de inhibitoria en "Díaz, Luis Manuel c/ EDESE S.A. s/ Indemnización por incapacidad, etc.".


    Gili, Oscar Luis c/ Edese S.A. y/u otros s/ Diferencia de sueldos


    COMP. 521, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia federal. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 97, L. XXXIV, “Fama, Julio Cesar y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo de la Seguridad Social”.


    Urcelay, María Luisa y otro c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Reintegro


    COMP. 571, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión del expediente ad effectum videndi. 


    Remisión dictamen de la causa al Comp. 519, L.XXXIV, "Díaz, Luis Manuel c/ EDESE S.A. s./ Indemnización por incapacidad, etc.".


    Villavicencio, Esteban Bernardino c/ Agua y Energía Eléctrica -Sociedad del Estado- Divisional Santiago del Estero y/o responsable s/ Falta de preaviso


    COMP. 520, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad


    Derecho de propiedad. Derechos adquiridos. Juicios en que es parte una provincia. Falta de fundamentación autónoma. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, la declaración de inconstitucionalidad de las leyes, constituye un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerada como última ratio del orden jurídico. En autos, no se satisfacen los requisitos mínimos de fundamentación que son exigibles cuando lo que se pretende es nada menos que la invalidez de una norma jurídica por resultar contraria a la Constitución Nacional.


      Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 960, XXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Devolución del expediente


    Toda vez que no se han agregado los autos solicitados, se devuelven las actuaciones.


    González, Silveria s/ Sucesión ab intestato


    COMP. 360, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Ejecución de sentencia. 


    Los escuetos argumentos que evidencia el escrito de la actora, dirigidos a cuestionar la ley provincial 5071 por violar los arts. 31, 14, 16 y 17 de la Constitución Nacional, no satisfacen los requisitos mínimos de fundamentación que son exigibles cuando lo que se pretende es nada menos que la declaración de invalidez de una norma jurídica por resultar contraria a la Ley Fundamental; máxime, cuando la actora no se hace cargo ni, por ende, controvierte la doctrina sentada por la Corte para desestimar planteos de índole similar. Ello es así, toda vez que, según tiene reiteradamente dicho la Corte, la declaración de inconstitucionalidad de las leyes constituye un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico. No es cierto lo afirmado por la actora en tomo a que la ley provincial establece condiciones para la ejecución de sentencias que no ha dispuesto la Nación para su órbita de actuación. Además, la provincia ha dictado una norma tendiente a zanjar situaciones que harían peligrar la propia subsistencia del Estado, mediante un mecanismo que asegura el efectivo cobro de las sumas de dinero durante el ejercicio presupuestario siguiente a la notificación fehaciente de la sentencia y la liquidación que debe realizar el propio interesado. En cuanto a la falta de determinación del plazo de duración de la emergencia, es preciso señalar que la ''temporariedad'' que caracteriza a la emergencia, no puede ser fijada de antemano en un número preciso de años o de meses, pues dura todo el tiempo que duran las causas que la han originado. Ello es suficiente, para rechazar el agravio sobre el punto, si se tiene en cuenta que la actora no introdujo argumento alguno tendiente a demostrar, como hubiera sido menester para obtener la declaración de inconstitucionalidad que pretende, que la vigencia del mecanismo previsto por el legislador provincial es desmesurada con relación a las causas que le dieron origen y que éste tiende a conjurar.


     Pérez, Maria Elisa y otra c/ San Luis, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 417, XXIII, 02 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Aguirre, Blanca c/ Telecom s/ Enfermedad accidente (Ley 9.688)


    COMP. 11, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    N. o L., P. s/ Internación


    COMP. 89, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Palazzesi, Susana c/ Encotesa y otros s/ Despido


    COMP. 84, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    G., C. y otros c/ S. I. M. M. y otro


    G. 280, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires c/ Alvarado Velloso, Adolfo E. apremio


    COMP. 621, XXXIV, 02 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Roncales, Roberto Ricardo c/ Fuerza Aérea Argentina


    R. 160, XXXIV, 28 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    R., R. W. s/ Internación


    COMP. 619, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


     


    Roque Vassalli S.A. s/ Quiebra


    COMP. 456, XXXIV, 30 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Estafa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones que se suscitan acerca de la forma en que fue apreciada la prueba, como también la aplicación del artículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal -norma en la que se sustenta la absolución de los procesados- constituyen, por vía de principio, una materia propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia extraordinaria. Sin embargo, ello no impide que ante las particularidades que presentan determinados casos, su análisis permita la excepción posible a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas y existentes en la causa. Esto último es lo que acontece en el sub judice, en la medida que el pronunciamiento impugnado presenta omisiones y falencias respecto de las circunstancias que rodearon a cada uno de los hechos detallados y de la consecuente participación que les cupo a los encausados, prescindiéndose de una razonada valoración en conjunto de todos los elementos indiciarios y de su necesaria armonización con el resto de las probanzas obrantes en el legajo. Si bien es cierto que los jueces no están obligados a tratar todas las cuestiones articuladas por las partes, sino aquellas que estimen conducentes para la solución del caso, ello no implica que pueda desvirtuarse la esencia de la prueba presuncional, cuya eficacia probatoria depende, según lo tiene establecido la Corte, de la valoración en conjunto de todas las constancias obrantes en el proceso, teniendo en cuenta su diversidad, correlación y concordancia.


    S., Hugo Ramón y otros s/ Estafa reiterada


    S. 353, XXXIII, 02 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Transporte de estupefacientes. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    En primer lugar, de la lectura del memorial presentado ante el a quo contra la sentencia del juez federal, surge que algunos de los agravios individualizados recién fueron planteados por la defensa en la apelación federal, circunstancia que los inhabilita para ser tratados en esta instancia, al no haber sido sometidos a la decisión de los jueces de la causa. Con respecto a las escuchas telefónicas, el recurrente parte del supuesto que se ha tratado de intervenciones ilegales porque fueron ordenadas sin fundamentación y con una indebida delegación en las autoridades de la prevención, que actuaron sin contralor judicial. Tal como se indica en el auto denegatorio del recurso extraordinario, se trata de una discrepancia sobre cuestiones de hecho y prueba y de derecho común y procesal. La Corte ha resuelto que las cuestiones que se refieren al alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos concedidos ante ellos, son propias de los jueces de la causa y ajenas a la instancia extraordinaria en razón de su carácter fáctico procesal.


    G. S., Humberto Nicanor y otros s/ Infracción Ley 23.737 - Causa N° 1.115 -


    G. 1617, XXXII, 06 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    La tardía etapa procesal en que fue introducida la cuestión constituye un aspecto fundamental para decidir su desestimación pues, como señala la Cámara, no se trata de una causal sobreviniente dado que el funcionario recusado ya había intervenido en igual carácter no sólo en incidencias del mismo expediente sino, inclusive, al expresar agravios contra la sentencia definitiva de primera instancia, presentación ésta anterior al memorial de la defensa. De allí que la cuestión que, como de carácter federal se pretende someter a consideración de la Corte, no ha sido interpuesta en tiempo oportuno.


    G. S., Humberto Nicanor y otros s/ Infracción Ley 23.737 - Causa N° 1.115 -


    G. 1618, XXXII, 06 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Doctrina de la arbitrariedad. Concurso ideal. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXIII, “Almada de Hazan, María Teresa s/ Prescripción en causa n° 28.434".


    No resulta viable la tesis invocada por el recurrente sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad. Ello es así pues, sin pasar por alto los defectos de fundamentación de que adolece el recurso extraordinario, los agravios reseñados remiten también al examen sobre la forma en que fue apreciada la prueba y la consecuente calificación legal de los hechos, aspectos cuya revisión, por regla, resulta ajena a esta instancia de excepción. La Corte establecido que el delito de supresión de estado civil de un menor concurre idealmente con la falsificación de los certificados de nacimiento que dan cuenta de una situación parental inexistente y, a su vez, que aquel delito del artículo 139, inciso 2° del Código Penal, es distinguible de aquel otro que se habría cometido al lograr la expedición de documentos falsos destinados a acreditar la identidad de las personas. Tiene dicho el Máximo Tribunal que su pronunciamiento debe limitarse a los agravios expresados en el escrito de interposición del recurso extraordinario, resultando tardías las cuestiones introducidas sólo en oportunidad de la ulterior presentación directa por la denegatoria de aquél.


    B. de D., Sonia Alejandra s/ Incidente de prescripción –causa n° 28.437-


    B. 610, XXXIII, 28 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Sentencia no firme. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Cabe advertir, ante todo, que uno de los requisitos a los que el artículo 14 de la ley 48 condiciona la admisibilidad formal del recurso extraordinario, es que haya sido interpuesto contra sentencias definitivas, es decir, con respecto a aquellas decisiones que dirimen la controversia poniendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación. Pero también la Corte ha reconocido tal carácter a aquellas resoluciones que, sin ser de esa naturaleza, originan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. En este orden de ideas, tiene establecido la Corte que pronunciamientos como el recurrido, cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso penal no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva a los efectos del recurso extraordinario, requisito este del que no cabe prescindir aunque se invoque lesión a garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad.


    A. de H., María T. s/ Prescripción causa N° 28.434


    A. 570, XXXIII, 28 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    El Tribunal tiene dicho en reiteradas oportunidades, que las resoluciones en materia de competencia, cuando no media denegación de fuero federal, no son susceptibles de la apelación extraordinaria, por no revestir el carácter de sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48; y que la ausencia de definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Máxime cuando la Corte ha sostenido, asimismo, que la distribución de competencia entre los tribunales permanentes del país, es cuestión extraña a la garantía de los jueces naturales, que no se ve afectada por el hecho de que la causa tramite ante uno u otro de aquellos.


    Ceragioli, Adriana Fenicia c/ Asociación Civil Jokey Club


    C. 837, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que la fundamentación de la presentación directa debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo rechazó el remedio extraordinario. Asimismo, el Máximo Tribunal ha dicho que las resoluciones que deciden la admisión o el rechazo de las nulidades procesales, no ponen fin al pleito ni impiden su continuación, por lo que carecen de carácter definitivo a los fines del recurso extraordinario, criterio que no se ve modificado por eventuales planteos de inconstitucionalidad, que no se encuentra probado fueran introducidos en la etapa procesal correspondiente. Otro tanto ocurre con las decisiones dictadas en juicio ejecutivo, y con las resoluciones sobre competencia que no deniegan el fuero federal.


    Hercule S.A. c/ Transporte Automotor Noreste Argentino s/ Ejecución prendaria


    H. 41, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Aportes y contribuciones previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Sistema federal. Facultades del gobierno provincial. Denegatoria del recurso. 


    Lo que está en juego aquí, antes que la eventual justiciabilidad de un conflicto de límites de los poderes del Estado en el seno del sistema republicano de gobierno, son los lindes constitucionales erigidos por los estados provinciales al respecto de la jurisdicción de la justicia nacional, en el marco de nuestro federalismo, a partir de la implicancia que sobre dicho aspecto se derivó de la reforma expresa introducida al texto de 1853 por la Convención de 1860. La Corte Suprema de Justicia de la Nación carece de jurisdicción para resolver conflictos de los poderes locales, dato insoslayable que impide cualquier interpretación amplia o bien dinámica en torno a la competencia de la Corte para intervenir en estos planteos, en cuanto resulta referible a los mismos la doctrina que sostiene que ellos deben hallar solución -jurídica o política- en el ámbito provincial, sin injerencia de la justicia de la Nación.


    Unión del Personal Civil de la Nación Sección Tucumán c/ Provincia de Tucumán


    U. 80, XXXII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Interés legítimo. Denegatoria del recurso. Juez del concurso. 


    Cabe señalar que la atribución del conocimiento de la causa a un tribunal que luego denunció como incompetente, le es imputable a la demandada, porque en oportunidad de articular el recurso de inaplicabilidad de ley ya había sido decretada la apertura de su concurso y, sin embargo, omitió informarlo al tribunal. Tal actitud, entonces, aparece manifiestamente reñida con el propósito persigue a través del presente recurso, el cual se funda en el supuesto agravio de derechos constitucionales vinculados a la operatividad del fuero de atracción, que con sus propios actos coadyuvó a frustrar oportunamente. Así, la Corte ha entendido que falta interés jurídico en los casos en que la supuesta privación alegada por el recurrente es imputable al mismo, como sucede a quien omitió valerse de las defensas que le competían en la oportunidad procesal pertinente. Dicha situación se presenta en el caso de autos, con el agravante de que el pronunciamiento que se está reclamando no cambiaría la suerte del recurrente, lo que también obsta a su atendibilidad.


    Arce, Miguel y otros c/ Pindapoy S.A. -Hoy Pinfruta S.A.- s/ Nulidad y cobro de pesos


    A. 349, XXXIII, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    En lo relativo, estrictamente a la cuestión federal traída a examen, procede señalar que en el resolutorio impugnado, no se discute la derogación de la ley 24.018 por el decreto 78/94 u otra normativa. Dicha circunstancia, por el contrario, es objeto de admisión expresa, en tanto se reconoce la vigencia del mencionado precepto respecto de los beneficiarios futuros. Se rechaza, en cambio, su aptitud para alcanzar -al menos, en lo aquí controvertido- a beneficios como el del actor, nacidos bajo el amparo de disposiciones hoy derogadas. En efecto, a juicio del a quo -como resulta de fs. 26 y 43 por imperio de los arts. 160 de la ley 24.241; 1° del decreto 2433/93; 14 bis, 17 y 18, C.N:, y del principio según el cual, los beneficios jubilatorios deben regirse -por regla conforme a la ley vigente al tiempo de la cesación de tareas, la normativa derogatoria no pudo alcanzar al haber de pasividad del actor, garantizado, por otra parte -siempre según el a quo· por el arto 160 de la Ley 24.241, so consecuencia de afectar derechos de raigambre constitucional como el de propiedad e incurrir, además, en la aplicación retroactiva del nuevo régimen. Frente a ello, la argumentación de la quejosa, dirigida, centralmente, a evidenciar que la ley 24.018 fue derogada por el dec. 78/94 o por la L. 24.241, carece de atinencia -allende de sus méritos- como para lograr conmover lo resuelto. Ello es así, porque el argumento expuesto no rebate la afirmación que sitúa el nacimiento del beneficio bajo la vigencia de la L. 18.464 -cuestión, por otra parte, reconocida por el apelante- ni la estimación que hace de "la norma vigente al tiempo del cese", la llamada a regir la prestación. Dicho déficit tampoco se suple con la transcripción parcial de un precedente de la Corte, referido, de su lado, a los regímenes de movilidad de haberes -cuestión, en su caso, sólo tangencialmente objeto de disputa en el sub lite- toda vez que la pretensión del actor descansó, primariamente, en obtener la restitución del haber de retiro a su porcentaje primitivo (arts. 4°, L. 18.464 y 33, L. 24.018), aspecto que, válido es repetirlo, no evidencia la quejosa resulte alcanzado por el precedente que invoca; el que se detuvo, puntualmente, en el examen de lo atinente a la movilidad de los haberes previsionales.


    Unamuno, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    U. 43, XXXIII, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    En el caso, la providencia que se ataca no satisface el requisito de definitividad establecido por el art. 14 de la ley 48. Ello es así, toda vez que la misma sólo difirió para su oportunidad, en los términos del art. 110, Ley 18.345, el tratamiento sustantivo de la apelación; y máxime cuando ésta se dedujo contra una resolución que resolvió un planteo de competencia sin denegar el fuero federal, defecto que, por otra parte, según reiterada jurisprudencia la Corte, no se suple con la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni con la pretendida arbitrariedad del decisorio. A ello cabe agregar que el presentante, no logra acreditar la índole irreparable de los agravios que aduce. En tal sentido, el reproche dirigido por el quejoso al derecho adjetivo del trabajo, en tanto no constituye sino una objeción general a dicho procedimiento que no concretiza, de manera actual gravamen alguno, carece de aptitud como para generar una evidencia contraria a lo señalado, y que, habiéndose limitado la Alzada a desestimar la queja y a confirmar la decisión del magistrado de grado relativa a su competencia formal; nada obsta a que, en su caso, ella revise, vía apelación, lo que se resuelva en la causa; en la hipótesis de que, el aún pendiente decisorio de primera instancia, agravie a la Superintendencia, al eventualmente; aplicar el derecho del trabajo a la relación, circunstancia que torna el supuesto agravio relativo a la omisión del derecho administrativo prematuro. Nada obsta a ello la gravedad institucional alegada en el recurso, en tanto la misma, carente de un serio y concreto desarrollo de las, supuestamente graves, consecuencias institucionales del fallo que se discute, no excede de la mera afirmación dogmática, en el marco de la excepcional doctrina de la Corte respectó de su admisión.


    Taga, Mario Alberto y otros s/ Superintendencia de Seguros de la Nación


    T. 42, XXXIV, 08 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Pago por consignación. Sentencia arbitraria. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    El agravio que pretende dar lugar a la queja no está configurado, porque la resolución recurrida, ha contemplado la virtualidad del recurso interpuesto por la actora para modificar la situación procesal referida a la competencia atribuida al juez provincial. Por tanto, el pronunciamiento no le causa gravamen de ninguna especie. Por otra parte, es inadmisible la tacha que se formula respecto de la calificación del fallo como "firme" y la supuesta atribución de cosa juzgada. Si bien, cuando media arbitrariedad, el recurso extraordinario excepcionalmente procede en esta materia, pese a su naturaleza procesal, esta hipótesis no se presenta respecto de la resolución atacada, pues, los jueces de la causa no han excedido su atribuciones tendientes a fijar el alcance de los pronunciamientos propios recaído anteriormente en la litis, tema éste ajeno a esta instancia.


    Corporate Fiduciary Services Inc. s/ Pago por consignación


    C. 178, XXXIV, 24 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Monto del juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    En principio, la legislación procesal argentina es uniforme y amplia en el sentido de declarar susceptibles de apelación las sentencias de naturaleza definitiva, principio que sólo admite excepciones fundadas en el monto. Sin embargo en este caso, resulta inevitable, a partir del recurso de la actora, la doble instancia jurisdiccional, antecedente que, frente a la hipótesis de que la condena pudiera ampliarse torna nítido el derecho de la demandada a interponer su propia apelación. Podría sostenerse que su derecho de defensa se vería resguardado en la oportunidad de responder los agravios de la demandante, pero sin embargo, esta posibilidad aparece acotada a los argumentos de la contraria y veda, en consecuencia, a la quejosa toda chance de interponer sus propias defensas, entre las que se encuentra, la excepción de prescripción. Desde que la configuración de situaciones dudosas no puede tener como efecto restringir el derecho de los particulares a un ejercicio integral de la garantía de defensa en juicio, siendo preferible la amplitud en reconocerlo que la parquedad al otorgarlo, así las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas guardan relación directa e inmediata con lo resuelto, por lo que corresponde descalificar la resolución recurrida. Finalmente y dado que el planteo de inconstitucionalidad de la norma en cuestión es meramente subsidiario de lo que se resuelva en materia de arbitrariedad, se sigue que la solución propiciada torna innecesaria la consideración de este último agravio.


    Cotterell, Ricardo Hitchmough c/ Triaca, Hugo Marcelo s/ Daños y perjuicios


    C. 835, XXXIII, 24 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Al haberse denegado el recurso extraordinario deducido por la accionada, corresponde a la quejosa poner en evidencia que la crítica vertida en la impugnación, controvirtió de manera eficaz, las razones de la decisión de primera instancia, evidenciando así el carácter arbitrario del pronunciamiento de la Alzada. Ello es así, porque cabe situarse en el particular contexto de una doctrina que, al decir del Alto Cuerpo, no se propone convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter, excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar el decisorio como la "sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Ello no acontece en el sub lite, toda vez que, frente a la afirmación de la Sala de que la presentación incumplió el art. 116 de la L.O., la accionada se redujo a oponer su criterio de que corresponde considerar arbitraria la declaración de deserción de un remedio emprendido en una cuestión de puro derecho, en que el componente objetivo a examinar es la propia ley declarada inconstitucional, extremo que carece de entidad como para controvertir la conclusión de la Alzada, desde que se limita a contradecir las razones del fallo con un argumento inconsistente que dista de evidenciar que éste hubiese incurrido en un error descalificante. A ello se agrega, que, apreciado en términos estrictos, tampoco resulta ajustado a las constancias de la causa que la crítica de la accionada haya controvertido ciertamente, las argumentaciones del decisorio de mérito.


    Garzón, Gustavo Enrique c/ Luva Sociedad Anónima Com. Ind. Agr. Min. Inm y Fin.


    G. 631, XXXIII, 16 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Concesión parcial del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de hecho”.


    Avila, Mario Efraín c/ Administración Nacional de Seguridad Social


    A. 29, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de hecho”.


    Bellani, Alberto y otros c/ Administración Nacional de Seguridad Social


    B. 38, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de hecho".


    Benzrihen, Jorge y otros c/ ANSES


    B. 163, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Amparo por mora. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Sentencia arbitraria. 


    Ante todo, conviene poner de relieve que, contrariamente a lo que sostiene la quejosa, la controversia no constituye una cuestión federal en los términos del art. 14 de la ley 48, desde que la normativa que crea al Instituto actor, en cuanto lo coloca en la órbita del derecho municipal, es, como de modo reiterado lo ha decidido la Corte Suprema, de naturaleza local; y máxime lo es a partir de la reforma constitucional de 1994, que estableció el Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires (Art. 129 de la C.N.). Por ende, no nos encontramos ante un supuesto de interpretación de preceptos federales, sino, eventualmente, ante una hipótesis de sentencia arbitraria, en cuya doctrina, asimismo, ha sido fundado el recurso extraordinario cuya denegatoria motivó esta presentación directa. Dentro del marco de esta excepcional doctrina, cabe estimar, sin embargo, que la queja debe ser aceptada, toda vez que la inteligencia de dichas normas locales efectuada por el a qua no guarda el suficiente grada de razonabilidad como para evitar que se coloque al fallo que se ataca al margen de la tacha que se le endilga, ya que la postura extrema de dar por negado al recurrente el acceso a Ia vía jurisdiccional no se compadece con el necesario e indefectible resguardo de los derechos particulares, no comunales, que en última instancia podrían verse afectados en la cuestión que aquí se ventila.


     Instituto Municipal de Obra Social c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    I. 107, XXXIII, 15 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Concesión parcial del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de hecho”.


    Jasan, Esther y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    J. 1, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de hecho”.


    Sambueza, Osvaldo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    S. 37, XXXIV, 14 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Hábeas data. Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Si bien tiene dicho reiteradamente la Corte que las decisiones por las cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de la admisibilidad de los recursos extraordinarios de orden local que les son llevados, resultan regularmente insusceptibles de revisión en la instancia del artículo 14 de la ley 48, cabe recordar que ha sostenido también que tal regla debe dejarse de lado en casos de arbitrariedad, cuando el examen de los requisitos del recurso se efectúa con un injustificado rigor formal que conduce a la frustración del derecho invocado, en evidente menoscabo de la garantía de la defensa en juicio. En tales condiciones, los mismos principios que el Máximo Tribunal aplica para sí en casos como el presente, también deben ser cumplidos por los tribunales locales al conocer respecto de la procedencia de los recursos previstos en los ordenamientos provinciales.


    C., Antonio Francisco s/ Recurso de hábeas data en causa N° 1018/97


    COMP. 652, XXXIII, 19 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Sobreseimiento. Cosa juzgada. Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Cabe señalar que según ha establecido la Corte a través de reiterada jurisprudencia, la cosa juzgada tiene jerarquía constitucional y que procede el recurso extraordinario cuando se sostiene que el fallo apelado ha desconocido sus efectos. Ello es de tal modo, además, cuando el reclamo por el respeto de la cosa juzgada se dirige a lograr la plena efectividad de la prohibición de la doble persecución penal, cuyo rango constitucional ha sido reconocido también el mismo tribunal. Por otra parte, la circunstancia de que la resolución apelada no constituya estrictamente la sentencia definitiva de la causa desde que no se pronuncia de modo final sobre el hecho que se les endilga, no resulta argumento válido para denegar el tratamiento de agravios fundados en la violación de tales garantías, toda vez que cabe equiparársela a ésta por sus efectos, cuando frustra el derecho federal invocado, ocasionando perjuicios de imposible o tardía reparación ulterior.


    D., Vicente y otros s/ Privación ilegal de la libertad y otros -causa N° 79.919-


    D. 353, XXXIII, 11 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Denegatoria del recurso. 


    Toda vez que el recurso extraordinario no se dirige contra la decisión del tribunal superior de la causa, corresponde que la Corte rechace la queja interpuesta.


    P., Jaime s/ Pedido de inhibitoria


    P. 134, XXXIV, 04 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Juicios contra el Estado. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    De acuerdo a una reiterada jurisprudencia del Tribunal, las decisiones en materia de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, en los términos del artículo 14 de la ley 48, pues no ponen fin al pleito, ni impiden su continuación, salvo que medie denegatoria del fuero federal. En el sub-lite no se presenta el supuesto de excepción ut supra indicado, ya que la actora puede continuar el proceso deducido ante la instancia originaria del Tribunal. En consecuencia, dado el carácter obviamente federal de esa instancia, la resolución cuestionada no le causa a la quejosa un gravamen de imposible reparación ulterior, requisito indispensable para la procedencia de la vía extraordinaria intentada.


    Santucho, Ana Cristina c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo Ley 16.986


    S. 164, XXXIII, 16 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Reconocimiento de partidos políticos. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Cabe señalar que la primera de las cuestiones planteadas por el apelante remite a un análisis puramente fáctico, pues, pese a que se aduce que se encuentra en tela de juicio la interpretación del citado artículo 16 de la ley 23.298, ello no es así toda vez que su dilucidación consiste, pura y exclusivamente, en determinar si las denominaciones en cuestión se distinguen o no "razonable y claramente" en los términos de la norma legal citada. En tales condiciones, cabe concluir que los agravios expresados sobre el punto traducen, a lo sumo, meras discrepancias de quien los formula con lo declarado por los jueces de la causa, con suficientes fundamentos de hecho y prueba que, más allá de su acierto o error, ponen al pronunciamiento a resguardo de la tacha de arbitrariedad.


    Poder Político de los Jubilados s/ Reconocimiento


    P. 70, XXXIII, 08 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Interpretación de la ley. Intervención del Ministerio Público. Mantenimiento del recurso. 


    A partir de la vigencia del artículo 120 de la Constitución Nacional, el rol del Ministerio Público y del Procurador General de la Nación, ha adquirido una plena autonomía que lo distancia de cualquier tipo de subordinación respecto de las demás autoridades de la Nación. Pero más allá de dicho precepto y de la actual sanción de la ley 24946, cuyo art. 27 excluye de las funciones del Ministerio Público la representación del Estado, lo cierto es que, a la luz del anterior precepto legal, la representación de los organismos mencionados fue ejercida, en el caso, por el Ministerio Público, por lo que permanecen incólumes, en el sub-lite, las obligaciones que esa representación impone. El principio de unidad que caracteriza la actuación del Ministerio Público y que confluye en el reconocimiento del Procurador General de la Nación como órgano supremo y de control de tal actividad, importa un óbice a la posibilidad de efectuar en un extremo específico como el presente, una suerte de desdoblamiento de la singular personalidad de esta magistratura.


    Mutual del Personal de Agua y Energía c/ Administración Nacional del Seguro de Salud y otro


    M. 148, XXXII, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Ley de emergencia. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    En primer lugar, corresponde considerar el agravio con base en la arbitrariedad, desde que su admisión tornaría inoficioso el tratamiento de las restantes cuestiones debatidas. Esta ofensa no puede prosperar, porque más allá de que estamos en el ámbito de materias de naturaleza procesal y de la inteligencia de la ley de consolidación de la provincia en orden a su aplicación obligatoria u optativa, cuestiones todas ellas, de naturaleza local y procesal, ajenas, en principio, a esta instancia extraordinaria, lo cierto es que, contrariamente a lo sostenido por la recurrente, los planteos que suscitaron fueron efectivamente tratados por la Corte local con argumentos que, al margen de su carácter opinable, no conducen de por sí a la invalidación de la sentencia, máxime cuando no han sido suficientemente desvirtuados por el quejoso. En cuanto a las restantes cuestiones planteadas, las específicamente federales, el recurso intentado resultaría prima facie procedente desde que por ellas se intenta poner en tela de juicio la validez de una ley local por resultar contraria a la Constitución Nacional y al régimen nacional de consolidación y la decisión ha sido a favor de la norma de provincia. Sin embargo, aquellas no han de ser atendibles al no cumplirse con el requisito de la debida fundamentación, doblemente exigible al tratarse de cuestionamientos de naturaleza constitucional. Respecto de las facultades provinciales en materia de emergencia, la Corte admitió su ejercicio por las autoridades locales, sólo cuando las propias leyes federales de excepción autorizan a delegar esa función, dejándose establecido que, derogada la ley nacional que lo establece, esa, capacidad cesa por carecer de sustento constitucional. En el caso, la norma atacada consiste en una ley local que declaró la emergencia previsional en la provincia de Santa Fe y declaró, a su vez, consolidadas las deudas de esa naturaleza que reunieran determinadas condiciones. La Corte ha establecido reiteradamente que, el recurso extraordinario no es la vía idónea para subsanar las omisiones recursivas ante las anteriores instancias. Valga observar que, el apelante no expone cuáles son las razones que dan apoyo a su tesitura, toda vez que se limita a observar que la ley local incluiría una extensión de la fecha de corte y un plazo de pago más amplio, pero omite considerar normas legales posteriores a la ley 23.982, tal como la 24.130 y demostrar detalladamente, a partir del texto efectivo de cada una de las leyes en debate y de su propia situación personal y monto concreto de su crédito, las diferencias y el mayor perjuicio que le ocasiona el procedimiento provincial. Establecido ello, sólo resta recordar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido reiteradamente la constitucionalidad de los regímenes previsionales de emergencia como el de la ley 23.982, siempre que las normas sean dictadas, en general, para remediar una grave situación de emergencia; y en particular, ha puesto de resalto que ellos no privan a los particulares de los derechos reconocidos en los pronunciamientos judiciales firmes desde que se limitan a restringir temporalmente la percepción íntegra de los montos debidos. Si bien no se desconoció que la norma afecta derechos como el que invoca el recurrente, sostuvo la Corte, que esa limitación está dirigida a proteger esos mismos derechos, ya que corrían el riesgo de convertirse en ilusorios debido al proceso de desarticulación sufrido por el sistema previsional. Al ser ello así, corresponde rechazar los agravios del apelante relativos a la afectación de su derecho de propiedad por la ley impugnada, en especial cuando no se demuestra específicamente en el recurso en cuestión que dicha norma no reúna los requisitos de validez. Y en lo que hace al derecho de igualdad, más allá de la facultad que reiteradamente se ha reconocido al legislador de otorgar soluciones diversas para situaciones distintas, cabe indicar que la afectación de esta garantía constitucional no deja de ser una afirmación dogmática del quejoso que, sin embargo, no contiene un estudio pormenorizado que otorgue sustento a sus asertos.


    Alcalde, Ramón c/ Provincia de Santa Fe s/ Recurso contencioso administrativo de plena jurisdicción


    A. 442, XXXIII, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Obras sociales. Fuerza Aérea. 


    Remisión al dictamen de la causa F. n° 472, L. XXXIII, "Farmed S.A. c/ Obra Social de la Fuerza Aérea".


    Farmed S.A. c/ Obra Social de la Fuerza Aérea


    F. 498, XXXIII, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 


    Remisión a Fallos: 314:848.


    El recurso extraordinario es formalmente procedente, toda vez que, como la Corte tiene dicho de manera reiterada, las decisiones en materia de competencia habilitan esta instancia de excepción cuando deniegan el fuero federal; lo que, acaece en estas actuaciones. No obsta a ello, la presunta extemporaneidad del planteo, desde que dados los términos de la reclamación, sus antecedentes jurisprudenciales y las condiciones en que ella fue admitida por el juez de grado y respondida por la contraria, no correspondía prever que la Alzada introdujera de manera oficiosa el tema de la competencia y obviara, además, para resolverla, antecedentes federales conducentes a su resolución. De considerarse, por el contrario, que ha existido una inteligencia, al menos, implícita, de disposiciones federales en la inhibitoria atacada, procede señalar, como ha reiterado la Corte, que tratándose de la interpretación de preceptos de tal naturaleza, resulta inoficioso todo examen relativo a la oportunidad de su introducción, lo que, conduce, igualmente, a desestimar el motivo de la denegatoria.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Esteves, Eduardo D. s/ Sumario


    T. 87, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 87, L. XXXIV, "Telefónica de Argentina S.A. c/ Esteves, Eduardo D. s/ Sumario".


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Viegas Costa, Albino s/ Sumario


    T. 90, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Achaval Pastor, Dalmacio de Jesús y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos


    A. 306, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Agostini, Eugenio Ricardo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarios


    A. 254, XXXIV, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Albarracín, Pedro Arturo y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos


    A. 196, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Bacigalupo, José y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarios


    B. 64, XXXIV, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Embajadas extranjeras. Demanda contra Estado extranjero. Ejecución de sentencia. Sentencia definitiva. Principio protectorio. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Debido proceso. Acceso a la justicia. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto a la ejecutabilidad de sentencias firmes contra estados extranjeros, remisión al dictamen de la causa B. 656, L. XXXIII, "Bonacic-Kresic, Esteban c/ Embajada de la República Federal de Yugoslavia s/ despido".


    En cuanto a la definitividad del fallo apelado, la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que a los fines dispuestos por el artículo 14 de la L. 48, sentencia definitiva no es sólo la que concluye el pleito, sino, también, aquella con consecuencias frustratorias respecto del derecho federal invocado, por su tardía o imposible reparación ulterior; criterio este último aplicable a la causa, habida cuenta que lo decidido impide de manera definitiva a la accionada hacer valer la inmunidad que reclama. Por otra parte, en un contexto en el cual, se halla ausente la posibilidad de compromiso de intereses soberanos comprendidos en los términos del par in parem non habet imperium y, en cambio, involucrada la efectividad de derechos constitucionales como el protectorio, la defensa en juicio, igualdad procesal y debido proceso, receptados, incluso, buena parte de ellos, internacionalmente, que no puede sin más hacerse valer, en contra de quien, enfrentando, inclusive, la rebeldía de la contraria, intenta ejercitar su derecho a la jurisdicción, la usualmente dificultosa discriminación entre recursos que hacen al eficaz desempeño de las funciones de la representación, y los no alcanzados por tales principios protectorios. Ello, sin sacrificio de los derechos que el ordenamiento exige salvaguardar.


    Blasson, Beatriz c/ Embajada República Eslovaca


    B. 687, XXXIII, 28 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Caeiro Núñez, Jorge Martín y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro en Liquidación y otro s/ Diferencia de cobro de fondo de compensador


    C. 307, XXXIV, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Dado que el pronunciamiento de la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión -aunque ellas fueren sobrevinientes al recurso interpuesto-, el recurrente carece de interés jurídico para impugnar el auto denegatorio del remedio federal, resultando inoficioso pronunciarse en el recurso de hecho deducido contra el mismo.


     Cena, Juan Manuel c/ Provincia de Santa Fe


    C. 2347, XXXII, 28 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Recusación. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Z. 81, XXXIII, "Z., Ariel F. s/ Recusación s/ Extraordinario".


    L., Federico s/ Recusación (Causa N° 1.743)


    L. 61, XXXIV, 24 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Chicca, Mario Néstor c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    C. 418, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Fernández Mendy, Julio Oscar c/ Administración Nacional de la Seguridad Social c/ Amparos y sumarísimos


    F. 274, XXXIV, 02 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Fernández, Roberto Abel María c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    F. 537, XXXIII, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Embajada extranjera. Inmunidad de ejecución. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas B. 656, L. XXXIII, "Bonacic-Kresic, Esteban c/ Embajada de la República Federal de Yugoslavia s/ Despido" y B. 687, L. XXXIII,"Blazzon, Beatriz Lucrecia c/ Embajada de la República Eslovaca s/ Despido".


    En cuanto a la definitividad del fallo apelado, la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que a los fines dispuestos por el artículo 14 de la L. 48, sentencia definitiva no es sólo la que concluye el pleito, sino, también, aquella con consecuencias frustratorias respecto del derecho federal invocado, por su tardía o imposible reparación ulterior criterio este último aplicable a la causa, habida cuenta que lo decidido importa privar al actor de la posibilidad de precaver sus eventuales créditos contra la embajada de la República Eslovaca y por extensión, de la jurisdicción de los tribunales nacionales para eventualmente hacer valer de manera eficaz sus derechos reconocidos por una sentencia firme.


    García Jakab, Silvina Paula c/ Embajada de República Eslovaca s/ Despido


    G. 581, XXXIII, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Gónzalez, Héctor Eduardo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    G. 199, XXXIV, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Adopción. Cuestión federal. Falta de reserva de la cuestión federal. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que el caso federal, base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera ocasión posible en el curso del proceso, pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación.


    I., E. H. s/ Adopción


    I. 109, XXXIII, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Medici, Susana Martha c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    M. 47, XXXIV, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Motto, Roberto y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    M. 286, XXXIV, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Homicidio calificado por el vínculo. Sentencia absolutoria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien la Corte tiene establecido que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos para ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, también ha reconocido la excepción a ese principio cuando existe un apartamiento de las constancias del proceso o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos, con menoscabo de la garantía constitucional de la defensa en juicio. En el sub judice, para tener por acreditado la concurrencia del primero de esos extremos, resulta imperioso revisar la forma en que fue apreciado el hecho reprochado a la encausada y las pruebas acumuladas en el proceso, así como también la consecuente aplicación del art. 3 del actual ordenamiento ritual -de similar redacción al artículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal- aspectos que constituyen, por regla, una materia propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia extraordinaria. Sin embargo, ello no impide que ante las particularidades que presentan determinados casos, su análisis permita apartarse de esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. La duda como fundamento de la absolución no exime pues, de una adecuada consideración de los argumentos introducidos por las partes así como de la debida valoración de todas las pruebas regularmente incorporadas a la causa, sino que, por el contrario supone dicha actividad.


    Minciotti, María Cristina s/ Homicidio calificado por el vínculo- causa n° 353-


    M. 728, XXXIII, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Orgaz, Carlos Alfredo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos


    O. 107, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso del art. 14 de la ley 48 fue bien denegado por el a quo, toda vez que, los agravios conducen al examen de temas de hecho, prueba y derecho común y procesal, materia ajena, por su naturaleza, al remedio federal, atento a que las apreciaciones vertidas respecto de los mencionados extremos por los jueces de la causa acuerdan base jurídica suficiente a la solución objetada, lo que descarta la tacha de arbitrariedad. Y aunque no fuere así, el recurso extraordinario no tiene por objeto corregir en tercera instancia sentencias equivocadas o que se estimen tales, según las diferencias de quien recurre, con la interpretación de cuestiones no federales hechas por los jueces de la causa.


    Fisco Nacional- Dirección General Impositiva c/ Miteff, Demetrio Jorge y otro


    F. 453, XXXIII, 09 de junio de 1998


    Ver dictamen


    BenefIcios previsionales. Fundamentación del recurso. Denegatoria del recurso. 


    La presentación directa debe ser rechazada de plano por cuanto en ella se omite rebatir acabadamente las razones que fundaron la denegatoria que la originó.


    Reyes, Genaro Desiderio c/ ANSES


    R. 167, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Scalisi Ruggero, E. S. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    S. 218, XXXIV, 02 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C.465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Aguileta de Clement, María Teresa y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    A. 215, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Cuestión de derecho público local. Cuestiones procesales. Fallos de la Corte Suprema. Apartamiento de la doctrina de la corte. Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    El recurso federal intentado ha sido bien desestimado porque las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no constituyen, en principio, sentencia definitiva que habiliten la instancia extraordinaria por tratarse de cuestiones de derecho público local y de índole procesal, salvo que exista denegatoria de fuero federal. Por otro lado, también es inatendible el planteo del quejoso relativo a que la cuestión federal se presenta en virtud del apartamiento de la doctrina establecida en dos precedentes de la Corte. El Máximo Tribunal ha dicho que si bien la interpretación de las sentencias de la Corte Suprema configura cuestión federal bastante para sustentar el recurso extraordinario, ello sólo es exacto en los supuestos en que se desconozca, en lo esencial, lo decidido en el anterior pronunciamiento del Tribunal. Por último, con respecto a la rectificación de un exhorto, la cuestión se ha tornado abstracta, en virtud de la desestimación del recurso extraordinario invocado.


    SIDBA S.A. Corporate Fiduciary Services Inc. s/ Pago por consignación


    C. 138, XXXIV, 29 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Uberto, Juan Carlos y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    U. 18, XXXIV, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C.465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Chappuis, Orlando Raúl c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    C. 306, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C.465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Gallo, María Dolores y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    G. 161, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Despido. Telegrama. Empleo no registrado. Denegatoria del recurso. 


    La afirmación dirigida a la intimación del artículo 11 de la ley 24.013, toda vez que la crítica relativa a la acreditación de pagos "en negro", no controvierte per se la supuesta falta de cumplimentación de sus requisitos o su ejercicio tardío; configurando una mera discrepancia su manifestación de que la intimación tendiente a reclamar diferencias de haberes suple, acabadamente, lo preceptuado por aquella normativa. En relación al agravio concerniente a la integración del mes de despido y rubros relacionados, cabe consignar que de las actuaciones se desprende que el a quo tuvo el telegrama de despido por "recibido", por lo que el argumento destinado a evidenciar que debe considerarse, a estos efectos, la fecha de recepción del telegrama y no la de su remisión omite a la quejosa de hacerse cargo, originariamente, de aquella circunstancia; a lo que se añade que su afirmación, -por otro lado, indemostrada- introducida al apelar, en orden a que habría mediado reconocimiento por la accionada de la fecha de recepción -apreciación, no compartida por la Alzada- no ha merecido, como era menester, insistencia alguna de su parte en esta oportunidad procesal. Ello es así, particularmente situados en el contexto de una doctrina que, al decir de ese Alto Cuerpo, no se propone convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar el decisorio como la "sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


     Lombardo, Francisco José c/ Furbia S.A.


    L. 388, XXXIII, 19 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C.465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Vionnet, Magdalena María y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    V. 300, XXXIII, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C.465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Bazán, Sijifredo Antonio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparo y sumarísimos


    B. 220, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Sociedad de ahorro para fines determinados. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 17, L. XXXIV, "Tripoli Humberto María c/ Plan Rombo S.A.".


    Urquiza, Aldo Miguel y otro c/ Plan Rombo S.A.


    U. 11, XXXIV, 28 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 84, L. XXXIV, "Schmalenberger c/ Acuario Compañía de Seguros S.A. s/ Despido".


    Recurso de hecho deducido por Acuario Compañía de Seguros S.A. en los autos: Roman, Mario Ernesto c/ Acuario Compañía de Seguros S.A. s/ Recurso de hecho


    R. 106, XXXIV, 18 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Cuestiones procesales. Cuestión no federal. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Tiene resuelto de modo reiterado la Corte que las cuestiones de competencia, no constituyen sentencia definitiva que habiliten el remedio excepcional, salvo que medie denegatoria del fuero federal, aspecto que no se da en el caso de autos, donde se discute la radicación de la causa entre jueces nacionales. Por otro lado, cabe poner de relieve que la mera invocación de principios constitucionales, no constituye motivación suficiente de la existencia de cuestión federal. No obstante tratarse de la aplicación de normas de la ley de concursos que son de indudable naturaleza procesal y común, la Corte tiene dicho que las cuestiones de carácter procesal son ajenas al recurso extraordinario, más allá de que se hallen regidas por normas federales. Más allá del acierto o error en el pronunciamiento judicial, el mismo cuenta con fundamentos suficientes para sostenerse como acto jurisdiccional valido, y si bien existe doctrina de la Corte en cuanto a la aplicación de la normativa legal a situaciones como la dada en el sub-lite, también tiene resuelto que no justifica la apertura del recurso extraordinario el apartamiento de los tribunales ordinarios de los precedentes de la Corte en teoría no federal, siempre que la sentencia exhiba fundamentos acordes con la índole y complejidad de las cuestiones debatidas. El fallo además de carecer del carácter de definitivo que habilitaría el remedio excepcional, no se advierte tampoco, que se configure un agravio irreparable que permita equiparar el decisorio a una sentencia de tal entidad, puesto que, se trata de una cuestión de competencia, y el tribunal del concurso no se ve impedido de controlar el trámite del proceso, lo que puede efectuarse por intermedio del síndico liquidador de la entidad y a todo evento la ejecución de la sentencia, debe realizarse indefectiblemente por ante el juez del juicio universal. Tampoco se configura la llamada cuestión federal, por la invocada interpretación arbitraria de los términos del decreto 267/95, en tanto no se ha puesto en tela de juicio la facultad del Poder Ejecutivo para el ejercicio del instituto del veto, y los alcances de la promulgación parcial de la ley, sino que se discute la disposición de naturaleza común, que importa la fecha de entrada en vigor de la normativa.


    Schmalenberger, Silvia B. c/ Acuario Compañía de Seguros S.A.


    S. 84, XXXIV, 18 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas Julio Cesar s/ Ejecución de Sentencia".


    Bringas de Valdez, Ana María c/ Torres, Rene Segundo y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 328, XXXIV, 16 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja articulada por el señor Fiscal de Cámara.


    Z., Jorge Aníbal s/ Robo en grado de tentativa causa N° 1.485


    Z. 5, XXXIV, 17 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Desistimiento del recurso. 


    Se desiste de la queja articulada por el señor Fiscal de Cámara.


    L., Juan Carlos s/ Falsificación de documentos públicos Causa N° 28.956 Incidente de suspensión del juicio a prueba


    L. 32, XXXIV, 17 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Fraude a la Administración Pública. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    La Cámara Federal carecía de uno de los presupuestos esenciales y previos para pronunciarse, como es la vigencia de la acción penal, y habida cuenta que lo resuelto conlleva a la implícita admisión de tal requisito sin que en el fallo se suministren fundamentos para sostener ese criterio, se ha incurrido en la omisión de considerar una cuestión conducente para arribar a una solución diversa de la causa, que había sido articulada por el Ministerio Público. Esta circunstancia también descalifica la sentencia recurrida, máxime ante el orden público involucrado. La Corte ha sostenido, con cita de calificada doctrina, que si es procedente la extinción de la acción penal por prescripción, con su resolución se agota el acto de la sentencia y también se agota el proceso, sin que esta forma de resolver implique de ningún modo una absolución de instancia, ya que el juez puede no absolver ni condenar en la sentencia, sino sobreseer, siempre que declare prescripta la acción penal.


    M., Marciano; F., Miguel s/ Defraudación contra la administración pública


    M. 546, XXXIII, 02 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Apremios ilegales. Falta de agravio concreto. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Una de las características que debe reunir todo gravamen que se intenta subsanar por medio del recurso extraordinario, lo constituye la circunstancia de que se haya alegado un perjuicio concreto, extremo que no se encuentra presente en el sub judice. Es cierto que dado el carácter excepcional que reviste la doctrina de la arbitrariedad, no compete a la Corte revisar, por regla, la inteligencia otorgada por los jueces de la causa a una norma de derecho común o procesal, así como tampoco aquellas cuestiones vinculadas con la calificación legal de los hechos incriminados. Sin embargo, el agravio con base constitucional expresado en el remedio federal determina su admisibilidad, sobre todo si se atiende a las especiales características que se presentan en autos a partir del argumento de la Cámara para justificar la aplicación del artículo 142, inciso 6°, del Código Penal -ley 21.338-. El criterio de la Cámara que, en tales condiciones, aparece basado en la convicción íntima de los jueces de otorgar a la norma en cuestión una determinada inteligencia, en tanto soslaya la situación precedentemente delineada, carece tanto de objetividad como de razonabilidad, razón por la cual su invocación como único fundamento del fallo autoriza su descalificación como acto judicial válido, en la medida que no se muestra como derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa. Lo expuesto, encuentra sustento en el criterio establecido por la Corte según el cual si bien no le corresponde dilucidar si la sentencia recurrida hace una interpretación acertada o no de la ley común, sí le compete determinar si ésta -tal como ha sido entendida- afecta alguna garantía constitucional.


    G., Ricardo F. y otros s/ Apremios ilegales, privación ilegítima de la libertad y falsedad ideológica


    G. 417, XXXIII, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta.


    G. S., Humberto Nicanor y otros s/ Infracción Ley 23.737 - Causa N° 1.115 -


    G. 1616, XXXII, 06 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Se mantiene la presente queja.


    C., José Miguel s/ Asociación ilícita y encubrimiento en concurso real s/ Exención de prisión (Causa Nº 37.373)


    C. 473, XXXIII, 21 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 610, L. XXXIII.


    D., Jorge s/ Incidente de prescripción – causa n° 28.438-


    D. 413, XXXIII, 28 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Falta de agravio concreto. Pronunciamiento inoficioso. Denegatoria del recurso. 


    La argumentación de los recurrentes resulta dogmática y el agravio invocado a sus derechos, meramente conjetural. Por ende, es inoficiosa la intervención de la Corte, en tanto falta el gravamen actual derivado de la aplicación de las normas cuya constitucionalidad se cuestiona.


    Zapata, Isidora Estela y otros c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo y sumarísimos


    Z. 44, XXXII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Retroactividad de la ley. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Denegatoria del fuero federal. Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al precedente de la causa “Guillen”.


    Respecto del planteo de inconstitucionalidad en punto a la aplicación retroactiva de la ley en cuestión y del decreto del Poder Ejecutivo, que vetó en un aspecto y promulgó parcialmente el cuerpo legal, corresponde su rechazo, en virtud de que los recurrentes, se sometieron sin objeciones al procedimiento de reclamar en el tribunal del concurso sus pretensiones, mediante la vía de la verificación, el cual es hoy el aplicable según la ley cuestionada. Tal presentación no fue rechazada, sino que "quedó en suspenso" por carecer de presupuestos de viabilidad, como era el de haber agotado el procedimiento administrativo tendiente a determinar el monto a indemnizar, con lo cual han venido con sus propios actos a producir una conducta jurídicamente eficaz y relevante en orden a sus actuales objeciones, y con ello han consentido el referido camino ritual que ahora objetan por violatorio de sus garantías constitucionales. En consecuencia, dado dicho consentimiento previo, expedirse sobre el particular devendría en una declaración abstracta, inadmisible en una decisión jurisdiccional conforme lo tiene admitido la doctrina del Superior Tribunal.


    Méndez, Roberto y otro c/ Ventura SAMCI y otro s/ Laboral


    M. 42, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


    El recurso interpuesto debe ser examinado a la luz de lo que la Corte resuelva en los autos M. 150, L. XXXIV en el que esta Procuración General de la Nación ha dictaminado, en virtud de la íntima relación que guarda con la presente causa.


    M., Roque Antonio s/ Infracción Ley 23.771


    M. 151, XXXIV, 05 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Constitución Provincial. Jueces. Ciudadanía. Sentencia no firme. Facultades no delegadas. Improcedencia del recurso. 


    Toda vez que el recurrente no alegó en momento alguno y, por ende, no demostró, como hubiere sido menester, que lo decidido le irrogue un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior, debido a la supuesta inexistencia de cualquier otra vía procesal local que le permita obtener la declaración que pretende, el remedio federal intentando deviene improcedente, al no dirigirse contra una sentencia definitiva, requisito cuya ausencia, según tiene declarado la Corte, no se salva ni siquiera mediante la invocación de arbitrariedad o de otros agravios constitucionales. No se escapa que, en el citado precedente de Fallos: 311 :2478, dejó en claro la Corte que, "si por disposición de las Legislaturas de las provincias o por la jurisprudencia de sus tribunales resultase que los superiores órganos locales se vieran impedidos de garantizar el orden previsto en el art. 31 de la Constitución Nacional, en condiciones en que sí podría llevarlo a cabo la Corte, bien pronto se advertirá que ello produciría una reducción de la zona de reserva jurisdiccional de las provincias, puesto que esos órganos se verían impotentes para velar por el mantenimiento del principio de supremacía en casos correspondientes a la jurisdicción de sus propios estados, y resueltos por sus propios órganos jerárquicamente inferiores". Y que ''no concierta con el régimen imperante el hecho de que un tema -en el que se encuentre planteada una cuestión federal no merezca, por limitaciones de fuente local, el conocimiento del órgano máximo de una provincia, y sí que sea propio de la Corte Suprema de la Nación". Empero, la doctrina recién expuesta, obsta a la solución que se propone para el presente caso, porque ella se funda, ante la falta de demostración por el actor de lo contrario, en la posibilidad de que exista otra vía apta para ello y que, una vez agotadas las instancias pertinentes, pueda entonces pronunciarse el máximo tribunal local acerca de la inconstitucionalidad impetrada, de forma tal que, conocer del recurso extraordinario con los alcances pretendidos, implicaría tanto como inmiscuirse en la facultad -no delegada por las Provincias al Gobierno Nacional- de organizar su administración de justicia y su consecuencia, esto es, que la tramitación de los juicios sea de su incumbencia exclusiva, por lo que pueden establecer las instancias que estimen convenientes. Por último, no es aplicable en la especie lo declarado por la Corte en torno a que el ejercicio de tal facultad es, desde todo punto de vista, inconstitucional si impide a los magistrados locales considerar y aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la Constitución Nacional, las leyes que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, a las que las autoridades de cada Estado están obligadas a conformarse, no obstante cualquier disposición en contrario que contengan sus constituciones o leyes.


    Hoof, Pedro Cornelio Federico s/ Inconstitucionalidad Artículo 177 Constitución Provincial


    H. 11, XXXIV, 17 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Tal como ha sostenido reiteradamente la Corte, sus sentencias no son susceptibles de reconsideración o revocatoria, doctrina aplicable al caso máxime, cuando los argumentos expuestos por la recurrente son sustancialmente análogos a los que fundaron su excusación y, por lo tanto, el Tribunal tuvo ya oportunidad de valorarlos.


    Wechsler, R. G. c/ Estado Nacional s/ Juicio contra la Nación


    COMP. 123, XXXIV, 17 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Ley federal de educación. Establecimientos educacionales. Sistema educativo nacional. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es procedente toda vez que, por su intermedio, se ha puesto en tela de juicio la interpretación de normas federales y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que los apelantes fundan en ellas. En lo atinente a la falta de confrontación entre las normas cuestionadas y la Ley Federal de Educación su decreto reglamentario, corresponde, realizar las siguientes consideraciones: a) La sentencia recurrida no puede ser tachada de arbitraria, porque en ella se realiza un correcto análisis comparativo entre las normas impugnadas y aquéllas que le sirven de sustento. En particular, el a quo consideró la adecuación de la resolución 1/97 al art. 10 de la Ley Federal de Educación que, en su primera parte, establece que la estructura del sistema educativo será implementada en forma gradual y progresiva; e interpretó los arts. 1, 2, 7, 8 y 9 del decreto reglamentario 1276/96 sobre el carácter integral e indivisible de las unidades pedagógicas y el plazo para el reconocimiento de validez nacional de los estudios y títulos. b) En cuanto a la supuesta contradicción entre las normas impugnadas y la Ley Federal de Educación, es menester advertir que los recurrentes no cuestionaron la validez de dicha Ley federal ni la de su decreto reglamentario, salvo en cuanto a la posible aplicación retroactiva de este último; tampoco plantearon la inaplicabilidad de las normas a la Universidad, en virtud del principio de la autonomía que reconoce expresamente el inc. 19 del art. 75 de la Constitución Nacional, por lo cual, el análisis debe circunscribirse a determinar si las normas impugnadas se adecuan o no a la ley y al decreto reglamentario. En este orden de ideas, manifestaron tres presuntos conflictos:


    b-l) la contradicción entre el art. 10 de la Ley Federal de Educación, que establece el carácter gradual y progresivo del traspaso de los regímenes educativos, y los arts. 1 y 2 de la Resolución 1/97, según los cuales los estudiantes que, en 1997, hubieren ingresado al colegio secundario o promocionado el primer año del secundario, cursarán respectivamente el octavo y noveno año de la Educación General Básica ciclo 3 del nuevo plan de estudios, de manera que el traspaso de un régimen a otro es contrario a la ley por su carácter intempestivo; b-2) la violación del art. 2, inciso a, del Decreto 1276/96, que fija el carácter integral e indivisible de las unidades: pedagógicas, entre ellas, el tercer ciclo de la EGB que comprende séptimo, octavo y noveno año, pues, los alumnos que hubieren ingresado en 1996 o 1997, sólo cursarán uno o dos años de los tres años de la unidad pedagógica EGB ciclo 3, es decir, que cursarán un ciclo educativo con niveles correspondientes, en parte, al plan viejo y, en parte, al nuevo plan de estudios; b-3) la contradicción Entre el art. 2 del decreto que dispone que la autoridad competente deberá certificar la escolaridad cumplida conforme a la estructura de niveles y ciclos y los contenidos básicos comunes y el art. 4 de la ordenanza 1/97 que autoriza a otorgar, a los que hubieren aprobado el noveno año de la EGB nivel 3, la certificación que acredite haber concluido el tercer nivel, aun cuando sólo cursaron uno o dos años de los tres correspondientes a esa unidad pedagógica, circunstancia que podría causar un perjuicio a los alumnos por el no reconocimiento de los estudios en otros establecimientos; y b-4) la transgresión de los arts. 1 y2 de la Ley Federal de Educación, que establecen el principio de la integración de los sistemas educativos, mientras que, en el caso, el régimen implementado por la Universidad no se adecua al de la provincia de Mendoza. Con referencia a las supuestas contradicciones apuntadas, no les asiste razón a los recurrentes. La Ley 24.195 crea una nueva estructura federal educativa con distintos niveles y ciclos, entre ellos, el nivel de la Educación General Básica ciclo 1, ciclo 2 y ciclo 3. Y, además, dispone que el traspaso de un régimen a otro debe ser gradual. Por su parte, el Decreto 1276/96 establece,que los establecimientos deberán ajustar su organización a la nueva estructura educativa a partir del 1 de enero de 1997 y que los títulos, expedidos por aquéllos que no cumpliesen con dicha pauta, no tendrán validez nacional a partir del 1 de enero del año 2000. También fija, en su art. 3, un régimen de equivalencias. Aparece manifiesto que el decreto, al establecer los plazos máximos de reconocimiento de estudios (arts. 8 y 9) y del régimen de equivalencias (art. 3), ha previsto que las autoridades competentes puedan traspasar alumnos de un régimen a otro, inclusive si se trata de un mismo ciclo educativo, porque de lo contrario no tendría ningún sentido crear un régimen de equivalencias año por año entre los dos sistemas. En efecto, dichas previsiones sólo son razonables si se interpreta que los alumnos que hubieren iniciado sus estudios con el régimen anterior, pueden ser traspasados al nuevo régimen, siempre dentro de los límites temporales que establece el propio decreto. Además, los alumnos que cursaron primer año en 1996 o ingresaron en 1997, sólo estarán en condiciones de cumplir con el art. 8 del decreto, que establece que los estudios de estructura curricular anterior sólo serán válidos hasta el l de enero del 2000, si se aplica el régimen de la Resolución 1/97. Ello así porque si no se modificase el régimen anterior, los hijos de los recurrentes concluirían sus estudios secundarios a fines del 2000 o del 2001 (si el nivel secundario durase cinco años) y a fines del 2001 o 2002 (si aquél fuese de seis años) y se encontrarían así, al finalizar los estudios, que los títulos que no hubieren obtenido la correspondiente validez nacional, de conformidad con el decreto sub examine, no tendrían reconocimiento oficial y carecerían de efectos jurídicos y académicos. La Universidad, al no haberse planteado la invalidez del Decreto 1276/96, debe cumplir con sus disposiciones y, en ese sentido, los plazos mínimo (1997) y máximo (2000) de adecuación de los planes de enseñanza son obviamente de carácter reglado y el Consejo Superior no podrá prorrogarlos. Ahora bien, el carácter gradual o progresivo, en el sentido de que el órgano competente podría resolver el traspaso en 1997 o en 1999 es una potestad discrecional y, en ese marco normativo, el órgano responsable de los establecimientos educativos, esto es, la Universidad Nacional de Cuyo, es competente para fijar legítimamente el plazo o término de modificación de los planes de enseñanza. Por otra parte, la Universidad ya había aprobado el régimen polimodal en agosto de 1994, de acuerdo con la Ley Federal de Educación, por lo cual los alumnos que se inscribieron en 1995 y en 1996 para ingresar en 1996 o 1997 conocían el nuevo plan e, incluso, la resolución de la Asamblea Universitaria, órgano máximo de la Universidad, sobre la adopción del nuevo régimen polimodal en sus colegios secundarios. Es cierto que los actos que se dictaren en ejercicio de potestades discrecionales están sujetos al control judicial y que los jueces podrán declararlos nulos cuando fueren arbitrarios, pero, en el sub examine, los actos dictados en ejercicio de potestades discrecionales, lo fueron dentro del marco normativo creado por el Decreto 1276/97 que, como quedó expuesto, no fue objeto de impugnación por los recurrentes. Con relación a la alegada ruptura de las unidades académicas, el decreto debe ser interpretado armónicamente y, en tal sentido, el artículo 9 dispone que el Ministerio de Cultura y Educación podrá otorgar, hasta el 1 de enero del año 2021, validez nacional a los estudios y títulos, aun cuando se ajusten parcialmente al carácter integral e indivisible de las unidades pedagógicas. No está debidamente acreditado, no obstante, que la modificación de los planes quiebre el carácter indivisible e integral de los ciclos educativos, máxime cuando, en tal sentido, la Universidad fijo con carácter excepcional y por única vez los programas de estudio correspondientes al 8° y 9° año de la Educación General Básica con un diseño curricular abierto y es obvio que el régimen de equivalencias que prevé el decreto 1276/96 supone la coexistencia de los dos regímenes y, más aún, que es legítimo el traspaso de un régimen a otro, inclusive antes de la conclusión de un ciclo educativo. En efecto, si se estableció un régimen de equivalencias ente, por un lado, los años 7, 8 y 9 de Educación General Básica y, por otro lado, el 7 grado primario y el primero y segundo año del secundario, y no sólo en relación al 9° año del EGB o al 7° grado del primario, que son los últimos años del nivel o ciclo respectivo, es porque el decreto prevé la posibilidad de realizar el traspaso de los alumnos aún antes de concluir íntegramente un ciclo o nivel, siempre que se respeten los límites temporales del decreto. En conclusión, el artículo 2, inciso a debe interpretarse armónicamente con los artículos 3, 8 y 9 del mismo texto normativo. En lo que hace a la aducida imposibilidad de certificar estudios parciales, esta Procuración General se remite a lo expuesto en el punto anterior, sobre el alcance del artículo 9 del decreto que fija la excepción al inciso 2. Para finalizar, en cuanto a la falta de integración del nuevo régimen de la Universidad Nacional de Cuyo con la Provincia, corresponde poner de relieve que la Resolución 1/97 fue modificada por la Resolución 87/97, en el sentido de que la Universidad abrirá su ingreso al octavo año del nivel de la Educación General Básica en 1998, vale decir, que prorrogó el inicio del Nivel Polimodal por el término de un año y extendió el dictado del noveno año del EGB por igual término y, por su parte, la Provincia comenzó a implementar el octavo año del tercer ciclo de la EGB en 1998. Es cierto que no existe igual régimen de implementación en la Provincia y en la Universidad, pero ello no supone necesariamente que se viole el principio de integración, porque el Decreto 1276/96 establece, con alcance nacional, el régimen de equivalencias, de tal forma que los estudios o títulos, aun cuando fueren parciales, cursados en los establecimientos dependientes de la Provincia o de la Universidad, tienen reconocimiento en las otras instituciones educativas. No se advierte así, en qué consiste el perjuicio que causa o pudiere causar a los recurrentes. Cabe concluir, por tanto, que no existe contradicción entre las normas dictadas por la Universidad - impugnadas por los actores - y las normas legales y reglamentarias que le sirven de sustento. El tercer agravio es, absolutamente infundado, porque los recurrentes manifiestan que, si las normas impugnadas se interpretasen como válidas, el resto de los establecimientos educativos de nivel secundario que no aplicaron igual criterio no podrían emitir títulos, configurándose así una estafa educacional. El cuarto agravio se funda en la omisión del a quo de pronunciarse sobre la falta del dictamen jurídico previo a las resoluciones 1/97 y 6/97. Ello no configura una causal de arbitrariedad de la sentencia porque el juez no está obligado a expedirse sobre todos los argumentos expuestos por las partes sino sólo respecto de aquéllos que fueren conducentes para fundar sus conclusiones y resultaren decisivos para la solución de controversia. En cuanto concierne a los agravios quinto y sexto, sobre la violación de los derechos adquiridos por aplicación retroactiva de la ley, corresponde precisar, antes que nada, en qué sentido la modificación de los planes de estudio viola el derecho de aprender de raigambre constitucional. Los recurrentes consideran que aquél comprende el derecho de permanencia en el plan de estudios en el que se inscribieron originariamente y la obtención del título previsto al momento de inicio de los estudios y que éstos fueron adquiridos por ellos, es decir, incorporados a su patrimonio al tiempo de su inscripción en los establecimientos educativos. De acuerdo con lo declarado por el a quo, no existen tales derechos porque los alumnos, al momento de su incorporación a los establecimientos, sólo adquirieron el derecho de revestir en la condición de tales, es decir, a participar en la formación o capacitación educativa y a obtener un título que los habilite para incorporarse a los niveles superiores de enseñanza del sistema educativo. Ello es así, toda vez que el derecho de aprender, previsto en el art. 14 de la Constitución Nacional, no comprende el interés de los estudiantes a que los planes de estudio permanezcan inalterables. Y, en tal sentido, las normas impugnadas no les desconocen el derecho a formarse en los establecimientos dependientes de la Universidad y a acceder al nivel polimodal que es el inmediato superior en el nuevo plan educativo creado por la Ley Federal de Educación, todo ello de acuerdo con lo declarado por la Corte respecto a que no existe un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentaciones. Máxime, cuando las normas cuestionadas no se aplican retroactivamente sino hacia el futuro, o sea, a las consecuencias de las situaciones jurídicas vigentes al momento de su dictado, pues respetan el derecho de los alumnos en relación a las materias o cursos aprobados que han pasado a revestir el carácter de derechos adquiridos por ellos. En el mismo sentido, las resoluciones no alteran los derechos de aquellos que concluyeron sus estudios con anterioridad al dictado de la Resolución 1/97. Por lo demás, los recurrentes omitieron demostrar cuáles son los cambios en el contenido de los planes de estudios que les causan el perjuicio aducido y de qué manera. Más aún, en el último párrafo del escrito de recurso extraordinario que guarda relación con este punto, expresaron que la sentencia no hace mérito de la ausencia de determinación de la clase de títulos, estudios, existiendo reglamentación en crisis, lo que se demuestra con lo dispuesto por la Resolución n° 87/97, que establece el mismo sistema de examen para 8 año que el que se ocupara para el ingreso al primer año del secundario en 1996, según los mismos contenidos, expresiones que, reafirman que no está probado el perjuicio de los recurrentes. Por otro lado, es conveniente recordar, tal como lo ha sostenido la Corte en reiteradas oportunidades, que los derechos individuales pueden ser limitados o restringidos por Ley Formal del Congreso de la Nación, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 14 de la Constitución Nacional, aunque el ejercicio del poder de policía no puede traspasar el principio de razonabilidad de las normas y, la limitación del derecho de aprender es razonable en el caso porque no vulnera el derecho de las personas a acceder a ofertas educativas que les permitan formarse, capacitarse y acceder a los niveles superiores de educación. Ello es así, toda vez que las ofertas educativas estatales suponen, no sólo el reconocimiento del derecho de aprender a través de la prestación del servicio educativo, sino también un beneficio social, y es en función de tal beneficio que el Estado puede legítimamente limitarlas o restringirlas, a través de la modificación de los planes de estudio, circunstancia que no altera el derecho de educarse de los habitantes, ya que, como sucede en el sub examine, respetan la autonomía personal, la promoción del proceso democrático y la igualdad de oportunidades sin discriminaciones, de conformidad con el inc. 19 del art. 75 de la Constitución Nacional, y los demás derechos que la Ley Federal de Educación reconoce expresamente en su art. 43. Las restricciones o limitaciones son constitucionales toda vez que permiten a los individuos materializar el plan de vida por el que hubieren optado al momento de iniciar sus estudios y, en tal sentido, los actores no han acreditado debidamente que el nuevo plan de estudios les impida acceder a las ofertas laborales o educativas superiores que eligieron al momento de iniciar sus estudios secundarios. Según el criterio de la Corte, el derecho de aprender que la Constitución ampara no sufre mengua alguna por el hecho de que una razonable reglamentación condicione su disfrute a la observancia de pautas de estudio y de conducta a las que el titular de aquél debe someterse. En conclusión, los planes de estudio que modifican los anteriores con relación al contenido, duración o composición de niveles o ciclos educativos, no suponen, de acuerdo a lo expuesto, una reglamentación arbitraria o irrazonable del derecho constitucional de aprender. Por lo tanto, corresponde declarar procedente el remedio federal intentado y confirmar la sentencia en cuanto fue materia de recurso extraordinario.


    Padres de Alumnos de Colegios Dependientes de la U.N.C. Interpone recurso Artículo 32 Ley 24.521


    P. 512, XXXIII, 26 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Sistema federal. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa V. 846, XXXII, "Venini, José María Felipe y otros c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo" y V. 107. XXIII, "Vizioli, Mario Eduardo c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires".


    El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su Derecho Público, a lo que cabe agregar que el fuero federal sólo tendrá competencia cuando las garantías constitucionales sean lesionadas por o contra una autoridad nacional, según el artículo 18, segunda parte de la ley 16.986.


    Momdjian, Diego Javier y otros c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    M. 492, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Percepción de impuestos. AFIP DGI. Concesión errónea del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1780, L. XXXI, "Club Recreativo Los Indios c/ Dirección General Impositiva s/ Impugnación de deuda".


    En el presente, el impugnante, en ocasión de deducir la apelación ordinaria en cuestión, introdujo, asimismo, en subsidio, el remedio extraordinario federal, el que el a quo proveyó teniéndolo presente para su oportunidad; circunstancia que, sin perjuicio de dejar a salvo la corrección general de la doctrina, obsta a que, en la ocasión, se realice, sin más, el análisis de dicho recurso. En tales condiciones, salvo mejor criterio de la Corte, corresponde que se declare mal concedido el recurso ordinario de apelación por el a quo, y que se le restituyan, luego, estas actuaciones a la Sala que corresponda de la hoy Cámara Federal de la Seguridad Social, para que se pronuncie sobre la apelación intentada con base en el artículo14 de la ley 48.


    Alejandro Llauro e Hijos c/ Dirección General Impositiva


    A. 1030, XXXI, 29 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 92, L. XXXlV, “Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones -Disp. DNM. 4783/96-".


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Dirección Nacional de Migraciones – Disposición 5.661/97


    A. 383, XXXIV, 15 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 92, L. XXXlV, “Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones -Disp. DNM. 4783/96-".


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Dirección Nacional de Migraciones – Disposición DNM 5.053/97


    A. 384, XXXIV, 15 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 92, L. XXXlV, “Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones -Disp. DNM. 4783/96-".


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Dirección Nacional de Migraciones - Disposición 3.750/97


    A. 398, XXXIV, 15 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 92, L. XXXlV, “Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones -Disp. DNM. 4783/96-".


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Dirección Nacional de Migraciones - Disposición 3.782/97


    A. 399, XXXIV, 15 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Arberas, Estela Mónica c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    A. 445, XXXIV, 28 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Medida de no innovar. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Arbumasa S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    A. 332, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Argen Taiwán S.A. s/ Recurso de amparo – Medida de no innovar


    A. 270, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Arsquid S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    A. 370, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Astilleros Fueguinos S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    A. 333, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Augue, Juan Pablo y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    A. 446, XXXIV, 02 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Medida de no innovar. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Bahía Grande S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    B. 363, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Barta, María Josefina y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    B. 475, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Despido. Gravamen irreparable. Sentencia firme. Inmunidad de jurisdicción. Inmunidad de ejecución. Estados extranjeros. Embajadas. Defensa en juicio. Debido proceso. Aplicación de tratados internacionales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte ha sostenido, de manera reiterada, que a los fines dispuestos por el art. 14 de la L. 48, sentencia definitiva no es sólo la que concluye el pleito, sino también aquella con consecuencia frustratorias respecto del derecho federal invocado, por su tardía o imposible reparación ulterior; criterio este último aplicable a la causa, habida cuenta que lo decidido importa privar al actor, en forma definitiva, de la jurisdicción de los tribunales nacionales para hacer valer de manera eficaz sus derechos reconocidos por sentencia firme. Existe un cierto paralelismo entre el privilegio de inmunidad de jurisdicción y el de inmunidad de ejecución, por el que, en ausencia del primero no resulta irrazonable que un Estado extranjero pueda ser objeto de medidas tendientes a asegurar la ejecución de un resultado juzgado en contra suyo, so consecuencia de que tal pronunciamiento, despojado de lo que constituye la esencia misma de la jurisdicción, esto es, la posibilidad de que la sentencia pueda ser ejecutada contra de la voluntad de la condenada, quede reducido a una simple declaración de deseos, extraña a la efectividad que requieren los derechos consagrados constitucionalmente. Ello es así, sin perjuicio de las obvias limitaciones que aparecen impuestas en la materia por la necesidad de garantizar el desempeño eficaz de las funciones de las representaciones diplomáticas particularmente, las impuestas por su artículo 22, apartado 3 y concordantes, que prohíbe todo tipo de registro, requisa, embargo o medida de ejecución, sobre el o los locales de la misión, su mobiliario y demás bienes situados en ellos, así como sobre los medios de transporte de la embajada; y de las que se desprenden de la necesidad de no colocar en situación de riesgo a la existencia misma del Estado contra quien se pronunció la decisión, argumento en el que, por regla, se apoya finalmente, este privilegio. No resulta ajeno a estas disquisiciones, la jurisprudencia reiterada de la Corte vinculada con los alcances de la garantía constitucional de la defensa en juicio consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional, la que, según dicha doctrina, supone, elementalmente, la posibilidad de ocurrir ante un órgano jurisdiccional y obtener de ellos sentencia útil relativa a los derechos de los litigantes, calificativo que, ausente la inmunidad de jurisdicción y la probable afectación de los intereses soberanos, difícilmente se pueda predicar de negarse la posibilidad de su ejecución; más aún en el caso de trabajadores, respecto de quienes incumbe especialmente un propósito protectorio y a quienes, en general, resultaría también quimérica la ocurrencia ante la jurisdicción del Estado extranjero a estos efectos. Aquella garantía, así como la del debido proceso, no se agotan en el cumplimiento formal de los trámites previstos en las leyes adjetivas, sino que se extiende a la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial, que evite una dispendiosa y eventualmente inútil actividad jurisdiccional, como lo exige, por lo demás, el propósito de afianzar la justicia enunciado en el Preámbulo de la Constitución Nacional. No resulta irrazonable sostener que una solución por la que se le confiriera un alcance meramente declarativo a una sentencia firme, no podría sino, injustificadamente, afectar la igualdad jurídica entre las partes, inherente a todo proceso jurisdiccional, en ausencia de un fundamento que permita situar la cuestión en el marco del proceder iure imperíum de los estados. Dicha conclusión, resulta respaldada por diversos preceptos de orden internacional en los que se pone énfasis en la protección efectiva de los derechos y las libertades. No resulta convincente la interpretación de la Alzada por la que funda la inmunidad de ejecución en la normativa de los artículos 32, inciso 4, de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961 y 6º de la Ley 24.488; dispositivos que prevén que la renuncia a la inmunidad de jurisdicción respecto de las acciones civiles o administrativas no ha de entenderse renuncia a la inmunidad en cuanto a la ejecución del fallo y que las normas de la ley 24.488 no afectarán las inmunidades o privilegios de las Convenciones de Viena de 1961 y 1963. En tales condiciones, la alegación de invalidez constitucional del art. 6° de la L. 24.488 prescinde de que ella no ampara ninguna inmunidad inherente a los Estados en cuanto tales, sino que protege, limitadamente, a ciertos bienes de sus legaciones, con arreglo al principio de que corresponde garantizar el desempeño eficaz de las funciones diplomáticas. Con arreglo a lo previsto por el art. 22, apartado 3°, de la Convención sobre Relaciones Diplomáticas de Viena de 1961 y artículo 6º, Ley 24.488, resulta que dichos bienes se encuentran comprendidos en la prohibición de registro, requisa, embargo o ejecución establecida por la mencionada Convención internacional, circunstancia que dado su carácter de Ley Suprema de la Nación autoriza a desestimar lo peticionado y, por ende, a confirmar, en este aspecto la decisión de la alzada laboral que por este acto se impugna.


    Bonacic-Kresic, Esteban c/ Embajada de la Republica Federal de Yugoslavia s/ Despido


    B. 656, XXXIII, 28 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Cataldo de Anun, María A. y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 648, XXXIV, 28 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Cavallini, Raúl y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 669, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo María José c/ Rojas Julio César s/ Ejecución de Sentencia”.


    Daza de Salinas, Elba Regina c/ Ortega, Mariano s/ Sumario


    D. 277, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Medida de no innovar. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Desarrollo Pesquero Marítimo del Atlántico Sur S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    D. 212, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    D' Esposito, María Inés y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    D. 284, XXXIV, 28 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Conflicto de poderes. Cuestión abstracta. 


    Vistas las actuaciones acollaradas a este expediente, relativas al recurso de habeas corpus preventivo, a través del cual se pretendió la protección de la libertad ambulatoria, y en atención al contenido de la constancia que da cuenta del fallecimiento del beneficiario, en virtud del cual la Corte oportunamente resolvió en la cuestión de competencia, como así también el juez federal, en orden al archivo de las actuaciones, carece de interés jurídico un pronunciamiento de la Corte sobre el fondo del presente, en tanto guarda íntima relación con el objeto del recurso preventivo, y la cuestión aquí debatida ha devenido igualmente abstracta.


    Dr. León Carlos, A. –Ministerio de Justicia y Seguridad de la Provincia de Buenos Aires- plantea conflicto de poderes


    COMP. 292, XXXIV, 01 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Echazu Lezica, Mariano Enrique y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    E. 146, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    El Marisco S.A, s/ Recurso de amparo


    E. 98, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    El Marisco S.A. - Fish Management S.A. - Unión Transitoria de Empresas s/ Recurso de amparo


    E. 103, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Fierro, Hernán Roberto y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    F. 381, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Figueira de Casares, Liliana Elsa y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    F. 382, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Medida de no innovar. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Fishmanagement S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    F. 284, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Fishmanagement S.A. Pestai S.A. UTE s/ Recurso de amparo


    F. 285, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Gómez, Alberto D. y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    G. 419, XXXIV, 02 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Guerri, Alberto Miguel Ramón y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    G. 430, XXXIV, 23 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Hansung AR S.A. s/ Recurso de amparo


    H. 62, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Hornos, Gustavo Marcelo y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    H. 87, XXXIV, 28 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Medida de no innovar. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Hsien Yuzh S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    H. 77, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Illuminati, J. C. y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional (Ministerio de Educación y Justicia) s/ Empleo público


    I. 77, XL, 02 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Itapesca S.A.C.I. - Proyesur S.A. - UTE s/ Recurso de amparo


    I. 62, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Jiggers S.A. s/ Recurso de amparo


    J. 39, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Medida de no innovar. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    J. Y M. S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    J. 45, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Facultades reglamentarias. Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Confirmación de sentencia. 


    La invalidez del decreto no se configura necesariamente porque su texto sea distinto al de la ley objeto de reglamentación, sino porque aquél es contrario al espíritu y a los fundamentos de la ley en sentido formal. Tal como ha sostenido la Corte, es misión del intérprete indagar el verdadero sentido y alcance de la ley, mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la realidad del precepto y la voluntad del legislador, pues sea cual fuere la naturaleza de la norma, no hay método de interpretación mejor que el que tiene primordialmente en cuenta la finalidad de aquélla. La misión judicial no se agota con la remisión a la letra de la ley, toda vez que los jueces, en cuanto servidores del Derecho y para la realización de la Justicia, no pueden prescindir de la Ratio Legis y del espíritu de la norma. En efecto, tiene dicho la Corte que la sustancia de la norma es el espíritu y el fin de la ley, y resultaría evidente que la contradicción palmaria de la norma reglamentaria con el espíritu y los fundamentos de la ley formal invalidan necesariamente el decreto reglamentario. En lo que respecta a la lesión de derechos constitucionales, el exceso reglamentario en que incurre el Poder Ejecutivo y la Administración Nacional de Aduanas viola en particular el derecho a trabajar de los recurrentes. No obstante, resulta necesario resaltar, tal como lo ha expresado el Máximo Tribunal en reiteradas oportunidades, que la sola limitación o restricción razonable de derechos por el legislador no es inconstitucional, porque los derechos individuales son relativos y se ejercen de conformidad con las normas que reglamenten su ejercicio (art. 14 de la Constitución Nacional). Pero, en el sub examine, la restricción del derecho es ilegítima porque el Poder Ejecutivo, al igual que los entes autárquicos, son incompetentes para alterar el sentido de las leyes con excepciones reglamentarias cuando, en realidad, no integran la ley fijando los detalles para su aplicación concreta, sino que derogan o modifican total o parcialmente el texto o el fin de aquélla.


    Centro Despachantes de Aduana c/ Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 1160/96 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 521, XXXIII, 02 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Juicios contra el Estado. Coparticipación federal. Declaración de inconstitucionalidad. Diputados. Falta de legitimación para obrar. Caso concreto. Denegatoria del recurso. 


    La calidad de ciudadano, sin otro interés concreto jurídicamente protegido, ha sido desestimada por el Tribunal como fundamento de legitimación procesal.


    Respecto de la existencia de "caso" en los términos del artículo 116 de la Constitución Nacional, dijo este Ministerio Público que, desde antiguo, la Corte ha declarado que no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos. Es útil tomar en cuenta lo expresado recientemente por este Ministerio Público, sobre la base de lo planteado por el Máximo Tribunal en diversos precedentes, respecto a que, cuando ante los estrados de la justicia se impugnan las disposiciones expedidas en el ejercicio de una atribución propia de alguno de los otros poderes, con fundamento en que ellas se encuentran en pugna con la Constitución, se configura una causa judicial atinente al control de constitucionalidad de preceptos legales infra constitucionales, cuya decisión es propia del Poder Judicial. Empero, ello es así, siempre y cuando se produzca un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca. Resta analizar la legitimación invocada "por la representación que invisten de su provincia". Hay que tener en cuenta que los diputados nacionales no son los representantes naturales de la provincia o distrito electoral por la cual han sido designados, pues tal cometido incumbe al titular de su Poder Ejecutivo (gobernador), en el ámbito de las competencias que le son propias. Por lo demás, los actores no han alegado ni demostrado en autos haber sido apoderados por parte de la autoridad competente, extremo que los habilitaría a reclamar en nombre de la provincia, como mandatarios de ella. En cuanto al interés jurídico de los diputados nacionales, dijo el Tribunal en la citada causa de Fallos: 313:863, con fundamento en la doctrina jurisprudencial elaborada desde los inicios de su propio funcionamiento, que no confería legitimación al actor su invocada "representación del pueblo” sobre la base de la calidad de diputado nacional que investía, "pues el ejercicio de la mencionada representación encuentra su quicio constitucional en el ámbito del Poder Legislativo, para cuya integración en una de sus cámaras fue electo, y en el terreno de las atribuciones dadas a ese Poder y a sus componentes por la Constitución Nacional y los reglamentos del Congreso”.


    Gómez Díez, Ricardo y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    G. 405, XXXIII, 06 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 92, L. XXXlV, “Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones -Disp. DNM. 4783/96-".


    Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas S.A. c/ Dirección Nacional de Migraciones – Disposición 5.766/97


    L. 64, XXXIV, 15 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 92, L. XXXlV, “Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones -Disp. DNM. 4783/96-".


    Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones – Disposición DNM 4.818/96


    L. 65, XXXIV, 15 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 92, L. XXXlV, “Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones -Disp. DNM. 4783/96-".


    Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas S.A. c/ Dirección Nacional de Migraciones – Disposición 5.765/9


    L. 236, XXXIV, 15 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 92, L. XXXlV, “Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones -Disp. DNM. 4783/96-".


    Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas S.A. c/ Dirección Nacional de Migraciones – Disposición DNM 4.817/96


    L. 247, XXXIV, 15 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Martínez, Luis y otro c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 605, XXXIV, 28 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C.837, L. XXXIII, "Ceragioli, Adriana Fenicia c/ Asociación Civil Jockey Club".


    Palacios, José Luis y otro c/ Asociación Civil- Jockey Club s/ Interrupción de prescripción - Artículo 3986 Código Civil


    P. 58, XXXIV, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Estese a lo dictaminado en la causa Comp. 827, L. XXXIII, "Romero, Susana Ema y Romero, Julieta María s/ Incidente - Civil".


    Romero, Susana E. y Romero, Julieta M. c/ Dubra de Romero s/ Sucesión


    COMP. 792, XXXIII, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Prescripción de la acción penal. Apartamiento de las constancias de la causa. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene dicho reiteradamente la Corte que la doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y no resultaapta para corregir sentencias equivocadas o que el recurrente estime tales según su criterio, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad extrema en los que se verifique un apartamiento primario de la solución prevista en la ley. Tal situación, sin embargo es la que se presenta en autos, donde el a quo ha decidido poner fin a un proceso en el marco de una decisión desconectada en forma absoluta de las cuestiones centrales que las partes habían planteado en esa instancia. Es cierto que los magistrados no están obligados a tratar y dar respuesta en sus sentencias a todas y cada una de las cuestiones planteadas por las partes, mas ello no los habilita a omitir aquellas que constituyen los "thema decidendi", ni alejarse de las disposiciones que rigen el proceso y a las que no sólo las partes se encuentran sometidas.


    Soto, Lorenzo s/ Incidente de prescripción de la acción penal


    S. 412, XXXIII, 30 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Pérez, Luis Mario y otros c/ Estado Nacional Argentino (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) s/ Empleo público


    P. 360, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Medida de no innovar. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Pescasur S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    P. 256, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Pesquera Alenfish S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    P. 201, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Pesquera Arnippo s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    P. 258, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Pesquera Ensenada de Barragan S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    P. 285, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Medida de no innovar. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Pesquera Latina S.A. s/ Recurso de amparo - Medida de no innovar


    P. 257, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Pesquera Puerto San Julián S.A. s/ Recurso de amparo -Medida de no innovar


    P. 284, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 246, L. XXXIV, "Pesquera Sur. S.A. s/ Recurso de amparo - medida de no innovar".


    Proyesur S.A. s/ Recurso de amparo – Medida de no innovar


    P. 202, XXXIV, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Robles, Estela y otro c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    R. 315, XXXIV, 28 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Bondesani, Aída Nélida y otro c/ Transporte Automotor "La Estrella" Beneficio de litigar sin gastos - Daños y perjuicios


    B. 171, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Baranelli, Ana María c/ Expreso Caraza S.A. Línea 188 s/ Daños y perjuicios


    B. 327, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 92, L. XXXlV, “Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones -Disp. DNM. 4783/96-".


    Swissair Líneas Aéreas Suizas S.A. c/ Dirección Nacional de Migraciones s/ Disposición DNM 5.772/97


    S. 327, XXXIV, 15 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Arroyo, Juana Sixta c/ TALSA y otro s/ Daños y perjuicios


    A. 244, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. - Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Baumgartner, Alicia Francisca y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    B. 231, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Despido sin causa. Personal dependiente de embajadas. Inmunidad de jurisdicción. Inconstitucionalidad. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Demanda contra Estado extranjero. Justicia nacional del trabajo. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 656, L. XXXIII, “Bonacic-Kresic, Esteban c/ Embajada de la República Federal de Yugoslavia s/ Despido” y B. 687, L. XXXIII, “Blazzon, Beatriz Lucrecia Graciela c/ Embajada de la República Eslovaca s/ Despido”.


    La naturaleza de la cuestión planteada constituye, según jurisprudencia de la Corte, un principio elemental de la ley de las naciones, que, por lo mismo, traduce su inequívoco carácter federal y determina que su inteligencia deba ser establecida por la Corte y, porque, si bien las resoluciones en materia de competencia no habilitan en principio esta instancia, cabe hacer excepción a ello cuando pueden comportar la denegatoria del fuero federal. En cuanto a la definitividad del fallo apelado, la Corte ha sostenido de manera reiterada, que a los fines dispuestos por el art. 14 de la L. 48, sentencia definitiva no es solo la que concluye el pleito, sino también aquella con consecuencias frustratorias respecto del derecho federal invocado, por su tardía o imposible reparación ulterior; criterio, este último aplicable a la causa, habida cuenta que lo decidido impide a la demandada en forma definitiva hacer valer de manera eficaz la inmunidad que reclama e implica la denegación del fuero federal al que accedería en virtud de su condición de Estado extranjero. La Corte ha establecido que los Estados extranjeros no podrán invocar la inmunidad, cuando fueren demandados por cuestiones laborales, por nacionales argentinos o residentes en el país, derivadas de contratos celebrados en la República o en el exterior, que causaren efectos en el territorio nacional. La Corte ha rechazado que existan tratados referentes a la demandabilidad de los Estados extranjeros y que, por otro lado, la inmunidad de jurisdicción constituya hoy un principio generalizado del derecho internacional. La Corte, al rechazar la procedencia de su intervención originaria, se limita a destacar en el decisorio que si los Estados extranjeros no revisten calidad de aforados a los efectos del artículo 117 de la Constitución Nacional, no pueden hallarse en mejor situación, ni gozar de distintos privilegios, los organismos creados por voluntad de esos Estados, como por ejemplo, las Naciones Unidas. La calificación concerniente a un empleado de seguridad interna de la embajada, aparece definida, en rigor, en base a previsiones de derecho laboral común y su eventual desacierto no ha sido puesto de manifiesto como es debido por la quejosa, atendiendo a la índole de la causal invocada, que no se dirige a convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni a corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al pronunciamiento como la sentencia fundada en ley a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. La declaración de competencia del fuero del trabajo nacional no implica denegar el fuero federal al que tiene derecho un Estado extranjero en virtud de cláusulas constitucionales pues, los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten carácter nacional, circunstancia que impide pueda considerarse que ha existido, en rigor, denegatoria de tal fuero, desde que lo garantizado por la Constitución Nacional, en ese sentido, es la intervención de los tribunales de la Nación.


    Vallarino, Edelmiro Osvaldo c/ Embajada del Japón s/ Despido


    V. 14, XXXIV, 28 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Varela, A. V. y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    V. 170, XXXIV, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Villalba, Eduardo José c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    V. 173, XXXIV, 28 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L.XXXIII, "Unamuno, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de hecho".


    Gómez Centurión, Carlos Enrique c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    G. 116, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. - Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Cordes, Jorge Alfredo y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 233, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Cossio, Francisco c/ Romero, Eduardo Antonio s/ Daños y perjuicios


    C. 236, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Días Ribeiro, Amelio c/ Romano, José Miguel y otros s/ Sumario


    D. 132, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Díaz, Gloria Josefina c/ Duarte, Dionisio s/ Artículo 250 CPC


    D. 204, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional - (P.E.N. - Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Donoso, Castex Carlos y otros s/ Estado Nacional s/ Empleo público


    D. 190, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. - Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Beute, María y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    B. 152, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. - Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Gamboa, Enrique José y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    G. 163, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L.XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Fernández Vecino, Graciela Nair y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    F. 150, XXXIV, 21 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Filomatori, Elsa Cristina c/ Microómnibus Norte S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    F. 305, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L.XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    García Torres, Tristán y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    G. 210, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L.XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    González, Graciela Elvira c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    G. 211, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Guzmán, José Humberto c/ López, Ariel Gustavo s/ Daños y perjuicios


    G. 338, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Flores de Guzmán, María Esther c/ Empresa San Vicente S.A. de Transporte s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito c/ Lesiones o muerte)


    F. 107, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. - Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Magariños, Héctor Mario y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 239, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Kim, Young Sook c/ Suárez, Gustavo Omar y otro s/ Daños y perjuicios


    K. 20, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    La Greca, Juan c/ Línea 84 S.A.C.I. s/ Daños y perjuicios


    L. 193, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. - Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Tarbuch, Liliana Mónica c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    T. 68, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. - Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    López, José Ricardo y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    L. 103, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Mac Adden, María Gerónima c/ Transporte Plaza S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    M. 279, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Maestre, Marta Mercedes c/ Transporte Automotores Riachuelo S.A. s/ Daños y perjuicios


    M. 175, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L.XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Martínez Alcorta, Julio A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Empleo público


    M. 238, XXXIV, 19 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L.XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Medrano, José María c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Empleo público


    M. 212, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, "Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas Julio César s/ Ejecución de sentencia".


    Morales, Carlos Javier c/ Empresa de Transportes América s/ Daños y perjuicios


    M. 477, XXXIV, 30 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Muraca, Teresita M. c/ Empresa de Transporte El Puente S.A. y otro s/ Medidas precautorias


    M. 117, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Nigro, Miguel Ángel c/ Microómnibus Norte S.A. (MONSA) y otro s/ Daños y perjuicios


    M. 7, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Nuevo, Gerardo c/ Silva, Rubén s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito c/ Lesiones o muerte)


    N. 8, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Porra, Juan Carlos c/ Palacio, Elbesio s/ Medidas precautorias


    P. 192, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L.XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Quintana, Eduardo Martín y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    Q. 11, XXXIV, 19 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L.XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Ricci, María del Pilar c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    R. 120, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Rizzi, Ofelia Julia c/ Escobar, Carlos Pablo s/ Daños y perjuicios


    R. 192, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L.XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Sáenz, Oscar Ricardo c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    S. 167, XXXIV, 19 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L.XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Sarlo, Rubén y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    S. 147, XXXIV, 19 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L.XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Solitro de Fueyo, Elena Iris y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    S. 165, XXXIV, 20 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Solohaga, Rubén c/ L. 213 S.A.T. s/ Daños y perjuicios


    S. 271, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Sosa, Carlos Luciano c/ Talsa s/ Daños y perjuicios


    S. 223, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de sentencia”.


    Zajac, Gloria M. y otra c/ Microómnibus Ciudad de Buenos Aires s/ Sumario


    Z. 20, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. N° 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Aramberri Silvia y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    A. 400, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Arrascaeta de Félix, Alberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    A. 610, XXXIII, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Bielicky, José c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    B. 35, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Copello, Norberto Luis c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    C. 196, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465. L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación s/ Empleo público)".


    Doods, Alfredo Ricardo José y otros s/ Estado Nacional s/ Empleo público


    D. 141, XXXIV, 18 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa "R. 94, L. XXXIV, Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio Cesar s/ Ejecución de Sentencia".


    Fox, Marcela c/ Transporte Villa Ballester s/ Daños y perjuicios


    F. 323, XXXIV, 17 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    García de Vitti, Luisa c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    G. 106, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Procedencia parcial. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, "Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho" y, C. 465, L. XXXIII, Craviotto, G. A. y otros c/ Estado Nacional -PEN- Ministerio de Justicia de la Nación - s/ Empleo Público".


    Garcilaso Álvarez, Antonio y otros c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    G. 200, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    González de Mauhum, Amelia c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    G. 30, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Procedencia parcial. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. n° 43, L. XXXIII, “Unamuno, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de hecho” y, C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, G. A. y otros c/ Estado Nacional –PEN- Ministerio de Justicia de la Nación- s/ Empleo Público”


    Lugones, Horacio Enerio c/ ANSES


    L. 131, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Méndez Doyle, Abel Víctor c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    M. 12, XXXIV, 27 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. N° 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Paiella, Diego Edmundo y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    P. 308, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional -P.E.N.- Ministerio de Justicia de la Nación".


    Saade, Josefina y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    S. 166, XXXIV, 18 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Estado Nacional. Procurador general de la Nación. Mantenimiento del recurso. 


    La defensa de los intereses del Estado Nacional y sus entes ha sido ejercida, con anterioridad a la reciente vigencia del artículo 27 de la ley 29.946, por miembros de este Ministerio Público. Conforme ha sido sostenido en situaciones análogas, ello condiciona la intervención del Procurador General en esta vista por un doble motivo: dictaminar favorablemente sobre el fondo de la materia en recurso implicaría duplicar el ejercicio recursivo por parte del Estado, quebrando la igualdad procesal de las partes, pero expedirse en desmedro de los referidos intereses estatales sería contraponer el mandato ejercido por el Ministerio Público, en su momento, por imperio de la ley anterior vigente. El principio de unidad que caracteriza la actuación del Ministerio Público y que confluye en el reconocimiento del Procurador General de la Nación como órgano supremo y de control de tal actividad, importa, un óbice a la posibilidad de efectuar en un extremo específico como el presente, una suerte de desdoblamiento de la singular personalidad de esta magistratura.


    Vega Gaete, Jorge R. c/ INPS - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Dependientes de otras prestaciones


    V. 504, XXXII, 18 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. N° 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Yrimia, Héctor Luis y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    Y. 22, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio Cesar s/ Ejecución de sentencia”.


    Schargorodsky, Ernesto c/ Alegre, José Luis s/ Incidente civil


    S. 106, XXXIV, 16 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Indemnización por accidente de trabajo. Competencia por vía de inhibitoria. Denegatoria del recurso. 


    En ocasiones anteriores, intentada la apelación federal respecto de cuestiones similares -a saber: contra pronunciamientos que no hicieron lugar al planteamiento de controversias sobre competencia por vía de inhibitoria- la Corte estimó improcedente a la misma con apoyo, centralmente, en que la ley procesal ha establecido trámites especiales destinados a dirimirlas, diversos de los excepcionales del recurso federal, sustancialmente porque si por esta vía extraordinaria se decidiera el punto, la Corte vendría a resolver la cuestión sin oír al tribunal que conoce en la causa -ni tener a la vista sus actuaciones- y que no ha declinado su jurisdicción. De los presentes actuados se desprende que el tribunal local, sobre la base de declarar la Inconstitucionalidad del artículo 39, ley 24.557 - en su criterio, contrario a los arts. 11, 39, inc. 3°, y 57, C. Provincial; 1 y 26, pacto San José de Costa Rica y 14 bis, 16 y 19, C.N.- y la inaplicabilidad a la causa de los restantes dispositivos objetados por el actor; e invocando la aptitud que le confieren los arts.: 2, inc. a), y 6 de la ley provincial 11.653, declaró su competencia para seguir seguir entendiendo en la causa, descartando toda otra aptitud jurisdiccional "que la de este Tribunal del Trabajo... " (v. fs. 86/93 del agregado). En tales condiciones, la posibilidad de un pronunciamiento favorable a la procedencia del presente recurso, comportaría incurrir en los defectos que la citada doctrina de V.E. buscó precaver, toda vez que, en efecto, ello aparejaría resolver la cuestión con prescindencia de los argumentos expuestos por el tribunal local que, si bien en parte, resultan conocidos por las actuaciones agregadas -las que alcanzan hasta el 12.02.98- fueron, en su caso, suministrados fuera del contexto de los arts. 7 y 13 del C. Procesal Civil y Comercial de la Nación y sin que el recurrente haya criticado y rebatido dichas razones en su presentación; defecto que se encarece tan pronto que se considere que la admisión . de la competencia de la justicia provincial se apoyó en la previa declaración de inconstitucionalidad e inaplicabilidad del dispositivo en que funda el quejoso su planteo.


    Fernández, Andrés c/ Ocye S.A. y otra s/ Accidente


    F. 330, XXXIII, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Pensiones del personal policial. Derecho al beneficio. Falta de fundamentación autónoma. Confirmación de sentencia. 


    En el caso, concurre una circunstancia que obsta a la procedencia del remedio federal intentado. Ello es así, por aplicación de aquella jurisprudencia del Tribunal que indica que el recurso extraordinario es improcedente si no se han expresado argumentos que sustenten una diversa inteligencia de la norma federal que funda el fallo en crisis.


    Coronado de Quevedo, María Susana c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    C. 380, XXXIII, 06 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Jubilación por invalidez. Defensa en juicio. Revocación de sentencia. 


    Dado que el sentenciador no trató ni siquiera mínimamente los agravios que expresamente interpuso el apelante en su presentación, le cabe razón cuando afirma que la sentencia carece de sustento suficiente para ser reputada como un acto judicial válido, en tanto causa agravio a la garantía de la defensa en juicio. A ello cabe agregar, además, que en la especie se privó al interesado de un derecho que posee raigambre constitucional sin un fundamento acorde con la seriedad de las articulaciones que expresó durante todo el trámite de las actuaciones, tal circunstancia también se muestra en contradicción con la cautela que la Corte declaró exigibles para llegar al desconocimiento de derechos como el que se peticiona. Por las circunstancias señaladas, y cualquiera que sea el resultado final del pleito, cabe anular la sentencia apelada, para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo fallo en el cual se consideren en forma cabal las cuestiones planteadas por el interesado.


    Picardi, Jorge Horacio c/ ANSES s/ Jubilación por invalidez


    P. 1703, XXXII, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Recursos


    Asociaciones sindicales. Juicios en que es parte una provincia. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Legitimación activa. Denegatoria del recurso. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Es necesario destacar, en el marco previsto por el art. 33, inciso a), apartado 1, de la ley 24.946, que si bien es cierto, con arreglo al art. 14 nuevo de la Constitución Nacional, que el derecho de sindicación que las leyes ordinarias deben asegurar pertenece "al trabajador"; no es menos cierto que al reafirmar "la organización sindical libre y democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial..." la Constitución manda no sólo proteger el derecho individual de cada empleado, sino, también, a la propia entidad gremial; conclusión que cabe extender al principio de libertad o autonomía sindical, cuyo vigor resultaría truncado si se pretendiera limitado al individuo y no, también, respecto del sindicato. La demanda se suscita en un marco que no es el del derecho común, toda vez que, como la Corte tuvo oportunidad de precisarlo al pronunciarse sobre su competencia, con cita de los precedentes de Fallos: 304:568; 310:697, el derecho que se dice comprometido en la causa es de aquel que cuadra calificar como "ambivalente", en el sentido de que cabe considerarlo de naturaleza federal o común según se proyecte sobre el sector público o privado, siendo que, en el caso, asume carácter federal, toda vez que la actuación del Estado Correntino que se cuestiona, compromete los roles y funciones de autoridades nacionales y locales; todo lo cual, justifica la intervención de este Ministerio Público. A ese respecto, e ingresando concretamente al análisis de la cuestión debatida, es necesario destacar que la obligación de retener la cuota sindical, resulta del art. 38 de la ley 23.551. En cuanto a las llamadas “prácticas desleales” en la actualidad, ya no se discute, a diferencia de lo que sucedía durante la vigencia de la anterior ley 22.105, que el reconocimiento de la existencia de una práctica desleal conlleva, por imperativo legal, un doble carácter: por una parte, sancionatorio, con lo cual se preserva el interés público lesionado por el ilícito; y por otro, preparatorio, en cuanto la sentencia procura el cese del comportamiento y la realización de actos idóneos que permitan reponer el estado de cosas anterior a la práctica. A ese respecto, merecen destacarse, las atinadas reflexiones de Krotoschin quien, tras referir que la entonces ley en vigor se había limitado a equiparar los efectos de estas prácticas, en el plano del contrato de trabajo, a los producidos por los hechos y actos ilícitos señalaba que cuando ella es más directa, e incluso, exclusivamente, perjudicaran al interés colectivo, mayor era el justificativo para su incriminación, habida cuenta, en ese punto, su falta de consideración por el derecho común. La actual normativa de asociaciones gremiales, enumera estas prácticas "injustas del trabajo", en la terminología de la Ley Wagner, o "desleales de trabajo", en la Ley Taft-Hartley, fuentes de nuestra preceptiva en la materia en el art. 53; previendo, por su parte, el art. 54, que la asociación sindical o el damnificado, "... conjunta o indistintamente, podrán promover querella por práctica desleal ante el juez o tribunal competente"; y el arto 55, su régimen sancionatorio, el que, excepción hecha de las modificaciones establecidas por su propio articulado, remite a la ley 18.694 "de Infracciones a las leyes del trabajo", precepto que la Corte estimó de carácter federal en el precedente de Fallos: 302:1.501 y en la sentencia de la causa "Stemberg Starzynski”. Se impone examinar la compatibilidad del decreto n° 2361/94 del Poder Ejecutivo de la Provincia de Corrientes, tanto con respecto a los dispositivos constitucionales y legales en vigor en materia de entes sindicales, como con la ética que debe regir el ámbito de las relaciones profesionales del trabajo en los términos de que da cuenta el art. 53, ley 23.551; examen que particularmente en lo relativo a la última cuestión, exige considerar los elementos esenciales del acto administrativo local de manera integrada, para lograr apreciar así su razonabilidad en relación a los motivos que habrían conducido a su dictado. Ello es así, una vez que se hubo determinado con las constancias agregadas a la causa que los empleadores que ocupen personal afiliado a la Asociación Trabajadores del Estado (ATE) deben obrar como agentes de retención de la cuota sindical y dado el reconocimiento que, sobre el particular, resulta de los decretos provinciales 3.515/88 y 6775/91. En tal sentido, debe destacarse que, vigente, como se señaló, el art. 6 de la ley 23.540 (hoy art. 6 de la ley 24.642), todos los empleadores se hallan obligados a requerir a los trabajadores que manifiesten si se encuentran afiliados a una asociación gremial y comunicar mensualmente a la misma la nómina del personal afiliado, sus remuneraciones, las altas y bajas que se hayan producido durante el período y las cuotas y contribuciones que correspondan a cada trabajador. Dicho requerimiento, sin embargo, procede se efectúe con el inicio de la relación laboral, subsistiendo válidamente la información suministrada por el trabajador hasta tanto él mismo o la asociación respectiva informen al agente de retención, en lo que aquí interesa, la eventual baja del afiliado, información que, como se dijo, en caso de omisión por la organización gremial, puede comunicar a su empleador el propio interesado, de conformidad con lo que prevé el art. 4°, inciso b) de la ley 23.551 y su decreto reglamentario 467/88. Tal dispositivo establece que para desafiliarse, "el trabajador deberá presentar su renuncia a la asociación sindical por escrito"; renuncia que el órgano directivo podrá, dentro de los treinta días de la fecha de recibida, rechazarla, si existiese un motivo legitimo para expulsar al afiliado renunciante." Caso contrario, “…se considerará automáticamente aceptada, y el trabajador podrá comunicar esta circunstancia al empleador a fin de que no se le practiquen retenciones..." salariales en beneficio de la asociación sindical, pudiendo, inclusive, en caso de negativa o de reticencia del empleador, denunciar tal actitud al Ministerio de Trabajo; procedimiento al que el decreto objetado remite recién en su art. 3°, tras haber implementado la mecánica cuestionada. En ese contexto, atendiendo particularmente, a que por imperativo constitucional la reglamentación de lo relativo a las entidades sindicales ha sido delegada al Congreso de la Nación, con los resguardos que prevé el art. 14 bis de la Constitución Nacional y demás preceptos de orden internacional, no aparece justificada la exigencia establecida por el Poder Ejecutivo de la Provincia de Corrientes relativa a la actualización de la voluntad de agremiarse de sus empleados. Ello es así, toda vez que, amén de no concernir al Ejecutivo Correntino ejercer la representación de los intereses de sus empleados respecto de las organizaciones sindicales ni, como se expuso, ejercer facultades legislativas delegadas, substancialmente, al Congreso de la Nación resulta manifiesto que de mediar eventuales demoras de la demandada en dar curso a las solicitudes de desafiliación de los empleados tal situación ha sido expresamente prevista por la normativa de fondo, poniendo en cabeza de los interesados, previo cumplimiento del trámite previsto por el art. 20 del decreto 467/88, comunicar su baja "automática" al empleador, remediando así, sin compromiso alguno de los derechos de índole constitucional resguardados, especialmente, por el art. 14 bis y 19 de la Constitución Nacional, la situación que la Provincia, indebidamente habría pretendido conjurar con el citado dispositivo; y es que la temática abordada por ese instrumento normativo, atañe a una cuestión, por regla, ajena a la competencia legislativa de la Provincia, habida cuenta la índole típicamente laboral de la materia relativa a la libertad sindical y a las asociaciones profesionales, cuyas garantías, aun cuando se las invoque en el marco de las relaciones de empleo público, no forman parte del derecho público local, como tuvo oportunidad de declararlo en reiteradas ocasiones, por ejemplo, la Suprema Corte bonaerense; circunstancia a la que se agrega, que la cuestión vinculada con el control de las asociaciones sindicales, por principio, "...estará a cargo exclusivo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación ...", como se desprende del artículo 58 de la ley 23.551. En este contexto, los derechos y las obligaciones del Estado Provincial; son similares a los de los empleadores en general, respecto de los cuales, la Corte ha señalado la naturaleza contractual de la obligación de ingresar los fondos sindicales a su cargo, ya sea como obligado directo o bien como agente de retención excediendo de las potestades del Ejecutivo local, tanto en su carácter de empleador como de autoridad pública, dictar disposiciones reglamentarias en la materia. Debe insistirse, por otra parte, en que el empleador agente de retención de los aportes sindicales, constituye, por principio, un intermediario legal respecto de estas contribuciones, resultando deudor de las mismas el dependiente afiliado al sindicato y acreedor, este último, careciendo, por ende, de interés para gestionar cuestiones que sólo conciernen, en sentido estricto, a los componentes sustantivos de la representación sindical, a saber: afiliados y sindicato. En directa relación con lo que antecede, procede examinar además, si,como lo afirma la asociación gremial, la Provincia de Corrientes incurrió en un comportamiento "antisindical" al dictar el decreto 2361/94; examen que, con arreglo a las pautas que estipulara la Corte, deberá ser pormenorizado, atendiendo, particularmente, a que se pretende atribuir carácter desleal a un acto administrativo cuya legitimidad debe presumirse; circunstancia que no fue óbice para que la Corte, dada la verosimilitud que estimó en el derecho invocado y los demás presupuestos del artículo 230 del Código Procesal en lo Civil y Comercial de la Nación hiciera lugar en su oportunidad a la medida cautelar solicitada en los actuados. La ley 23.551 se ha limitado, en relación a este punto, a reproducir, mayormente, los supuestos de práctica desleal incluidos en los preceptos anteriores con excepción de los incisos j) y el inc. k), innovación de la actual norma, por lo que cabe, en cuanto al tema, estar con lo que la práctica jurisprudencial y doctrinaria ha consagrado substancialmente, respetándose así, la "exquisita sensibilidad nacional" que Monzón destacaba como rasgo inherente a los sistemas normativos de derecho sindical. En relación al primero de los incisos enumerados por el actor, a saber: "b) intervenir o interferir en la constitución, funcionamiento o administración de un ente de este tipo;...", cabe señalar, particularmente a la luz de los preceptos constitucionales reseñados y a lo dispuesto por los arts. 6, 37 y 38, ley 23.551 y 24 del decreto 647/88, que la imposición a los trabajadores "...de la expresión actualizada por la cual el agente manifieste su voluntad de agremiarse..." bajo el apercibimiento de omitir la retención de la cuota sindical, constituye una conducta que no puede sino aparecer como contraria a la ética que debe regir las relaciones profesionales del trabajo, al margen, de las intenciones aun loables que puedan haber inspirado el proceder estadual. Ello es así, muy especialmente cuando el comportamiento objetado proviene de un sujeto que, de estarse a lo dispuesto por el artículo 60 de la ley 23.551 se hallaba obligado especialmente a su respeto dada su doble condición de poder público y empleador y a que ella, como dice Giugni, superada la concepción que hacía de esta garantía una mera especificación de la libertad de asociación, garantizada, por ende, sólo contra el Estado, debe ser protegida también, acaso en primer lugar, del empleador, condición que asume, igualmente aquí, el Estado correntino. A lo dicho se agrega, que la accionada no podría invocar un desconocimiento de la vital importancia que para el funcionamiento de estas organizaciones revisten los ingresos provenientes de los trabajadores cuya representación ejercen, y que determinara la instrumentación, por el orden legal, de formas de recaudación preferenciales tendientes a asegurar su puntual y efectiva percepción, "resultaría inocuo proclamar la autonomía de los sindicatos para fijar su programa de acción y fijar su estrategia con miras al cumplimiento de sus fines, si no se les asegurase al mismo tiempo la disponibilidad de los medios indispensables para su funcionamiento y su actividad externa ...". Esta suerte de ratificación ante el empleador de la subsistencia de una voluntad de agremiarse, impuesta bajo el apercibimiento de omitir la retención de la cuota sindical, no puede sino considerarse, como quedó dicho, una práctica que contraría el tratamiento leal y equitativo que las partes se deben en sus relaciones profesionales de trabajo, toda vez que, entre otros intereses de orden gremial eventualmente comprometidos, al impactar, por lógica, sobre las finanzas de la entidad, este decreto no puede sino incidir sobre su normal administración y funcionamiento. En efecto y como se refirió, so pretexto de conjurar supuestas demoras no acreditadas de las entidades gremiales, el Ejecutivo local, en resguardo de un interés cuya titularidad en su persona resulta, al menos, discutible, y en uso de potestades que le estaban constitucional y legalmente vedadas, implementó un mecanismo que, dado en especial, el art. 4°, inc. b, ley 23.551, amén de innecesario, resulta contrario a derecho; con el agravante de hallarse previsto bajo un apercibimiento que, en el marco expuesto, no puede sino devenir afectatorio del desenvolvimiento asociacional. Desde este marco y mucho más próximos, en lo inmediato, al resguardo de esta libertad como derecho considerado desde su aspecto individual, no puede dejar de observarse, particularmente, a la sombra de una historia signada en más de un período por la vigencia, cuanto menos, azarosa de esta garantía que medidas como éstas, máxime en un contexto de grave deterioro del empleo como el actual, es dable sean interpretadas por sus destinatarios como el preludio de un probable accionar persecutorio de la actividad gremial o, al menos, como una predisposición patronal contraria a ella; lo que, amén de desaconsejar su dictado, como instancia destinada a proteger los intereses particularmente tutelados por el art. 14 bis, de la Constitución Nacional, conlleva, la necesaria asunción por el empleador del riesgo que comporta que puedan ser interpretadas como prácticas desleales y, sancionadas en consecuencia. Por último y en relación a la defensa de "falta de legitimación sustancial activa" deducida por la accionada, cabe referir que, según se desprende de los artículos 25, siguientes y concordantes de la ley 23.551 y del decreto 467/88, la calificación de asociación gremial "más representativa" se atribuirá por el Ministerio de Trabajo de la Nación, siendo, en su caso, recurrible judicialmente el acto administrativo pertinente, "... por vía de recurso de apelación o de acción sumaria, según los casos, y en fa forma establecida en los arts. 62 y 63 de la presente ley.... y por la o las organizaciones sindicales que consideren afectado el alcance de su personería preexistente; no siendo la vía ni el ámbito para objetar la personería gremial de la actora basada en su supuesta falta de representatividad, ni la empleadora la legitimada para hacerlo. Por todo lo expuesto precedentemente, debe desestimarse la defensa de falta de legitimación substancial activa deducida por la accionada, declararse la inconstitucionalidad del decreto 2361/94 y estimarse verificado un comportamiento contrario a la ética que debe regir las relaciones profesionales del trabajo.


    Asociación de Trabajadores del Estado c/ Provincia de Corrientes s/ Inconstitucionalidad


    A. 621, XXVIII, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


     


     

  


  
    



    Capítulo X


    Derecho Procesal Penal


    Contienda negativa de competencia


    Estafa. Falsificación de cheque. Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


    Al resulta de las probanzas del expediente que en el cheque apócrifo se habrían falsificado las firmas del delegado y del subdelegado liquidador del Banco Central, que habían sido autorizados por la institución para operar la cuenta de la financiera liquidada, esta Procuración estima que ese hecho es de aquellos que entorpece el normal desenvolvimiento de un organismo nacional y obstruye el buen servicio de sus empleados, en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48. En tales condiciones, corresponde a la justicia federal, que llevó adelante la investigación, proseguir con la tramitación de la causa.


    P., Sergio Adrian s/ Infracción artículo 172 en función del artículo 174, inciso 5 y artículo 292 del Código Penal


    COMP. 837, XXXIII, 23 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Delito de acción pública. Competencia provincial. 


    Toda vez que la Corte tiene decidido que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, corresponde a la justicia provincial entender en la causa.


    Incidente de incompetencia por posible delito de acción pública (B., Vicente Mario s/ Denuncia)


    COMP. 116, XXXIV, 22 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte, según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    F., Carlos s/ Estafa


    COMP. 136, XXXIV, 22 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Denuncia. Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Al resultar de las constancias del incidente que fue en la ciudad de Río Gallegos donde la actora habría concertado con el imputado la contratación de un seguro y donde este último habría utilizado un documento falso para simular su otorgamiento y percibir así algunos pagos de las cuotas convenidas con perjuicio para su cliente, corresponde declarar la competencia del tribunal provincial para entender en esta causa.


    C. F., Ricardo o C., Ricardo s/ Defraudación


    COMP. 207, XXXIV, 27 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Oficio judicial. Competencia provincial. 


    Toda vez que de la investigación practicada hasta este momento no ha sido posible determinar el lugar de la falsificación de las fechas en la copia del oficio judicial, corresponde al tribunal provincial investigar este hecho, por haber sido en esa jurisdicción donde se utilizó el documento y se cometió la infracción.


    Causa n° 84.562/1997 s/ Falsificación de documento público


    COMP. 107, XXXIV, 07 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Robo automotor. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58. La declinatoria del magistrado nacional deviene prematura toda vez que de las constancias del incidente no surgen elementos de juicio que permitan, razonablemente, vincular a los imputados con la sustracción del automotor acaecida en Vicente López cinco meses atrás. Dado el estado de la investigación y las circunstancias que rodearon la detención de los imputados no puede eliminarse su posible responsabilidad en la comisión de otros delitos vinculados al mismo automotor.


    G. M., Pablo y otros s/ Robo en tentativa


    COMP. 135, XXXIV, 07 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Competencia provincial. 


    Toda vez que no se encuentra acreditada la existencia de una autorización falsa para cobrar, pero si, que la víctima le habría entregado al imputado los recibos de sueldo y una nota de reclamo para presentar ante el organismo, cabe concluir que existió mandato a favor del procesado para gestionar el reintegro de los aportes. En tales condiciones, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca de ese lugar de estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    M., Ramón Osvaldo s/ Apropiación indebida


    COMP. 252, XXXIV, 21 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    Al resultar de los términos de la denuncia, que el imputado debía rendir cuentas a su empleadora de los cobros realizados a los clientes de la cartera a su cargo, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, cuando el acto infiel perjudicial de deber, constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de un cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar con ello el perjuicio patrimonial, será relevante para determinar la competencia el lugar donde aquéllas debían rendirse.


    B., Roberto Daniel s/ Denuncia


    COMP. 200, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales, y de que la Corte tiene resuelto que la investigación por falsedad de instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, mediante el uso de aquél, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial, en cuya jurisdicción tiene su sede la empresa a la que se habrían presentado las certificaciones adulteradas.


    Fiscal s/ Averiguación presunta defraudación


    COMP. 302, XXXIV, 30 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que ambos magistrados coinciden en la calificación legal del hecho denunciado, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Al respecto, también es doctrina del Tribunal que cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor. En este sentido, de la lectura del contrato no surge que las partes hubieran acordado el lugar donde debía efectuarse la devolución del rodado y, por otra parte, la carta documento no constituye prueba alguna al respecto sino tan sólo la pretensión de la denunciante sobre ese punto.


    S., Ana María s/ Denuncia


    COMP. 184, XXXIV, 30 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Robo calificado. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Investigación inconclusa. Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Las probanzas incorporadas al incidente no permiten por el momento concluir con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere que los imputados resulten ajenos al robo del automóvil cometido en jurisdicción bonaerense. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los procesados respecto del hecho principal, especialmente si se repara en que ambos imputados se negaron a declarar y que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación.


    S., F. R. y otro s/ Robo calificado por el uso de armas. Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 276, XXXIV, 09 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    El caso resulta aprehendido por dos disposiciones penales, la ley 22.362 y la ley 11.723, que concurrirían en forma ideal. En tales condiciones, corresponde conocer en la causa al magistrado federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    F., Jorge Javier s/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 300, XXXIV, 15 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. 


    No ha mediado el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda dirimir a la Corte. Por lo que corresponde devolver las actuaciones al juzgado que previno, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. 


     M., Hugo y O., Cesar o O. Cesar s/ Por supuesta autoría de Estafa (causa N° 48/97)


    COMP. 328, XXXIV, 15 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Abuso de autoridad. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia provincial. 


    El artículo 4° de la ley 8.476 faculta al Poder Ejecutivo, a afectar los fondos de la Coparticipación Federal de Impuestos en garantía del préstamo a suscribir hasta su cancelación. Al resultar del informe de que obra en la causa, que los fondos provenientes del BIRF son transferidos a las provincias integrantes del Programa de Saneamiento Financiero y Desarrollo Económico mediante los Convenios de Préstamos Subsidiarios, ellos quedan incorporados a las rentas provinciales para la realización de las obras incluidas en aquél. En tales condiciones, de constituir delito el hecho denunciado, se habría damnificado al patrimonio de la provincia de Entre Ríos. Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte en el sentido de que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación y que ella no puede extenderse con fundamento en el poder de policía o de fiscalización que ejerce el Estado Nacional si no involucra la responsabilidad penal de sus funcionarios.


    M. S., Ricardo s/ Sumario p/ Averiguación de abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público


    COMP. 295, XXXIV, 15 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que LA Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así pues, de las escasas constancias incorporadas al incidente no surgen elementos suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al qué corresponde investigarlo. En tales condiciones, y de acuerdo al criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528, entre muchos otros, es el juzgado nacional, que previno, el que debe seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de su trámite ulterior.


    A., Carlos Pedro y otro s/ Estafa


    COMP. 319, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de cheque. Estafa. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que si los hechos que podrían configurar el delito de estafa se presentan prima facie como independientes, deben ser investigados en las respectivas jurisdicciones en que aparecen cometidos. También es doctrina de la Corte que la falsificación sobre un cheque concurre formalmente con la estafa que habría sido cometida con su uso y, en ese caso, ambas infracciones deben ser investigadas por el juez con competencia en el lugar en el que aquél fue entregado y donde, además, ha tenido comienzo de ejecución el segundo delito.


    A., Enrique Raul s/ Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 357, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Régimen penal tributario. Competencia criminal y correccional. Obras sociales. Competencia federal. Seguro de vida. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp.N° 305, XXXIV, "M., S.A.C.I. s/ Infracción a la Ley 24.769".


    Esteban A. S.A. s/ Infración Ley N° 24.769


    COMP. 306, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Licencia de conducir. Lugar del hecho. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el sub lite. Para el supuesto de que la Corte, por razones de economía procesal y atendiendo a la necesidad de dar pronto fin a la cuestión, decidiera dejar de lado este reparo formal, se emite igualmente opinión. En tal sentido a partir de las probanzas agregadas al incidente no es posible determinar el lugar de confección de la licencia apócrifa. Por lo tanto corresponde al magistrado del lugar donde se comprobó el hecho y se secuestró la licencia conocer de este delito.


    C., Carlos Adrian s/ Presunta adulteración de documento público


    COMP. 351, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Robo simple. Competencia provincial. Violación de correspondencia. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, en aquellos supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los delitos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Para la aplicación de este principio, existen dos hipótesis delictivas a considerar. En lo que se refiere a la violación de las piezas, toda vez que ello supone la comisión de uno de aquellos crímenes que "violenten o estorben la correspondencia de los correos", del Código Procesal Penal de la Nación, la justicia federal es la competente para conocer a su respecto. Finalmente, respecto al robo de la correspondencia, a partir de la adjudicación de la concesión del servicio postal, monetario y telegráfico que prestaba a la empresa "Correo Argentino S. A.", el hurto a la firma permisionaria constituye un delito común, que sólo perjudicó la distribución de correspondencia que efectúa esa empresa privada, que corresponde investigar al juzgado provincial.


    F., Marcelo Fabián y M. S .M., Jaime Santiago s/ Robo simple e infracción al Artículo 153 del Código Penal


    COMP. 365, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Tarjeta de crédito. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que, la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    De R., Gloria Ester s/ Denuncia estafa


    COMP. 374, XXXIV, 20 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Corresponde al magistrado nacional, que previno, practicar la investigación necesaria para individualizar los hechos y encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    C., Guillermo E. s/ Denuncia causa N° 23.338/98


    COMP. 352, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Direcciones provinciales de rentas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de llegar a un criterio cierto para individualizar los hechos sobre los cuales versa y encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada. En las presentes actuaciones no ha mediado él correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda a la Corte dirimir. Por ello, y de acuerdo al criterio establecido en Fallos: 291:272; 293:405; 306: 1272 y 1997; 311:528, entre muchos otros, corresponde al juzgado provincial, que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio do lo que resulte del trámite ulterior.


     M. C. S.A. s/ Infracción al Artículo 63 del Código Penal de la Provincia de Buenos Aires


    COMP. 375, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Ley penal tributaria. Retención de aportes previsionales. Competencia federal. Cuota sindical. Seguro de vida. Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 


    En lo que se refiere a la presunta retención de los aportes a la obra social, toda vez que el artículo 9 de la ley penal tributaria vigente sanciona al agente de retención de aportes al sistema de seguridad social que no depositare los importes retenidos y que, por otra parte, el decreto ley 2.284/91 instituyó la contribución unificada de la seguridad social integrada con los aportes y contribuciones con destino al Régimen Nacional de Jubilaciones y Pensiones, al Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, a la Administración Nacional del Sistema de Salud, al Fondo Nacional del Empleo, al Régimen Nacional de Obras Sociales, y a las Cajas de Subsidios y Asignaciones Familiares, la conducta a investigar habría perjudicado a la Administración Nacional dé la Seguridad Nacional, que tiene a su cargo la administración y el control de esos fondos. En tales condiciones, corresponde al tribunal federal conocer de este hecho. Finalmente, respecto a la omisión del depósito de la cuota sindical y de la prima del seguro de vida, habida cuenta que ellos no integran la contribución unificada de la seguridad social cabe concluir que esta supuesta retención atribuida a los directivos, no habría perjudicado a un organismo nacional sino sólo a particulares. En consecuencia, su conocimiento corresponde a la justicia común. Por lo demás, habida cuenta que de las escasas probanzas del incidente no surgen elementos de juicio suficiente para determinar el lugar donde la empresa querellada debió efectuar el depósito o la entrega de estas sumas retenidas, corresponde al Juzgado en lo Criminal y Correccional, conocer de este hecho, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    M. S.A.C.I. s/ Infracción Ley 24.769


    COMP. 305, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Delito de acción pública. Armas. Estupefacientes. Competencia contravencional. 


    Toda vez que no existe un tribunal superior común a los intervinientes en este conflicto, la Corte es la llamada a decidir la cuestión, según lo prescripto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58.


     P., Alfredo Enrique s/ Delito de acción pública


    COMP. 372, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Rechazo del cheque. Competencia nacional. 


    La conducta a investigar, ya sea que se subsuma en las previsiones del inciso 2° o en el inciso 7° del artículo 173 del Código Penal, se habría consumado en las sedes de las firmas ubicadas en esta ciudad, donde se habrían exteriorizado los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


     R., Elías Ricardo s/ Estafa


    COMP. 333, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Adulteración de cheque. Acumulación de procesos. Competencia de instrucción. 


    Toda vez que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales, y que la Corte tiene decidido que la sustracción de una pieza postal constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con su contenido, corresponde al juzgado de instrucción conocer en esta causa.


    S., Hugo Alberto s/ Adulteración cheque


    COMP. 191, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que para el Correcto planteo de una cuestión negativa de competencia, los tribunales intervinientes deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa, circunstancia que no se presenta en el caso toda vez que la juez provincial no atribuyó competencia a la justicia nacional para conocer en el delito de cuya investigación se desprendió esta última, sino que se limitó a manifestar que el robo del automotor se habría cometido en otro departamento de su misma provincia. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la magistrada provincial para conocer en la causa, sin perjuicio, claro está, de que si ésta entiende que su investigación corresponde a otro tribunal de su misma provincia, se la remita de conformidad con la normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    V., Sandra Norma s/ Denuncia por robo de automotor


    COMP. 320, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de sellos, timbres y marcas. Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Existen dos hipótesis delictivas a considerar. La primera de ellas consistiría en la infracción al artículo 289 del Código Penal. Al resultar del peritaje mecánico que los tres últimos dígitos del número del motor se encontrarían planteados con soldadura eléctrica, corresponde investigarlo al tribunal provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado. En el mismo sentido cabe pronunciarse respecto al posible encubrimiento, pues al ser la investigación del delito encubierto -robo de automotor- de competencia provincial, cabe concluir que el hecho objeto de esta causa afecta a ella y no a la administración de justicia nacional. Por ser ello así, no resultan aplicables las reglas de acumulación por conexidad, sino que corresponde investigarlo al tribunal común con competencia en el lugar donde se produjo.


     C., Pablo Mauricio s/ Actuaciones iniciadas para establecer la procedencia del vehículo Volkswagen Saveiro. Causa 35.611


    COMP. 389, XXXIV, 07 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Economía procesal. Competencia de instrucción. 


    Los escasos elementos de juicio reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habrían cometido los procesados. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los acusados respecto del robo acontecido, en razón de la relación de alternatividad existente entre la infracción y el encubrimiento.


     D. L. R., Luis A. s/ Encubrimiento


    COMP. 397, XXXIV, 07 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Economía procesal. Competencia por el territorio. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que, tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal. Por aplicación de estos principios, y atento que no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes acerca de que la captación de la voluntad de las víctimas y todas las tratativas concernientes a los viajes habrían tenido lugar en un local cultural de esta ciudad, donde, además, se domicilian los damnificados y se formuló la denuncia, corresponde declarar la competencia del juzgado nacional, que previno, para proseguir con el trámite de las actuaciones.


     E., Julio César y otros s/ Asociación ilícita. Causa nro. 59.694


    COMP. 391, XXXIV, 07 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Lugar del hecho. Consumación del delito. Competencia provincial. 


    El hecho a investigar, ya sea que se subsuma en las previsiones del inciso 2° o en el inciso 7° del artículo 173 del Código Penal, se habría consumado en la sede de la empresa en una localidad bonaerense, donde se habrían exteriorizado los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    G., Sergio Alejandro s/ Defraudación causa N° 39.341


    COMP. 385, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Firma falsa. Candidatos. Partidos políticos. Carta orgánica de los partidos políticos. Competencia provincial. 


    Al resultar de las constancias del incidente que la presunta falsificación habría tenido lugar para la integración de una lista de candidatos a cargos partidarios locales, y que esa lista habría sido presentada para su oficialización ante la junta electoral provincial del Partido provincial con lo que establece la carta orgánica de ese partido, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en esta causa .


    Incidetente de competencia en autos caratulados "Denuncia formulada por Victor A. G. en contra de B. Jorge p/ Falsificación de firma"


    COMP. 350, XXXIV, 07 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia por el territorio. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    Actuaciones labradas p/ Denuncia formulada por Elva Inés L.


    COMP. 443, XXXIII, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Delitos contra el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Competencia federal. 


    El Tribunal tiene decidido, en casos que guardan similitud con el presente, que corresponde a la justicia federal el juzgamiento de los delitos previstos en el capítulo III de la ley 24.241, sin que obste a ello la posibilidad de que resulte aplicable una norma el Código Penal, en la medida en que resultaría igualmente afectado el sistema nacional integrado de jubilaciones y pensiones, aspecto este último que es el que justifica, en definitiva, la intervención del fuero de excepción.


    O., Pedro Segundo s/ Denuncia por defraudación


    COMP. 428, XXXIV, 07 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de material explosivo. Competencia federal. 


    La Corte tiene decidido que corresponde a la justicia federal entender en el proceso en que se investiga el delito de tenencia de explosivos, toda vez que ese delito no se encuentra comprendido en la excepción incorporada por la ley 23.817 al régimen general de la competencia federal del artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, que rige la materia.


    P., Dalmiro s/ Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 338, XXXIV, 07 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Lesiones agravadas. Ríos. Transporte fluvial. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la jurisdicción federal sobre ríos navegables surge en la medida en que resulte lesionado o se ponga en peligro la seguridad del tráfico fluvial. Por aplicación de estos principios, y habida cuenta que no existe discrepancia entre los tribunales intervinientes acerca de que el hecho objeto de esta causa no entorpeció la navegación, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para conocer en ella.


    P., Miguel s/ Sus lesiones


    COMP. 394, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7mo. del Decreto- ley 1285/58.


    S. y otros s/ Asociación ilícita


    COMP. 335, XXXIV, 04 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la investigación por falsedad de instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, mediante el uso de aquél.


    Incidente de Competencia Negativa formado en autos "Juzgado Provincial Nº 1 s/ Remite actuaciones"


    COMP. 377, XXXIV, 07 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Pedro y otro s/ Averiguación ilícita. Causa nº 5800.


    COMP. 368, XXXIV, 07 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que si los delitos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados. Por aplicación de estos principios, y en atención a que de las probanzas del expediente surge que la mayor parte de la actividad defraudatoria se habría desarrollado en jurisdicción provincial, corresponde a la justicia local, que llevó adelante la investigación, conocer en este hecho.


     A., Luis y otros s/ Estafas reiteradas


    COMP. 421, XXXIV, 01 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Delito de acción pública. Aportes del Tesoro Nacional. Redes cloacales. Municipalidad. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que el magistrado provincial aceptó las irregularidades en los municipios comprendidos competencia para conocer de las presuntos contratación de las obras a realizarse en los en su departamento y que, por otra parte, del informe del Fiscal de Estado de la provincia surge que son los municipios beneficiados los que tienen a su cargo la contratación de las obras cuestionadas, por tratarse de un único hecho corresponde a la justicia provincial conocer a su respecto. Ello es así, porque de las constancias del incidente no se advierte la intervención de funcionarios nacionales en el hecho denunciado, como así tampoco que de ellas haya resultado un perjuicio efectivo para las rentas de la Nación, sino tan sólo para el patrimonio de esos municipios.


     C., Carlos Vladimiro y otros s/ Posible delito de acción pública


    COMP. 469, XXXIV, 05 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado respecto del hecho principal, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en aquél.


    I., José María s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 496, XXXIV, 19 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa FSM 31633/2014/TO1/3/CS1, “Cardozo, Juan Cruz Iván y otro s/ Secuestro extorsivo”.


    P. F., Ezequiel y otros / Secuestro extorsivo


    COMP. 32362, Sin Tomo, 02 de agosto de 2016


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 757, L. XXXIII, “M. Noraly s/ Presunta infracción al artículo 174, inciso 5°, del Código Penal”.


    M., Noraly s/ Estafa


    COMP. 740, XXXIII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


    Asiste razón al magistrado provincial en el sentido de que, en cada uno de los casos materia de investigación, se trataría de un único hecho, consistente en la obtención de beneficios previsionales mediante la utilización de certificados de servicios falsos, para causar perjuicio no sólo a la A.N.S.E.S., sino también a los particulares que habrían pagado honorarios por la tramitación de jubilaciones que fueron luego revocadas. Siendo así el cobro de dichos honorarios también reconocería como causa la fraudulenta obtención del beneficio previsional a través de la presentación de certificaciones falsas. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para entender en la causa.


     M., Noraly s/ Presunta infracción Artículo 174 inciso 5° del Código Penal


    COMP. 757, XXXIII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Fondos de obras sociales. Administración fraudulenta. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que no es competente la justicia federal cuando, aún en supuestos en los cuales los fondos eran provenientes del ANSSAL, los subsidios quedaron incorporados al patrimonio de la obra social cuya administración, en definitiva, es objeto de investigación.


    Sumario Averiguación Defraudación O. S. P. R.


    COMP. 856, XXXIII, 23 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Estafa. Competencia provincial. 


    Toda vez que la Corte tiene reiteradamente establecido que la investigación por la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruye por la defraudación, o su tentativa, mediante el uso de aquél, corresponde que sea la justicia local la que continúe con la investigación de la estafa. Asimismo, dado que los cheques librados contra la cuenta fraudulentamente abierta serían falsos, también corresponde al juez provincial conocer de esos hechos sin perjuicio de lo que surja de su ulterior investigación.


     Incidente de competencia en causa N° 323/97 T., Alejandro Rodolfo s/ Falsificación de documento público


    COMP. 1008, XXXIII, 23 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Lugar del hecho. Competencia nacional. Competencia criminal. 


    Inexistencia de perjuicio a la Nación.


    La Corte tiene establecido que en aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el art. 3°, inc. 5°, de la ley 48, su tramitación ha de realizarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones. La circunstancia de que los imputados lesionaran y secuestraran con el fin de obtener una suma de dinero, así como que se encontrara en poder de uno de los imputados un arma de guerra, no alcanza para sostener que el hecho objeto de esta contienda significó un riesgo para la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones. No obstante, corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción de esta ciudad conocer de la causa habida cuenta que fue en su ámbito territorial donde se secuestró al damnificado, se efectuaron los llamados telefónicos solicitando el rescate y donde se detuvo a uno de los imputados. A ello se agrega que la víctima también sufrió lesiones al ser aprehendida y es doctrina del Máximo Tribunal que cuando ha existido privación ilegal de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    W. L., Chiu y otro s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 52, XXXIV, 02 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Afectación al servicio público. Competencia federal. 


    Toda vez que de las constancias agregadas al incidente surge que los certificados falsos habrían sido presentados ante una seccional de la Capital del Registro Nacional de la Propiedad Automotor, para obtener así la inscripción irregular de los dominios de los rodados, esos hechos comprometieron la validez de documentos nacionales extendidos por esa repartición, a la vez que su normal funcionamiento.


    V., Víctor Damián s/ Denuncia


    COMP. 981, XXXIII, 03 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Inexistencia de perjuicio a la Nación.


    Al resultar que el delito encubierto es de competencia de la justicia provincial, cabe concluir que el hecho objeto de esta causa afecta a ella y no a la administración de justicia nacional. Por ser ello así, no resultan aplicables las reglas de acumulación por conexidad, sino que corresponde investigarlo al tribunal común con competencia en el lugar donde se produjo.


    A., Claudio Fabián s/ Infracción Artículo 277 del Código Penal


    COMP. 1057, XXXIII, 25 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Domicilio social. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación del hecho a investigar, y que de las probanzas del incidente resultaría que el presidente del directorio había sido autorizado a negociar ante terceros la transferencia del crédito contra el Banco de Río Negro como así también, que la firma del contrato de cesión fue aprobada por resolución del directorio, corresponde al magistrado local conocer en esta causa. Ello es así, porque el directorio del banco -que tiene a su cargo la administración de la institución y que habría tomado las decisiones supuestamente perjudiciales- tiene su asiento en la provincia.


    Causa N° 1.264/94 denuncia de: C., Alberto Ricardo



    COMP. 1, XXXIV, 25 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Multiplicidad de jurisdicciones.


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que ante la multiplicidad de lugares de ejecución del delito resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de aquéllos donde se produjeron actos con relevancia típica, y que, en esa hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    A., Miguel Ángel s/ Delito de estafas


    COMP. 5, XXXIV, 25 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Homicidio. Servicio penitenciario. Competencia provincial. 


    Inexistencia de afectación a un servicio nacional.


    La Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. En tal sentido, no surge que el hecho de autos haya entorpecido el normal desenvolvimiento del organismo penitenciario federal, ni el buen servicio de los empleados de la Nación.


    V., Miguel Ángel; N., Domingo; Víctimas de homicidio


    COMP. 105, XXXIV, 25 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    Corresponde separar el juzgamiento de los delitos de naturaleza federal de los de índole común.


    Habida cuenta que el artículo 20 del código ritual establece un orden de prelación para el juzgamiento pero no un criterio de atribución de competencia, y que el magistrado local no cuestiona la competencia de la justicia ordinaria para conocer en los delitos de cuya investigación se desprendió el juzgado federal, resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal en el sentido de que, en aquellos supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los delitos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    G., Gladis E. s/ Supuesta infracción al Artículo 289 del Código Penal. Causa N° 755


    COMP. 1003, XXXIII, 25 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Robo. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Las probanzas reunidas hasta el presente no alcanzan para encuadrar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los imputados. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto del robo acaecido en aquella ciudad, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. En esta inteligencia, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial en lo criminal y correccional para proseguir con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que de ellas resulte.


     D., Marcelo Hugo; C., Julio Alberto; M., Carlos Sergio: Testimonios s/ Robo


    COMP. 829, XXXIII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que para el correcto planteo de una cuestión negativa de competencia, los tribunales intervinientes deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa, circunstancia que no se presenta en el caso, pues el magistrado bonaerense ha admitido implícitamente su competencia al aceptar que la estafa se habría cometido en otro departamento judicial pero de su misma provincia.


    M., José Aníbal y otros s/ Estafa


    COMP. 55, XXXIV, 25 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Facultades de la alzada. Competencia criminal y correccional. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos Jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquel que primero hubiese conocido.


    R., Mario Rene s/ Amenazas


    COMP. 92, XXXIV, 25 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Abuso de firma en blanco. Competencia nacional. 


    Toda vez que en casos similares al presente la Corte tiene establecido que el delito de abuso de firma en blanco concurriría idealmente con el de estafa procesal, corresponde su investigación al magistrado nacional, por ser éste quien tiene jurisdicción sobre la sede del tribunal donde se hizo valer el documento.


    O., Oscar Raul Denuncia Junín


    COMP. 815, XXXIII, 23 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Toda vez que el objeto de esta causa es determinar si la actividad de los denunciados pudo configurar el delito de administración fraudulenta, resulta de aplicación la doctrina de la Corte, según la cual este delito debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, que en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo donde efectivamente se llevaba la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    F., Jorge s/ Defraudación


    COMP. 111, XXXIV, 22 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Delitos contra la propiedad. Concurso de delitos. Competencia criminal y correccional. 


    La Corte tiene establecido que en aquellos supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los delitos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    Averiguación presunta infracción a los artículos 254 y 255 del Código Penal


    COMP. 56, XXXIV, 22 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Estafa. Concurso de delitos. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido en casos que guardan similitud con el presente, que el delito de falsa denuncia por robo o hurto y la posterior estafa contra una compañía de seguros intentada sobre la base de aquélla, concurren materialmente no obstante la relación de medio a fin que pudiera existir entre ellos, toda vez que la mera coincidencia subjetiva o final no basta, por sí sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyen un único hecho o concurso formal. En consecuencia, al tratarse de delitos que pueden ser juzgados separadamente, debe determinarse cuál ha de ser tenido como lugar de comisión de cada uno de ellos a efectos de establecer la competencia.


    G., Héctor Nicolás s/ Denuncia causa Nº 50.519


    COMP. 165, XXXIV, 22 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Toda vez que de los términos de la denuncia surge que la rendición de los fondos adelantados para gastos de viáticos debía efectuarse en las oficinas centrales de la empresa, en esta ciudad, donde además se habría presentado la documentación adulterada para obtener esos giros, corresponde a la justicia nacional de instrucción, que previno, proseguir con el trámite de la causa.


    Incidente de competencia promovido en la causa N° 73.472/97: M., María Victoria s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1070, XXXIII, 07 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Denuncia. Delitos contra las personas. Aborto. Competencia provincial. 


    Al resultar de las constancias del incidente la presunta comisión del delito de aborto, en una clínica de la provincia de Buenos Aires, corresponde a la competencia provincial entender en la causa.


    Incidente de competencia. Clínica Av. Gowland N° 1XXX Claypole T.E. 291-1XXX s/ Denuncia por supuesta clínica de aborto


    COMP. 186, XXXIV, 07 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Delitos contra la propiedad. Competencia provincial. 


    Al respecto, la Corte tiene establecido que el carácter excepcional y estricto que debe reconocerse a la justicia federal, exige que el autor o víctima de un delito sea un funcionario que incuestionablemente revista en tal situación, extremos que no se cumplen en el caso, ya que el desalojo se realizó en forma totalmente pacífica sin la intervención de los agentes de seguridad, de donde las imputaciones solo se refieren a particulares que intervinieron en la mudanza.


    F., Baltasar s/ Denuncia por hurto, daño y apropiación indebida


    COMP. 106, XXXIV, 14 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Firma falsa. Competencia provincial. 


    Dado que la adulteración de la firma no habría vulnerado la fe pública ni el crédito del Estado, resulta competente la justicia provincial para entender en estas actuaciones.


    M., Julio Antonio s/ Denuncia p/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 209, XXXIV, 14 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que compete atribuir fuero de excepción el juzgamiento de hechos ilícitos como el del presente caso, si estos interrumpieron o pusieron en peligro la seguridad del tráfico ferroviario. Toda vez que del informe remitido por la asesoría legal de la empresa, surge que el servicio que el día de los hechos prestaba el tren, estuvo interrumpido por cincuenta minutos, a tenor de dicha doctrina, cabe dirimir la cuestión aclarando que corresponde a la justicia federal continuar con la tramitación de la causa.


     C., Norberto Fabio s/ Lesiones culposas


    COMP. 247, XXXIV, 14 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Compraventa. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    G., Guillermo Hugo s/ Estafa


    COMP. 137, XXXIV, 27 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Competencia criminal y correccional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, el delito de desbaratamiento de derechos acordados se consuma cuando ya realizada la disposición patrimonial torna incierto o litigioso el derecho adquirido.


    Incidente de incompetencia correspondiente a la causa: C. Compañía de servicios especializados y otros s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 210, XXXIV, 27 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien los imputados habrían aprovechado la presunta falta de sentido de la víctima, consecuencia del estupefaciente suministrado por uno de ellos, la circunstancia de que su consumo haya sido voluntario impide considerar que se trate de un único delito. En tales condiciones y toda vez que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en participan jueces nacionales, de acuerdo lo dispuesto por el artículo 34 de la ley 23.737, corresponde declarar la competencia del fuero federal.


    H., Julio s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 201, XXXIV, 27 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Prueba pericial. Competencia federal. 


    Habida cuenta que este conflicto se refiere al juzgamiento del desempeño de los funcionarios que tuvieron a su cargo la confección y aprobación del informe pericial, los que habrían omitido la realización de algunos estudios de laboratorio relativos a este tipo de análisis este hecho pudo entorpecer el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y los empleados de la Nación, en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48.


    B., Mercedes Ramona s/ Denuncia por infracción al Artículo 200 del Código Penal –causa n° 31.431/96-


    COMP. 119, XXXIV, 27 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Quiebra fraudulenta. Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 


    Atento que el magistrado provincial no cuestiona la afirmación del juez nacional en el sentido de que tanto el asiento de los negocios como la sede de la administración de la fallida habrían estado situados en el establecimiento de la localidad de Quilmes, cabe concluir que en esa jurisdicción pudieron tener lugar los hechos descriptos en los artículos 176, 177 y 178 del Código Penal. En tales condiciones, de conformidad con lo resuelto por el Tribunal en Fallos: 297:318; 306:369 y 310:2124, corresponde declarar la competencia del Juzgado en lo Criminal y Correccional.


    A. S.R.L. s/ Denuncia


    COMP. 266, XXXIV, 09 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y calificarlos prima facie en alguna figura determinada obsta al correcto planteamiento de una contienda que corresponda dirimir a la Corte Suprema en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En tales condiciones, y de acuerdo al criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528, entre muchos otros, y Comp. 296, L. XXXIII, "Sarlo, Rubén Mario s/ Incumplimiento y violación de los deberes de funcionario", corresponde al juzgado local, que previno.


    T., Gabriel Andrés s/ Denuncia


    COMP. 118, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Robo calificado. Empresa privada. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que de la lectura del acta de toma de posesión surge que el Ministerio de Economía, Obras y Servicios de la Nación transfirió a la empresa los activos, el personal, las instalaciones y los contratos para la explotación del sistema ferroviario previsto en el respectivo contrato de concesión, y celebrado de conformidad a lo preceptuado por la ley 23. 696 de reforma del estado, el hecho motivo de esta contienda habría damnificado a una empresa privada. En tales condiciones y de acuerdo con la doctrina de Fallos: 310:1389 y 311:2530, corresponde a la justicia provincial continuar con la tramitación de la causa.


    M., Marcelo Lujan – N., Wilfredo Orlando s/ Robo agravado (cuatro hechos, uno en grado de tentativa)


    COMP. 317, XXXIV, 30 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Cámara nacional de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia ha quedado finalmente trabada entre dos juzgados nacionales, según el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional resolverla, por ser el órgano superior del magistrado que primero conoció de la causa.


    V., Jorge Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 405, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Estafa. Lugar del hecho. Competencia por conexidad. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias judiciales entre las provincias o entre ellas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no pueden ser alteradas por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden jugar en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    L. R., Carlos s/ Denuncia de acción pública causa n° 112.086/97


    COMP. 434, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Economía procesal. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que tanto el lugar en donde desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme razones de economía procesal. Por aplicación de estos principios, y en atención a los dichos de los denunciantes, en cuanto afirman que la operación se celebró en el domicilio del denunciado, en una localidad bonaerense, donde además debía entregarse el vehículo, corresponde declarar la competencia sobre la base de esas manifestaciones.


     B., Javier s/ Estafa


    COMP. 399, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Delitos contra la fe pública. Inscripción de nacimientos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Sentado este principio, las presuntas conductas delictivas investigadas no afectan intereses nacionales pues de las constancias arrimadas al legajo se desprende que tanto las solicitudes de inscripción de nacimiento, como las órdenes emanadas del Juez de menores, fueron presentadas ante un organismo local.


     Fiscal s/ Averiguación de delito


    COMP. 448, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del Decreto-ley 1285/58. Es doctrina de la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contenganla individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a undelitoconcreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


     Dr. S., Toribio s/ Denuncia


    COMP. 457, XXXIV, 05 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Maltrato infantil. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En este sentido, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S. R., María Cristina y otros s/ Denuncia causa 4/5346


    COMP. 472, XXXIV, 19 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Robo. Competencia nacional. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    La Corte tiene dicho, en casos que guardan similitud con el que cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que le corresponde entender en la causa.


    Incidente de competencia entre el Juzgado en lo Criminal y Correccional Nro. 52 de Morón y el Juzgado Nacional de Instrucción Nro. 31 de Capital


    COMP. 398, XXXIV, 10 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Hurto calamitoso. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones. Pese a las escasas constancias probatorias, debe continuar con la investigación el juez local, toda vez que del auto de prisión preventiva surge que la motivación del hecho reprochado a los procesados no excedería de lo estrictamente particular y no afectaría en los intereses nacionales.


    C., Juan Rosendo Esteban y otros s/ Secuestro extorsivo causa N° 43.048


    COMP. 556, XXXIV, 10 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte en el sentido de que, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    S., Nora Susana s/ Denuncia por estafa


    COMP. 478, XXXIV, 12 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Domicilio del imputado. Consumación del delito. Competencia provincial. 


    Al resultar de las constancias del sumario que los padres habrían acordado mediante un convenio celebrado en la provincia del Neuquén, lugar donde tramitó el divorcio, que el pago de la cuota alimentaria debía ser girado desde la ciudad de General Roca a la provincia de La Pampa, debe considerarse a esa ciudad, donde además tiene su domicilio el imputado, como lugar de consumación del incumplimiento.


    S., Leandro Dante s/ Incumplimiento deberes de asistencia familiar


    COMP. 510, XXXIV, 12 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Adulteración de medicamentos. Competencia federal. Juez previniente. 


    Atento que de las constancias de la causa surge que la especialidad medicinal materia de investigación se encontraría registrada y verificada por los organismos nacionales de contralor, corresponde a la justicia de excepción, que previno, continuar con la substanciación de la causa.


    Alcira María, D. s/ Averiguación de infracción


    COMP. 392, XXXIV, 12 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Máximo Tribunal que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    G., Gerardo Luis y B., Felipe: P.S.A. de falsificación de documento público y s/ Alteración de número de motor


    COMP. 390, XXXIV, 12 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia nacional. Juez previniente. 


    Habida cuenta que ambos magistrados coinciden en la calificación legal del hecho denunciado, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. También es doctrina del Máximo Tribunal que cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a lo cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    Servicio técnico E. s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 548, XXXIV, 12 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que si el subsidio otorgado por un ministerio de la Nación a una provincia consiste en una suma de dinero, su sola entrega implica transferencia de dominio sobre ella, sin que a dicha conclusión pueda obstar la subsistencia a favor de la administración federal, del derecho de requerir rendición de cuentas y a vigilar el cumplimiento de los fines para que el beneficio fuera acordado. La intervención del fuero de excepción se encuentra condicionada, en razón de la materia, a la existencia de alguno de los supuestos de los artículos 3° de la ley 48 y 33 del Código Procesal Penal de la Nación, y que ella no puede extenderse con fundamento en el poder de policía o de fiscalización que ejerce el Estado Nacional, si los delitos no afectan directamente el patrimonio de la Nación.


    Á., Francisco s/ Denuncia


    COMP. 463, XXXIV, 17 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Lesiones. Navegación interprovincial. Buques. Transporte fluvial. Competencia federal. 


    La navegación interjurisdiccional es una sola y no cabe circunscribir la potestad de la cual se haya investido el Gobierno Federal para reglamentarla a determinado tipo de buques, porque si así fuera, las provincias podrían regular todo lo concerniente a las embarcaciones menores, o no destinadas al comercio. Si corresponde a las autoridades federales legislar acerca de la navegación fluvial, uno de cuyos aspectos relevantes es la seguridad de los transportes en ella utilizados, no cabe excluir de la jurisdicción nacional a cualquier hecho que haya de alguna manera afectado la circulación, aun cuando de él no resulte concreto entorpecimiento para la de otros buques. La navegación de los artefactos acuáticos, como aquellos de cuya colisión resultaron las lesiones motivo de esta causa, ya ha sido objeto de reglamentación por la autoridad marítima nacional a través de la ordenanza nº 2 de Prefectura Naval, dictada el 29 de abril de 1994, con el objeto de preservar la seguridad de la navegación, la que en virtud de los antecedentes de autos, cabe concluir que pudo verse afectada en el caso.


    P., Mario Jorge s/ Lesiones


    COMP. 498, XXXIV, 26 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Juez previniente. Cámara nacional de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del Decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    G., Raúl s/ Encubrimiento


    COMP. 601, XXXIV, 30 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Ley penal tributaria. Contrabando. Juez previniente. Cámara federal de apelaciones. 


    Según la jurisprudencia de la Corte, la realización de medidas instructorias realizadas con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que le fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto. Habida cuenta que el magistrado federal una vez recibida la causa por declinatoria de su par nacional dispuso la acumulación de ambos expedientes, el conflicto negativo de competencia ha quedado suscitado entre la Justicia Federal y la Justicia Nacional en lo Penal Económico por lo que de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimido por la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido.


     B., Jorge L. s/ Ley 23.771


    COMP. 581, XXXIV, 14 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Hurto. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado respecto del hecho principal, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en aquél.


     B., Arnulfo R. s/ Encubrimiento


    COMP. 554, XXXIV, 14 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia nacional. 


    En primer lugar y con relación a la figura prevista en artículo 173, inciso 2°, del Código Penal, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. También es doctrina del Tribunal que cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor. De juzgarse el hecho conforme las previsiones del artículo 173, inciso 7°, del Código Penal, tiene dicho la Corte que la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración.


    N., Norberto s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 593, XXXIV, 14 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Toda vez que es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital Federal, corresponde a los tribunales federales conocer de la causa, aunque no hayan sido parte en la contienda.


    P., Julio Enrique y otros s/ Tenencia de armas de guerra


    COMP. 613, XXXIV, 17 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento, de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional.


    D.’ A., Ángel Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 646, XXXIV, 17 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    D. T., Edgardo Omar s/ Estafa


    COMP. 636, XXXIV, 17 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Amenazas. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar siempre, en primer lugar, ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria cuando resulte, de modo inequívoco, que los hechos tienen estricta motivación particular y que no existe la posibilidad de resultar afectada la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.


     D., Sergio R. s/ Amenazas


    COMP. 630, XXXIV, 18 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Lesiones. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


     V., Andrea s/ Lesiones


    COMP. 522, XXXIV, 18 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Abuso deshonesto. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Toda vez que el hecho denunciado habría ocurrido en el domicilio del padre de los menores, corresponde a la justicia provincial continuar con la investigación de la causa.


    F., F. s/ Abuso deshonesto


    COMP. 648, XXXIV, 18 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Delitos contra la fe pública. Cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Toda vez que el hecho denunciado no habría vulnerado la fe pública ni el crédito del Estado Argentino, pues estuvo enderezado a perjudicar a un particular, cabe declarar la competencia de la justicia provincial, que previno, para entender en estas actuaciones.


    Autores desconocidos s/ Hurto y defraudación


    COMP. 93, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Hurto. Competencia por conexidad. Acumulación de procesos. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Habida cuenta que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional, que previno, para conocer del hurto.


    V., Flavio Hernán s/ Hurto


    COMP. 606, XXXIV, 22 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que el titular del Juzgado de la ciudad de Córdoba rechazó la declinatoria intentada por existir una causa con idéntico objeto procesal en trámite ante la justicia con jurisdicción en la provincia de Santa Fe, no obstante la denunciante asegurar que es la primera vez que inicia una causa penal al respecto, corresponde a éste último magistrado, quien asumió la competencia en el primero de los procesos, conocer de la presente, sin perjuicio de lo que pueda ulteriormente resolver sobre este aspecto.


    Z., Marta Griselda s/ Denuncia


    COMP. 384, XXXIV, 23 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Protección del medio ambiente. Desechos peligrosos. Contaminación ambiental. Juez previniente. Competencia federal. 


    Toda vez que los magistrados intervinientes no discuten que el objeto de esta contienda es determinar si la presencia de bifenillos policromados en el predio denunciado resulta peligrosa o contaminante del ambiente, hecho que sólo se encuentra previsto en la ley 24.051, corresponde a la justicia federal, que previno, pronunciarse sobre su posible aplicación al caso.


    R., Guillermo Arturo s/ Infracción Ley 24.051 – Expediente N° 349/96 B. s/ Incidente de competencia


    COMP. 495, XXXIV, 30 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Plan de parentalidad. Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Domicilio del menor. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde al magistrado del lugar donde debía cumplirse el régimen de visitas de un menor conocer en la presunta falta de acatamiento a dicho régimen dispuesto por un juez civil. Tiene también establecido el Tribunal que corresponde al juez del domicilio de los menores entender en la causa instruida por infracción a la ley 24.270, ya que ese es el lugar donde se impediría tomar al padre contacto con sus hijos.


    G. P., Fernando s/ Infracción Ley 24.270 (Causa N° 23.076)


    COMP. 504, XXXIV, 30 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Servicio postal. Correo privado. Hurto. Cheque. Estafa. Tentativa. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que la Corte tiene decidido que la sustracción de una pieza postal constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con su contenido, a los efectos de dirimir este conflicto, existen dos hipótesis delictivas a considerar. En lo relativo a la sustracción del documento, toda vez que de las probanzas del sumario no es posible determinar si su apoderamiento tuvo lugar hallándose la pieza postal que lo contenía bajo la custodia de la firma de la empresa de correo privado, corresponde al juez provincial, que previno, continuar con la investigación de este hecho. Finalmente, respecto al delito de estafa en grado de tentativa, la Corte tiene establecido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Al resultar que, no es posible determinar esa circunstancia, corresponde también al tribunal provincial profundizar la investigación en este sentido, y seguir conociendo de este delito, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidas la causa y lugar de la entrega originaria, circunstancias éstas anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    B., José Guillermo s/ Denuncia


    COMP. 629, XXXIV, 30 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de sellos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    Dirección General Impositiva s/ Denuncia presunta infracción Artículo 292 y 298 del Código Penal en Bahía Blanca – Causa N° 31.880


    COMP. 513, XXXIV, 30 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal, afecta a la administración de justicia nacional.


    G., Sergio Fabián s/ Delito de encubrimiento – Causa N° 53.357/15-


    COMP. 652, XXXIV, 30 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta donde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    M., Raúl Gustavo s/ Defraudación - Causa N° 202/98


    COMP. 622, XXXIV, 30 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina de la Corte que para el correcto planteo de una cuestión negativa de competencia, los tribunales intervinientes deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa, circunstancia que no se presenta en el caso, pues el magistrado bonaerense ha admitido implícitamente su competencia al aceptar que la estafa se habría cometido en el ámbito territorial de su misma provincia, aun cuando correspondiera a otro departamento judicial.


    R., Ángel Ariel s/ Defraudación


    COMP. 1028, XXXIII, 25 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que intervienen jueces nacionales, también resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal en el sentido de que, en aquellos supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los delitos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    B., N. Enrique y otra s/ Falsificación de documento - causa 787 -


    COMP. 164, XXXIV, 22 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Armas. Robo seguido de homicidio. Juez previniente. Competencia provincial. 


      


    En el caso, no han sido incorporados al incidente elementos de convicción que permitan concluir en forma cierta que el arma también haya sido objeto del robo. En tales condiciones y de acuerdo al criterio establecido en Fallos 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528 y en el Fallo de la causa Comp. 296, L. XXXIII, “Sarlo, Rubén Mario s/ Incumplimiento y violación de los deberes de funcionario”, corresponde al juzgado local que previno, seguir entendiendo en la causa.


    Incidente de competencia promovido por el Juzgado en lo Criminal y Correccional 13 de Morón en su causa 46.687 y planteado con el Juzgado en lo Criminal y Correccional N° 2 Secretaría 6 de Morón


    COMP. 267, XXXIV, 09 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Desobediencia a un funcionario público. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Atento que no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación del hecho a investigar, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, el delito de desobediencia se consuma en el lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.


    Incidente de competencia


    COMP. 206, XXXIV, 09 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En el caso, las hipótesis delictivas a considerar son dos. La primera de ellas consistiría en la infracción al 289 del Código Penal. Al respecto, toda vez que de las probanzas del expediente no surge donde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó el hecho y se secuestró el rodado. En lo que se refiere al encubrimiento, la Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes que cuando este es de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado no ha tenido participación alguna en el hecho encubierto. Los escasos elementos de juicio reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el procesado. Sentado ello, resulta indispensable contar con adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción en esta en esta ciudad, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. En esta inteligencia, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional de instrucción que investiga el robo del automotor para conocer de este hecho, aunque no haya sido parte en el conflicto.


    S. P., Carlos Aníbal s/ Encubrimiento


    COMP. 298, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Domicilio del menor. Competencia nacional. Competencia correccional. 


    Tiene establecido la Corte, que corresponde al juez del lugar donde se domicilian los menores, entender en la causa instruida por infracción a la ley 24.270, ya que es ése el lugar donde la imputada impediría al padre tomar contacto con los hijos.


     Incidente de competencia Artículo 49 del Código Procesal Penal de la Nación. Ley 23.984


    COMP. 382, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, si bien los delitos previstos en el artículo 3, inciso 5° de Ley N" 48, en principio deben ser investigados por la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos, como es el presente, en que los hechos tienen estricta motivación particular, y donde además, no resulta comprometida, de manera directa o indirecta, la seguridad del Estado Nacional ni de sus instituciones.


     A., A. Alfredo s/ Privación de la libertad coactiva. Causa N° 52.939/15


    COMP. 466, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Sobreseimiento. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Al haber sido sobreseído el acusado respecto del delito de uso de documento privado falso, corresponde al juez local, con competencia en el lugar donde aquél afirma haber recibido el documento, conocer de este hecho.


    G., Leandro Ezequiel s/ Falsificación de instrumento privado y del delito de uso de instrumento privado falso previstos y penados por los Artículos 292 y 296 del Código Penal


    COMP. 486, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Juez previniente. Cámara nacional de apelaciones. 


    Toda vez que quedo trabada formalmente la contienda negativa de competencia entre dos juzgados nacionales, según el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal resolverla, por ser el órgano superior del magistrado que primero conoció en la causa.


    D. A., Ricardo Daniel y otros s/ Robo - Privación ilegal de la libertad – Causa N° 81.394/94


    COMP. 381, XXXIV, 28 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Administración fraudulenta. Competencia criminal y correccional. 


    Resulta de aplicación al caso de la doctrina de la Corte, según la cual, el delito de administración fraudulenta debe estimarse cometido donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber, o de no conocerse éste, en el domicilio de la administración.


    D. N. Tarquino sobre estafa. Denunciante: G., Miguel Ángel


    COMP. 98, XXXIV, 06 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Hurto. Arma de fuego. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 


    Los elementos de convicción incorporados al incidente no alcanzan para concluir, con la certeza necesaria, que los imputados han sido ajenos al apoderamiento del arma de fuego. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción acaecida en provincia, para que eventualmente, se atribuya competencia, respecto de su encubrimiento, de todo lo cual se carece en autos.


    R., Carina E. y otros s/ Tenencia de arma de guerra - Encubrimiento


    COMP. 412, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Venta ilegal de obra intelectual. Falsificación de marca o designación. Concurso ideal. Competencia federal. 


    El caso podría encuadrar en dos disposiciones penales –leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal. En tales condiciones, corresponde conocer en la causa al magistrado federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    C., Matías Eduardo s/ Denuncia infracción Ley 22.362


    COMP. 553, XXXIV, 17 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Robo. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Para casos similares al presente la Corte tiene reiteradamente establecido que son competentes para conocer de ellos, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y que frente a tal hipótesis, la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    C., David Alberto s/ Robo simple


    COMP. 243, XXXIV, 12 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después importa el inicio de un nuevo conflicto. En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, debe considerarse cometido en los distintos lugares en los que se incumplió la prestación alimentaria, siendo determinantes razones de economía y conveniencia procesal, así como de mejor defensa del imputado, para decidir acerca de la competencia de alguno de los jueces en cuya jurisdicción se mantuvo la acción delictiva.


    C., V. A. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 294, XXXIV, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que de las escasas constancias incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque depositado, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de la entrega originaria, circunstancias éstas anteriores al depósito del documento y que podrían ser acreditadas sobre la base, precisamente, de la declaración del titular de la cuenta donde se acreditó el valor.


     B., Héctor H. s/ Denuncia


    COMP. 995, XXXIII, 19 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    B., José Oscar s/ Hurto


    COMP. 802, XXXIII, 19 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Falsificación de instrumento público. Amenazas. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte en el sentido de que la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél. En cuanto a la falsificación de documento público, toda vez que ella afecta al documento en su integridad y no se puede establecer el lugar donde se lo confeccionó, es competente la justicia nacional, por ser en esa jurisdicción donde se comprobara la existencia del delito. Respecto a los delitos del uso de documento falsificado y amenazas, también es la justicia nacional la que debe continuar con su investigación atento que fue en su jurisdicción donde se secuestraron los documentos espurios, y donde se recibió la amenaza denunciada.


     B., Nelson Ricardo s/ Defraudación


    COMP. 1005, XXXIII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. Falsificación de instrumento público. Documentación del automotor. Competencia federal. 


    La Corte tiene dicho que en aquellos casos en que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los que son de naturaleza federal de aquellos otros de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Existen dos hipótesis delictivas escindibles a considerar. La primera de ellas consistiría en la infracción al artículo 33 del decreto ley 6.582/58 (artículo 289 del Código Penal), delito que corresponde al juez provincial investigar, habida cuenta que la Corte tiene establecido que, cuando las probanzas del incidente no surge el lugar donde se falsificó la numeración individualizadora del automotor, el juez en cuya jurisdicción se comprobó la infracción y se secuestró el rodado quien debe conocer a su respecto. En lo concerniente a la supuesta falsificación de cédula del automotor, por ser ésta un documento público de carácter nacional es la justicia federal la competente para su persecución.


     D., Arnaldo c/ Secuestro automotor


    COMP. 375, XXXII, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si bien la Corte tiene reiteradamente establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, las probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para determinar el lugar de la entrega de los mismos. En tales condiciones, corresponde al tribunal provincial que previno, profundizar la investigación en el sentido indicado, y continuar entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos el motivo y el lugar de entrega originaria, circunstancias que son anteriores al depósito de los cheques y podrían asimismo ser acreditadas sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


     D. F., Antonio s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1010, XXXIII, 19 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Economía procesal. Competencia de instrucción. 


    El ilícito descripto en el tipo del artículo 173 inc. 7 del Código Penal se consuma, al igual que cualquier defraudación, con la realización del perjuicio patrimonial sufrido por la acción u omisión infiel. Sin embargo, a efectos de decidir sobre la presente contienda conviene estarse a lo que resulte más conveniente atendiendo a razones de economía procesal.


     Incidente de competencia s/ Defraudación por retención indebida, Imputado: F., Graciela. Denunciante: S., Gastón. Damnificado: T. S.A.I.C.


    COMP. 1041, XXXIII, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene reiteradamente establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que de las escasas constancias incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega de los cheques depositados, corresponde al tribunal nacional, que previno, profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de la entrega originaria, circunstancias éstas anteriores al depósito de los cheques y que podrían ser acreditadas sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


     G. de V., Liliana s/ Denuncia estafa


    COMP. 978, XXXIII, 20 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente establecido que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. Respecto al delito de estafa o su tentativa, la Corte ha sostenido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados. Habida cuenta que de los elementos de convicción reunidos en el expediente no surge el lugar en el que se produjo la entrega del documento, sin que de las pruebas reunidas hasta el momento pueda considerarse por tal el lugar donde éste fue depositado para su cobro, corresponde al juzgado preventor profundizar la investigación, en punto a determinar donde, cuando, en que concepto y en qué circunstancias el cartular fue entregado.


     H., Fernando Alberto s/ Estafa en tentativa


    COMP. 80, XXXIV, 19 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que de las escasas constancias incorporadas al incidente, no es posible determinar la circunstancia apuntada en el párrafo anterior, corresponde al magistrado que previno, profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y el lugar de la entrega originaria, circunstancias éstas anteriores al depósito de los cheques y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


     I., Miguel Luis s/ Denuncia


    COMP. 800, XXXIII, 19 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Lugar de la disposición patrimonial.


    La doctrina dominante ha entendido que el inter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial, y la figura se consuma cuando ese realiza efectivamente esa disposición. Es doctrina de la Corte, en este sentido, que el delito de estafa se reputa cometido en el lugar de la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.


     M., Blanca Nieves s/ Denuncia - Estafa


    COMP. 724, XXXIII, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Competencia provincial. Matrimonio ilegal. Competencia criminal y correccional. Competencia por el territorio. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    La Corte ha expresado reiteradamente que el delito previsto en la ley 13.944 es de carácter permanente y, en consecuencia, debe considerarse cometido en los distintos lugares en los que se incumplió la prestación alimentaria. Es por ello que, para decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en cuya jurisdicción se mantuvo la acción delictiva, son determinantes razones de economía y conveniencia procesal. Por ello, corresponde otorgar el conocimiento del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar a la justicia provincial en razón de que la denunciante reside en el Chaco con sus hijos menores de edad y ello permite una mejor defensa de los intereses de los menores; es, por otra parte, en aquella provincia donde se halla radicado el juicio de alimentos. Respecto del delito de matrimonio ilegal, asiste razón al juez de menores quien no resulta competente porque no hay ningún menor imputado en esa causa. Por otra parte, como se trata de un hecho distinto e independiente del de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, debe ser juzgado separadamente en la jurisdicción en la que fue cometido, por lo que no es competente la justica provincial. En este sentido, y conforme la Corte ha sostenido en reiteradas oportunidades, procede declarar que es la justicia en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal la competente para conocer en el delito de matrimonio ilegal por haberse inscripto en esta ciudad el matrimonio atacado de nulidad, aun cuando no haya sido parte en la contienda de competencia, sin perjuicio de lo que pudiera resultar de la investigación de la posible comisión del delito de falsedad de instrumento público.


     D. C. A. por infracción Ley 13.944; y matrimonio ilegal


    COMP. 828, XXXIII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Apropiación de prenda. Competencia nacional. 


    Lugar de disposición del bien agravado.


    Es doctrina la Corte, a partir de Fallos 310:2265, que el delito de defraudación prendaria se desarrolla en el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió estar localizado el bien objeto del contrato.


    M., Daniel José; O., Ángel Adolfo y C., Julio Alberto s/ Estafa


    COMP. 1036, XXXIII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío de cheque. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    M., Horacio M. s/ Denuncia s/ Estafa


    COMP. 998, XXXIII, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar en que se utilizó el documento con el sello apócrifo o donde se pretendió hacerlo valer.


    P., Ricardo s/ Estafa


    COMP. 940, XXXIII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Robo. Cheque. Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente establecido que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. Respecto al delito de estafa o su tentativa, la Corte ha sostenido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.


     R., Pablo s/ Denuncia


    COMP. 1055, XXXIII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y calificarlos prima facie en alguna figura determinada, estafa o libramiento de cheque sin fondos, obsta el correcto planteamiento de una contienda que corresponda dirimir a la Corte en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. De acuerdo al criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; entre muchos otros, corresponde a la justicia nacional, que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.


     S., Ana Maria s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 987, XXXIII, 19 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Delito continuo. Economía procesal. Interés superior del niño. Competencia correccional. Competencia nacional. 


    La Corte ha expresado reiteradamente que el delito previsto en la ley 13.944 es de carácter permanente y, en consecuencia, debe considerarse cometido en los distintos lugares en los que se incumplió la prestación alimentaria. Es por ello que, para decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en cuya jurisdicción se mantuvo la acción delictiva, son determinantes razones de economía y conveniencia procesal. En tales condiciones y tal como decidió la Corte en la causa “Marcaciano, Leonardo”, por aplicación de los principios antes señalados, corresponde declarar competente para conocer de esta casusa al Juez Nacional en lo Correccional, porque de esa forma se podrá ejercer una mejor defensa de los intereses del menor.


     Incidente de declinación de competencia, causa N° 10.370, Juzgado Correccional n° 12 (S. C. G. s/ Denuncia)


    COMP. 834, XXXIII, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que cuando no existe prueba del lugar donde se confeccione el documento público falso, corresponde su investigación al juez del lugar donde se comprobó la existencia del delito. Por lo expuesto, y sin perjuicio del resultado de las investigaciones posteriores en relación con la confección del instrumento público falso, corresponde a la Justicia de Instrucción de esta Capital, continuar en el trámite de la causa.


     S., Enrique Antonio s/ Falsificación de documento privado


    COMP. 835, XXXIII, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Lugar del hecho. Entrega del bien. Economía procesal. Competencia de instrucción. 


    El tipo penal de la retención indebida se consuma con la manifestación del perjuicio consistente en el inicio de la privación temporal del bien una vez que nace la obligación de devolverlo. En este sentido es doctrina de la Corte que el delito de retención indebida se reputa cometido en el lugar donde se debió realizar la entrega o devolución no cumplida.


    S., Gustavo Eduardo s/ Denuncia defraudación


    COMP. 939, XXXIII, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La entrega de los cheques habría constituido prima facie el ardid determinante del acto de disposición de la firma denunciante, configurativo del delito de estafa, que la Corte tiene decidido debe ser investigado por el juez del lugar donde ella se realizó. Por aplicación de estos principios, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción, que previno, para conocer en la causa.


      T., Ángel José s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 851, XXXIII, 19 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Hurto. Correspondencia. Competencia federal. Estafa. Juez previniente. 


    La Corte tiene reiteradamente establecido que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. Habida cuenta que de las constancias de autos surge que la sustracción de la pieza postal habría tenido lugar en esta Capital hallándose esta bajo la custodia del Correo, corresponde a la justicia federal, que por turno corresponda conocer de la causa aunque no haya sido parte en la contienda. Esta Procuración General tiene en cuenta para así dictaminar, la fecha dé comisión del presunto hecho delictivo. Respecto al delito de estafa o su tentativa, que concurriría idealmente con el de falsificación, la Corte ha sostenido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados. Habida cuenta que de los elementos de convicción reunidos en el expediente no surge el lugar en el que se produjo la entrega del documento, sin que de las pruebas reunidas hasta el momento pueda considerarse por tal el lugar donde éste ingreso para su canje, corresponde al juzgado preventor profundizar la investigación, en punto a determinar donde, cuando, en que concepto y en qué circunstancias el cartular fue entregado.


     Daniel, Alberto V. c/ Autores desconocidos s/ Hurto


    COMP. 1054, XXXIII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Robo. Extravío de cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Atento que, las probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para determinar el lugar en que tuvo lugar la entrega, corresponde al tribunal provincial que previno, profundizar la investigación en el sentido indicado, y continuar entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos el motivo y el lugar de la entrega originaria, circunstancias que son anteriores al depósito de los cheques y podrían asimismo ser acreditadas sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


     Z., Teresita Beatriz s/ Robo


    COMP. 1004, XXXIII, 19 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. En autos, las probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para determinar que tal entrega tuvo lugar en determinado lugar.


    A., Perfecto s/ Denuncia tentativa de estafa


    COMP. 49, XXXIII, 19 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de sellos. Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio a la Nación.


    Toda vez que de las constancias de autos no surge que el hecho denunciado haya suscitado el entorpecimiento de la actuación de los funcionarios del gobierno nacional, corresponde a la justicia provincial continuar entendiendo en las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de su trámite ulterior.


    A., Sandra Noemí s/ Falsificación de sellos


    COMP. 644, XXXIII, 11 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Delitos tributarios. Facultades de la alzada. 


    Cámara Nacional de Casación Penal.


    No se encuentra trabada en autos una contienda de competencia que corresponda a la Corte resolver. Ello así pues, de acuerdo con la doctrina establecida por el Tribunal a partir de Fallos: 316:1524, es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    B., Blanca; Leopoldo Ubaldo y Aries Administración s/ Infracción Ley 24.769


    COMP. 75, XXXIV, 16 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque sin fondos. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    En lo que respecta al presunto desbaratamiento de derechos acordados, la Corte tiene decidido que el delito se consuma cuando ya realizada la disposición patrimonial se torna incierto o litigioso el derecho adquirido. En lo referente al cheque que resultó rechazado por carecer la cuenta de fondos suficientes, toda vez que de las probanzas agregadas al incidente surge que no habría existido simultaneidad entre las contraprestaciones, este hecho encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, delito que, en principio, corresponde investigar al magistrado con jurisdicción sobre el banco girado. Finalmente, en cuanto a la defraudación imputada a los directivos y a la presunta coacción ejercida por el banco, corresponde también al tribunal local, con jurisdicción sobre la sede de la empresa, conocer a su respecto.


    Banco A. Coop. Ltdo. s/ Estafa


    COMP. 859, XXXIII, 11 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Concurso de delitos. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que son competentes para conocer los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    C., Daniel Ricardo y C., Carlos Horacio s/ Robo de automotor, tenencia de arma de guerra y falsificación de documento público


    COMP. 101, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque sin fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y calificarlos prima facie en alguna figura determinada, obsta el correcto planteamiento de una contienda que corresponda dirimir a la Corte en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58.


    C. G. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1012, XXXIII, 11 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, y calificarlos prima facie en alguna figura determinada, obsta el correcto planteamiento de una contienda que corresponda dirimir a la Corte en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7mo., del decreto ley 1285/58.


    C., Ida Patricia s/ Denuncia de estafa


    COMP. 993, XXXIII, 10 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. En autos, las probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para determinar que tal entrega tuvo lugar en determinado lugar.


    C., Rodolfo Silvio s/ Denuncia de robo con armas


    COMP. 1032, XXXIII, 10 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    D. M., Elsa s/ Denuncia


    COMP. 1031, XXXIII, 10 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Tenencia de municiones de guerra. Acopio de municiones. Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio a la Nación.


    La Corte tiene establecido que la reforma al artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 -según ley 23.817- exceptúa de la competencia federal al delito de simple tenencia de arma de guerra cuando la conducta descripta por esta figura reconozca una motivación particular, pero en aquellos casos en que, por sus características, aquélla trascienda del mero interés individual para convertirse en un medio tendiente a afectar la seguridad jurídica de la Nación, la investigación de los hechos previstos por el artículo 189 bis del Código Penal, corresponde al fuero federal.


    F. Y. Robert Alberto s/ Acopio de municiones de guerra etc.


    COMP. 72, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Toda vez que, del allanamiento dispuesto, se habrían secuestrado armas y municiones en jurisdicción provincial, corresponde a la justicia local investigar estos delitos.


    G., Silvana y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 2, XXXIV, 13 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. En autos, las probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para determinar que tal entrega tuvo lugar en determinado lugar.


    Incidente de competencia entre Juzgado Criminal N° 9 San Isidro y el Juzgado Penal N° 11 Rosario “Herrera, Pedro s/ Tentativa de estafa”


    COMP. 1048, XXXIII, 19 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Sustracción de pieza postal.


    Habida cuenta que la Corte tiene decidido que la sustracción de una pieza postal constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con su contenido, existen dos hipótesis delictivas a considerar a los efectos de dirimir este conflicto. En lo relativo a la sustracción del documento, toda vez que de las constancias del incidente no es posible determinar si su apoderamiento tuvo lugar hallándose la pieza postal que lo contenía bajo la custodia del Correo Argentino, corresponde al juez que previno continuar con la investigación de este hecho. Finalmente, respecto al delito de estafa -que concurriría idealmente con el de falsificación- la Corte tiene establecido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde lo títulos fueron entregados.


    T., Abraham s/ Denuncia


    COMP. 47, XXXIV, 10 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. En autos, las probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para determinar que tal entrega tuvo lugar en determinado lugar.


    P., Juan Hugo s/ Denuncia de tentativa de estafa


    COMP. 88, XXXIV, 10 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio a la Nación.


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados.


    M., Ramón Ernesto (Rep. Colegio De Escribanos de la Provincia de Buenos Aires) s/ Denuncia


    COMP. 104, XXXIV, 10 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, y calificarlos prima facie en alguna figura determinada, obsta el correcto planteamiento de una contienda que corresponda dirimir a la Corte en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7mo., del decreto ley 1285/58.


    S., Carlos y otros s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 110, XXXIV, 10 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque sin fondos. Lugar del hecho. Domicilio social. Competencia provincial. 


    Toda vez que el objeto de esta contienda es determinar si el accionar del imputado pudo configurar el delito de administración fraudulenta, resulta de aplicación la doctrina de la Corte, según la cual este delito debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo donde efectivamente se llevaba la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    O., Gastón David s/ Estafa


    COMP. 896, XXXIII, 11 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En autos existen dos hipótesis delictivas a considerar, habida cuenta que es doctrina de la Corte que la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél. En lo que respecta al primero de los delitos, toda vez que de la pesquisa practicada hasta este momento no ha sido posible determinar el lugar donde se confeccionó el instrumento apócrifo, corresponde al magistrado nacional, con jurisdicción sobre el registro donde fue usado, conocer de este delito.


    K. E., Mabel y otro s/ Estafa


    COMP. 731, XXXIII, 11 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Extorsión. Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio a la Nación.


    Habida cuenta que los magistrados intervinientes coinciden en la calificación de la conducta a investigar, resulta de aplicación la doctrina de la Corte en el sentido de que es competente la justicia ordinaria para conocer del delito previsto en el artículo 142 bis del Código Penal, cuando se comprobase de un modo inequívoco que los hechos imputados tienen una estricta motivación particular, y que, además, no se da la posibilidad de que resulte afectada, en forma directa o indirecta, la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.


    Servicio penitenciario Prov. de Azul s/ Coacción agravada privación ilegal de la libertad, robo, daños continuados y lesiones leves -Causa N° 37.376


    COMP. 57, XXXIV, 11 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Cheque. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que la Corte tiene decidido que la sustracción de una pIeza postal constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con su contenido, y que las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales, resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal en el sentido de que cuando el delito de estafa, o su tentativa -que concurriría idealmente con el de falsificación- es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    Incidente de competencia formulado en causa n° 23.565, M., Mario Adalberto (denuncia) falsificación de documento público y estafa Lincoln


    COMP. 893, XXXIII, 19 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. En autos, las probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para determinar que tal entrega tuvo lugar en determinado lugar.


    O., Néstor s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 38, XXXIV, 19 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. En autos, las probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para determinar que tal entrega tuvo lugar en determinado lugar.


    M., María Lucia s/ Denuncia


    COMP. 1067, XXXIII, 19 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. En autos, las probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para determinar que tal entrega tuvo lugar en determinado lugar.


    V., Oscar Mario y D. G., Fabián Rubén Estafa en grado de tentativa


    COMP. 100, XXXIV, 19 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Respecto al delito de estafa, la Corte ha sostenido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados. En autos, de los elementos de convicción reunidos no surge el lugar en el que se produjo la entrega del documento.


    V., José María s/ Denuncia estafa


    COMP. 129, XXXIV, 19 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. Facultades de la alzada. 


    Cámara Nacional de Casación Penal.


    No se encuentra trabada en autos una contienda de competencia que corresponda a la Corte resolver. Ello así pues, de acuerdo con la doctrina establecida por el Tribunal a partir de Fallos: 316:1524, es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    S., C.A.P.S.A. s/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 99, XXXIV, 19 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Es a la justicia nacional a la que le corresponde incorporar al proceso elementos de juicio necesarios para conferir precisión a la notitia criminis o, si considera que el incumplimiento de los requisitos previstos en la ley procesal para la denuncia lo eximen de la obligación de cumplir esa tarea, poner fin a las actuaciones por una de las formas conocidas de terminación del proceso.


    R., Leopoldo s/ Estafa


    COMP. 790, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal, según la cual, si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    L., Rodolfo Hugo s/ Estafa


    COMP. 1016, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar en que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verificó la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá en definitiva por razones de economía procesal.


    L., Ruben Omar s/ Estafa


    COMP. 117, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58. Asimismo, de las escasas constancias reunidas hasta el presente no surgen los elementos de juicio suficientes que permitan calificar prima facie los hechos denunciados en alguna figura determinada.


    P., s/ Estafa


    COMP. 1033, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Concurso de delitos. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Multiplicidad de jurisdicciones.


    La Corte tiene resuelto que son competentes para conocer los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    Privación ilegal de libertad s/ P., Ernesto David


    COMP. 44, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Facultades de la Cámara de Apelaciones. 


    No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte dirimir. Ello así pues de acuerdo con la doctrina establecida por ella, es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales en cuestión, en los términos del artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58.


    V., Carlos y otros s/ Defraudación c/ Administración pública. Recurso de apelación


    COMP. 1022, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente establecido que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza de ellos. Respecto al delito de estafa, el Máximo Tribunal ha sostenido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.


    M., Martin s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 1020, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Cheque. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Al resultar de los términos de la denuncia que, en garantía de un préstamo dinerario efectuado, se entregaron varios cheques postdatados, no puede eliminarse la posibilidad de que tal accionar significara una desnaturalización de la función del cheque como instrumento de pago.


    N., Ernesto Ángel s/ Asociación ilícita


    COMP. 141, XXXIV, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.


    M., María Lucia s/ Denuncia


    COMP. 1068, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Delitos tributarios. Cámaras de casación. 


    Inexistencia de conflicto.


    No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte dirimir. Ello así pues de acuerdo con la doctrina establecida por ella, es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales en cuestión, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    J.G. S.R.L s/ Infracción Ley 24.769


    COMP. 1002, XXXIII, 31 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Estelionato. Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    A los efectos de dirimir este conflicto, resulta aplicable la doctrina de la Corte en el sentido de que la falsificación de un instrumento público es escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél. En lo que respecta a la falsificación del poder especial supuestamente otorgado, toda vez que el Tribunal tiene establecido que el delito de falsificación de instrumento público se consuma cuando se produce el documento falso, corresponde al tribunal nacional conocer de este hecho atento a que el instrumento cuestionado habría sido otorgado ante un escribano con registro en esta ciudad. Finalmente, en el mismo sentido cabe pronunciarse en lo que hace a la venta del inmueble perteneciente a los herederos.


    R., Juan Carlos y otros s/ Estelionato


    COMP. 749, XXXIII, 01 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Coacción. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran aquellas disposiciones rituales. Sin embargo, en autos no se puede descartar que el hecho a investigar afecte la administración de justicia nacional, y ello aconseja una solución distinta.


    A., Juan Carlos s/ Coacción


    COMP. 108, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    Hallazgo de scooter s/ Averiguación Encubrimiento


    COMP. 1066, XXXIII, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Servicio telefónico. Sanciones administrativas. Competencia provincial. 


    Al resultar de las probanzas del incidente que la interrupción del servicio telefónico a la abonada no habría sido el resultado de un accionar ilícito sobre su línea, capaz de afectar el normal desarrollo de las comunicaciones en general, ni la prestación de ese servicio público, sino una sanción contractual impuesta por la empresa ante el incumplimiento en el pago de las facturas, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en la causa motivo de este conflicto.


    S., Valeria Florida s/ Averiguación presunta infracción Artículo 194 del Código Penal


    COMP. 158, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.


    N.N. s/ Robo (en perjuicio de C., Aníbal Ángel)


    COMP. 175, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Delitos tributarios. Facultades de la Cámara de Apelaciones. 


    No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte dirimir; Ello es así pues, de acuerdo con la doctrina establecida por ella a partir de Fallos: 316:1524, es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales en cuestión, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    Distribuidora A. S.A.C. s/ Infracción Ley 23.771


    COMP. 173, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.


    S., Gustavo Martín s/ Denuncia


    COMP. 189, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. De las escasas constancias reunidas hasta el presente no surgen elementos de juicio que permitan calificar prima facie los hechos denunciados en alguna figura determinada -estafa o libramiento de cheque sin fondos-.


    G., Carlos Ramón s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 195, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Juez de instrucción. 


    No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte resolver en los términos del artículo 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58. Al respecto, es criterio reiterado del Tribunal que para tener por regularmente trabada una cuestión de competencia que quepa dirimir, es necesario que los magistrados que rechazaron un pedido de incompetencia pongan en conocimiento del declinante las razones que sustentan aquella decisión a fin de que éste manifieste si insiste o no en su postura. Asimismo, es también doctrina de la Corte que para que exista una concreta contienda negativa de competencia, los tribunales intervinientes han de atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa.


    D., Jorge A. s/ Denuncia averiguación de estafa


    COMP. 194, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.


    E. C., Esrrom Eliezer s/ Denuncia falsificación de documento privado y tentativa de estafa - Causa n° 23.663 -


    COMP. 185, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Robo. Correo oficial. Terceros. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que el artículo 4°, inciso 2°, de la ley 20.216 -modificada por la ley 22.005 y su decreto reglamentario 1220/79- autoriza a la Empresa Nacional de Correos a contratar con terceros particulares la ejecución del servicio postal, en el marco regulatorio de laResolución n° 1241/88, resulta que en el caso no se ha visto afectado el buen servicio de correo prestado por la Nación, ni sus rentas.


    G., Raúl y otros s/ Robo calificado


    COMP. 203, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Robo. Facultades de la Cámara de Apelaciones. Competencia criminal y correccional. 


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia ha quedado formalmente trabada entre dos jueces nacionales, y según surge de lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional resolverla, por ser el órgano superior del magistrado que primero conoció de la causa.


    T., José Luis s/ Robo


    COMP. 217, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Denuncia. Extravió del cheque. Competencia federal. Estafa. Tentativa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente establecido que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza de ellos. Habida cuenta que de las constancias de autos no es dable descartar que aquélla haya tenido lugar mientras la pieza postal se hallaba en custodia del Correo, por tanto, corresponde a la justicia federal conocer de ella. Respecto al delito de estafa la Corte ha sostenido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados. Toda vez que de los elementos de convicción reunidos en el expediente no surge el lugar en el que se produjo la entrega del documento, sin que de las pruebas reunidas hasta el momento pueda considerarse por tal el lugar donde éste fue depositado para su cobro, corresponde al juzgado preventor profundizar el análisis, en punto a determinar donde, cuando, en que concepto y en qué circunstancias el cartular fue entregado.


    W., Ricardo Alberto s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 238, XXXIV, 07 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Denuncia. Cheque en blanco. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene reiteradamente establecido que en el delito de estafa; o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente con el de falsificación cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    A. de M., M. Teresa s/ Denuncia


    COMP. 215, XXXIV, 19 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Incendio. Contaminación ambiental. Desechos peligrosos. Competencia federal. 


    La Corte tiene decidido que si la conducta a investigar encuadra en las figuras penales contenidas en el capítulo IX de la ley de residuos peligrosos, su conocimiento corresponde al fuero de excepción -artículo 58 de la misma normativa- aunque no se encuentre entre las enumeradas en el artículo 1° de esa ley, el cual, en cambio, sí limita las facultades de índole administrativa de la autoridad de aplicación nacional ante las que les corresponden a las provincias.


    U. S.A. s/ Incendio


    COMP. 239, XXXIV, 19 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Subversión económica. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que, para que sea posible encuadrar el hecho en la ley 20.840 el establecimiento afectado deberá poseer una importancia relativa que permita presumir una repercusión económica perjudicial que trascienda a los intereses particulares afectados pues esa alteración debe necesariamente provenir de la perturbación del funcionamiento de una empresa de importancia suficiente, como para que la buena marcha de ella, pueda considerarse un interés general de la Nación. Es la justicia ordinaria la que ha de entender en la causa. Ello, así pues, de las constancias de autos, no surge que la empresa afectada se ajuste a las características tenidas en cuenta por el Tribunal al elaborar la doctrina antes enunciada. No se pasa por alto, el carácter de acreedores de la Dirección Impositiva y el Banco Central, toda vez que, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte en el sentido de que la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si ese perjuicio no se identifica con el resultado directo de la acción típica. Por otra parte, resulta competente la justicia ordinaria y no la federal para conocer respecto de una quiebra fraudulenta, aunque un organismo nacional resulte acreedor toda vez que aquélla lesiona a la masa de acreedores con derecho al cobro de los créditos provenientes del patrimonio del deudor y no a los acreedores individualmente considerados.


    Compulsa en autos n° 19.929 caratulados “P. Compañía Financiera S.A.”


    COMP. 193, XXXIV, 22 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene reiteradamente establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que de las escasas constancias incorporadas al incidente no es posible determinar la circunstancia apuntada en el párrafo anterior, corresponde al magistrado provincial, que previno, profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y el lugar de la entrega originaria.


     M., Jaime s/ Denuncia


    COMP. 253, XXXIV, 01 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Envío postal. Violación de correspondencia. Extravío del cheque. Estafa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que la Corte tiene decidido que la sustracción de una pieza postal constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con su contenido, a los efectos de dirimir este conflicto, existen dos hipótesis delictivas a considerar. En lo relativo a la sustracción del documento, toda vez que de las probanzas del sumario no es posible determinar si su apoderamiento tuvo lugar hallándose la pieza postal que lo contenía bajo la custodia del Correo, corresponde al juez provincial, que previno, continuar con la investigación de este hecho. Respecto al delito de estafa, la Corte tiene establecido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Al resultar que de las escasas constancias agregadas al incidente no es posible determinar esa circunstancia, corresponde también al tribunal provincial proseguir la investigación.


    M., Roberto José s/ Denuncia


    COMP. 256, XXXIV, 01 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que a partir de la privatización de la actividad de distribución y comercialización de la energía eléctrica, las relaciones entre la empresa prestadora y los usuarios del servicio se rigen por disposiciones de derecho común, sin que la legislación regulatoria de la generación, transporte y distribución de electricidad establezca excepción alguna a este principio. Por lo demás, de las constancias del incidente no se advierte una afectación concreta a la prestación del servicio público interjurisdiccional de electricidad.


    H., Ramón Cesar s/ Denuncia


    COMP. 260, XXXIV, 01 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Robo calificado. Encubrimiento. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial, donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Dado que los elementos de convicción reunidos hasta el presente no alcanzan, razonablemente, para vincular al procesado con el robo del automotor, corresponde resolver este conflicto declarando la competencia de la justicia federal para juzgar el encubrimiento.


    P., César Luis s/ Robo agravado


    COMP. 261, XXXIV, 01 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    Es criterio de la Corte que para tener regularmente trabada una cuestión de competencia que quepa dirimir, es necesario que los magistrados que rechazaron un pedido de incompetencia pongan en conocimiento del declinante las razones que sustentan aquella decisión, a fin de que este manifieste si insiste o no en su postura. Asimismo, es también doctrina de la Corte que para que exista una concreta contienda negativa de competencia, los tribunales intervinientes han de atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa.


    S., Octavio Agustín s/ Su recurso de Hábeas Corpus en la causa N° 4.877


    S. 173, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Partida de nacimiento. Competencia provincial. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que el delito de supresión de estado civil, contemplado en el artículo 139, inciso 2°, del Código Penal es distinguible de aquel otro que se habría cometido al lograrse la expedición de documentos falsos destinados a acreditar la identidad de las personas.


    G., Gabriel E. y otros s/ Infracción Artículo 293 del Código Penal


    COMP. 265, XXXIV, 30 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    F., Ángel Horacio s/ Denuncia


    COMP. 290, XXXIV, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Cuota alimentaria. Economía procesal. Justicia de instrucción. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    W., L. s/ Denuncia


    COMP. 303, XXXIV, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Pago con cheque sin provisión de fondos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que ambos tribunales coinciden en que los sucesos materia de investigación tuvieron lugar dentro del ámbito de la provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia del Juzgado en lo Criminal y Correccional de San Isidro, sin perjuicio de que su titular, si lo estima pertinente, entable la cuestión con su par de la jurisdicción de San Martin, de acuerdo a las reglas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    M., Manuel E. s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 304, XXXIV, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Tentativa. Robo. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    V., Raúl Alejandro s/ Tentativa de robo


    COMP. 307, XXXIV, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Juez previente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    S., María Vanina s/ Denuncia de tentativa de estafa


    COMP. 214, XXXIV, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Denuncia. Tribunal de alzada. Competencia del tribunal de casación. 


    No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda dirimir a la Corte. Ello así pues de acuerdo con la doctrina establecida por la Corte a partir de Fallos: 316:1524, es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso, del decreto-ley 1285/58.


    P., Miguel Ángel s/ Denuncia


    COMP. 983, XXXIII, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    B., Orbelio F. s/ Tentativa de estafa


    COMP. 245, XXXIV, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    Es antigua y reiterada doctrina de la Corte, que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar siempre, en primer lugar ante la justicia federal sin perjuicio de la competencia ordinaria cuanto resulte, de modo inequívoco, que los hechos tienen estricta motivación particular y que no existe la posibilidad de resultar afectada la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.


    C., Claudio Gabriel s/ Privación ilegal de libertad coactiva


    COMP. 223, XXXIV, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    G., Ester Angélica s/ Denuncia


    COMP. 324, XXXIV, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Domicilio del banco. Competencia criminal y correccional. 


    Al no existir simultaneidad entre las contraprestaciones, el hecho a investigar encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal que, en principio, corresponde investigar al magistrado con jurisdicción sobre el banco girado.


    L. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 331, XXXIV, 24 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Domicilio del banco. Competencia criminal y correccional. 


    Habida cuenta que no existió simultaneidad entre contraprestaciones, la acción del imputado no constituyó el ardid determinante del delito de estafa sino que encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que en principio, corresponde investigar al magistrado con jurisdicción sobre el banco girado. 


     G., Osvaldo Carlos y otro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 336, XXXIV, 24 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    La conducta a investigar encuadraría prima facie en las previsiones del artículo 302, inciso 3°, del Código Penal, cuya investigación corresponde al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


     T. S.R.L s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 344, XXXIV, 24 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Tentativa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que de las probanzas reunidas hasta el presente no surge el lugar donde se produjo la entrega del cheque extraviado, corresponde al juez que previno profundizar la investigación iniciada, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de la entrega originaria del documento.


    R., Néstor s/ Estafa en tentativa


    COMP. 339, XXXIV, 24 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que las escasas constancias incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega de los títulos, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de la entrega originaria, circunstancias anteriores al depósito del cheque y que podrían ser acreditadas sobre la base, precisamente, del endoso depositante.


    M., Ovidio s/ Estafa


    COMP. 316, XXXIV, 24 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. 


    Habida cuenta que de las constancias incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque materia de este conflicto, corresponde al juzgado de instrucción, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de la entrega originaria, circunstancias anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    F. A., Juan C. s/ Denuncia


    COMP. 348, XXXIV, 27 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que de las escasas constancias incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque depositado, corresponde al juzgado que previno profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de la entrega originaria, circunstancias éstas anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar.


    P., Carlos s/ Denuncia tentativa de estafa


    COMP. 356, XXXIV, 27 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que de las escasas constancias incorporadas al incidente, no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del documento, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de la entrega originaria, circunstancias anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    C., David s/ Denuncia


    COMP. 363, XXXIV, 27 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Robo con armas. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 363, L. XXXIV, “C., David s/ Denuncia”.


    C., David s/ Denuncia robo con armas


    COMP. 364, XXXIV, 27 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Robo. Estafa. Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Por ello, toda vez que de las escasas probanzas agregadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque depositado, de acuerdo al criterio la Corte, corresponde al tribunal nacional, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de entrega originaria, circunstancias anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    M., Roberto Oscar s/ Denuncia de robo


    COMP. 395, XXXIV, 31 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Juez previniente. Competencia federal. 


    Como lo manifiesta el magistrado provincial, la Corte tiene decidido que la sustracción de una pieza postal constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con su contenido. Por no ser aplicables las normas de conexidad, por cuanto éstas sólo juegan en conflictos en los que participan jueces nacionales, corresponde al magistrado federal que previno, continuar con la investigación de la causa.


     M., Alberto Luis s/ Estafa


    COMP. 367, XXXIV, 01 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Asimismo, es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetuado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los títulos fueron entregados.


    B., David Antonio s/ Denuncia


    COMP. 205, XXXIV, 01 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Robo calificado. Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho, en casos que guardan similitud con el presente, que resultan competentes para conocer de estos delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    F. L., Mauricio y S. B., Doyens s/ Robo


    COMP. 396, XXXIV, 01 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Robo. Tentativa. Tutela. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    Debe dirimirse el conflicto declarando la competencia del tribunal provincial. Ello es así, porque como ha dicho la Corte no puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores en su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de esa actividad está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido.


     A., D. E. s/ Robo en tentativa


    COMP. 403, XXXIV, 01 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    D., Jorge A. s/ Averiguación de estafa


    COMP. 194, XXXIV, 08 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    El hecho denunciado encuadra dentro del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    R., Alejandro V. y otros s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 416, XXXIV, 08 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


     F., Alcides A. s/ Denuncia


    COMP. 383, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Juez previniente. Competencia Nacional. 


    La Corte tiene dicho que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que las escasas probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para determinar que la entrega del documento haya tenido lugar en jurisdicción provincial, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de entrega originaria, anteriores al depósito de los cheques y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso de los depositantes.


    N., Jorge Francisco s/ Denuncia


    COMP. 440, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 440, L. XXXIV, "N., Jorge Francisco s/ Denuncia de estafa en tentativa".


    N., Jorge Francisco s/ Denuncia


    COMP. 453, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Robo. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho, en casos que guardan similitud con el presente, que resultan competentes para conocer de estos delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal. Por las razones expuestas, y al resultar de los términos de la denuncia que fue en las cercanías de un supermercado de una localidad bonaerense donde cesó la privación ilegítima de la libertad y donde además los imputados abandonaron el vehículo y huyeron con las sacas de correspondencia, corresponde al juzgado provincial proseguir con el trámite de las actuaciones.


    C., Vicente Luis s/ Denuncia robo con armas


    COMP. 452, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 363, L. XXXIV, "C., David s/ Denuncia de robo con armas".


    C., David s/ Denuncia robo con arma


    COMP. 467, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de cheque. Concurso ideal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Toda vez que las escasas probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para determinar que la entrega del documento haya tenido lugar en esta ciudad, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de entrega originaria, anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    S., Laureano N. s/ Denuncia por falsificación de instrumento privado y estafa


    COMP. 468, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en, el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación el deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en la sede de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio en otra jurisdicción.


    C., Rogelio Aníbal s/ Defraudación. Denunciante: Z., Juan R. Causa N°7.552


    COMP. 449, XXXIV, 23 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    Más allá de la calificación que en definitiva resulte de la conducta a investigar y de las escasas constancias incorporadas al incidente, toda vez que de los términos de la resolución del magistrado nacional surge que el daño patrimonial se habría producido en una provincia argentina, donde tiene su sede central el establecimiento que pagaba los cupones premiados a los distribuidores mediante un depósito en su cuenta corriente, corresponde declarar la competencia del Juzgado de Instrucción para continuar investigando en la causa.


    C., Marcelo Eduardo (Fiscal de estado de la provincia de Chaco) s/ Denuncia


    COMP. 262, XXXIV, 05 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Abuso de armas. Resistencia a la autoridad. Delito de acción pública. Competencia federal. 


    Habida cuenta que con la remisión de las copias del expediente el juez provincial se limitó a denunciar la posible comisión de un delito de acción pública, corresponde al magistrado federal asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, sin perjuiciode lo que resulte de ese trámite, o en su caso, de la investigación ulterior.


    P., Adolfo R. s/ Robo calificado, resistencia a la autoridad


    COMP. 474, XXXIV, 05 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Accidente ferroviario. Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que de las probanzas incorporadas al legajo no surge que la conducta reprochada entorpeciera el tráfico ferroviario, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para continuar conociendo en la causa.


    N., Nelson R. s/ Infracción Artículo 191 Código Penal


    COMP. 487, XXXIV, 05 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que las constancias incorporadas al incidente no alcanzan para determinar esa circunstancia, corresponde al tribunal nacional que previno, profundizar la investigación en este sentido.


     D., Enrique s/ Denuncia estafa


    COMP. 415, XXXIV, 06 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que para el correcto planteo de una cuestión de competencia los tribunales intervinientes deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa, circunstancia que no se presenta en el caso, toda vez que la magistrada provincial admitió implícitamente su competencia al aceptar que los hechos denunciados pudieron acontecer en su departamento judicial y resultan conexos con los que se investigan en una localidad bonaerense.


    P., Luis Ernesto y otros s/ Defraudación


    COMP. 479, XXXIV, 06 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia en lo penal económico. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y calificarlos prima facie en alguna figura determinada obsta el correcto planteamiento de una contienda que corresponda dirimir a la Corte en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    H., Horacio s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 488, XXXIV, 06 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa o su tentativa,perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    G. O., Juan Ignacio s/ Denuncia p/ Robo. Causa N° 69.306/95


    COMP. 491, XXXIV, 06 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que no existe controversia entre los magistrados contendientes en la calificación legal de hecho denunciado, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma, en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Al respecto, cabe señalar que también es doctrina del Tribunal que cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 479 y 1410 del Código civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


     G., Victoriano s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 446, XXXIV, 06 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 508, L. XXXIV, "A., Eduardo Ismael s/ Presunta infracción al artículo 292 del Código Penal".


    G., Pablo Félix s/ Presunta Infracción Articulo 292 Código penal


    COMP. 507, XXXIV, 06 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    El Tribunal tiene decidido que incumbe al fuero de excepción la investigación de la documentación otorgada por el Registro Nacional de la Propiedad Automotor.


    A., Eduardo Ismael s/ Presunta infracción Artículo 292 Código Penal


    COMP. 508, XXXIV, 06 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 508, L. XXXIV, "A., Eduardo Ismael s/ Presunta infracción al artículo 292 del Código Penal".


    M., Carlos s/ Presunta Infracción Artículo 292 Código Penal


    COMP. 509, XXXIV, 06 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Tenencia de municiones de guerra. Acopio de municiones. Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que "los párrafos tercero y quinto del artículo 189 bis del Código Penal constituyen un único tipo penal con pluralidad de hipótesis enunciadas en forma alternativa. En efecto, la cantidad de objetos allí descriptos como de tenencia prohibida no tienen por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido por la disposición legal. El peligro para la seguridad común que la norma quiere evitar puede ser creado, indistintamente, por la tenencia no autorizada de un arma de guerra o de su munición".


    N., Claudio y otro s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 502, XXXIV, 23 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Estafa. Concurso real. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido, en casos que guardan similitud con el presente, que el delito de falsa denuncia por robo o hurto y la posterior estafa contra una compañía de seguros intentada sobre la base de aquélla, concurren materialmente no obstante la relación de medio a fin que pudiera existir entre ellos, toda vez que la mera coincidencia subjetiva o final no basta, por sí sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyen un único hecho o concurso formal. En consecuencia, al tratarse de delitos que pueden ser juzgados separadamente, debe determinarse cuál ha de ser tenido tomo lugar de comisión de cada uno de ellos a efectos de establecer la competencia.


    B., Pedro Jorge s/ Falsa denuncia de robo de automotor


    COMP. 528, XXXIV, 23 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes acerca de que los elementos sustraídos habrían sido vendidos por el imputado en distintas localidades de una provincia, donde además fueron secuestrados, corresponde declarar la competencia del Juzgado provincial para conocer en esta causa.


    M., Carlos s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 525, XXXIV, 23 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. Estafa. Competencia nacional. 


    En lo referente a la presunta falsedad de la escritura pública, es doctrina de la Corte que el delito de falsificación de instrumento público se consuma cuando se confecciona el documento falso. Por ello, toda vez que la escritura figura suscripta en una ciudad bonaerense, donde además tendría su asiento el registro del escribano interviniente, corresponde a la justicia provincial conocer deeste hecho.


    Respecto de la supuesta estafa, habida cuenta que el documento apócrifo habría sido presentado ante un juzgado civil, para ejecutar la hipoteca instrumentada en él, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para conocer de este delito.


     R., Susana M. s/ Estafa


    COMP. 526, XXXIV, 23 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia de instrucción. Competencia nacional. 


    Al resultar de los términos del denunciante, que los documentos en cuestión le habrían sido entregados para su canje en una financiera, corresponde al magistrado nacional, que previno, profundizar la investigación a los efectos de determinar la causa y el lugar de entrega originaria de los valores y si ésta fue o no fraudulenta.


    B., Raúl Horacio s/ Estafa


    COMP. 541, XXXIV, 23 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 508, L. XXXIV, "Aguirre, Eduardo Ismael s/ Presunta infracción al artículo 292 del Código Penal".


    P., Alejandro A. s/ Infracción Artículo 292 del Código penal


    COMP. 551, XXXIV, 23 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 508, L. XXXIV, "Aguirre, Eduardo Ismael s/ Presunta infracción al artículo 292 del Código Penal".


    V., Orlando s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 550, XXXIV, 23 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Tentativa. Extravío del cheque. Lugar del hecho. Juez previniete. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente estableado que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    V., Mariano s/ Denuncia


    COMP. 589, XXXIV, 12 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Tentativa. Extravío del cheque. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    M., Marta Alicia s/ Estafa


    COMP. 580, XXXIV, 23 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Al resultar de los términos de la denuncia, que la entrega de los documentos habría sido la condición determinante de la disposición dineraria, la conducta a investigar encuadraría prima facie en el delito de estafa, que corresponde investigar al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio del denunciante.


    B., Jorge A. y otros s/ Defraudación


    COMP. 628, XXXIV, 01 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Suministro infiel de medicamentos. Cámara nacional de apelaciones. Competencia criminal y correccional. 


    De conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, la presente contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    L. M. s/ Venta de sustancias medicinales sin receta medica


    COMP. 642, XXXIV, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Muerte. Transporte ferroviario. Afectación al servicio público. Competencia federal. 


    Más allá de que no se encuentra acreditado el tiempo real de detención de la formación, toda vez que, del acta surge que ésta ya se encontraba detenida al momento en que arribó el personal policial alertado mediante un llamado telefónico y que, además, permaneció en esa situación hasta la finalización de las diligencias a cargo de la prevención, ello implicó una efectiva paralización de la marcha del tren con el consecuente entorpecimiento del tráfico ferroviario. Sobre la base de estas consideraciones, es el tribunal federal el que debe continuar con el trámite de la causa.


    P., Agustín Mario s/ Muerte


    COMP. 647, XXXIV, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


     


    G., Armando Alberto s/ Denuncia


    COMP. 634, XXXIV, 07 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Robo. Encubrimiento. Juez previniente. Cámara nacional de apelaciones. Competencia criminal y correccional. 


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 debe ser dirimida por el tribunal superior, correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    V., Edgardo O. s/ Encubrimiento de robo


    COMP. 670, XXXIV, 23 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Accidente ferroviario. Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Habida cuenta que de las constancias del incidente surge, que a consecuencia del accidente resultó afectado el tráfico ferroviario porque la formación estuvo detenida por un lapso de aproximadamente treinta minutos, de acuerdo a la doctrina de Fallos 312: 1214; 313: 1107; 315: 2863 y Competencia N° 647, L. XXXIV, "Peña, Agustín Mario s/muerte", corresponde declarar la competencia del tribunal federal para investigar en la causa.


    B., Carmen s/ Muerte por accidente ferroviario


    COMP. 672, XXXIV, 23 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Homicidio calificado. Transporte ferroviario. Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Habida cuenta que no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes, acerca de que a consecuencia del hecho en análisis resultó afectado el tráfico ferroviario, corresponde a la justicia federal proseguir con el trámite de las actuaciones.


    A., Enrique A. s/ Homicidio agravado


    COMP. 602, XXXIV, 12 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Hurto. Servicio postal. Empresa privada. Competencia provincial. 


    A partir de la adjudicación de la concesión del servicio postal, monetario y telegráfico, la violación de una pieza postal y el apoderamiento de su contenido, que concurrirían en forma ideal, constituyen delitos comunes, que afectan sólo a esa empresa privada.


    G., Olga Cristina s/ Denuncia


    COMP. 438, XXXIV, 13 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Afiliación partidaria falsa. Elecciones nacionales. Competencia federal. 


    Al resultar de las probanzas del incidente que algunas de las fichas de afiliación presuntamente adulteradas habrían sido presentadas ante la Secretaría Electoral del Juzgado Federal de La Plata, la conducta en análisis pudo afectar el servicio o patrimonio de organismos vinculados a elecciones nacionales.


    M., Emilio s/ Denuncia falsificación de afiliaciones


    COMP. 578, XXXIV, 13 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Contraorden indebida para el pago del cheque. Extravío del cheque. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    La conducta a analizar encuadraría prima facie en las previsiones del artículo 302, inciso 3°, del Código Penal, cuya investigación corresponde al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    F., Lucía Delia s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 611, XXXIV, 23 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Uso indebido de tarjeta de crédito. Falsificación de instrumento privado. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    T., Adrián Ricardo s/ Denuncia


    COMP. 544, XXXIV, 23 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    R., Marta Ana s/ Denuncia


    COMP. 635, XXXIV, 09 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Tentativa. Extravío del cheque. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Máximo Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    V., Oscar y otro s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 623, XXXIV, 20 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene decidido, en casos que guardan analogía con el presente, que resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y que, en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio del deudor.


    P., Jorge Daniel s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 588, XXXIV, 13 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio a la Nación.


    Más allá de que la equiparación de la falsificación de los cheques a la de la moneda se refiera al tipo penal o a la sola aplicación de la pena, toda vez que en el presente caso se trataría de la adulteración de un valor perteneciente a una cuenta corriente en una institución bancaria privada, ese hecho no afectó al crédito público ni comprometió la validez de un documento nacional, como así tampoco obstruyó el normal desenvolvimiento de un organismo del Estado Nacional.


    C., Héctor s/ Denuncia estafa


    COMP. 1007, XXXIII, 12 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Campaña electoral. Firma falsa. Competencia electoral. Competencia federal. 


    Atento que el hecho se vincula al funcionamiento de una entidad partidaria que actúa en el ámbito nacional, resulta de aplicación al caso lo decidido por la Corte en el sentido de que corresponde a la justicia federal con competencia electoral conocer en las cuestiones relacionadas con las elecciones de autoridades internas de un partido político provincial con actuación en el orden nacional.


    Incidente de competencia en autos N° 114.827 F. en averiguación de delito p/ Denuncia de M., Mario Ciro


    COMP. 458, XXXIII, 09 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Cheque. Competencia nacional. 


    Al resultar de las constancias del incidente que el convenio de permuta habría sido celebrado en la ciudad de Buenos Aires, y que en ese mismo acto se habría hecho entrega del cheque en garantía, corresponde a la justicia nacional entender en esta causa.


    Incidente de competencia "s/ Dcia. Artículo 260 Código Penal. S., Jorge y otros" - Juzgado N° 1 de Instrucción en lo Criminal y Correccional de la Matanza c/ Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional N° 10 de Capital Federal


    COMP. 788, XXXIII, 09 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Defraudación. Hurto. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que uno de los fines esenciales de la ley 23.049 ha sido el de restringir la competencia militar a los delitos de tal naturaleza, excluyendo de esa jurisdicción a los delitos comunes en tiempos de paz. También ha resuelto el Tribunal que se entienden delitos o faltas de naturaleza militar aquellas figuras cuyo contenido está imbuido por los objetivos de preservación de la disciplina militar que sustentan el ordenamiento penal especifico establecido por Código de Justicia Militar. En el caso, tanto la conducta imputada a quien fue indagado en relación al delito previsto en el artículo 1 inciso 5°, en función del artículo 173, inciso 7°, del Código Penal, como quien lo fue por hurto, no participan de aquellas características porque encontrarían adecuación típica dentro previsiones del Código Penal. En tales condiciones, y habida cuenta que los objetos de investigación habrían tendido a defraudar el patrimonio la Nación y habrían afectado el buen servicio de sus empleados, corresponde a la justicia de excepción seguir entendiendo las actuaciones.


    C., Carlos Alberto s/ Infracción al Artículo 174 Inciso 5° en función del Artículo 173 Inciso 2° y otro


    COMP. 221, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Régimen penal tributario. Competencia federal. 


    Más allá del fundamento de que los imputados actuaron como auxiliares de la justicia nacional, toda vez que la conducta en análisis podría haber afectado la administración de justicia nacional, corresponde hacer lugar a la inhibitoria solicitada y declarar que, corresponde a la justicia federal, atento las razones de conexidad invocadas, continuar con la tramitación de la causa.


    DGI s/ Denuncia infracción Ley 23.771


    COMP. 1043, XXXIII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Administración Pública Nacional. Funcionarios públicos. Competencia federal. 


    La circunstancia de que en el requerimiento fiscal se le atribuya a los imputados participación en un único hecho, que la intervención de dos de ellos lo haya sido en su condición de funcionarios nacionales y que haya sido el Ministerio del Interior el que realizara los pagos directamente a la empresa constructora, determina la competencia de la justicia federal.


    F., Norberto s/ Fraude c/ Administración pública


    COMP. 986, XXXIII, 04 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Hurto. Estafa. Asociación ilícita. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si ese perjuicio no se identifica con el resultado directo de una acción típica.


    C., Ramón y otros s/ Supuesta adulteración de combustible


    COMP. 559, XXXIV, 04 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Enriquecimiento ilícito de funcionario público. Senador. Inhibitoria. Competencia federal. 


    Habida cuenta que de las probanzas agregadas al expediente, surge que el imputado se desempeñaba como senador nacional al momento en que su cónyuge compró los lotes de terreno en cuestión y que, por otra parte, la construcción de la edificación se habría iniciado inmediatamente después de su adquisición, no puede descartarse que el presunto incremento patrimonial denunciado, se hubiere producido mientras ejerció su mandato de legislador nacional. Para llegar a esta conclusión, no obsta la circunstancia del carácter del órgano que efectuó la intimación, ni la de la fecha en que se efectuó, posterior al cese de la actividad de legislador nacional, pues la primera, en todo caso y más allá de su eficacia, aparece como constitutiva de un requisito para la integración del tipo penal, y la segunda, sólo puede tener andamiento en cuanto hace referencia al efectivo ejercicio de una función pública anterior.


    Ramón Eduardo S. formula inhibitoria


    COMP. 343, XXXIV, 07 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Uso de documento falso. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que ambos tribunales coinciden en que el caso encuadra en las previsiones del artículo 173, inciso 3°, del Código Penal, resulta que asiste razón al magistrado local y que, contrariamente al criterio sostenido por la Cámara Nacional de Apelaciones, el posterior uso de la documentación que se dice obtenida de modo fraudulento resulta inescindible de su suscripción. Ello es así pues, tratándose de un delito que exige perjuicio patrimonial efectivo, se consuma con la utilización de los documentos cuya firma se habría logrado engañosamente.


    Demanda de incompetencia por vía de inhibitoria solicitada por el Dr. Hugo C.


    COMP. 982, XXXIII, 17 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Remisión del expediente. Cámara nacional de apelaciones. Competencia en lo penal económico. 


    Aun cuando no constituye el presente uno de los supuestos que, en principio, corresponda a la Corte resolver, la Corte igualmente debe pronunciarse a fin de evitar una situación de efectiva privación de justicia que, frente al estado en que se encuentran los autos, soló la intervención del Tribunal puede solucionar. Toda vez que en su resolución, los integrantes de la Cámara nacional de Apelaciones, no emitieron opinión sobre el fondo de la cuestión planteada, corresponde anular la resolución y devolver la causa a dicho tribunal.


     O., Juan s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 187, XXXIV, 14 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Investigación inconclusa. Devolución del expediente. Juez previniente. Competencia federal. 


    Dado que no ha mediado el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda a la Corte dirimir, corresponde devolver las actuaciones al tribunal federal que previno.


    F., Juliana Noemí y otro s/ Infracción artículo 292 y 293 del Código Penal


    COMP. 288, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    Remisión a los fundamentos del fallo de la causa “Vlasich, Víctor Damián s/ Denuncia".


    Incidente Juzgado de Instrucción N° 4 - Juzgado Federal N° 6 Capital Federal s/ Competencia en causa "G., César Aníbal s/ Denuncia" Expediente N° 26.195 F3280 Año 1997


    COMP. 308, XXXIV, 22 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad calificada. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones. Ello resulta aplicable al caso, toda vez que de las declaraciones, y del auto de prisión preventiva, surgiría que la motivación de la conducta reprochada a los procesados no excedería de lo estrictamente particular, dado que ese hecho estaría relacionado con la intención de procurarse impunidad respecto de los delitos cometidos con anterioridad.


    R., Luis Enrique y S., Manuel Alfredo s/ Infracción Artículo 149 bis Código Penal


    COMP. 455, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Coacción. Competencia provincial. 


    Es doctrina reiterada de la Corte que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar siempre, en primer lugar, ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria cuando resulte, de modo inequívoco, que los hechos tienen estricta motivación particular y que no existe la posibilidad de resultar afectada la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.


    Milton Orlando T. p/ Coacción a Norma Edith T.


    COMP. 994, XXXIII, 23 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Tentativa de homicidio. Facultades de la alzada. Cámara federal de apelaciones. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe un conflicto que deba ser dirimido por la Corte, de acuerdo al artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así porque, en el presente caso, la Cámara Federal no estaba llamada a expedirse sobre el trámite de la causa sino tan sólo a ejercer sus facultades de superintendencia y resolver cuál de los magistrados subrogantes debía continuar actuando en tal carácter.


    V., Rubén Luis y otro víctima de tentativa de homicidio en Pinamar


    COMP. 1009, XXXIII, 18 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Automotores. Secuestro de bienes. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio del tribunal a quien corresponda resolver en definitiva acerca del destino del rodado, debe el magistrado federal ponerlo a disposición del juzgado provincial que lo secuestró oportunamente y que investiga la sustitución de su chapa patente y las presuntas irregularidades en su numeración individualizadora.


    F., Luis A. s/ Investigación s/ Presunta infracción Artículo 33 Decreto Ley 6.582 y Artículos 277 Inciso 3° y/o 278 y 289 del Código Penal


    COMP. 139, XXXIV, 06 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Delitos contra el orden público. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que de las constancias de autos no surge que el hecho denunciado haya estado destinado a afectar la seguridad del Estado Nacional o de algunas de sus instituciones, corresponde a la justicia local continuar con la investigación de la causa.


    M., Alicia s/ Denuncia


    COMP. 152, XXXIV, 06 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Quiebra fraudulenta. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente de incompetencia en causa caratulada: Establecimiento D. N. S.R.L. p/ Quiebra fraudulenta


    COMP. 1056, XXXIII, 22 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1285/58. La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


     A., Raúl y otros s/ Denuncia defraudación


    COMP. 272, XXXIV, 03 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Abuso de firma en blanco. Fraude a la Administración Pública. Cámara federal de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


     


    Aun cuando pudiera prescindirse, por razones de economía procesal de los reparos procedimentales que merezca la forma en que sé trabo la contienda, tampoco corresponde a la Corte resolverla, pues al haberse entablado entre dos jueces nacionales, en virtud de lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1275/58, debe hacerlo el tribunal superior del que primero hubiese conocido.


    Compulsa en causa 79.701-A Ex Banco M. S.A. s/ Defraudación


    COMP. 190, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juez previniente. 


    Toda vez que la investigación practicada hasta el momento es insuficiente para determinar en cuál de los lugares en que fue atendida adquirió la víctima la infección que produjo la pérdida parcial de la vista, corresponde a la justicia local, que previno, entender del proceso, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.


    S., Félix Walter s/ Denuncia


    COMP. 497, XXXIV, 12 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    No se ha suscitado un conflicto que al Máximo Tribunal corresponda resolver, habida cuenta que el juzgado federal no ha recibido aún requerimiento concreto alguno respecto de la máquina objeto del delito.


    M., Miguel A. y otro p/ Robo calificado por el uso de arma, privación ilegal de la libertad y falsificación de instrumento privado reiterado


    COMP. 529, XXXIV, 12 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7mo, del decreto-ley 1285/58. Según la doctrina de la Corte, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que la declaración de incompetencia contenga la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto, es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Adolfo R. s/ Denuncia s/ Presunta estafa


    COMP. 537, XXXIV, 12 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Juez previniente. 


    El presente conflicto de competencia, no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. El Máximo Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D. B., Eugenio s/ Retención indebida


    COMP. 545, XXXIV, 12 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia del tribunal de casación. Competencia nacional. 


    No existe una cuestión de competencia que deba la Corte resolver en virtud de lo establecido en el artículo 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58.


    C. P. C., Ignacio; C., Fernando s/ Infracción Ley 23.771


    COMP. 585, XXXIV, 17 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Competencia del tribunal de casación. 


    La Corte tiene establecido que la Cámara de Casación Penal ha sido establecida, para examinar por vía de los recursos de casación e inconstitucionalidad y, aún de revisión, las sentencias que dicten, sobre los puntos que hacen a su procedencia, tanto los tribunales orales en lo criminal como los juzgados en lo correccional e, inclusive, las decisiones que se adopten en materia de competencia. También es doctrina de la Corte que estos principios son aplicables para el proceso correccional de conformidad con la regla establecida en al artículo 405 del Código Procesal Penal y que aquélla constituye, una jurisdicción de revisión de las decisiones de los tribunales orales y los juzgados en lo correccional, por lo que debe ser considerada superior común en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    D. N., Virginia Teresa y otro s/ Inhibitoria


    COMP. 643, XXXIV, 30 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Cuestiones de hecho y prueba. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Jesús M. s/ Estafa


    COMP. 586, XXXIV, 30 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Accidente ferroviario. Muerte. Afectación al servicio público. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que compete atribuir al fuero de excepción el juzgamiento de hechos ilícitos como el de autos, si éstos interrumpieron o pusieron en peligro la seguridad del tráfico ferroviario.


    L., N. V. s/ Muerte por accidente


    COMP. 1030, XXXIII, 06 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Cámara nacional de apelaciones. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    Tiene establecido la Corte que la realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia atribuida y que una nueva declinatoria efectuada después, implica el inicio de un nuevo conflicto. Toda vez que la presente ha quedado trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    D., Emilio y otros s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 332, XXXIV, 28 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. El Máximo Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Cesar Raúl s/ Estafa Causa N° 39.592/98


    COMP. 563, XXXIV, 10 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Hurto. Correspondencia. Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que, en principio, la sustracción de una pieza postal constituye un hecho diverso del uso ilícito que se realizó posteriormente del cheque contenido en ella. Es por ello que, hasta tanto no se demuestre, en el marco de la investigación llevada a cabo, la existencia de alguna vinculación fáctica y jurídicamente relevante entre ambas hipótesis delictivas, corresponde que la competencia en relación con cada una de ellas sea decidida en forma independiente. En lo que respecta a la sustracción del documento, de las constancias del incidente no es posible determinar si su apoderamiento tuvo lugar hallándose la pieza postal que lo contenía bajo la custodia del Correo Argentino. Por ello corresponde al juez provincial, que previno, continuar con la investigación de este hecho. Respecto del delito de estafa, que concurriría realmente con el hurto, la Corte tiene establecido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Ahora bien, tampoco es posible determinar esta circunstancia en el estado preliminar en el que se encuentra la investigación, por lo que corresponde, también en relación con este ilícito, que el tribunal provincial continúe en la investigación a efectos de profundizar este extremo.


     Incidente de competencia correspondiente a las actuaciones caratuladas: A., Isabelino s/ Denuncia hurto y estafa


    COMP. 397, XXXIII, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Apropiación de prenda. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte, a partir de Fallos 310:2265, que el delito de defraudación prendaría se desarrolla, en el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió, estar localizado el bien objeto del contrato. Por aplicación de estos principios, al resultar de las constancias referentes al juicio ejecutivo que la ubicación del bien prendado fue fijado en el contrato en esta Capital, lugar donde además residiría el deudor, corresponde a la justicia nacional continuar con la tramitación de la causa.


     C., Horacio Daniel s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1059, XXXIII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, a partir de Fallos 310:2265, que el delito de defraudación prendaria se desarrolla en el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió estar localizado el bien objeto del contrato.


    D. R., Antonio s/ Defraudación


    COMP. 898, XXXIII, 12 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Robo. Transporte de carga postal. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que el artículo 4, inciso 2, de la ley 20.216 -modificada por la ley 22.005 y su decreto reglamentario 1220/79- autoriza a la Empresa Nacional de Correos a contratar con terceros particulares la ejecución del servicio postal, en el marco regulatorio de la Resolución n° 1241/88, en el caso no se ha visto afectado el buen servicio de correos prestado por la Nación, ni sus rentas. Al no estar comprobada en autos una concreta afectación del servicio que, en el caso, habría prestado el Registro de la Propiedad Automotor, corresponde a la justicia local continuar con la sustanciación de la causa.


     Empresa O. s/ Victima de robo


    COMP. 90, XXXIII, 27 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Apropiación de prenda. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte a partir de Fallos 310:2265, que el delito de defraudación prendaria se desarrolla en el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió estar localizado el bien objeto del contrato. Por aplicación de este principio, corresponde a la justicia nacional continuar con la tramitación de la causa.


     S., Eduardo Jacobo c/ A., José s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 79, XXXIV, 19 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Domicilio del banco. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Al resultar de las probanzas incorporadas al incidente que la comunicación del banco acerca de la suspensión del pago de los cheques habría sido posterior a la fecha de las facturas emitidas por la compra de la mercadería, no existió simultaneidad entre las contraprestaciones y, por ende, la entrega de los valores no constituyó el ardid determinante del delito de estafa, sin resultar, por ello, de relevancia la fecha de entrega efectiva de los valores, ya fuere concomitante o posterior a la adquisición.


    P., Julio Pedro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 962, XXXIII, 11 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Cuestión federal. Competencia federal. 


    La Corte ha reiterado desde antiguo que es función específica de la justicia federal el resguardo y tutela de las instituciones e intereses nacionales, pues el Gobierno Federal dejaría de existir si perdiera la posibilidad de defenderse a sí mismo en el ejercicio de las facultades que como tal le corresponden.


    B., Carlos Elías y otros p.ss.aa. Fraude en perjuicio de la administración pública, etc. Capital


    COMP. 561, XXXIII, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Competencia federal. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales y que, en aquellos supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos la relación de conexidad antes señalada. En autos, sea cual fuere la calificación legal que en definitiva corresponda, no se puede descartar que los hechos investigados hasta hoy, por la justicia local, sean precisamente aquellos que están dirigidos a afectar la administración de justicia nacional.


    S., Juan Carlos y otro s/ Denuncia


    COMP. 429, XXXIII, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Denuncia de extravío. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 185, L. XXXIV.


    A., Rodolfo Ariel s/ Extravío


    COMP. 204, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 185, L. XXXIV.


    D. de V., Úrsula s/ Hurto o extravío


    COMP. 202, XXXIV, 23 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Usurpación. Competencia nacional. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que para que corresponda la jurisdicción originaria en un juicio en el que una provincia es parte, debe tratarse éste de una causa "civil", entendida esta última expresión como opuesta a "criminal".


    H., Angélica Rosalva s/ Artículo 181 del Código Penal


    H. 27, XXXIV, 19 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXIV, "B Alberto Ricardo y otros s/ Desbaratamiento de derechos acordados".


    T., Carlos Dante y otro s/ Denuncia Arnaldo V. (Síndico del ex Banco B.)


    COMP. 322, XXXIII, 07 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


     F., Alberto Hilario s/ Denuncia


    COMP. 464, XXXIV, 22 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Delito dependiente de instancia privada. Archivo del expediente. 


    El hecho motivo del presente sumario puede encuadrarse en el artículo 94 del Código Penal, que prevé las lesiones culposas; ilícito que al reunir los extremos requiere instancia privada para el inicio de la acción. Requisito insoslayable que no tan sólo ha sido incumplido, sino que además, fue expresamente desechado por quien se encontraría legitimado para formular denuncia.


    R., Ioannis s/ Lesiones culposas


    R. 307, XXXIV, 23 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Cheque. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    El hecho denunciado encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    S., Carlos y otros/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 110, XXXIV, 01 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Encuadramiento legal de los hechos. Competencia provincial. 


    En el presente conflicto, no existe una controversia jurisdiccional que deba ser dirimida por la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, porque el exhorto mediante el cual la magistrada solicita al tribunal que se inhiba de seguir entendiendo en la causa, no ha sido acompañado de la resolución que funda su declaración de competencia, elemento indispensable para individualizar los hechos y encuadrarlos en una figura determinada. Asimismo, desde el punto de vista formal, tampoco se ha observado la regla que establece que para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión.


    A., José A. s/ Retención indebida


    COMP. 625, XXXIV, 23 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Juez previniente. 


    Es doctrina de la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Q., Melchor A. s/ Su muerte


    COMP. 595, XXXIV, 23 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Homicidio. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que un planteo de competencia debe hallarse precedido de una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadre en una figura penal determinada. De la investigación efectuada hasta el momento no surgen los elementos de juicio suficientes que permitan no sólo calificar prima facie el hecho en análisis, sino además establecer la concreta intervención que en ellos pudiera tener el nombrado encargado de negocios. En tales condiciones, corresponde al magistrado nacional continuar con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de su trámite ulterior.


    N.N. s/ Estafa Denunc: Juzgado Federal N° 3, Autos N.N. s/ Homicidio S., Marcelo


    N. 41, XXXIV, 18 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Amenazas. Funcionarios públicos federales. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Entendiendo que las presuntas víctimas son empleados de la D.G.I. y que en ese carácter fueron víctimas de los hechos denunciados y encuadrados por el magistrado federal en los tipos penales descriptos por los arts. 237, 238 y 239 del Código Penal y, considerando, además, que tales hechos habrían obstruido el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación y, por ello, se vería afectado el normal desenvolvimiento de la Dirección General Impositiva, cabe sostener la competencia del fuero federal, en virtud de lo dispuesto por el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48. Al respecto, la Corte tiene establecido que corresponde a la justicia de excepción el juzgamiento de los delitos cometidos por o contra funcionarios federales en la medida en que los hechos hayan entorpecido la actuación de los funcionarios de ese organismo. Habida cuenta de la calidad de empleados federales de las víctimas y de la relación que existe entre los ilícitos investigados con el ejercicio propio de sus funciones, resulta evidente que el delito presuntamente cometido es de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, en los términos del art. 3°, inc. 3° de la ley 48.


    G., Zulma Nora s/ Denuncia de amenazas


    COMP. 766, XXXIII, 17 de marzo de 1998


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Es doctrina del Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Gerardo y otra s/ Corrupción de mayores


    COMP. 664, XXXIV, 23 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Devolución del expediente. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    T., Adrián Ricardo s/ Denuncia


    COMP. 544, XXXIV, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    E. R., Pedro M. y M., Alejandro Mario s/ Contrabando causa N° 9.125


    E. 120, XXVII, 19 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Sentencia condenatoria. Uso de documento falso. Falsificación de instrumento público. Partida de nacimiento. Interpretación de tratados internacionales. Improrrogabilidad de la competencia. Territorialidad de la ley. Cuestión no federal. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El alcance de la previsión del art. 3° del Tratado de Derecho Procesal Internacional de 1940 resulta claro en cuanto a qué clase de sentencias comprende, sin hacerse mención de las penales que, en consecuencia, se encuentran excluidas. El acuerdo multilateral de referencia sólo ha regulado los efectos que para los Estados parte presentan las sentencias y la cosa juzgada en materia civil, comercial y contencioso-administrativo, con expresa exclusión de la penal dado que ella fue regulada por separado en otro tratado. Este criterio armoniza con la pauta que fija el art. 31, inc. 1°, de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados. El tipo del art. 296 de nuestro Código Penal conlleva la necesidad de establecer la falsedad del documento utilizado, dado que este aspecto constituye uno de los elementos de la figura. No se discute que el delito de uso de documento falso se desarrolló en la República Argentina, circunstancia que por el principio de la territorialidad que expresamente consagra el art. 1°, inc. 1°, del Código Penal Argentino, impone la aplicación de ese cuerpo legal. Y la misma solución contiene el art. 1° del Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo de 1889. La Corte ha reconocido el carácter federal del art. 1° del Código Penal en el precedente publicado en Fallos: 311:2571, donde sostuvo que la misión de esa norma es fijar la extensión, en cuanto a su dimensión espacial, de uno de los elementos constitutivos del Estado, cual es la soberanía, entendida como la facultad de manifestar y hacer ejecutar la voluntad de la Nación; es decir el ámbito fuera del cual la autoridad de aquel pierde ese carácter y cede frente a la soberanía de las naciones extranjeras. Al margen de lo que ha constituido objeto del proceso penal seguido ante la justicia del Paraguay, el certificado de nacimiento cuestionado ha sido utilizado en nuestro país al ser presentado en la sucesión en trámite ante la justicia de la provincia de Córdoba, y también fueron usados en nuestro país los otros documentos de identidad obtenidos en consecuencia de aquél. Son esos hechos aquí ocurridos los que, en virtud del principio de la territorialidad y la regla locus delicti commissi, habilitaron desde un comienzo la actuación de la justicia argentina, aún en aquello que trascendió los límites físicos de nuestro territorio y al sólo efecto de establecer, mediante la recolección de pruebas, el carácter auténtico o falso del documento con miras a determinar aquél elemento del tipo penal aquí consumado; sin que ello implicara juzgar conductas ocurridas en el extranjero. En materia penal, coinciden la ley aplicable y la jurisdicción llamada a imponerla y las leyes internas y los tratados están de acuerdo en proclamar el principio de improrrogabilidad de la competencia. Estos principios autorizan la jurisdicción argentina en cuanto al delito de uso de documento falso cometido en nuestro país, sin perjuicio de la actuación de la justicia paraguaya respecto del delito de falsificación de documento supuestamente cometido en ese país y allí juzgado conforme sus leyes aún en fecha posterior al inicio de este proceso, pues de acuerdo con esa regla de la territorialidad, cada estado puede hacer aplicación soberana de su ley penal. No obstante el carácter público del documento, la justicia argentina no ha impulsado medida alguna acerca de los presuntos autores o partícipes de la falsificación sino que se ha ceñido al delito de uso. Si bien ambas jurisdicciones, en sus respectivas competencias, han tenido que evaluar la validez del documento en cuestión, al hacerlo la justicia federal argentina en un proceso iniciado a raíz de un delito aquí cometido y distinto del investigado en la República del Paraguay, no es posible limitar su conocimiento a partir del convenio internacional examinado que no contempla un supuesto como el de autos. La interpretación de los tratados ha de aplicarse el principio in dubio mitius. Por tanto, cuando uno de sus términos es ambiguo, debe preferirse el significado menos oneroso para la parte que asume la obligación, o el que menos afecte la soberanía territorial y personal de una de las partes, o entrañe menos restricciones generales para los signatarios. La tesis propuesta por el apelante carece de respaldo pues las normas que giran alrededor del thema decidendum indican, precisamente, lo contrario. Ello es así aún en el supuesto de considerarse que el caso encuadrara en el art. 2° del Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo de 1889, pues es manifiesto que tampoco se trata de hechos de carácter delictuoso cometidos en un Estado cuyos efectos sólo dañan derechos e intereses garantidos por las leyes de otro. Esa disposición, contempla los casos en que los actos preparatorios o la tentativa se producen en un Estado y la consumación en otro, sin que la aceptación de la jurisdicción del país damnificado importe apartarse del principio territorial. La potestad jurisdiccional argentina no se ha visto limitada frente a delitos que si bien se conectan con aquel documento extranjero, se cometieron íntegramente en nuestro territorio. Este temperamento coincide con el sentado por la Corte, en cuanto a que en el procedimiento penal tiene excepcional relevancia y debe ser siempre tutelado el interés público que reclama la determinación de la verdad en el juicio, ya que aquél no es sino el medio para alcanzar los valores más altos: la verdad y la justicia. Esta Procuración ha sostenido que "el ejercicio de la función judicial impide la prescindencia de la prueba documental accesible de la verdad de los hechos a juzgar porque la exigencia constitucional de juicio y de jueces, vale tanto para el requerimiento a éstos de extremar por su parte la averiguación de los hechos, cuya posibilidad objetiva no se cuestiona, cuando ellos aparecen como decisivos o siquiera importantes para la justa decisión de la causa. Y si bien esta doctrina general puede tener limitaciones en juicios civiles, cuya prueba está en primer término confiada a la diligencia de los interesados, no la tiene en la misma medida en juicios de naturaleza penal... desde que se trata de la protección de los bienes, del honor y de la libertad personal". El sub examine no encuadra en el supuesto de derecho penal internacional pretendido por el recurrente, pues la naturaleza de los hechos objeto de proceso no ha trascendido al ámbito de aplicación espacial de nuestra ley penal. En consecuencia, la sentencia del a quo que ha resuelto el punto en sentido adverso se ajusta a derecho. Tampoco lo decidido pugna con el art. 27 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, al referirse a un caso que no encuadra en los supuestos de las normas de los Tratados de Montevideo de Derecho Penal de 1889 y de Derecho Procesal de 1940. Por el contrario el sub judice resulta de los casos que el propio legislador internacional excluyó de su normativa. Esta conclusión, también obsta la existencia de la invocada gravedad institucional, al tratarse de un proceso ajeno a la normativa internacional que, por lo tanto, no es capaz de comprometer las relaciones exteriores de la República Argentina. Los cuestionamientos del apelante vinculadas con la valoración de la prueba pericial e indiciaria, la ausencia de dolo y su grado de participación en los hechos, la nulidad de la declaración indagatoria, la nulidad de la sentencia por violación del principio de congruencia, la calificación legal, la individualización de la pena y la omisión de pronunciarse sobre uno de los treinta hechos imputados, son circunstancias de hecho y prueba y de derecho común que han sido fundadamente resueltas por los jueces de la causa y, al margen de su acierto o error, resultan ajenas a la vía intentada pues se encuentran sustentadas en las constancias de la causa y en el derecho aplicable. De la lectura dela sentencia impugnada surge que se ha valorado detalladamente cada una de las pericias efectuadas y se ha fundado de manera razonable su conclusión sobre el punto, consideraciones que no han merecido una crítica concreta del apelante. La ponderación del estudio caligráfico constituye una mera discrepancia sobre la interpretación de ese elemento de prueba que carece de aptitud para la apelación federal. Lo vinculado con la prueba de indicios, la ausencia de dolo y el grado de participación en los hechos, constituye una crítica que presenta el mismo defecto, pues la Cámara expuso una serie de consideraciones que sólo han sido parcialmente recogidas por el apelante. Los indicios, valorados expresamente por el sentenciante en punto a su responsabilidad penal, no han sido siquiera mencionados por el apelante, que dirigió sus agravios sólo a una parte de los que se consideraron en el fallo. Esta omisión obsta la procedencia del recurso desde que, como la Corte tiene pacíficamente resuelto, el requisito del artículo 15 de la ley 48 impone hacerse cargo de las razones del fallo apelado y rebatir mediante una prolija crítica todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya. Tampoco habrá de prosperar el cuestionamiento acerca del grado de participación, toda vez que tanto la fundamentación vertida en la sentencia como el principio iura novit curia, constituyen circunstancias que respaldan razonablemente el temperamento adoptado y no han sido motivo de debido tratamiento por el recurrente. Corresponde descartar la tacha de arbitrariedad fundada en la supuesta falta de consideración de uno de los treinta hechos abordados en la sentencia, pues el a quo detalló los hechos individualizados como: 1° a 17°, 200 a 22°, 25°, 30°; 32° a 34°, 36°, 38°, 39°, 42° y 50°, que suman un total de treinta. Esa cantidad coincide, además, con los hechos puntualizados al efectuar la calificación legal. Los agravios que proponen la nulidad de la declaración indagatoria y la violación del principio de congruencia, el recurrente no ha explicado de manera concreta de qué defensas se ha visto privado ante la invocada falta de conocimiento de cada uno de los hechos comprendidos en la condena que habría sido incorporado con posterioridad a la contestación de la acusación, ni cómo su producción habría variado la solución del pleito, omisiones que conspiran contra la debida fundamentación de la impugnación. Tampoco se ha formulado la debida y fundada crítica a las consideraciones vertidas al rechazar el planteo de nulidad de la indagatoria y de violación de aquél principio, referidas a la concreta intimación de los delitos efectuada en aquélla audiencia, consignando los aspectos esenciales del hecho atribuido. Los mismo cabe afirmar en relación al agravio vinculado a la calificación legal toda vez que tampoco el recurrente ha rebatido esas consideraciones, pues se limitó a insistir en la forma en que a su criterio debería concurrir el delito de estafa procesal en grado de tentativa con los distintos hechos de uso del documento falso verificados en sede judicial, lo cual sólo revela una mera discrepancia con lo resuelto que no habilita el remedio intentado. El agravio dirigido a la individualización de la pena tampoco ha de prosperar pues, según tiene establecido la Corte, el ejercicio de los magistrados de sus facultades para graduar las sanciones dentro de los límites ofrecidos para ello por las leyes respectivas no suscita cuestión que quepa decidir en la instancia extraordinaria.


    C., José Luis y otros s/ Uso de documentos públicos falsos – Causa N° 5/95


    C. 755, XXXIII, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Estafa. Falso testimonio. Excepción de incompetencia. Inadmisibilidad del recurso. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 


    Resulta inadmisible el recurso federal por carecer de la debida autosuficiencia al no hacerse cargo el recurrente de los argumentos de la resolución que se apelaba, por no haber demostrado el error jurídico de la Cámara de Acusación al denegar la concesión del recurso de casación, ni el carácter de sentencia definitiva de ese auto. Además, el apelante no se hizo cargo de la limitación recursiva que contiene el ordenamiento procesal local para las resoluciones en materia de inhibitoria o declinatoria, cuya constitucionalidad no fue cuestionada. Esa omisión hace improcedente la vía ahora intentada pues, aún cuando la pretensión se dirija a lograr la intervención de la justicia federal -circunstancia que permite soslayar el requisito de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48- ello no exime de cumplir con la carga de refutar todos y cada uno de los fundamentos de la decisión apelada ni de la necesidad de demostrar la existencia de cuestión federal. Dicho criterio resulta particularmente restrictivo cuando se trata de pronunciamientos por los cuales los máximos tribunales provinciales resuelven acerca de los recursos locales que les son llevados a su conocimiento.


    M., Manuel Antonio y otra s/ Falso testimonio y estafa procesal en grado de tentativa - Causa n° 49/96


    M. 800, XXXIII, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Se dan por reproducidos los fundamentos de la apelación sostenida por esta Procuración General en el dictamen de la causa S. 1600, XXXII.


    S. G., Eduardo Alberto y otros s/ P.SS.AA. de administración fraudulenta –causa n° 4.000-


    S. 328, XXXIV, 16 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 328, L. XXXIV, "S. G., Eduardo Alberto y otros s/ Administración fraudulenta".


    S. G., Eduardo Alberto y otros s/ P.SS.AA. Administración fraudulenta Causa N° 4.000


    S. 344, XXXIV, 16 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Recurso de casación. Requisa personal. Autorización judicial. Facultades de la autoridad de prevención. Garantías procesales. Mantenimiento del recurso. 


    Las cuestiones de hecho y prueba resultan, por vía de principio, ajenas a la instancia extraordinaria, y en este sentido, si lo que se discute se ciñe exclusivamente a establecer si existieron motivos suficientes para que los policías practicaran una requisa sin orden judicial, debería aceptarse la inadmisibilidad del remedio federal intentado. Pero la cuestión no se limita a ello, trasciende dicho marco de circunstancias de hecho y prueba, refiriéndose más al ejercicio de las facultades de las autoridades de prevención y al límite que pueden alcanzar sin afectar garantías individuales. La resolución por la cual se decide no habilitar la instancia casatoria deviene arbitraria, pues analiza la procedencia de la vía del artículo 456, inciso 2 del Código Procesal Penal, circunscribiendo la discusión a un mero debate sobre hechos y pruebas que no es tal.


     F. N., Maria Aurelia s/ Artículo 5 inciso “c” Ley 23.737 Causa N° 1.036


    F. 274, XXXIII, 24 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. In dubio pro reo. Apartamiento de las constancias de la causa. Calificación legal. Agravantes de la pena. Funcionarios públicos. Personal de la Prefectura Naval. Tráfico de estupefacientes. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La tacha de arbitrariedad resulta de aplicación particularmente restringida en aquellos supuestos en que la decisión se apoya en el beneficio de la duda pues, como ha establecido la Corte en reiteradas ocasiones, se trata de un estado de incertidumbre que se desarrolla en el fuero íntimo de los magistrados. Sin embargo, también debe tenerse en cuenta, que la duda no puede reposar en una pura subjetividad; la aplicación del artículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal debe ser por ello el resultado de un razonar correcto, derivado de la racional y objetiva valoración de las constancias de la causa. En dicha inteligencia, el a quo se alejó de tales premisas, pues de haberse ponderado adecuadamente el resultado de las intervenciones telefónicas, armonizándolo con el resto de las circunstancias comprobadas en la causa, la conclusión a la que arribó habría sido distinta. En tales condiciones, debe habilitarse la instancia extraordinaria por arbitrariedad, ya que el pronunciamiento apelado, cuenta con fundamentos solo aparentes que lo descalifican como acto jurisdiccional válido, al haberse efectuado una ponderación parcial y aislada de los elementos de juicio obrantes en la causa, sin integrarlos o armonizarlos debidamente en su conjunto. En lo que se refiere a la calificación legal de los hechos, en la posición adoptada por el a quo, subyace la exigencia de que converjan en el sujeto activo, la condición de funcionario público, y la dedicación personal y específica de prevención o represión de los delitos previstos en la ley 23.737. En base a tales premisas, la conducta de quien por su condición de agente policial, aprovecha facilidades y experiencias propias de su formación y calidad, pero cuya función la cumple en un área no abocada directamente a la prevención o represión del narcotráfico, no es pasible del agravamiento de la pena. Tal conclusión, es el resultado de un razonamiento que restringe en grado extremo la voluntad del legislador, y se aleja así del fin perseguido por la norma, pues de lo que se trata es de sancionar a aquellos que la ley presume que han de ver facilitada la comisión de ilícitos, relacionados con el narcotráfico, por su condición de funcionario público. En tales condiciones, un integrante de la Prefectura Naval Argentina involucrado en la comisión de alguna de las figuras descriptas en la ley 23.737, sea cual fuere su destino o tarea específica, resulta alcanzado por la agravante pues, sin duda, en estos casos, está infringiendo un deber especial creado por la norma, con miras a castigar más severamente esas conductas por la sola concurrencia de características objetivas que emplazan al autor como sujeto de ese deber especial. El apelante intenta descalificar la decisión, en cuanto el a quo revocó la condena. No obstante, la sentencia recurrida cuenta, en lo que a la absolución se refiere, con fundamentos suficientes, que más allá de su acierto o error, no permiten su descalificación como acto jurisdiccional válido, de allí que, en lo que a ello concierne, ha de desestimarse el recurso interpuesto. Por su parte, el señor Defensor Oficial interpuso recurso extraordinario contra el fallo condenatorio dictado respecto de sus pupilos, cuya denegatoria dio origen a la queja C. 909, L. XXXIII. Tanto los agravios dirigidos a cuestionar los fundamentos desarrollados por el a quo para el rechazo de las nulidades interpuestas por la defensa, como aquellos referidos a la imputación y condena por el uso del documento público falso destinado a acreditar la identidad de las personas, conducen al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que salvo arbitrariedad impiden su tratamiento en esta instancia extraordinaria, por lo que ha de desestimarse la citada presentación directa.


    C., Rubén Alberto y otros s/ Infracción Ley 23.737


    C. 911, XXXIII, 10 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario. Banco Central de la República Argentina. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la crítica del apelante remite al análisis e interpretación de normas de derecho común, materia que, por regla, constituye una facultad propia de los jueces de la causa, ello no le está vedado a la Corte cuando dichas normas se encuentran directamente relacionadas con aquéllas que, por su índole federal habilitan formalmente la instancia del artículo 14 de la ley 48. Los agravios vinculados con la arbitrariedad del pronunciamiento suscitan cuestión federal suficiente para su consideración por la vía intentada e inclinan a compartir los argumentos del apelante, en la medida que la decisión no aparece como una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas en la causa, con grave afectación de las garantías constitucionales invocadas.


     S. C. y T. S.A. s/ Ley 19.359


    S. 14, XXXIV, 26 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Prescripción de la acción penal. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte tiene establecido que las resoluciones como la recurrida resultan equiparables a sentencia definitiva, en la medida que ponen fin al pleito e impiden su continuación, causando un gravamen de imposible reparación ulterior. Si bien el análisis del agravio invocado en el recurso remite a temas tanto de hecho y prueba como de derecho común y procesal, cuya revisión, por su naturaleza, resulta extraña a esta instancia, cabe hacer excepción a esa regla cuando, como en el sub judice, se ha otorgado un tratamiento inadecuado a la controversia suscitada que torna descalificable lo decidido por él a quo con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad, al haberse omitido la consideración de un extremo conducente para la adecuada solución del caso.


    N., Enrique R. s/ Falsificación de documento Causa N° 29.047


    N. 31, XXXIV, 13 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defensa en juicio. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Presunción de inocencia. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Corresponde hacer la excepción posible al principio que, por ausencia de sentencia definitiva, veda el recurso extraordinario respecto de resoluciones que rechazan la excepción de prescripción de la acción penal. En este sentido, la Corte ha sostenido que la resolución que rechaza la defensa de prescripción, si bien no es la sentencia definitiva de la causa en cuanto no pone término al pleito ni impide su continuación, puede equiparársela en sus efectos pues, dadas las particulares circunstancias del juicio, cabe presumir que hasta la sentencia final puede transcurrir un lapso tan prolongado que, por sí sólo, irrogue al procesado un perjuicio que no podrá ser ulteriormente reparado. Sin desconocer que lo resuelto en materia de prescripción de la acción penal remite a la consideración de extremos que son de hecho, prueba y de derecho procesal y común ajenos a la jurisdicción extraordinaria de la Corte, la sentencia apelada ha omitido la consideración de extremos conducentes planteados, circunstancia que la descalifica como acto jurisdiccional válido y lesiona la garantía de defensa en juicio. En el precedente de Fallos: 316: 1752, análogo al sub examine, la Corte ha decidido que es arbitraria la sentencia que desestimó la defensa de prescripción de la acción, con el argumento de que cada vez que se dispuso un nuevo comparendo para llevar a cabo la declaración ordenada, se interrumpió el correspondiente plazo, cuando lo que debió tenerse en cuenta fue la fecha en la que originariamente se había ordenado dicha declaración. En la sentencia apelada no sólo se ha omitido así la debida consideración de argumentos oportunamente propuestos por la parte sino que, además, se ha desconocido la solución normativa prevista, al asignarse una indebida amplitud al concepto "secuela de juicio" del artículo 67, párrafo cuarto, del Código Penal. Ello es así porque, al no formularse mayor distinción sobre qué clase de actos presentan esa calidad, esa interpretación del artículo 67 del Código Penal vuelve inoperante el instituto de la extinción de la acción que el legislador ha reglado en el Título X del Libro Primero de ese cuerpo legal, pues con tal criterio cualquier acto podría tener aptitud para interrumpirla, volviendo de ese modo prácticamente imprescriptible la acción con el sólo requisito que el proceso respectivo se mantenga en trámite. Ha sostenido la Corte en el precedente publicado en Fallos: 316:365, que el instituto de la prescripción cumple un relevante papel en la preservación de la defensa en juicio, al impedir que los individuos tengan que defenderse respecto de acusaciones en las cuales los hechos básicos han quedado oscurecidos por el paso del tiempo y al minimizar el peligro del castigo estatal por hechos ocurridos en un pasado lejano. Esta limitación temporal puede asimismo tener el saludable efecto de incitar a los funcionarios encargados de aplicar la ley para que investiguen prontamente las supuestas actividades delictivas. Asimismo, la Corte estableció a partir del precedente "Mattei", que debe reputarse incluido en la garantía de defensa en juicio consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional, el derecho de todo imputado a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término del modo más rápido posible a la situación de incertidumbre y de innegable restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal. Esa garantía ha sido luego reconocida expresamente al ratificarse el, que tiene jerarquía constitucional desde la reforma constitucional de 1994 cuyo artículo 14, apartado 3°, inciso c), establece que toda persona acusada tiene derecho a ser juzgada sin dilaciones indebidas. En cuanto al agravio vinculado con la afectación de la presunción de inocencia, asiste razón a la parte recurrente en lo referido a la afirmación del tribunal local en el sentido que la imputada debió haber acreditado la inexistencia de la restante causal de interrupción de la prescripción pues además de introducir una cuestión no debatida hasta ese momento, importa exigirle demostrar que no ha cometido nuevo delito, máxime cuando, por tratarse de una materia de orden público, correspondía al órgano jurisdiccional requerir a los registros oficiales la información respectiva. De esta manera, se presenta otra causal que también concurre a descalificar el pronunciamiento.


    A. de R., Angélica Lía s/ Lesiones culposas -causa N° 13.95/81-


    A. 556, XXXIII, 16 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Falsificación de documentos. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 755, L. XXXIII, "Recurso de Hecho deducido por el defensor de Jorge Norberto O. en los autos E., José Luis y otros s/ Uso de documentos públicos falsos".


    Cora, José Luis y otros s/ P. ss. aa. uso de documentos públicos falsos, falsedad ideológica y tentativa de estafa - Causa N° 16/81-


    C. 764, XXXIII, 26 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja interpuesta.


    M., José A. s/ Falsificación de documentos privados y estafas reiteradas, causa N° 45.664


    M. 103, XXXIV, 07 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Extorsión. Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja interpuesta.


    I., Gustavo A. s/ Extorsión -Causa N° 21.866-


    I. 49, XXXIV, 07 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la presente queja.


    B. P., Pedro Francisco, delitos previstos en los Artículos 210, 292, 174, inciso 5 y 248 del Código Penal –Causa N° 631-


    B. 18, XXXIV, 16 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Se mantiene la presente queja a fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada.


      V., Roque Antonio s/ Delito previsto por el Artículo 5° inciso c) con agravante del Artículo 11 inciso c) de la Ley 23.737 causa 1.556


    V. 285, XXXIII, 05 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Prescripción de la acción penal. Sentencia no firme. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso. 


    Corresponde poner de resalto que el auto por el cual el a quo concedió el recurso no satisface el requisito de fundamentación suficiente. En tales condiciones la Corte, debe declarar nula la concesión del recurso extraordinario y ordenar que las actuaciones vuelvan al tribunal de origen para que se dicte una nueva decisión sobre el punto. Por otro lado, es doctrina de la Corte, que las decisiones que no hacen lugar a la prescripción de la acción penal no constituyen sentencia definitiva o pronunciamiento que pueda equiparársele, requisito éste del que no cabe prescindir aunque se invoquen garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad. En cuanto a la aducida excesiva prolongación del proceso admitida por la Corte como una de las excepciones posibles a aquel principio, tampoco se ha demostrado que sea el caso de autos. Por otro lado, la apelación carece del requisito de adecuada fundamentación, en la medida que no se rebaten todos y cada uno de los argumentos que dan sustento a la sentencia.


    H., Marcelo s/ Incidente de prescripción de la acción penal


    H. 61, XXXIII, 16 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Nulidad de la resolución. Sentencia no firme. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso. 


    Corresponde poner de resalto que el auto por el cual el a quo concedió el recurso no satisface el requisito de fundamentación suficiente, pues las razones expuestas en el decisorio al que remite sólo hacen referencia a las características del proceso principal, sin resolver circunstanciadamente si la apelación federal, prima facie valorada cuenta, respecto de cada uno de los agravios que la originan, con fundamentos suficientes para darle sustento, recaudo exigible no solo en cuanto al recurso se basa en la doctrina de la arbitrariedad, sino también cuando se invocan clausulas constitucionales, supuesto en el que corresponde examinar la relación directa que ellas deben guardar con la cuestión objeto del pleito. En estas condiciones la Corte debe declarar la nulidad de la resolución que concedió el recurso extraordinario y ordenar que las actuaciones vuelvan al tribunal de origen para que se dicte una nueva decisión sobre el punto. Para el supuesto que la Corte no compartiera este temperamento, en primer lugar la argumentación vertida por el apelante en cuanto a la existencia del requisito de sentencia definitiva, no rebate la doctrina de la Corte que, en sentido contrario, ha establecido que las decisiones que no hace lugar a la prescripción de la acción penal no constituyen sentencia definitiva ni pronunciamiento que pueda equiparársele, requisito éste del que no cabe prescindir aunque se invoquen garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad. Tal como la Corte ha resuelto reiteradamente, el desconocimiento de pacífica jurisprudencia de la Corte y la omisión de introducir argumentos que puedan inducir a modificarla, constituye un defecto de fundamentación que torna insustancial el recurso. Asimismo, el derecho a la conclusión del juicio que se dice conculcado, tampoco modifica el temperamento adverso anticipado, toda vez que las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a un proceso criminal no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva aunque se invoquen garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad, máxime cuando el imputado no se encuentra privado de su libertad. En cuanto a la pretendida afectación del principio de congruencia, el recurso carece de una adecuada individualización de los hechos y constancias de la causa que permita demostrar la existencia del agravio el cual, por otra parte, remite a la calificación legal de los hechos incriminados al imputado, materia ajena a la apelación federal. En ese sentido, la Corte ha sostenido que la mera aserción de determinada solución jurídica, en tanto ella no esté precedida de un relato autónomo de los antecedentes de la causa y de la relación entre éstos y la cuestión que se invoca como federal, no basta para satisfacer el recaudo legal de la debida fundamentación y conlleva la improcedencia formal del recurso. En cuanto a la gravedad institucional invocada, cabe recordar que aún cuando se trata de una vía que permite obviar recaudos formales para la procedencia de la apelación extraordinaria, no basta superar el óbice sustancial que supone la inexistencia de cuestión federal, como ocurre en el caso. Por ello de no seguirse el criterio expuesto en el apartado I de este dictamen, la Corte debe declarar improcedente el recurso extraordinario.


    G. M., Remigio s/ Incidente de prescripción de la acción penal


    G. 491, XXXIII, 16 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Abuso de armas. Errónea apreciación de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen, en principio, una materia propia de los jueces de la causa y, por ende, no susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en casos como el presente, cuyas particularidades autoricen la excepción posible a esa regla, con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa. La tacha de arbitrariedad resulta de aplicación particularmente restringida en aquellos supuestos en que la decisión se apoya en el beneficio de la duda pues, como ha establecido la Corte, se trata de un estado de incertidumbre que se desarrolla en el fuero íntimo de los magistrados. Sin embargo, también debe tenerse en cuenta, tal como se señala en esos mismos precedentes, que la duda no puede reposar en una pura subjetividad; la aplicación del artículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal debe ser por ello el resultado de un razonar correcto, derivado de la racional y objetiva valoración de las constancias de la causa. Por lo que, la Corte debe habilitar la instancia extraordinaria por arbitrariedad, ya que el pronunciamiento apelado ha efectuado una ponderación parcial y aislada de los elementos de juicio obrantes en la causa, sin integrarlos o armonizarlos debidamente en su conjunto; defecto que lleva a desvirtuar la eficacia que, según las reglas de la sana crítica, corresponde a los distintos medios probatorios y que deja al descubierto el fundamento solo aparente de la sentencia.


     D. F., Jorge Adrián s/ Delito de resistencia a la autoridad y abuso de arma de fuego – causa n° 27.660


    D. 425, XXXIII, 25 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Superior Tribunal de la Causa. Concesión errónea del recurso. 


    Cuando el recurso interpuesto no se dirige contra la resolución del tribunal superior de la causa, corresponde que la Corte lo declare mal concedido.


    G., Miguel Ángel y otros s/ Habeas corpus


    G. 672, XXXIII, 19 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Lesiones. Procedencia del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa M.305, L. XXXII, "Menna, Luis s/ Recurso de queja".


    G., Adrián Andrés s/ Lesiones artículo 94 Código Penal


    G. 33, XXXIV, 03 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Robo. Tentativa. Mantenimiento del recurso. 


    A fin de que la Corte se pronuncie sobre la aplicación al presente caso, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    D. L., Gabriel Federico y otros s/ Robo en tentativa


    D. 45, XXXIV, 16 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Robo calificado. Tentativa. Sobreseimiento. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Declaración autoincriminante. Mantenimiento del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad no atiende a las discrepancias de los recurrentes con la forma en que los jueces aprecian las pruebas o aplican el derecho, ni tiene por objeto corregir en tercera instancia sentencias que se estimen equivocadas, sino a los desaciertos de gravedad extrema que descalifican un fallo judicial. Es por esta razón, que se mantiene el recurso extraordinario deducido por el señor Fiscal General, pues se ha dado un alcance y aplicación irrazonable a la prohibición de la autoincriminación. La debida tutela de la mencionada garantía constitucional, en necesaria relación con el debido proceso legal, requiere un examen exhaustivo de las circunstancias que rodearon cada situación en concreto, para arribar a una conclusión acerca de la existencia de vicios que hayan podido afectar la voluntad del imputado. Desde antiguo la Corte ha seguido el principio de que lo prohibido por la Ley Fundamental es compeler física o moralmente a una persona con el fin de obtener comunicaciones o expresiones que debieran provenir de su libre voluntad. En tales condiciones, no resulta razonable, ni menos compatible con el orden constitucional vigente, entender que en las circunstancias comprobadas de este proceso, se hubiese visto comprometida la garantía de la prohibición de autoincriminación, pues ello exige una afectación sustancial que no ha sido alegada por el imputado, ni invocada por la defensa y tampoco demostrada por el tribunal a quo.


    A., Leonardo y otros s/ Robo calificado en tentativa


    A. 63, XXXIV, 16 de junio de 1998


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Prescripción de la pena. Interpretación de la ley. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente establecido que las cuestiones derivadas de la interpretación de las normas del derecho común y procesal, constituyen, por vía de principio, una materia propia de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a esta instancia excepcional. Sin embargo, ello no impide que ante las particularidades que presentan determinados casos, su análisis permita la excepción posible a esa regla, con base en la doctrina de la arbitrariedad, para así revisar fallos que si bien versan sobre cuestiones de derecho común y local, consagran una interpretación de las normas en términos que equivalen a su prescindencia, pues ello configura una lesión al derecho constitucional de la defensa en juicio. Esto último es lo que acontece en el sub lite, en la medida que el pronunciamiento impugnado ha otorgado al artículo 66 del Código Penal un alcance distinto al que la norma expresamente prevé, tornando ilusorio tanto el ejercicio del defensa del Ministerio Público Fiscal en el proceso, como la ejecutoriedad de las sentencias de los jueces, consecuencia de la obligación de administrar justicia por parte del Estado.


    V., Víctor Omar s/ Infracción Ley 23.737



    V. 262, XXXIII, 01 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Sobreseimiento. Usurpación. Prescripción de la acción penal. Interrupción de la prescripción penal. Secuela de juicio. Oposición fiscal. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    En lo concerniente a la alegada doctrina de la arbitrariedad, la Corte ha prevenido sobre el particular, que si bien lo relativo a la determinación de los actos procesales que constituyen secuela de juicio a los efectos de considerar interrumpida la extinción de la acción penal por prescripción, es materia de hecho y de derecho común, propia de los jueces de la causa y extraña, en principio, a la instancia extraordinaria, ello no obsta a la intervención de la Corte cuando la Cámara ha fundado su decisión en una afirmación dogmática, que priva del debido sustento a la sentencia apelada. Corresponde mantener el recurso extraordinario deducido por el Fiscal General, pues se ha dado un alcance irrazonable a la locución “secuela de juicio" normada en el artículo 67 del Código Penal, al desecharse la orden de captura como abarcada en tal concepto. El a quo señaló que esa medida no es un acto persecutorio con aptitud para un impulso procesal que importe el ejercicio de la jurisdicción, con lo que efectuó una afirmación dogmática que otorga al fallo un fundamento sólo aparente toda vez que, para arribar a tal aserción omitió expresar las razones por las cuales entendió que ese acto procesal no interrumpe el plazo de la prescripción de la acción penal, ni impulsa el procedimiento o tiende a la prosecución del proceso. Tampoco basta para sustentar el fallo la mera remisión a un precedente emanado de la Sala, o a los votos oportunamente expresados por sus integrantes en el Plenario 219, máxime cuando la cuestión allí examinada versa sobre la idoneidad de otro acto procesal para interrumpir el curso de la prescripción, que carece de relevancia para el tratamiento de la cuestión debatida en el sub-lite. Ordenar la detención del inculpado es un acto del órgano jurisdiccional inequívocamente demostrativo de su propósito de continuar la actividad mediante el curso de los procedimientos subsiguientes, y un modo de hacer valer la pretensión punitiva como exigencia del derecho material.


    Á., A. s/ Usurpación


    A. 284, XXXIV, 23 de octubre de 1998


    Ver dictamen


    Protección del medio ambiente. Simple damnificado. Cuestión no federal. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Defensa en juicio. Improcedencia del recurso. 


    La presentación inicial de los recurrentes no fue efectuada a título individual, sino que allí se adjudicaron la representación de una asociación ambientalista y de un número indeterminado de ciudadanos, extremos que desvirtúan el agravio traído en cuanto a que su pretensión no es la de un "acusador popular" sino que actúan como particulares damnificados en defensa de sus derechos. Ello parece producto de una reflexión tardía que, por lo tanto, resulta aquí inatendible sin que, por otra parte, se hayan objetado las consideraciones del a quo que, con sustento en el régimen procesal penal provincial, concluyeron que aquel tipo de legitimación no encuentra reconocimiento legal. Los recurrentes tampoco han cuestionado la validez del artículo 87 del Código de Procedimiento Penal de la provincia de Buenos Aires en el cual la Corte local ha fundado su exclusión del rol de particular damnificado, y sólo se han limitado a insistir en que sí reúnen ese requisito y que se encuentran amparados por el derecho al ambiente sano que les reconoce el artículo 41 de la Constitución Nacional. La cuestión se vincula con la inteligencia de esa regla de procedimiento local y el cumplimiento de las condiciones que ella exige para reconocer la calidad de particular damnificado, extremos manifiestamente extraños al ámbito del recurso extraordinario que han sido resueltos en el fallo con fundamentos de derecho común y procesal. Asimismo, carece de sustento el argumento que afirma que el futuro de este proceso depende del éxito de su recurso, pues del examen de la causa surge que la Cámara de Apelación se limitó al tratamiento de las quejas articuladas por los pretensos querellantes y por el representante de la empresa imputada, y omitió abordar el fundado recurso oportunamente deducido por el agente fiscal contra el sobreseimiento definitivo dictado, también concedido por el juez de primera instancia y que, en consecuencia, aún mantiene plena vigencia. El desconocimiento de esta circunstancia concurre a desvirtuar la impugnación y vuelve conjetural aquel perjuicio, pues al presente no puede descartarse que la instrucción resulte reabierta de prosperar la apelación del representante del Ministerio Público, una vez que el proceso sea devuelto a la jurisdicción competente y la Cámara aborde su análisis. Los fundamentos vertidos por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires no han merecido crítica alguna por parte de los apelantes, que se han limitado a reiterar que el principio que veda la reformatio in pejus también los ampara como acusadores. En esas condiciones, el recurso no cumple con el requisito de rebatir de todos y cada uno de los argumentos de la sentencia impugnada. En cuanto al agravio vinculado con el derecho a la fundamentación adecuada de los pronunciamientos judiciales, el a quo omitió expresamente, por juzgarlo innecesario, el tratamiento del planteo referido a la aplicación de los artículos 29 del Código Penal, y 1078 y 1079 del Código Civil que había sido aducido por los recurrentes al impugnar la decisión de la Cámara, circunstancia que también torna inoficiosa la apelación en ese sentido dado que se trata de una cuestión extraña al fallo. Por lo demás, tampoco se ha alegado que esa omisión cause a la parte gravamen alguno. Corresponde rechazar el agravio referido a la afectación del derecho a un ambiente sano que reconoce el artículo 41 de la Constitución Nacional y a la violación de la garantía de defensa en juicio, pues la Corte ha sentado desde antiguo el criterio según el cual la sola invocación de artículos constitucionales con motivo de situaciones regidas por leyes comunes o procesales, mientras no se alegue que éstas las transgreden, no constituye una cuestión federal directamente vinculada con el pleito. De otro modo, la jurisdicción de la Corte sería ilimitada, pues no hay derecho que en definitiva no tenga su fundamento en la Constitución, aunque esté directa e inmediatamente regido por el derecho común. No procede el recurso extraordinario que, fundado en presuntos quebrantamientos a principios y garantías constitucionales, sólo plantea cuestiones de hecho y de derecho común que no guardan relación directa e inmediata con los artículos invocados de la Constitución Nacional. Los apelantes no han planteado la invalidez constitucional de las normas procesales locales en que se ha fundado la sentencia adversa. El caso se vincula con cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, como lo es determinar el alcance del concepto "particular damnificado" contenido en el artículo 87 del Código de Procedimiento Penal de la provincia de Buenos Aires, tampoco objetado desde la óptica constitucional, y si esa condición es reunida por los recurrentes. La Corte ha sostenido que el tema resuelto, sin arbitrariedad, en los autos principales es de carácter procesal y su solución depende del alcance que se atribuya a las normas respectivas, por lo que carece de relación directa e inmediata con la garantía constitucional de la defensa en juicio.


    Empresa M. S.A. s/ Presunta infracción Artículo 200 Código Penal


    E. 121, XXXIII, 24 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Defraudación. Escribanos públicos. Prisión preventiva. Inhabilitación profesional. Duración del proceso. Derecho de trabajar. Validez de la ley. Inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. 


    El planteo de inconstitucionalidad de la ley 12.990, ya fue rechazado por la Corte, de tal forma que sólo procede volver a analizar, si, en función del tiempo transcurrido desde entonces, se configura ahora una excesiva duración del proceso penal que permita dar nuevo andamiento a esa tacha. Por ende, cualquier agravio distinto debe ser considerado como el fruto de una reflexión tardía e insusceptible de ser examinado en la instancia excepcional. El Colegio de Escribanos de la Capital al contestar traslado del recurso extraordinario expresó “teniendo en cuenta la duración del proceso penal que dio motivo a la inhabilitación de los escribanos – quienes llevan casi dos años en esa situación- y el tiempo que se llevará presumiblemente la etapa probatoria en el Plenario más la segunda Instancia que probablemente existirá, resultaría prudente evitar que el mantenimiento de dicha medida cautelar se constituya en una restricción al derecho de trabajar”. Las circunstancias del caso serían bastantes para fundar, en los términos del considerando 6° del precedente agregado, el planteo de inconstitucionalidad del artículo 4 de la ley 12.990 y, por consiguiente, para que sea admitido por la Corte.


     Juzgado Instrucción N° 24 comunica causa N° 55.734 por defraudación c/ Escribano Jorge R. G. y Edmundo G.


    J. 33, XXXIII, 27 de febrero de 1998


    Ver dictamen


    Recusación. Defensa en juicio. Resoluciones equiparables a definitiva. Oportunidad procesal. Juez de instrucción. Deber de imparcialidad. Jueces naturales. Independencia del Poder Judicial. Apartamiento del juez. Procedencia del recurso. 


    Si bien es cierto que la Corte ha sostenido que las impugnaciones vinculadas con el carácter objetivo de las causales de recusación invocadas, remiten al examen de temas de hecho y de derecho procesal ajenos en principio y por su naturaleza a la vía del art. 14 de la ley 48 cuando han sido resueltos con suficientes fundamentos que excluyen la tacha de arbitrariedad, y que las decisiones que versan sobre recusaciones no son susceptibles de recurso extraordinario por no tratarse de sentencias definitivas y versar en principio, sobre cuestiones de hecho y de derecho procesal; también ha declarado que es procedente el recurso cuando en estas cuestiones está en juego la cláusula del art. 18 de la Constitución Nacional y el instituto de la recusación, cuya vinculación ha reconocido. En fallos 257:132, se afirma que "no es dudoso que las cuestiones de recusación se vinculan con la mejor administración de justicia, cuyo ejercicio imparcial es uno de los elementos de la defensa en juicio" y que las decisiones sobre recusación son equiparables a sentencia definitiva, por cuanto el derecho en cuestión debe ser amparado en la oportunidad procesal en que se lo invoca, pues de lo contrario la posterior revisión de lo decidido dejaría de ser eficaz. Se ratifica la necesidad de atribuir la etapa preparatoria del juicio y el debate a órganos distintos; esta necesidad se debe a que la actividad desarrollada durante la instrucción puede comportar una labor esencialmente inquisitiva y, si se quiere evitar que el acusado sea juzgado por un órgano falto de imparcialidad, se hace necesario que aquella función sea asignada a un órgano, que, por principio debe tener prohibido expresamente participar durante el juicio. En esta etapa deberá conocer otro órgano jurisdiccional que no haya efectuado actividad inquisitiva alguna contra el imputado. Por ello, el juez que haya ejercido funciones decisorias durante la instrucción preliminar no puede ser juez en el debate, si decidimos ser respetuosos con lo prescripto por la Constitución Nacional y los pactos internacionales. A pesar de la jerarquía del principio, de lo razonable de estas afirmaciones y de la doctrina y jurisprudencia tanto nacional como internacional, el Código Procesal Penal establece, para los delitos correccionales, que el juez correccional instruirá y juzgará. En la organización judicial, se ha autorizado a estos jueces para que dirijan la investigación, busquen las pruebas, interroguen a los testigos y a los acusados, dicten el procesamiento, ordenen medidas cautelares; el juez correccional es, también, quien decide que corresponde la clausura la instrucción y la elevación de la causa a juicio oral para, finalmente, ser quien juzga en única instancia en tribunal unipersonal. Este no es el procedimiento que exige la Constitución. Para que el procedimiento penal esté de acuerdo con ella, necesariamente el juez que decide en el juicio público debe ser distinto del que investigó; de otro modo, se rompe la apariencia de neutralidad que debe caracterizar a un juez sentenciador, vulnerando, de este modo, las garantías consagradas por la Constitución. No hace falta una transformación de la organización judicial para ponernos a tono con la Constitución y los pactos internacionales. La solución no ocasiona "desorganización" judicial; como en toda recusación, de lo que se trata es que intervenga otro juez en reemplazo del juez que ha sido recusado. La exigencia de un juez imparcial y, por ende, la facultad de apartar a jueces sospechados de parcialidad, no debe ser confundida con una agresión a la honorabilidad u honestidad de los jueces. Para que los jueces sean personas honestas y honorables, las normas establecen cuales son los requisitos para su nombramiento, y, para el caso que un juez no lo sea se prevén sistemas de remoción. Un juez honorable no garantiza imparcialidad frente a todos los casos en los que le toca intervenir y esto no es motivo alguno de reproche al juez. Para comprender qué significa la garantía de imparcialidad debe partirse de que el temor de imparcialidad es un vicio objetivo del procedimiento y no una mala cualidad subjetiva o personal del juez. La garantía de imparcialidad es el fundamento de los principios de juez natural e independencia judicial que son instrumentales respecto de aquella. Se trata de la exigencia de neutralidad que significa: independencia de los jueces de todo poder estatal que pueda influir en la consideración del caso; e imparcialidad frente al caso, determinada por la relación del juzgador con el caso que le toca decidir, caracterizada como motivos de temor o sospecha de parcialidad del juez para excluir al juez de juzgar un caso concreto cuando está afectada su posición imparcial. Y, por último, significa también, evitar la manipulación del juez al que le toca intervenir en una causa. El juez no es imparcial por el sólo hecho de ser independiente de los otros poderes del estado o del mismo poder que él integra. Para hablar de imparcialidad es preciso vincular la relación del juez con el caso concreto que le toca juzgar y el modo de asegurar la imparcialidad del juez frente al caso es a través del apartamiento de aquel respecto del cual existe temor de parcialidad. Se los llama motivos de apartamiento y describen las relaciones abstractas que la ley procesal describe como fundantes de la sospecha de parcialidad. Algunos de estos motivos, como el parentesco por ejemplo, operan de pleno derecho, independientemente del interés de los que intervienen en el proceso. Hay, además, otros motivos que pueden tener aquellos que están interesados en el resultado del procedimiento quienes son, justamente, quienes pueden sufrir el temor de parcialidad que puedan dar lugar al apartamiento de los jueces. Por otra parte, no pueden preverse en la ley todos los motivos por los cuales un juez puede ser sospechoso de parcialidad. De hecho, nuestra legislación deja fuera muchos de los motivos "objetivos" que, sin dudar, deben permitir que se promueva el apartamiento del juez. En general, cuando se establecen las causales de recusación, lo que se trata de hacer es facilitar en casos específicos el planteamiento del problema, su prueba, etc. Por ello se establecen motivos que operan de pleno derecho y a través de normas de orden público, dada la importancia del motivo que funda la causal. Los tribunales han entendido que la enumeración de las causales de inhibición y recusación son taxativas y de interpretación restrictiva. Por el contrario, entendemos que la enumeración hecha en la ley no reviste esas características sino que debe permitirse a los interesados demostrar la existencia de un temor razonable por la posible parcialidad de un juez, apoyado en razones analógicas que fundan seriamente su pretensión. En el derecho comparado se regula como causa genérica fundante del apartamiento de un juez, el "temor de parcialidad", exigiendo al "temeroso" que denuncie la situación y la demuestre. Al contrario de lo que ocurre con las causales que operan de pleno derecho, éstas otorgan el derecho a quien quiera evitar la actuación de un juez, para que demuestre su temor. La función de investigar para decidir si una persona va a ser llevada a juicio y la función de juzgarla no pueden estar a cargo de la misma persona. El cumplimiento de aquel paradigma exige que, en la estructura judicial, quien instruyó el proceso penal, total o parcialmente, no pueda dirigir el juicio y dictar la sentencia. En el derecho positivo argentino, en el ámbito federal, ese paradigma parece romperse con la organización de la justicia correccional: el código de procedimientos en el artículo 27 establece que el juez correccional investigará y juzgará en única instancia y, en el art. 405 dispone que en el juicio el juez correccional tendrá las atribuciones propias del presidente y del tribunal. Estas normas constituyen uno de los resabios más fuertes del proceso inquisitivo que tiene por característica el colocar a cargo de un único órgano la facultad de requerir la administración de justicia y de prestar el servicio de administrar justicia. El derecho penal liberal, por el contrario, distinguió las funciones de requerir y decidir, como instrumento formal para lograr una realización eficiente del derecho del imputado a defenderse, adjudicando cada una de ellas a dos órganos estatales distintos: ministerio público y tribunal. La necesidad de distribuir las etapas de instrucción y juicio oral entre órganos distintos es un requisito ineludible que tiene por finalidad evitar que el acusado sea juzgado por un órgano falto de imparcialidad. Por ello, se hace necesario que la función investigativa sea encomendada a un órgano, al que se le debe prohibir expresamente la posibilidad de intervenir luego en el juicio oral, cuyo conocimiento ha de quedar reservado a otro órgano jurisdiccional que no haya efectuado actividad inquisitiva alguna contra el imputado. Igual principio sientan los tratados y convenciones de derechos humanos que son derecho positivo vigente, los cuales son paradigmáticos en cuanto a la exigencia de imparcialidad debido a que la exigen conjuntamente con la garantía del juez natural y la independencia judicial: se exige un juez imparcial como un requisito más que no se confunde con aquellos otros. El modo que tiene la legislación de reglamentar la garantía constitucional es estableciendo en las leyes procesales los mecanismos necesarios para apartar de una causa a un juez que no asegura la imparcialidad. El art. 88 de la ley 24.121, que reformó el inc. 1 del art. 55 del CPP: suprimió la parte que establecía la inhabilidad del juez que en el mismo proceso hubiere pronunciado o concurrido a pronunciar sentencia o auto de procesamiento y mantuvo la recusabilidad del juez que hubiera intervenido en el mismo proceso como funcionario del ministerio público, defensor, denunciante, querellante o actor civil, o hubiera actuado como perito o conocido el hecho como testigo, o si en otras actuaciones judiciales o administrativas hubiera actuado profesionalmente a favor de alguna de las partes involucradas. El art. 58 del Código Procesal al establecer que las partes podrán recusar al juez sólo cuando exista uno de los motivos enumerados en el artículo 55, ha dado lugar a que se sostenga la taxatividad de las causales de recusación de los jueces. Los procesalistas más prestigiosos de nuestro país advirtieron este problema y señalaron el defecto grave que significa que, tal como sucede en algunas provincias y en el orden nacional, el instructor actúe también como juez de sentencia. Así, quienes dirigieron la reforma procesal penal establecieron un motivo de recusación y excusación, que operaba de pleno derecho: el juez de instrucción que en el mismo proceso pronunció o concurrió a pronunciar auto de remisión a juicio o intervino como Juez de instrucción no podía integrar el tribunal de juicio. La jueza correccional, por haber instruido en esta causa no puede ser considerada objetivamente imparcial para dictar sentencia. Como cualquier otro juez que de algún modo ha intervenido en la etapa instructoria, puede suponerse que ya ha realizado una valoración que le ha permitido considerar al acusado como sospechoso de haber sido autor del delito por el que se lo está procesando. La jueza no sólo dictó un auto de procesamiento sino que, además, impuso una inhabilitación provisoria para, finalmente, elevar la causa a juicio. Esta valoración penetra la imparcialidad y es normal que esto ocurra. El actual procedimiento, en la etapa instructoria, tiene una fuerte influencia inquisitiva que limita la intervención de las partes y otorga amplísimas facultades al juez que la instruye: investiga, dicta auto de procesamiento, decide sobre las medidas de coerción, recoge pruebas que luego serán valoradas en el juicio y, cuando considera que ha finalizado la instrucción puede decidir, como en este caso, la apertura del juicio. Mientras esta etapa se va desarrollando el juez, quiera o no, se va formando una opinión sobre el hecho y sobre el acusado. Por estas razones objetivas es que puede temerse que el juez sea parcial, independientemente de la honestidad o rectitud del magistrado e independientemente del esfuerzo que haga para observar el juicio sin prejuicios a favor o en contra del acusado. Es de vital importancia, intentar darle solución sin recurrir a la consideración de la inconstitucionalidad de una ley y hacerse una interpretación que permita sostener que todas las normas en juego pueden ser consideradas conformes con la Constitución. La única interpretación posible consiste en sostener que el art. 27 del CPP cuando establece que: "El juez en lo correccional investigará y juzgará en única instancia...", está atribuyendo a todos los jueces correccionales la facultad de investigar y juzgar. Para garantizar la imparcialidad, cuando el imputado así lo solicite, el juez al que le toque investigar no podrá luego juzgar en la causa por él instruida y deberá elevarla a otro juez correccional que tendrá, en el juicio propiamente dicho, las atribuciones propias del presidente y del tribunal de juicio, tal como lo dispone el art. 405 del citado cuerpo legal. Debe remarcarse que, derecho positivo o ley vigente, como conceptos, no se limitan a la regulación hecha en el Código Procesal Penal o a las leyes que lo modifican. La Constitución Nacional y los Pactos a ella incorporados son derecho vigente que los tribunales deben aplicar en su decisiones con preeminencia a las leyes que los reglamentan. Si los tratados de derechos humanos garantizan el derecho a ser juzgado por un tribunal imparcial, no puede desconocerse este derecho por la mera razón que el legislador olvidó regular ciertos supuestos cuando trató los casos de recusación de los jueces. Tampoco pueden utilizarse argumentos utilitarios en materia de principios básicos. Se trata de una cuestión de organización que establezca el mecanismo por el cual aquel que llevó a cabo la instrucción, al terminarla la remita a un colega para que la juzgue, al menos cuando es recusado por alguno de los intervinientes con motivo del temor de parcialidad. Esto no significa diseñar una organización judicial diferente sino, tan sólo, prever una regla que establezca que cerrado el sumario por un juez penal, lo transmita a su colega para su juzgamiento.


    Z., Ariel F. s/ Recusación s/ Extraordinario


    Z. 81, XXXIII, 24 de septiembre de 1998


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Hábeas corpus. Superior Tribunal de la Causa. Interpretación de la ley. Denegatoria del recurso. 


    La tradicional doctrina de la Corte referida al concepto de tribunal superior de la causa, permite afirmar que debe ser considerado tal, aquél que dentro de la respectiva organización procesal se encuentra habilitado para decidir en último término la cuestión debatida. Sentado ello, y toda vez que resulta necesario determinar en el trámite de la acción de hábeas corpus, qué tribunal dentro del ámbito de la justicia federal reviste tal carácter, corresponde examinar, entonces, si la cuestión planteada en el juicio es susceptible de ser revisada por otro órgano dentro del ordenamiento procesal vigente, diferente del Máximo Tribunal. Es cierto que la ley n° 23.098 prevé un trámite especial y que en su artículo 7° otorga a las partes la posibilidad de interponer un recurso de inconstitucionalidad ante la Corte Suprema, y que, a tal fin, según también contempla, serán consideradas definitivas las sentencias que dicten los "tribunales superiores". Ahora bien, aun cuando la ley de hábeas corpus contemple en su capítulo II un procedimiento especifico, no es posible desconocer la aplicación supletoria del Código Procesal Penal de la Nación (ley 23.984), régimen al que hoy día cabe remitirse en virtud de la expresa previsión del citado artículo 7°, en cuanto regula que el recurso de inconstitucionalidad contra las sentencias que dicten los tribunales superiores, “procederá en los casos y formas previstas por las leyes vigentes". Es por ello que si bien la ley no contempla expresamente la intervención de la Cámara Nacional de Casación Penal, sobre tal circunstancia no resulta atinado fundar su exclusión, pues dicha redacción -al igual que no se mencionan allí las cámaras de apelaciones para el anterior régimen (ley 2372) o las máximas instancias provinciales-, responde a una técnica legislativa adecuada, capaz de despejar las posibles dudas que pudieran generarse en los apelantes, en un trámite que merece contar, en razón de su naturaleza, con reglas claras de impugnación.


    Recurso extraordinario promovido por la defensa de Claudia Beatríz A. y otros


    A. 61, XXXIV, 03 de abril de 1998


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Pedido de extradición. Orden de captura. Cooperación internacional. Nulidad procesal. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que la procedencia de la extradición, cuando existe tratado, está condicionada al cumplimiento de las exigencias formales y requisitos prescriptos en él, cuyo contenido es el producto del expreso acuerdo de voluntades de los gobiernos que los aprobaron. Asimismo, como consecuencia del principio de subsidiariedad expresa contenido en el artículo 2° de la nueva ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, el procedimiento judicial en este tipo de rogatorias ha de adecuarse a lo previsto en la Sección 2° de su capítulo II. De las constancias de autos se desprende que el trámite impreso a estas actuaciones no se ajustó al previsto por el sistema legal vigente, en el caso, el de la ley 24.767, tendiente a garantizar la seriedad del pedido y salvaguardar los derechos del extraditado. Ello así, pues la magistrada, omitió la celebración del juicio de extradición, oportunidad en la cual se le permite al solicitado oponer todas las excepciones y defensas que estime corresponder, que únicamente puede ser dejado de lado, de concurrir las circunstancias previstas en los artículos 28 y 29, lo que no sucede en el caso.


    Jefe sección operaciones departamento Interpol s/ Captura


    B. 108, XXXIV, 07 de mayo de 1998


    Ver dictamen


    Extradición. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Es doctrina reiterada de la Corte que la procedencia de la extradición, cuando existe tratado, está condicionada al cumplimiento de las exigencias formales y requisitos establecidos en él, cuyo contenido es el producto del expreso acuerdo de voluntades de los gobiernos que lo aprobaron. Toda vez que la materia de extradición se encuentra vigente entre la República Argentina y la República Oriental del Uruguay el tratado de Montevideo de 1889, es a la luz de sus previsiones que debe analizarse el caso, sin perjuicio de la aplicación supletoria de las normas internas, ya fuere por expresa remisión o por no contemplar determinadas circunstancias. La petición del recurrente no puede encontrar sustento en el principio de subsidiariedad contenido en la ley 24.767, pues tal como quedó sentado, su aplicación está condicionada para todo aquello que no disponga en especial el tratado, y toda vez que el convenio existente entre la República Oriental del Uruguay y la República Argentina, señala el trámite a seguir, es a éste al que debe sujetarse la actuación del tribunal.


    R. S., César A. s/ Extradición


    R. 36, XXXIV, 10 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Aplicación de tratados internacionales. Presentación extemporánea. Defensa en juicio. Confirmación de sentencia. 


    En lo referido a la omisión de designar intérprete durante la instrucción, de las actuaciones surge con nitidez que el imputado entendía e incluso hablaba el idioma castellano. Es que personalmente compareció en reiteradas oportunidades ante la prevención y el tribunal actuante, sin mencionar ni exhibir ninguna dificultad con el idioma: designó defensores, aportó sus datos personales, se reservó sus derechos para ejercerlos oportunamente ante el juzgado requirente, expresó su intención acerca de una entrevista con la defensa oficial y firmó diversas constancias y escritos, todo ello en castellano y sin traductor. Asimismo, sus letrados solicitaron y obtuvieron fotocopias de la causa invocándolo como su destinatario. Estos antecedentes indican que hasta el momento en que el imputado, en forma repentina, comenzó a utilizar en autos el idioma portugués, ninguno de los sujetos procesales intervinientes tuvo noticia de que lo afectaba alguna dificultad en la comprensión del castellano. Así las cosas, queda claro que en ningún momento se ha afectado el derecho que reconoce el artículo 14, apartado 3°, inciso f), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Por lo tanto, el agravio resulta improcedente. Tampoco debe prosperar la impugnación basada en que no habría tenido posibilidad de obtener asistencia de funcionarios consulares. En primer lugar, se aprecia una manifiesta insuficiencia en la fundamentación de este agravio, toda vez que ni durante el debate ni en los escritos de apelación, se ha cuestionado el informe actuarial en el que, al día siguiente de la detención, se dejó constancia que personal del Departamento Interpol de la Policía Federal, se había comunicado telefónicamente con autoridades del Consulado de la República del Brasil en Argentina, para poner en su conocimiento lo actuado. Esta defensa se ha fundado en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, cuyo artículo 36, párrafo 1, apartado b). Se advierte entonces, que no sólo se comunicó inmediatamente al consulado la detención, sino que, además, se lo hizo de oficio, razón por la que no es posible alegar que se ha violado la citada convención, máxime cuando tampoco existe constancia alguna que indique que el nombrado haya solicitado esa asistencia tal como lo requiere aquel instrumento; ni que funcionarios diplomáticos se hayan visto impedidos de visitarlo, de acuerdo con la facultad que les reconoce el apartado c) del artículo citado. En referencia a la omisión de recabar informes ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, acerca de si el imputado registraba la condición de refugiado, el claro texto del decreto 251/90, en que se ha apoyado el apelante, permite descartar el agravio, pues de ninguna de sus prescripciones surge que tal corroboración deba ser promovida por el juez a cargo del trámite de extradición, sino que, por el contrario, se trata de un obligación puesta en cabeza de la Cancillería. Además, ese método de verificación ha sido mantenido en la ley 24.767, de Cooperación Internacional en Materia Penal, cuyo artículo 20 también atribuye a la mencionada cartera del Poder Ejecutivo la carga de comprobar, previo al trámite judicial, si la persona requerida posee la condición de refugiado. En consecuencia, toda vez que compete a las autoridades administrativas establecer la existencia de ese impedimento, no es posible alegar que su inobservancia genere alguna nulidad procesal, más aún cuando el Ministerio de Relaciones Exteriores tomó debido conocimiento del caso y tampoco se ha invocado o acreditado la condición de refugiado. En lo referido al agravio referido a que la infracción a la ley tributaria belga por la que se ha solicitado la extradición, no se encuentra incluida entre los delitos que comprende el tratado bilateral aplicable, es menester señalar que el planteo no fue sometido a decisión del a quo durante el debate ni, consecuentemente, al motivar en sus estrados la apelación interpuesta contra la sentencia, sino recién en ocasión de ampliar ante la Corte los fundamentos de la apelación. La tardía etapa que la defensa ha elegido para la reedición de este cuestionamiento, impide su consideración en esta instancia. Ello es así, pues el ámbito de conocimiento de la Corte por vía del recurso de apelación ordinario se encuentra ceñido, en principio, a lo debatido en la audiencia oral, que ha fijado de modo definitivo el objeto del pleito. Por lo demás, los agravios por los cuales el juez concedió el recurso, tampoco comprenden aquél ingresado a posteriori. No escapa que la naturaleza penal de los procesos de extradición, ha permitido que ese principio, establecido esencialmente en procesos de materia civil y comercial, ceda a fin de garantizar el ejercicio del derecho de defensa en juicio, máxime ante la ausencia de un régimen legal sobre el trámite del recurso de apelación ordinario para las causas de naturaleza criminal. La Corte ha interpretado que en esa clase de procesos, habida cuenta que el recurso no se fundamenta al momento de su interposición ni se sustancia ante el tribunal apelado, debe atenderse a la defensa en juicio de los requeridos de extradición y otorgarse la oportunidad de expresar agravios contra la sentencia que la concede o de mejorar los fundamentos de la que la deniega. A tal fin, juzgó que esa garantía se satisface adecuadamente con la posibilidad de presentar un memorial dentro de los diez días de notificada la providencia de autos. Si bien esa hermenéutica es la que mejor asegura el ejercicio del derecho de defensa, las señaladas características del sub lite, permiten, no obstante, la aplicación del temperamento indicado al comienzo, que ya fue seguido por la Corte. Por lo tanto, la posibilidad de expresar agravios o de mejorar fundamentos que la Corte ha reconocido, debe necesariamente circunscribirse a lo que constituyó materia de discusión ante el a quo. De ese modo, además de otorgarse al juez la legítima posibilidad de expedirse sobre un punto que se pretende sea revisado en la posterior instancia, se observa el requisito de gravamen que toda impugnación supone, pues si una cuestión no fue planteada durante el debate y en la sentencia nada se decidió sobre ello, no es posible la existencia del agravio indispensable para habilitar, por ese aspecto, la vía recursiva contra el fallo dictado. Asimismo, este mecanismo permite que el objeto a revisar por la Corte resulte más elaborado.


    G., Claudio s/ Captura


    G. 218, XXXIV, 09 de diciembre de 1998


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Traductores públicos. 


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado y al cuadro de aranceles que luce en la causa, resulta adecuado regular la suma de ciento treinta pesos.


    Perito Traductora Susana Mabel Fij (Idioma Francés) s/ Incidente de regulación de honorarios


    S. 143, XXXII, 14 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XI


    Derecho Tributario y Aduanero


    Recurso extraordinario


    Delitos aduaneros. Contrabando. Confirmación de sentencia. 


    La Corte por vía del artículo 14 de la ley 48, se encuentra facultada para interpretar los preceptos legales en juego, pues lo realmente impugnado es la inteligencia de normas de naturaleza federal y la decisión apelada ha sido contraria a las pretensiones que los recurrentes fundan en ellas. Con relación al fondo del asunto, en la causa “Legumbres S.A.”, previo reiterar la Corte el criterio sentado en anteriores precedentes en cuanto a que el legislador ha concebido al delito de contrabando como algo que excede el mero supuesto de la defraudación fiscal, pues lo determinante para la punición es que se tienda a frustrar el adecuado ejercicio de las facultades legales de las aduanas, que tanto las tienen para lograr la recaudación de los gravámenes como para velar por la correcta ejecución de las normas que estructuran el ordenamiento económico nacional, sostuvo que dentro de esta concepción las funciones aduaneras comprenden las facultades necesarias para controlar la concurrencia de los supuestos que regulan los gravámenes aduaneros o fundan la existencia de restricciones o prohibiciones a la importación o exportación. Vinculado con el bien jurídico tutelado la Corte insistió en que el artículo 863 del Código Aduanero se refiere a las funciones que las leyes acuerdan a las aduanas para el control sobre las importaciones y exportaciones. Tal precisión legal implica que las funciones a las que se refiere aquella norma son las específicamente previstas en el artículo 23 del código, en tanto se refieran directamente al control sobre las importaciones o las exportaciones, como serían las facultades necesarias para controlar la concurrencia de los supuestos que regulan la recaudación de gravámenes aduaneros o fundan la existencia de restricciones y prohibiciones a la importación, de las cuales quedan excluidas, en consecuencia, las facultades de control que pudiera tener y que no se vinculan directamente con el tráfico internacional de mercaderías. A partir de la pauta sentada por la Corte en el mencionado precedente, en el delito de contrabando la función de la Aduana consiste en controlar el tráfico internacional de mercaderías, con fines arancelarios y de cumplimiento de las prohibiciones sobre las importaciones y exportaciones. Por lo tanto, para establecer si una conducta determinada afecta ese control hay que ponderar si dicho proceder, más allá de configurar o no un requisito indispensable para la importación o exportación, pudo incidir sobre la mercadería tanto en la aplicación de prohibiciones o restricciones, como en la correcta percepción de los gravámenes, toda vez que de corroborarse ello se afectaría aquella función de naturaleza inequívocamente aduanera. En lo concerniente al principio de la ley penal más benigna en materia aduanera, los sólidos fundamentos vertidos en el fallo apelado encuentran sustento en el criterio sentado por la Corte, en distintos precedentes, en virtud del cual no es aplicable ese principio que consagra el artículo 899 de la ley 22.415 a las modificaciones que se sustenten en el cambio de tratamiento aduanero de mercaderías, ya que ello no constituye una variación del tipo penal descripto por la norma aplicada. Si bien con referencia a infracciones de otra índole aunque de características similares a las aduaneras, la Corte recientemente ha reiterado aquella doctrina al sostener que la excepción a los principios del derecho penal se justifica por las particularidades del bien jurídico protegido por la legislación específica que es en última instancia el orden público económico, cuyo resguardo se debilitaría mortalmente si se despojase de toda consecuencia a la lesión infligida a los intereses del Estado en un momento fáctico distinto al existente al dictar sentencia. No cabe, pues, aplicar indiscriminadamente el principio del artículo 2 del Código Penal dado que la variación reglamentaria no releva de pena a quien ha infringido la ley mientras se hallaba vigente.


    V., Constancio y otros s/ Contrabando


    V. 185, XXXIII, 05 de agosto de 1998


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. 


    El recurso planteado resulta improcedente, toda vez que la Corte tiene dicho que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48, salvo cuando media denegación del fuero federal, o en otras hipótesis excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, y que la definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En tal sentido la Corte ha señalado que las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48.


    Julio C. Susperreguy S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Impugnación de deuda


    J. 10, XXXIV, 02 de julio de 1998


    Ver dictamen


    Sobreseimiento. Oposición fiscal. Régimen penal tributario. IVA. Evasión fiscal. Período fiscal de liquidación. Interpretación de la ley. Interpretación restrictiva. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Mantenimiento del recurso. 


    Las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras que emplean sin violentar su significado específico, máxime cuando aquél concuerda con la acepción corriente en el entendimiento común y la técnica legal empleada en el ordenamiento jurídico vigente. Cuando la letra de la ley, como primera fuente de su exégesis, no define la cuestión, resulta adecuado interpretar la norma en concordancia con el contexto general y los fines que la informan, debiendo la labor del intérprete, ajustarse a un examen atento y profundo de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente para evitar la frustración de los objetivos de la norma. La Corte tiene dicho que el alcance de las leyes tributarias debe determinarse computando la totalidad de las normas que la integran, para que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo a las reglas de una razonable y discreta interpretación. La normativa de naturaleza extrapenal que regula algún tributo en particular -como la ley 23.349-, debe ser interpretada en forma restrictiva respecto de aquellos puntos que puedan significar un cambio o alteración en los términos generales de un tipo penal como el instaurado en el artículo 2º de la ley 23.771, pues de lo contrario podría dárseles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras. La Cámara ha otorgado un alcance irrazonable a la locución "ejercicio o período fiscal", contenida en el artículo 2º de la ley 23.771, puesto que la inteligencia dada implica necesariamente particularizar la interpretación de la norma penal según la mecánica propia de liquidación y pago de cada impuesto o tributo nacional. Ello, por cuanto ni la voz en crisis, ni el elemento objetivo del tipo constituido por la cuantía de la defraudación, requieren para su realización, que se distinga entre cada tributo en particular, sino que, tal como están enunciados, sientan una igualdad genérica para todos ellos, independientemente de las características técnicas de cada tributo. En este contexto, habida cuenta el razonamiento del a quo, resultaría que el obligado al pago de una imposición de ingreso mensual, que evadió por el monto exigido en cada uno de los meses del año, sea sometido a proceso por el concurso de doce hechos independientes, lo cual importaría colocarlo en situación evidentemente más gravosa, respecto de a quien se le reprocha la comisión de una única defraudación, sin más variación que la circunstancia de tratarse de un tributo de liquidación anual. Seguir tal inteligencia, equivale prescindir ilógicamente de los extremos que informan la norma en franco desmedro de ese principio igualitario inferido de sus términos. Para el delito fiscal del artículo 2º, cuando se trata de tributos instantáneos pero de declaración periódica, no debe considerarse a la pluralidad de las cuotas evadidas correspondientes al plazo anual, como múltiples defraudaciones, sino que, ese lapso es el que otorga unidad a las cuotas parciales, que sumadas, sí agotarán en forma de único hecho delictivo aquella previsión. Si bien el impuesto al valor agregado reconoce una mecánica de liquidación mensual, el propio artículo 23 de la ley que lo regula, instituye la obligatoriedad de presentar ante el ente recaudador "una declaración jurada anual informativa", que cierra o define la situación económica impositiva del contribuyente a lo largo de un ejercicio fiscal o año calendario. Al haber actuado los imputados bajo forma de persona jurídica, es atinente recordar que el ejercicio siempre es anual, y correrá entre las fechas de apertura y cierre para las personas jurídicas, y será el año calendario para las personas físicas y sucesiones indivisas. Al contrario, el período fiscal puede ser anual, pero también puede ocurrir que sea mensual, como sucede con el IVA o con el impuesto a los servicios financieros. En tal caso cabe preguntarse en qué lapso debe producirse el daño patrimonial por el monto necesario para que la infracción se configure. Nos inclinamos por pensar que prevalece el concepto de "ejercicio fiscal", y que, en consecuencia, deben sumarse los perjuicios que se cometan a lo largo de los doce meses del ejercicio". Asimismo, los administradores de las sociedades por acciones deben observar un período anual para presentar los estados contables a consideración de los accionistas, dado que, para las personas jurídicas, ese es el espacio temporal de duración del balance, donde se asientan todas la operaciones relativas a la empresa, incluidas las fiscales, por lo que no es pertinente interpretar otro término -como "ejercicio fiscal"- que no sea el anual. Sin dejar de advertir que se trata de una ley posterior, la ley 24.769 -modificatoria de la 23.771- prescribe en su artículo 1º que: "Será reprimido con prisión... siempre que el monto evadido excediere la suma de... por cada tributo y por cada ejercicio anual, aún cuando se tratare de un tributo instantáneo o de período fiscal inferior a un año". También la norma contenida en el artículo 47 del decreto 1397/79, que reglamenta el inciso b) del artículo 46 de la ley 11.683, contempla una hipótesis similar a la contenida en el artículo 2º de la ley 23.771, es decir, la evasión fraudulenta en un período fiscal y por un monto determinado: "...en el caso de impuestos que no se liquidan por períodos fiscales anuales, a fin de determinar el monto de las obligaciones tributarias omitidas, se computarán los correspondientes a cada año calendario o, cuando se trate de contribuyentes o responsables que practiquen balance anual, los correspondientes a cada ejercicio...".


    M., Roque Antonio s/ Infracción Ley 23.771


    M. 150, XXXIV, 05 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Impuesto inmobiliario. Confiscatoriedad. Derecho de propiedad. Capacidad contributiva. Razonabilidad tributaria. 


    Con relación al impuesto inmobiliario básico, o también denominado contribución territorial, establecido por la Provincia codemandada, ha señalado la Corte que, para apreciar si éste causa efectos confiscatorios, debe producirse la absorción de una parte sustancial de las utilidades efectivamente producidas por el inmueble gravado, y demostrarse que éstas constituyen el rendimiento normal medio de una correcta explotación del mismo, no disminuido por una inapropiada administración del contribuyente o por circunstancias eventuales. En orden al punto a partir del cual la contribución se torna confiscatoria, la Corte expresó, ya desde Fallos: 206:247, que el derecho de propiedad que la Constitución garantiza es inconciliable, en circunstancias ordinarias, con el desapoderamiento a título de impuesto de más de un treinta y tres por ciento de la utilidad corriente de una correcta explotación de los inmuebles rurales, con lo cual puede apreciarse que esa pauta, calculada sobre las utilidades correctamente obtenidas del inmueble objeto del gravamen, puede considerarse consolidada. La Corte fijó el 33% de la renta gravada para el supuesto en que existieran recargos o adicionales sobre el tributo en cuestión. Según consideró, por el mero hecho de que, junto con el tributo básico se cobrara una porción adicional o recargo, el límite más allá del cual aparecía violado el derecho de propiedad no podía verse modificado. Dentro de la riqueza alcanzada por impuesto sobre los capitales, se encuentran los mismos bienes inmuebles gravados por el impuesto inmobiliario local. La Ciencia de la Hacienda Pública enseña que, la imposición sobre los patrimonios o capitales, es una forma de tributación que acompaña a la imposición sobre la renta, necesariamente como un correctivo de la misma. Esto es válido tanto para los impuestos globales sobre el patrimonio, como para aquellos otros que graven manifestaciones parciales de éste. No cabe otra posibilidad, atento la garantía de la propiedad privada en nuestro sistema constitucional, reconocida por los arts. 14 y 17 de la Carta Magna, puesto que, de lo contrario, desde el momento en que la imposición obligara al contribuyente a desprenderse de elementos patrimoniales para solventar el tributo, el impuesto terminaría aniquilando el capital inicial, siendo por lo tanto el resultado obtenido contrario a la garantía señalada. Cuando el contribuyente demostrare fehacientemente, conforme con las normas dictadas por la Dirección General Impositiva, que el valor de sus inmuebles es inferior en más de un diez por ciento al valor determinado de acuerdo con las normas de esta ley, el organismo deberá autorizar que este último valor se reduzca en la proporción correspondiente. Sin embargo, la aplicación de este mecanismo, de por sí, no excluye la posibilidad de que el impuesto se torne confiscatorio en todos los casos, y menos aún en el supuesto en que concurra con otros gravámenes, sean nacionales o locales. En efecto, puede ocurrir que la corrección realizada respecto del valor de los inmuebles considerados no alcance a mitigar la incidencia del gravamen, que de todas formas continúe detrayendo más del 33% de la renta obtenida, evaluada ésta conforme con las indicadas pautas jurisprudenciales. La Corte afirmó, en diversos pronunciamientos, ciertas pautas que permiten inferir que el alegado vicio de confiscatoriedad puede producirse no sólo en casos individuales, sino también en hipótesis de múltiple imposición. Conclusión que, por otro lado, puede considerarse lógicamente deducible, puesto que, si el mismo objeto gravado por un tributo puede ser alcanzado por éste en forma confiscatoria, nada impide que al mismo resultado pueda arribarse por más de un tributo. En caso contrario, bastaría recurrir al subterfugio de establecer dos impuestos formalmente separados, pero jurídica y económicamente concurrentes sobre el mismo bien, para desbaratar la defensa del contribuyente, despojándolo por la vía tributaria. Al no poder obtener la declaración de inconstitucionalidad de cada uno de ellos por separado, puesto que aisladamente considerados se mantienen dentro del margen de la razonabilidad, el contribuyente igualmente resultaría alcanzado en forma confiscatoria por el resultado de la aplicación de ambos gravámenes en forma conjunta. Esta tesitura, además, acarrearía una indebida limitación de las facultades de los jueces, quienes las verían recortadas sin posibilidad de intervenir ante lo que seguiría resultando, como en el caso anterior del tributo único, una clara violación de mandatos constitucionales. En el aspecto atinente al sujeto activo, es irrelevante que estos tributos concurrentes provengan del mismo o de distintos niveles de gobierno, en cuanto al análisis de sus posibles resultados violatorios de las garantías constitucionales. Desde los pronunciamientos de Fallos: 137:212 y 149:260, ha quedado claramente establecido por la Corte que la doble o múltiple imposición, proveniente de diversos niveles estatales, no es de por sí inconstitucional, salvedad hecha de que en el caso se violara alguna garantía constitucional explícita o implícita. Por otra parte, no debe perderse de vista que la capacidad contributiva manifestada por el contribuyente es única, siendo ella un requisito indispensable de validez para todo gravamen, y que debe verificarse en todos los casos aun cuando no se exija que ella guarde una estricta proporción con la cuantía de la materia imponible. Y cuando esa capacidad se excede por la incidencia tributaria, privando al derecho de propiedad del contribuyente de su real contenido, la tacha de confiscatoriedad debe prosperar. Si la capacidad contributiva tomada en consideración por el legislador en los impuestos analizados es la renta que los mismos producen, en condiciones normales de explotación, y si esta renta así obtenida resulta afectada en su totalidad al pago de los impuestos, quedaría configurado, en estas circunstancias, un supuesto de confiscatoriedad. No sólo resulta coherente el cómputo conjunto de los gravámenes efectivamente impugnados por el particular, en la medida en que recaigan sobre la misma renta, sino que además, existen otros gravámenes que la alcanzan que si bien no han sido concretamente impugnados en el sub lite, no deberían dejarse de tomar en consideración al momento de establecer la incidencia real de los gravámenes concretamente impugnados por vicio de confiscatoriedad. Tampoco puede ser obstáculo para las consideraciones precedentes el hecho de que cada tributo, en su consideración individual, no sea violatorio de normas constitucionales. Ha expresado el Tribunal que en casos análogos esta Corte ha resuelto que corresponde declarar la inconstitucionalidad de normas que devienen indefendibles desde el punto de vista constitucional, pues el principio de razonabilidad exige que deba cuidarse especialmente que los preceptos legales mantengan coherencia con las reglas constitucionales durante el lapso que dure su vigencia en el tiempo, de suerte que su aplicación concreta no resulte contradictoria con lo establecido en la Carta Magna.


    Gómez Alzaga, Martin Bosco c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Inconstitucionalidad


    G. 348, XXIII, 30 de noviembre de 1998


    Ver dictamen


     


     


     

  


  
    Capítulo XII


    Economía y Finanzas


    Recurso extraordinario


    Accidente de tránsito. Indemnización. Ejecución de sentencia. Transporte de pasajeros. Asegurador. Emergencia económica. Decreto de necesidad y urgencia. Plan de pagos. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El art. 1 del decreto 260/97 del PEN declaró en "estado de emergencia" por el plazo de treinta y seis meses a la actividad aseguradora del transporte de pasajeros, y a las empresas prestadoras de ese servicio público. La norma dispuso que las obligaciones de dar sumas de dinero resultantes de sentencias firmes dictadas hasta la vigencia del decreto, y de las que durante la emergencia condenaran al resarcimiento de daños provocados en ocasión o con motivo de la prestación del servicio, serían atendidas en sesenta cuotas mensuales, iguales y consecutivas, con un semestre inicial de gracia. Las costas y otros accesorios se deben ajustar a idéntico régimen de excepción. Durante la emergencia cesará toda medida ejecutoria contra los beneficiados por la norma, prohibiéndose despachar contra ellos actos o medidas precautorias que afecten su desenvolvimiento financiero o la prestación del servicio. En virtud de principios jurisprudenciales elaborados durante décadas por la Corte, a través de los que se legitima la limitación del derecho de propiedad cuando median circunstancias de emergencia social, "el exclusivo camino indefectible para cuestionar con algún éxito preceptos de tal índole sería el que llevase, o bien a controvertir en sí misma la concepción del estado de emergencia, negándolo o restándole la entidad que se pregona, o bien discutir la razonabilidad del grado de vinculación entre dicho estado de crisis y las medidas que en concreto se tomaron para paliarlo, afectando a quien acciona". El riesgo social referenciado surge de los considerandos del decreto desde que se encontraban en trámite alrededor de veintisiete mil juicios por reclamos resarcitorios en virtud de accidentes de tránsito, que superaban la suma de seiscientos millones de pesos. Ello, conducía a una situación de insolvencia a las pocas compañías de seguros que asumieron el riesgo de operar con un sector de alta siniestralidad, lo cual afectaría, en definitiva, la prestación del autotransporte público de pasajeros. Por otro lado, se señaló que en los medios de transporte automotor se desplazan a diario nueve millones de personas, sin que existan medios alternativos para efectuar esos traslados y que esa actividad comercial es fuente de ingresos para cien mil trabajadores, los cuales corrían serio peligro de perder sus empleos. En esas condiciones, la medida no podía aguardar los trámites ordinarios de formación de las leyes. La situación de emergencia surge de la propia fundamentación del decreto y no ha sido desvirtuada por quienes descalifican la norma. Para que exista válidamente una situación de emergencia que justifique una decisión legislativa de este tipo deben darse cuatro requisitos: 1º una situación de emergencia que imponga al Estado el deber de amparar los intereses vitales de la comunidad; 2º que la ley tenga como finalidad legítima, la de proteger los intereses generales de la sociedad y no a determinados individuos; 3º que la moratoria sea razonable, acordando un alivio justificado por las circunstancias; 4º que su duración sea temporal y limitada al plazo indispensable para que desaparezcan las causas que hicieron necesaria la moratoria. Se presenta en este caso "aquella situación extraordinaria que gravita sobre el orden económico social con su carga de perturbación acumulada, en variables de escasez, pobreza, penuria o indigencia, origina un estado de necesidad al que hay que ponerle fin". La medida adoptada no aparece dirigida a crear un beneficio sectorial sino ordenada a proteger un interés general de la sociedad. Sin duda, de ocurrir en un futuro una situación de falencia generalizada entre las compañías de autotransporte de pasajeros, el caos en las comunicaciones terrestres, y la consecuente incomunicación de grandes sectores de la población sería la primera consecuencia, junto con la pérdida de la fuente de trabajo de miles de personas, y la incertidumbre acerca de la cobrabilidad o no de los créditos de otros tantos miles de personas, tornan indudable la procedencia del alegado estado de emergencia. La limitación de derechos individuales es una necesidad derivada de la convivencia social. La Corte ha señalado que los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos a las normas que reglamenten su ejercicio y que en momentos de perturbación social y económica y en otras situaciones semejantes de emergencia y ante la urgencia en atender a la solución de los problemas que crean, es posible el ejercicio del poder del Estado en forma más enérgica que la admisible en períodos de sosiego y normalidad. Mas, cuando la restricción de esos derechos proviene del ejercicio de una facultad extraordinaria, debe existir una causa justificante igualmente excepcional que legitime ese proceder. Confluyen diversos factores que determinan que la medida adoptada supere el mencionado juicio de razonabilidad. Las medidas adoptadas para paliar la emergencia no han sido irrazonables. Ello no implica evaluar su acierto, conveniencia o mérito, sino solamente apreciar su validez desde la óptica constitucional, ante la afectación del derecho de propiedad de beneficiarios de sentencias firmes. La Corte ha señalado que es admisible restringir el derecho de propiedad, en circunstancias excepcionales, si se observan las condiciones para ello, aún cuando emerjan de sentencias firmes, pasadas en autoridad de cosa juzgada. En tal sentido, estableció los tres requisitos que debe reunir una legislación de emergencia para no ser violatoria de la Constitución Nacional: a) que las normas sean dictadas para remediar una grave situación de emergencia; b) que se resguarde la sustancia de los derechos reconocidos en los pronunciamientos judiciales; y c) que la suspensión de los efectos de las sentencias firmes sea sólo temporal". Tiene dicho que "cuando una situación de crisis o de necesidad pública exige la adopción de medidas tendientes a salvaguardar los intereses generales, se puede sin violar ni suprimir las garantías que protegen los derechos patrimoniales, postergar, dentro de los límites razonables, el cumplimiento de obligaciones emanadas de derechos adquiridos." Cuando justamente por estas razones de crisis o necesidad pública, se sanciona una norma que no priva a los particulares de los beneficios patrimoniales legítimamente reconocidos, ni se les niega su propiedad y sólo se limita temporalmente la percepción de tales beneficios, se está reglamentando válidamente la garantía del art. 17 de la Carta Magna. En el sistema constitucional argentino, no hay derechos absolutos y todos están subordinados a las leyes que establezcan la forma de ejercitarlos regularmente. De no adoptarse medidas urgentes para anticiparse a la crisis que se perfilaba en el sector del autotransporte automotor, la mayoría de los créditos de los particulares contra las empresas de transporte público de pasajeros, y sus aseguradoras, habrían devenido, probablemente, ilusorios. Se cumplen los recaudos que en la hermenéutica constitucional se han elaborado para limitar el ejercicio de los derechos fundamentales; porque en el sub lite no se priva a la actora de sus derechos patrimoniales, los que fueran determinados judicialmente, sino que se los posterga temporalmente, adicionándose los intereses moratorios que se devenguen. Tampoco se lesiona la garantía de igualdad. Limitar la moratoria a una determinada categoría de acreedores fue una opción que no revela un propósito discriminatorio ni arbitrario, sino dirigido a acotar los efectos negativos de la emergencia. El plazo para el pago en sesenta meses, con un plazo inicial de gracia de seis meses, contados a partir de que quede firme la liquidación efectuada no resulta precisamente breve. Además, no aparece explicado el motivo por el cual mientras la emergencia se dicta por treinta y seis meses, sus efectos se extienden casi al doble de tiempo. La propia Corte ha puesto de relevancia que la duración de la emergencia debe ser limitada y breve, en relación con el plazo indispensable para que desaparezcan las causas que hicieron necesaria la moratoria. Se le solicita a la Corte adoptar una solución de equidad que, sin invalidar el decreto, reduzca el plazo de pago en cuotas en coincidencia con el de la emergencia, es decir, a treinta y seis meses. Así se cumpliría acabadamente con las pautas reseñadas reiterando la doctrina del Tribunal en lo que respecta a la razonabilidad de la moratoria, en concordancia con la duración temporal y limitada del propio decreto 260/97. La Corte ha adoptado ese temperamento cuando los métodos adoptados por la administración aparecen como irrazonables. De ese modo, se superaría el riesgo de provocar efectos extremos en una actividad que se pretende auxiliar, pero salvaguardando en mayor medida los derechos de las víctimas, que verían abreviados los plazos de pago.


    Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César y otros s/ Ejecución de sentencia.


    R. 94, XXXIV, 19 de octubre de 1998


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XIII


    Salud Pública


    Contienda negativa de competencia


    Obras sociales. Empleo público. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 57, XXXIII, “Borghi, Emilia Gregaria c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios (ISSB) s/ Despido”.


    Cuando la demanda ha sido promovida contra una obra social corresponde aplicar el artículo 38 de la ley 23.661 que dispone expresamente que la ANSSAL y los agentes del seguro estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria sólo cuando fueran actores. Dado que es facultad de la Corte Suprema otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes para entender en ellas aunque no hubiesen sido parte en la contienda, por tanto, corresponde dirimir el presente conflicto disponiendo que debe entender en este proceso la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal.


     Canullan, Graciela Ester y otros c/ I.S.S.B. s/ Empleo público


    COMP. 127, XXXIV, 01 de julio de 1998


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XIV


    Seguridad Social


    Contienda negativa de competencia


    Reintegro de aportes y contribuciones. Falta de superior tribunal común. Competencia federal. Competencia previsional. 


    Habida cuenta de que la demanda tiene por objeto el reintegro de sumas de dinero que se le habrían descontado a los actores de sus haberes, a fin de incrementar el importe de las jubilaciones y pensiones por aplicación de la ley 22.955, resulta evidente que la temática de la litis pertenece a la materia de la seguridad social y, por ende, debe ser juzgado por el fuero especializado, creado por la ley 24.655, que es la Justicia Federal de la Seguridad Social.


    Fama, Julio César y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Trabajo y Seguridad Social


    COMP. 97, XXXIV, 16 de junio de 1998              


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia previsional. Competencia federal. 


    La doctrina de la Corte tiene establecido que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y solo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su petición. Al ser claramente previsional la materia subyacente del litigio, deberá acudirse para su solución a las leyes que regulan dicha materia. Al respecto la ley 24.655 que creo la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social, indica que los juzgados por ella creados serán competentes en las demandas que versen sobre aplicación del sistema integrado de jubilaciones y pensiones, establecido por la ley 24.241 y sus modificatorias.


    Sedano Acosta, Carlos A. y otro c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Daños y perjuicios


    COMP. 170, XXXIV, 22 de junio de 1998              


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. Adicionales de remuneración. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Al resolver la causa Comp. 122, L. XXXII, "Pereyra, Emma Ester c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional", la Corte admitió como válida la declaración de incompetencia emitida por los miembros de un tribunal al que había ordenado dictar una nueva sentencia, y lo hizo sobre la base del contenido de las leyes 24.463 y 24.655, en cuanto establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata cualquiera que sea el estado de la causa. Tal precedente reviste un carácter general que expresa la postura que la Corte sustenta para resolver este tipo de conflictos. Por tanto correspondería extenderla al caso de especie y disponer, en consecuencia, que la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social resulta competente para seguir conociendo en la causa.


    Zabala, Elvira Teresa y otros c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Diferencia de pago complementación


    COMP. 285, XXXIV, 24 de junio de 1998              


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia previsional. 


    La Corte ha decidido recientemente aplicar la doctrina sostenida al resolver la causa Comp. 122, L.XXXII, "Pereyra, Emma Ester c/ ANSES s/ Ejecución previsional" sobre el contenido de las leyes 24.463 y 24.655, en cuanto establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata, cualquiera sea el estado de la causa.


    Arecco, Norberto Nicolás c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Ejecución fiscal


    COMP. 226, XXXIV, 30 de octubre de 1998              


    Ver dictamen


    



    Competencia previsional. Competencia federal. 


     


    La Corte al resolver la causa Comp. 122, L. XXXII, "Pereyra, Emma Ester c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional", admitió como válida la declaración de incompetencia emitida por los miembros de un tribunal al que había ordenado dictar una nueva sentencia, y lo hizo sobre la base del contenido de las leyes 24.463 y 24.655, en cuanto establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata, cualquiera sea el estado de la causa. Tal precedente reviste un carácter general que expresa la postura que la Corte sustenta para resolver este tipo de conflictos. Por lo tanto, correspondería, salvo su más elevada opinión, extenderla al sub lite y disponer, en consecuencia, que la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social resulta competente para continuar su trámite.


    Aparicio, Hipólito Gumersindo y otros c/ Banco Central de la República Argentina s/ Reajustes varios


    COMP. 555, XXXIV, 20 de noviembre de 1998              


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Ejecución previsional. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. N° 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.


    Goncalvez, Rosa c/ Caja de Previsión de la Industria Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional


    COMP. 748, XXXIII, 11 de febrero de 1998              


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. N° 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.


    Montagna, Luis José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajuste por movilidad


    COMP. 720, XXXIII, 11 de febrero de 1998              


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. N° 344, L. XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.


    Ramos, Julio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 910, XXXIII, 11 de febrero de 1998              


    Ver dictamen


    Competencia federal. Competencia previsional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 344, L. XXXIV, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.


    Aprile, Conrado c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    COMP. 244, XXXIV, 16 de junio de 1998              


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Al resolver la causa Comp. 122, L. XXXII, "Pereyra, Emma Ester c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional", la Corte admitió como válida la declaración de incompetencia emitida por los miembros de un tribunal al que había ordenado dictar una nueva sentencia, y lo hizo sobre la base del contenido de las leyes 24.463 y 24.655, en cuanto establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata, cualquiera sea el estado de la causa. Tal precedente reviste un carácter general que expresa la postura que la Corte sustenta para resolver este tipo de conflictos. Por tanto, correspondería extenderla al caso de especie y disponer, que la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social resulta competente para seguir conociendo en el sub lite.


    Holst, Armando Luis y otros c/ Banco Nacional de Desarrollo s/ Diferencia de pago complementación


    COMP. 251, XXXIV, 22 de junio de 1998              


    Ver dictamen


    Recurso directo. AFIP DGI. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    El tribunal competente para entender en este recurso directo es la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social, quien lo consideró inadmisible, debiendo devolver los actuados para su archivo; solución, por otra parte, congruente con la doctrina de la Corte expuesta en la causa “Wendler, Héctor Eladio”; y más recientemente, en “De Sarro, Juan Carlos c/ Adm. Nacional de la Seg. Soc”.


    FADECYA. S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Impugnación de acto administrativo


    COMP. 282, XXXIV, 18 de agosto de 1998              


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Justicia Nacional del Trabajo. Competencia laboral. 


    Atento lo dispuesto por la Corte en el punto 2 de la Acordada N° 75 resulta competente para seguir conociendo en este caso, el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Brandolini, Dora Haydee c/ Caja Nacional de Previsión del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional


    COMP. 518, XXXIV, 29 de diciembre de 1998              


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Competencia federal. Seguridad social. 


    Cuestión análoga al fallo de la Corte en la causa Comp. N° 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.


    Celaya, José Manuel c/ ANSES s/ Reajuste por movilidad


    COMP. 718, XXXIII, 16 de febrero de 1998              


    Ver dictamen


    Seguridad social. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. N° 344, L. XXXII,“González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.


    Chimenti, Vicente c/ ANSES s/ Reajustes por movilidad


    COMP. 721, XXXIII, 16 de febrero de 1998              


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa a Comp. N° 344, L. XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.


    Fernández, Delia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ajuste de movilidad


    COMP. 675, XXXIII, 16 de febrero de 1998              


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al fallode la causa a Comp. N° 344, L. XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.


    García Vera, Raúl c/ Instituto Nacional de Previsión Social Caja Nacional para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución Previsional


    COMP. 654, XXXIII, 16 de febrero de 1998              


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 344, XXXII, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.


    Matwiczyk, Elena c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional


    COMP. 1018, XXXIII, 16 de febrero de 1998              


    Ver dictamen


    Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    La Corte en la causa Comp. 122, XXXII, “Preyra, Emma Ester”, admitió como válida la declaración de incompetencia emitida por los miembros de un tribunal al que había ordenado dictar una nueva sentencia, y lo hizo sobre la base del contenido de las leyes 24.463 y 24.655, en cuanto establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata, cualquiera que sea el estado de la causa. Si se entendiere que el criterio amplio antes transcripto trasciende las peculiaridades de la causa mencionada y reviste un carácter general que expresa la postura que la Corte encarece debe privar para resolver este tipo de conflictos, correspondería, salvo su más elevado juicio, extenderla al caso de especie y disponer, en consecuencia, que la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social resulta competente para seguir conociendo en él.


     Molla, José Juan c/ ANSES s/ Ejecución previsional


    COMP. 964, XXXIII, 16 de febrero de 1998              


    Ver dictamen


    Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Al resolver la causa Comp. 122, L. XXXII "Pereyra, Emma Ester c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional", la Corte admitió como válida la declaración de incompetencia emitida por los miembros de un tribunal al que había ordenado dictar una nueva sentencia, y lo hizo sobre la base del contenido de las leyes 24.463 y 24.655, en cuanto establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata, cualquiera que sea el estado de la causa. Tal precedente reviste un carácter general que expresa la postura que la Corte sustenta para resolver este tipo de conflictos.


    Pierro, Julio Alfredo y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Reintegro de aportes


    COMP. 480, XXXIV, 18 de diciembre de 1998              


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Justicia Nacional del Trabajo. Competencia laboral. 


    En atención a lo dispuesto por la Corte en el punto 2 de la Acordada N° 75, y toda vez que la cuestión es análoga a la considerada en el dictamen de la causa Comp. 325 L. XXXI, “Siebold de Weinreich Elfriede c/ ANSES S/ Ejecución previsional”, resulta competente para seguir entendiendo en este caso, el titular del Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Rey, Emilio A. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 617, XXXIV, 29 de diciembre de 1998              


    Ver dictamen


    En atención a lo dispuesto por la Corte en el punto 2 de la Acordada N° 75, y toda vez que la cuestión es análoga a la considerada en el dictamen de la causa Comp. 325 L. XXXI, “Siebold de Weinreich Elfriede c/ ANSES S/ Ejecución previsional”, resulta competente para seguir entendiendo en este caso, el titular del Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Smink, Walter c/ ANSES s/ Ejecución previsional


    COMP. 614, XXXIV, 29 de diciembre de 1998              


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia federal. Competencia previsional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 334 L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución provisional" .


    Instituto de Servicios Sociales Bancarios c/ Banco del Tucumán S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 138, XXXIV, 29 de diciembre de 1998              


    Ver dictamen


    Aportes y contribuciones previsionales. Obras sociales. Entidades financieras. 


    El art. 2°, inciso f, de la ley 24.655 -de creación de la Justicia Federal de la Instancia de la Seguridad Social- modificó el art. 24 de la ley 23.660, al disponer que dichos Juzgados serán competentes en "las causas actualmente asignadas a la Justicia Nacional de Primera Instancia del Trabajo por el art. 24 de la ley 23.660." La acordada 75/96, dictada por la Corte, estableció la forma de radicación en el nuevo fuero de las causas a que se refiere el art. 7 de la ley 24.665, cumplimentada la condición a que había sido supeditada por imperio de la acordada 45/96; resultando que, conforme a lo previsto por su 2° apartado, interpretado con arreglo al criterio de la Corte expresado en la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carlí de Romanutti”, y más recientemente, en Comp. 1006, L. XXXIII, "Cantoni, Aldo Hermes N. y otros”; la presente causa, de tramitar en Capital Federal, corresponderá, materialmente, a la competencia de los juzgados federales de la seguridad social y no a la de juzgados nacionales del trabajo. Con arreglo a lo dispuesto por el art. 24 de la ley 23.660, el cobro judicial de los aportes, contribuciones, recargos, intereses y actualizaciones adeudados a las obras sociales y de las multas establecidas en esta ley se efectuará "por la vía de apremio prevista en el CPCCN, sirviendo de suficiente título ejecutivo el certificado de deuda expedido por las obras sociales o los funcionarios en que aquellas hubieran delegado esa facultad...". Dicha norma prevé, además, a estos efectos, la competencia de la Justicia Federal de la Instancia en lo Civil y Comercial, en todo el territorio de la República, y de la Justicia Federal de la Seguridad Social, en Capital Federal. Si bien, los anteriores preceptos establecen normas "materiales" de competencia, no prevén, en cambio, ningún dispositivo "ratione territorio", por lo que cabe estar a lo dispuesto por el art. 5, inciso 3° del CPCCN, el que, en lo que aquí interesa, remite al "lugar en que deba cumplirse la obligación expresa o implícitamente establecido conforme a los elementos aportados en el juicio y, en su defecto, a elección del actor, el domicilio del demandado o el del lugar del contrato”. A ese respecto, el art. 18, de la ley 19.322 prevé que "Las entidades empleadoras actuarán como agentes de retención de los aportes a cargo de su respectivo personal" y que los mismos, así como las contribuciones del inciso e) del art. 17, deberán depositarse en las entidades financieras previstas en el art. 10 de la ley 18.610", actual Ley 23.660. Esta última previsión, por su parte, introduce dispositivos similares en sus arts. 19 y 23, los que, de su lado, fueron objeto de reglamentación vía decreto 2284/ 91 por el que se creó el Sistema Único de la Seguridad Social (SUSS) y la Contribución Única de la Seguridad Social (CUSS); y, entre otras, por las resoluciones 890192 (MTySS); resoluciones conjuntas 119195 (MEyOySP) y 123195 (MTySS) y 202/95 (MeyOySP) y 202195 (MTySS). Cuando se reclaman aportes y contribuciones supuestamente adeudados por la entidad financiera de la provincia, el empleador se libera de dicha carga al ajustar su conducta, en tiempo y forma, a lo debido; esto es, cuando da en pago lo retenido a su dependiente más su contribución, a través del correspondiente depósito bancario y en los plazos establecidos, toda vez que pago, por definición, es el cumplimiento de la prestación que hace el objeto de la obligación, ora se trate de una obligación de hacer, ora de una obligación de dar. El cumplimiento de esta obligación legal debe efectuarse mediante depósito en instituciones bancarias oficiales nacionales, provinciales o municipales; precisando el art. 2° de la resolución conjunta 202/95 que todo pago que efectúen los contribuyentes o responsables por los aportes y contribuciones previstos en el punto e) del art. 87 del decreto-ley 2284/91, deberá ingresarse necesariamente mediante el procedimiento establecido por la Dirección General Impositiva, para la totalidad de los conceptos integrativos de la Contribución Unificada de la Seguridad Social, resultando el comprobante que se expida a tal efecto, único medio probatorio de cancelación de la obligación. AI haber sido demandada una entidad financiera domiciliada en la Ciudad de Santiago del Estero, resulta razonable, al no existir constancias precisas en la causa que permitan esclarecer la situación fiscal estricta del deudor y con ello, la existencia de un lugar determinado donde efectuar los depósitos reclamados, estimar, como lugar de cumplimiento de dicha obligación, a las "instituciones bancarias oficiales nacionales, provinciales o municipales" de aquella Ciudad provincial, a la sazón, también "domicilio del deudor", en consonancia con las disposiciones del art. 747 del Cód. Civil.


    Instituto de Servicios Sociales Bancarios c/ Banco de la Provincia de Santiago del Estero s/ Ejecución fiscal


    COMP. 420, XXXIV, 19 de octubre de 1998              


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Beneficios previsionales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. N° 49, L. XXXIII, “Unamuno, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de hecho”.


    Belgrano Rawson, Guillermo A. y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparo, Sumarísimos


    P. 517, XXXIII, 31 de agosto de 1998              


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Concesión parcial del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, LXXXIII, “Unamuno, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de hecho” y, C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, G.A. y otros c/ Estado Nacional – PEN – Ministerio de Justicia de la Nación – s/ Empleo Público”.


    Vasini, Héctor E. y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    V. 10, XXXIV, 14 de septiembre de 1998              


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Domingorena, Horacio c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    D. 76, XXXIV, 02 de diciembre de 1998              


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/Administración Nacional de la Seguridad Social”; C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Asensio, Luis Alberto c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    A. 34, XXXIV, 02 de diciembre de 1998              


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Fernández Salgado, Jorge Juan y otros c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    F. 100, XXXIV, 02 de diciembre de 1998              


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Méndez de Barrio, M. L. c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    M. 170, XXXIV, 02 de diciembre de 1998              


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Reclamo del haber jubilatorio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. n° 43, L. XXXIII, "Unamuno, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho". 


     


    Amestoy Osiris, Alfredo y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    A. 577, XXXIII, 04 de agosto de 1998              


    Ver dictamen


    Concesión parcial del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social” y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, G. A. y otros c/ Estado Nacional –Poder Ejecutivo Nacional Ministerio de Justicia de la Nación - s/ Empleo Público”.


    Mosso, Alfredo M. c/ ANSES


    M. 285, XXXIV, 17 de noviembre de 1998              


    Ver dictamen
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